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I LAS FUENTES DE LA COOPERACIÓN JUDICIAL 




Habitualmente la terminología procesal es tan obvia que no necesita 
especiales aclaraciones. Sin embargo, al abordar la materia que hemos 
denominado genéricamente como cooperación judicial internacional penal, 
llama la atención un cierto carácter fluctuante de la terminología. Por ello 
creemos conveniente hacer alguna precisión al respecto.  
Hemos optado por utilizar la denominación cooperación judicial 
internacional en materia penal como término común bajo que abarca las 
distintas formas de colaboración entre los Estados para los fines del proceso 
penal. En este mismo sentido se utiliza esta expresión en el Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea, que aparece en la rúbrica del Capítulo 
4, del Título V y en el artículo 821.  
Entendemos el término cooperación judicial, como denominación 
genérica que incluye las diferentes instituciones procesales de la 
colaboración entre los Estados: el auxilio judicial internacional, la 
transmisión de procedimientos, la transmisión de la ejecución, la extradición 
y la entrega de personas reclamadas por orden de detención europea. La 
cooperación judicial internacional en materia penal, agrupa las diferentes 
instituciones de carácter procesal que tratan de articular la colaboración 
entre los Estados, en relación con el proceso penal2.  
En ocasiones se utiliza también como equivalente la expresión 
cooperación jurídica internacional. Sin embargo no es necesariamente más 
correcta que la de cooperación judicial internacional, ya que en todas las 
especies de la cooperación judicial o jurídica internacional, en su acepción 
amplia, lo judicial está implícito por la necesaria referencia al proceso penal, 
a cuyos fines se trata de atender y que es necesariamente judicial. Incluso 
en el caso de la transferencia de condenados, puesto que aunque la 
privación de libertad se ejecute en establecimientos penitenciarios 
dependientes del poder ejecutivo, la ejecución es siempre bajo la 
supervisión, control y decisión judicial. En este mismo sentido ZIMMERMAN 
                                                          
1 En su artículo 82, número 1, se afirma: “La cooperación judicial en materia penal en la Unión 
se basará en el principio de reconocimiento mutuo de las sentencias y resoluciones judiciales e 
incluye la aproximación de las disposiciones legales y reglamentarias de los Estados miembros 
en los ámbitos mencionados en el apartado 2 y en el artículo 83”. 
2
 Véase en este sentido, entre otros, DUEÑAS JIMÉNEZ, V. La cooperación judicial penal en el 
tercer pilar de la Unión Europea, publicado en Boletín de Información nº 1792, 1 de marzo de 
1997, Ministerio de Justicia. Madrid. 
 





afirma que la cooperación es judicial porque es ordenada para las 
necesidades de un proceso penal3.  
Una de las especies de la cooperación judicial internacional, 
probablemente la más frecuente desde el punto de vista estadístico, es el 
auxilio judicial internacional. Es frecuente encontrar, tanto en los textos 
legales como en los trabajos publicados en la materia, una pluralidad de 
sinónimos que se utilizan de modo indistinto para referirse al auxilio judicial 
internacional. SALCEDO VELASCO4, recoge los de cooperación jurisdiccional 
internacional, que aparece en la Ley Orgánica del Poder Judicial y más bien 
parece un sinónimo del termino genérico de cooperación judicial 
internacional; asistencia judicial internacional, que se emplea en el 
Convenio Europeo para la Represión del Terrorismo, en el Convenio Europeo 
de Asistencia Judicial en Materia Penal y en el Convenio de Schengen; o 
auxilio judicial internacional, que se utiliza en el Reglamento 5/1995 del 
Consejo General del Poder Judicial, sobre los Aspectos Accesorios de las 
Actuaciones Judiciales.  
El auxilio judicial internacional se plantea cuando un juez o tribunal, 
un fiscal o autoridad asimilada a autoridad judicial, necesita la colaboración 
de las autoridades equivalentes de un Estado extranjero para: 
a) Llevar a cabo investigaciones en el extranjero, obtener 
informaciones o elementos probatorios necesarios para la instrucción de una 
causa o para un juicio penal (documentos, piezas de convicción, 
declaraciones, valoración de daños, etc). 
b) Practicar pruebas anticipadas ante las autoridades judiciales 
extranjeras que puedan tener validez en el juicio en el propio país de la 
autoridad que solicita la colaboración de las autoridades extranjeras, o 
practicar pruebas por videoconferencia simultáneamente a la celebración 
del juicio (fundamentalmente declaraciones testificales o periciales). 
c) Comunicar resoluciones judiciales o averiguar el paradero de 
personas para realizar comunicaciones judiciales. 
 La cooperación judicial internacional, como término genérico, abarca 
no sólo el auxilio judicial internacional, sino también otras instituciones 
afines de carácter procesal. Se trata de instituciones que contemplan otros 
supuestos en los que se necesita la colaboración de autoridades de otro 
Estado para el éxito del proceso penal. En la actualidad podemos mencionar 
las siguientes: 
a) La extradición. Tiene por finalidad hacer posible, ordenadamente, 
que una persona que es reclamada por razón de un proceso penal en un 
Estado, sea entregada por las autoridades del Estado en cuyo territorio se 
                                                          
3
 ZIMMERMAN, R. La coopération judiciaire internationale en matière pénale. Stampfli Editions 
SA Berne – Bruylant SA Bruxelles. Berne, 2009. 
4
 SALCEDO VELASCO, A; Mecanismos procesales de cooperación judicial. Publicado en 
Cuadernos de Derecho Judicial, nº XXIII de 1995, bajo el título común de Política Común de 
Justicia e Interior en Europa. Consejo General del Poder Judicial, Madrid 1995, pag 145 y ss. 





encuentra, a las autoridades que la reclaman para su persecución penal o 
para el cumplimiento de la condena recaída. 
b) La orden de detención europea.  
c) Transmisión del procedimiento. Atiende a la finalidad de transferir 
a las autoridades de otro Estado un procedimiento penal en curso, con la 
finalidad de que se instruya la causa o se juzgue al autor del delito por las 
autoridades judiciales del Estado requerido, al cual se transmite el 
procedimiento. 
d) Transmisión de denuncia oficial. Se trata de un sustitutivo de la 
transmisión del procedimiento, por medio del cual se trata de poner en 
conocimiento del Ministerio Fiscal o de las autoridades de otro país, la 
existencia de un hecho que podría ser constitutivo de delito perseguible 
ante los tribunales del Estado destinatario de la noticia. Se utiliza cuando no 
es posible acudir a la transmisión del procedimiento. 
e) Transmisión de la ejecución. Consiste en la ordenación de la 
transferencia de la ejecución de una sentencia penal, de las autoridades de 
un Estado a las de otro, en el cual resulta necesario o más conveniente que 





En sentido estricto, el Derecho de la cooperación judicial internacional 
empieza a prepararse en el siglo XVIII y nace en el siglo XIX, en el que los 
Estados perciben la necesidad de establecer una cooperación judicial 
regulada por normas jurídicas pactadas de Derecho internacional. Antes de 
este momento histórico no existe un Derecho de la cooperación judicial 
internacional. Sin embargo, la colaboración, aún ocasional y no propiamente 
jurídica, entre los detentadores de la potestad de aplicar la ley penal se 
remonta mucho más atrás. Tales relaciones de colaboración ocasional, 
relacionadas con la aplicación del Derecho penal, se daban entre los pueblos 
que habitaban en suelo europeo anteriormente o simultáneamente a la 
conquista de estos territorios por Roma, si bien hay que tener en cuenta 
que ese Derecho penal primitivo consuetudinario se construía en buena 
medida sobre moldes semejantes a los del Derecho privado. No es preciso a 
este respecto acudir a bibliografía excesivamente complicada ni 
especializada para encontrar informaciones de utilidad. 
Por lo que se refiere a los pueblos germanos, según DEL ROSAL el 
elemento central del primitivo Derecho penal consuetudinario germánico es 
la sippe o comunidad familiar. La aplicación del Derecho penal se lleva a 
cabo bien en el interior de la sippe, por el cabeza de familia o bien en las 
relaciones entre grupos familiares, como un derecho a obtener la venganza, 
o más tarde una reparación, por parte de una sippe frente a otra. Domina 
una concepción jurídico privada del Derecho penal a la que se va añadiendo 
la idea de la pena pública para algunos delitos graves como traición o 
deserción. Las relaciones entre grupos familiares las relaciones con los 
pueblos vecinos no irían más allá de la entrega de personas buscadas para 





serles aplicada la pena correspondiente a su delito, o el conflicto en caso 
contrario. La aparición de un derecho de asilo rudimentario, como 
regulación de las condiciones para ser acogido y obtener el amparo en una 
comunidad respecto a la cual se es extranjero, es una característica 
destacada del Derecho germánico que posteriormente fue desarrollado en el 
Derecho canónico5. El asilo puede ser entendido como el germen de una 
regulación negativa de una modalidad de entrega o más bien de abandono 
a su suerte de una persona que busca refugio en una comunidad distinta a 
la propia. El que es acogido no es abandonado a su suerte frente a quienes 
le buscan para aplicar su justicia. 
  DEL ROSAL refiere también la existencia entre los íberos de lo que 
denomina “organización gentilicia”, basada en la gens, siendo ésta una 
especie de sociedad para la protección y defensa común. La gens daría 
lugar a la aparición de jurisdicciones familiares. Los detentadores de la 
autoridad familiar serían los encargados de aplicar la ley penal a los 
miembros del grupo familiar. A su vez este Derecho penal familiar iba unido 
a la idea de la venganza y la responsabilidad colectiva de unos grupos 
familiares frente a otros por el hecho cometido por uno de sus miembros6.  
Las relaciones entre los detentadores del ius puniendi en el interior de 
estos pueblos, o entre los detentadores de tal potestad de pueblos distintos 
que pudieran entrar en contacto, debían de circunscribirse a la entrega 
ocasional y discrecional de personas para la aplicación de la ley penal. 
Prueba de ello es la existencia entre ellos del derecho de asilo, al que alude 
DEL ROSAL. Las relaciones entre las tribus eran de coexistencia 
frecuentemente conflictiva, salvo los ocasionales pactos de hospitalidad que 
establecían relaciones de cooperación entre tribus, clanes o grupos. A lo 
sumo podemos imaginar que la colaboración no iría más allá de la entrega 
de alguna persona reclamada para evitar una venganza que pudiese recaer 
sobre todo el grupo familiar o la tribu entera.  
 Bajo el imperio romano a las relaciones entre tribus, clanes o grupos 
de los pueblos sometidos siguiendo el patrón ya visto, se añaden las 
relaciones de éstos con las autoridades imperiales encargadas de la 
aplicación de la norma penal. Las autoridades romanas retenían para sí la 
competencia de impartir justicia penal en atención a diversos criterios 
relativos a la clase de delitos (distinguiendo entre delitos privados, delitos 
públicos y delitos extraordinarios7), la naturaleza de la pena a imponer o la 






                                                          
5
 DEL ROSAL, JUAN. Tratado de Derecho Penal Español. Parte General, Volumen I. Pag. 156. 
Ediciones Darro. Madrid 1976. 
 
6
 DEL ROSAL, JUAN. Tratado de Derecho Penal Español. Parte General, Volumen I. Pag. 172. 
Ediciones Darro. Madrid 1976.  
7
 DEL ROSAL, Juan. Tratado de Derecho Penal Penal Español. Ob. cit., pag 150) 
 





LOS ESTADOS SOBERANOS Y LA COOPERACIÓN JUDICIAL 
INTERNACIONAL 
Con la caída del imperio romano, el espacio unificado 
imperativamente desde el punto de vista político por la presencia de la 
poderosa entidad política del imperio y culturalmente unificado parcialmente 
por la romanización8, se fragmenta en una pluralidad de Estados. En los 
nuevos Estados, bajo el influjo del Derecho germánico, la regulación del 
asilo, que aparece también de manera muy importante en el Derecho 
canónico, tiene un lugar destacado. No obstante la cooperación entre los 
soberanos medievales para la aplicación de la ley penal, si en algún caso se 
producía, no se basaba en criterios diferentes a los de las ocasionales 
cooperaciones de los jefes tribales. La afirmación radical de la potestad del 
soberano como algo no sujeto a límites, al menos en lo referente a sus 
relaciones con otros soberanos, supone la imposibilidad de existencia de un 
Derecho de la cooperación para la aplicación de la ley penal. 
Para COSTA se puede identificar una primera etapa histórica en la 
que los Estados mantienen una concepción absoluta de la soberanía total y 
única sobre un territorio y sobre todos los que en él se encontrasen. Ello les 
llevaba a no colaborar entre sí en cuestiones relativas a la Justicia penal. 
Durante siglos los Estados, en el dominio de la Justicia, vivieron en la 
afirmación de una soberanía absoluta, ajena a cualquier sistema de 
cooperación y en permanente desconfianza9. Las excepciones a la regla 
general de ausencia de cooperación se hacían únicamente en función de la 
obtención de contrapartidas políticas o en busca de la reciprocidad en 
beneficio de los propios intereses. Se trataba de una colaboración puntual y 
basada en criterios de oportunidad política.  
La evolución histórica de las relaciones entre los Estados fue 
conduciendo a estos a la conciencia de la necesidad de cooperación, 
obteniendo recíprocamente el beneficio de la eficacia en la represión del 
delito. La consecuencia de esta evolución fue la progresiva extensión de la 
cooperación, que pasó de basarse en criterios de oportunidad política y 
reciprocidad, para ganar un estatuto jurídico y estructurado. No resulta 
extraño que se iniciara la cooperación por la institución de la extradición. 
Precisamente, COSTA pone de manifiesto cómo en el siglo XVIII GROCIO 
propone por primera vez una teoría de la extradición, que coloca como regla 
de Derecho natural la cooperación entre los Estados “aut dedere aut 
punire”. De esta manera, con las primeras formulaciones de normas o 
principios de Derecho natural relativos a la extradición comienza a 
prepararse la transición, a una cooperación basada en normas jurídicas de 
Derecho internacional convencional, cuya expansión se produce en los 
siglos XIX y XX. En este proceso, la cooperación inicialmente referida a la 
                                                          
8
 Según pone de manifiesto DEL ROSAL, en lo tocante a la cultura jurídica penal, la 
romanización no es un proceso que se circunscribe al tiempo del impero romano, sino que la 
recepción del Derecho romano se produce no tanto en ese momento, sino siglos más tarde. 
Véase Tratado de Derecho Penal Español, ob. cit., pgs 153 y 157.  
9
 COSTA, J. O Mandado de detenção europeu e a protecção dos directos fundamentais. 
Publicado en Estudos em memoria do conselheiro Luís Nunes de Almeida. Coimbra editora, 
2007. 
 





extradición va ampliándose a la obtención de pruebas, notificación de 
documentos y adopción de medidas cautelares, para más tarde extenderse 
a la ejecución de sentencias, traslado de condenados en interés del reo, 
transmisión de denuncias, transmisión de procedimientos, etc. El desarrollo 
del Derecho internacional convencional en esta materia se produce, tanto 
por vía de convenios bilaterales como por medio de convenios multilaterales 
impulsados por organizaciones internacionales. 
El Derecho de la cooperación judicial internacional nace como una 
creación de Estados soberanos, que pactan entre ellos las normas aplicables 
al tiempo que afirman y protegen su soberanía frente a posibles 
consecuencias políticamente no deseadas de la normativa convencional. 
Este Derecho nace marcado por la afirmación de dos principios 
fundamentales, uno político y otro jurídico. El principio político es el de la 
defensa de la soberanía, frente a la consideración de que los intereses 
políticos de los Estados pueden ser divergentes y llegar a entrar en conflicto 
con las obligaciones contractuales asumidas. El otro principio, de naturaleza 
jurídica, implica la afirmación con carácter de axioma jurídico de la radical 
heterogeneidad de los diferentes sistemas jurídicos. Ello conlleva la 
imposibilidad de reconocer efectos jurídicos, por sí mismas, a las 
resoluciones judiciales generadas en sistemas jurídicos ajenos. 
En Europa, durante la segunda mitad del siglo XX se produce una 
importante labor normativa por parte del Consejo de Europa, promoviendo 
convenios multilaterales que sientan las bases de una cultura de la 
cooperación judicial internacional en Europa. El sistema jurídico 
convencional del Consejo de Europa continúa estando construido sobre las 
mismas bases tradicionales de la protección de la soberanía frente a los 
posibles conflictos entre los intereses políticos de los Estados y la 
heterogeneidad de los sistemas jurídicos, basada en la desconfianza y en el 
axioma de la heterogeneidad de éstos. A partir de este momento, la 
evolución del Derecho de la cooperación judicial internacional en Europa, 
está marcada por el devenir de los dos principios fundamentales que hemos 
identificado.  
El principio político de la defensa de la soberanía no ha resultado 
sustancialmente alterado en el ámbito del Consejo de Europa, sin embargo, 
aun manteniéndose esencialmente el principio de la heterogeneidad de los 
sistemas jurídicos, la incomunicación entre los sistemas jurídicos comenzó a 
ser suavizada en el último tercio del siglo XX con la adopción de convenios 
de segunda generación que incorporan nuevos contenidos y nuevas técnicas 
basadas en una cierta transmisión de resultados procesales. Tal es el caso 
de la transmisión de la ejecución o la transmisión de procedimientos. Sin 
embargo la fundamental desconfianza hacia los sistemas jurídicos ajenos y 
la regla de la heterogeneidad continúan manteniendo esencialmente su 
vigencia, de manera que la asunción de resultados procesales o de 
decisiones judiciales ajenas está llena de cautelas y sometida a un proceso 
de verificación, homologación y adaptación al Derecho propio. El principio 
de la heterogeneidad se mantiene en esencia, pero resulta atenuado de 









EVOLUCIÓN DEL CONCEPTO DE LA SOBERANÍA Y EVOLUCIÓN DE 
LAS FUENTES Y DE LOS PRINCIPIOS DE LA COOPERACIÓN JUDICIAL 
PENAL EN LA UNIÓN EUROPEA 
 La constitución de la Unión Europea ha tenido un gran impacto en el 
principio político de la soberanía y en el principio jurídico de la 
heterogeneidad. En lo relativo al principio político de la soberanía, no hay 
que perder de vista que mientras el Consejo de Europa nació como una 
organización internacional de coordinación pero no de integración11, las 
Comunidades Europeas, que fueron el germen de la actual Unión Europeas, 
tuvieron desde su origen una función y naturaleza de organizaciones de 
integración, con el impacto que ello conlleva en la soberanía. En la Unión 
Europea se ha producido un fenómeno político cuya característica 
fundamental consiste en que los Estados comenzaron compartiendo o 
cediendo su soberanía en ciertas parcelas con la finalidad de crear un 
espacio económico unificado. Sin embargo la dinámica integradora ha 
desbordado los estrechos márgenes del mercado para acabar constituyendo 
una amplia unión política en la que los Estados ceden su soberanía –o su 
ejercicio- a instituciones comunes. Como consecuencia de esta cesión, los 
Estados delimitan ciertas parcelas de actuación soberana, que son 
concebidas como áreas competenciales y quedan definidas como 
competencias de los Estados en el Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea, mientras que ceden el ejercicio de otras competencias a 
instituciones comunes.  
El tránsito a la cesión del ejercicio de la soberanía en favor de las 
instituciones comunes ha determinado la aparición de nuevas fuentes 
jurídicas que no son elaboradas por los Estados sino por aquellas 
instituciones, de manera que las normas convencionales están siendo 
paulatinamente reemplazadas para sus Estados miembros por normas 
propias de la Unión no convencionales. De la misma manera la reducción de 
la afirmación de la soberanía de los Estados ha ido conduciendo a la 
desaparición o reducción a la marginalidad de las cláusulas de defensa de 
los intereses políticos del Estado. 
Por lo que se refiere a las fuentes, la evolución política y la evolución 
de éstas han corrido paralelas. Cada una de las diferentes épocas que 
podemos identificar en la evolución política y jurídica de la Unión Europea 
ha ido generando un sistema normativo propio, que con el tiempo es 
superado por un sistema normativo diferente que se superpone al anterior. 
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 Véase por ejemplo el Convenio Europeo sobre el Valor Internacional de las Sentencias 
Penales de 1970, el Convenio Europeo  de Transmisión de Procedimientos en Materia Penal 
(CETP), hecho en Estrasburgo el 15 de mayo de 1972 o el Convenio del Consejo de Europa 
sobre Traslado de Personas Condenadas, hecho en Estrasburgo el 21 de marzo de 1983   
  
11
 PALOMO DEL ARCO, A. “Convenio 2000. Ámbito de aplicación y relación con otros 
convenios”. Publicado en Derecho penal supranacional y cooperación jurídica internacional. 
Cuadernos de Derecho Judicial XIII-2003. Consejo General del Poder Judicial. Madrid 2004. 
Pag. 52. 





Podríamos decir, tomando prestado un símil de la geología, que la 
normativa de la cooperación judicial penal entre los Estados de la UE se 
estructura en capas o estratos diferentes, de la misma manera como la 
sedimentación va conformando un terreno superponiendo capas o estratos 
de sedimentos distintos, generados en épocas geológicas diferentes. Cada 
etapa en el desarrollo de la Unión ha ido dejando, un sedimento normativo, 
que queda sepultado por una normativa diferente, aunque sin perder 
forzosamente su vigencia, al menos de manera inmediata. A su vez toda la 
normativa de una misma etapa guarda una clara coherencia interna y 
responde a principios y técnicas legislativas semejantes.  
Recurriendo a este símil, podemos apreciar en las fuentes de la 
normativa de la cooperación judicial internacional penal, tres estratos, 
claramente diferenciados. El primero de ellos es el correspondiente a las 
fuentes convencionales del Derecho internacional clásico. El segundo estrato 
está integrado por las fuentes, aún intergubernamentales en buena medida, 
del Derecho del tercer pilar de la Unión Europea (decisiones y decisiones 
marco). El tercero es el que ya ha comenzado a desarrollarse conforme a 
las previsiones del Tratado de Lisboa, que unifica las fuentes y suprime la 
diferencia entre fuentes de creación intergubernamental y fuentes 
comunitarias, extendiendo el sistema de fuentes del Derecho comunitario a 
todo el Derecho propio de la Unión Europea. 
Como se ha dicho, los convenios propios de la Unión Europea forman 
el primer estrato de la normativa de la cooperación judicial en la Unión 
Europea. El espacio judicial europeo, como territorio regido por normas 
comunes propias de la Unión Europea, comienza a construirse en el quinto 
Consejo Europeo, que tuvo lugar en 197612. En su inicio, el espacio judicial 
europeo comenzó a construirse con normas convencionales adaptadas, 
tomadas del sistema normativo del Consejo de Europa. En su origen 
constituye evidentemente un subsistema del Consejo de Europa13. Los 
mismos convenios del Consejo de Europa eran objeto de modificaciones 
destinadas a intensificar la cooperación entre los Estados. Los convenios 
complementarios de los del Consejo de Europa quedaban abiertos a la firma 
de los Estados de la Unión Europea para regir sus relaciones recíprocas 
Obviamente, la técnica usada en dichos convenios y sus principios, se 
mantienen inalterados en el subsistema convencional de la Unión Europea. 
El segundo estrato es el de la normativa intergubernamental no 
convencional de la Unión Europea. En el Tratado de Maastricht, la Unión 
Europea se constituyó diferenciando entre tres áreas, en las cuales la 
integración entre los Estados iba desde la cesión de la soberanía al mero 
ejercicio coordinado de la misma. Tales áreas eran los llamados tres pilares, 
actualmente fundidos en la nueva arquitectura jurídica y política de la Unión 
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 El punto de partida podemos situarlo en este momento, aún antes de la conversión de la 
Comunidad Europea en la Unión Europea. Véase DE MIGUEL ZARAGOZA, J. El espacio 
jurídico-penal del Consejo de Europa. Incluido en el volumen Política común de Justicia e 
Interior en Europa. Publicado en Cuadernos de Derecho Judicial. Nº XXIII año 1995.  
13
 Incluso, DE MIGUEL, habla de la aparición, algo más tarde, de dos subsistemas diferentes: 
un subsistema general de la Unión Europea y el subsistema de Schengen. Ambos subsistemas 
del sistema normativo del Consejo de Europa. Véase El espacio jurídico-penal….., ob cit. 





Europea, tras el Tratado de Lisboa. Mientras que en el pilar comunitario o 
primero se producía una auténtica cesión de la soberanía, en los otros no 
existía tal cesión14. En los primeros momentos de la Unión Europea, con el 
Tratado de Maastricht, la cooperación judicial penal y la cooperación judicial 
civil eran únicamente una cuestión de interés común para los Estados 
miembros. En tales condiciones la soberanía ni había sido cedida ni siquiera 
se ejercitaba en común. En este ámbito la naciente Unión Europea 
continuaba asumiendo únicamente una función de coordinación, sin que la 
integración se extendiera a los asuntos de Justicia e Interior. Durante esta 
etapa, las fuentes de la cooperación judicial penal continúan ancladas en el 
subsistema convencional tributario del sistema del Consejo de Europa. Es 
con el Tratado de Ámsterdam cuando se produce un cambio que incide de 
manera fundamental en las fuentes en esta materia.  
A partir de Ámsterdam, el Tratado de la Unión Europea incorpora a 
los objetivos de la Unión la cooperación judicial en materia penal. Aparecen 
en este momento nuevas fuentes no convencionales, previstas en el 
anterior artículo 34 número 2, letras b y c, del Tratado de la Unión Europea: 
las decisiones y las decisiones marco. No obstante, estas fuentes continúan 
fundamentalmente ancladas en la intergubernamentalidad. Las normas del 
tercer pilar continúan siendo sustancialmente una creación por pacto entre 
los Gobiernos, si bien estas normas no se expresan en la forma de 
compromiso contractual propia del Derecho internacional. Los Gobiernos 
pactan por consenso (unanimidad) determinadas normas en el Consejo de 
la Unión Europea que revisten la nueva forma de decisiones o decisiones 
marco. Aun así, las fuentes del tercer pilar continúan siendo una creación 
gubernamental, lo que diferenciaba sus normas jurídicas de las del  Derecho 
comunitario, pertenecientes al primer pilar15. 
Durante todo este periodo, podría decirse que en el segundo y el 
tercer pilar los Estados gestionaban en común o de manera coordinada sus 
soberanías16, si bien la coordinación adquiere caracteres mucho más 
intensos a partir del Tratado de Ámsterdam17.  
  Cuando empiezan a aparecer las fuentes intergubernamentales no 
convencionales, éstas van sustituyendo a los convenios conforme van 
siendo incorporadas por los diferentes Estados a su Derecho interno, en la 
medida en que su materia coincide con la de algún convenio. De esta 
manera se produce una coexistencia de fuentes procedentes del primer o 
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 MANGAS MARTIN, A. El espacio penal y judicial..... Ob. cit., pag.67. 
15 HUELIN MARTÍNEZ DE VELASCO,J. Derecho penal y Derecho europeo: nuevas 
perspectivas. Publicado en El juez y la cultura jurídica contemporánea, Tomo II. Editado por el 
Consejo General del Poder Judicial. Madrid, 2009. 
16
 Véase JIMENO BULNES,M. La cooperación judicial y policial en el ámbito de la Unión 
Europea. Revista del Poder Judicial, número 50. Consejo General del Poder Judicial. Madrid, 
1998. 
17
 Véase también BLASCO LOZANO, I. Armonización del Derecho penal material y procesal: la 
aproximación de las legislaciones nacionales en el ámbito de la Unión Europea. Publicado en 
Derecho penal supranacional y cooperación jurídica internacional. Cuadernos de Derecho 
Judicial XIII-2003. Consejo General del Poder Judicial. Madrid 2004.  
  





del segundo estrato normativo, proyectándose sobre materias diversas de la 
cooperación judicial penal. Los convenios van quedando relegados a la 
posición de normativa residual en espera de sustitución, o de norma 
supletoria con respecto a la nueva normativa, salvo aquellos que nazcan 
para establecer cooperaciones reforzadas entre grupos reducidos de Estados 
de la Unión o entre la Unión Europea y terceros Estados. El sistema 
normativo de la Unión Europea se emancipa y aleja cada vez más del 
sistema normativo del Consejo de Europa, construyéndose sobre bases 
diferentes y adoptando formas normativas distintas de la forma 
convencional. Los convenios se reservan para las relaciones de la Unión 
Europea y de sus Estados miembros, con terceros Estados. 
El tercer estrato en la normativa sobre la cooperación judicial penal 
en la Unión Europea estará formado por las fuentes del sistema unificado 
del Tratado de Lisboa que ya ha comenzado a crearse. Con el Tratado de 
Lisboa desparece la estructura jurídica y política basada en la distinción 
entre los tres pilares. La reformada Unión Europea suprime los llamados 
tres pilares y los niveles diferentes de integración. En su lugar establece 
una organización, de régimen jurídico y político uniforme, que diferencia 
entre competencias exclusivas de los Estados, competencias de la Unión y 
competencias compartidas entre la Unión y los Estados. Así se declara en 
los números 1 y 2 del artículo 2 del Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea18. La cooperación judicial en materia penal, actualmente constituye 
una competencia compartida entre la Unión y los Estados. Esta competencia 
viene establecida en el artículo 4 número 2 letra j del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea.  
Como consecuencia de esta nueva estructura jurídica y política de la 
Unión Europea, ha comenzado ya a surgir un nuevo estrato normativo en la 
regulación de la cooperación judicial penal. Su característica central no es la 
introducción de un principio nuevo y diferente al del reconocimiento, que ya 
inspiraba la normativa no convencional de la Unión Europea (decisiones 
marco), sino el cambio de un sistema de fuentes que aun no siendo ya 
convencionales, guardaban una gran carga de lo que se ha dado en llamar 
intergubernamentalidad, para pasar a adoptar esencialmente el sistema de 
las fuentes comunitarias, convertido ahora en el modo unificado de creación 
del Derecho de la Unión Europea.  
En lo sucesivo, desde el Tratado de Lisboa, las normas jurídicas 
aplicables a la cooperación judicial penal han pasado ya a contenerse en 
directivas y reglamentos, que se unirán a las fuentes de los dos primeros 
                                                          
18 “1. Cuando los Tratados atribuyan a la Unión una competencia exclusiva en un ámbito 
determinado, sólo la Unión podrá legislar y adoptar actos jurídicamente vinculantes, mientras 
que los Estados miembros, en cuanto tales, únicamente podrán hacerlo si son facultados por la 
Unión o para aplicar actos de la Unión. 
2. Cuando los Tratados atribuyan a la Unión una competencia compartida con los Estados 
miembros en un ámbito determinado, la Unión y los Estados miembros podrán legislar y 
adoptar actos jurídicamente vinculantes en dicho ámbito. Los Estados miembros ejercerán su 
competencia en la medida en que la Unión no haya ejercido la suya. Los Estados miembros 
ejercerán de nuevo su competencia en la medida en que la Unión haya decidido dejar de 
ejercer la suya”. 





estratos, que permanecerán en vigor hasta que las antiguas vayan siendo 
sustituidas por las nuevas normas sobre las mismas materias.  
La nueva regulación de la cooperación judicial en materia penal, se 
realiza ahora por medio de las fuentes que anteriormente eran propias del 
Derecho comunitario exclusivamente, tal como se dispone en el artículo 82 
y siguientes del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.  
El Tratado de Ámsterdam supuso, no solo un punto de inflexión que 
marca el inicio de una nueva etapa y el tránsito desde los convenios a las 
decisiones y decisiones marco, sino que también se produjo un profundo 
cambio de concepción cuyo impacto iba más allá del sistema de fuentes y 
produjo un cambio radical en los contenidos normativos. Según 
CASTILLEJO, al incluirse el espacio de libertad, seguridad y Justicia entre los 
objetivos de la Unión, se produjo un cambio radical de perspectiva19. La 
construcción de un espacio único para la circulación de personas, capitales y 
mercancías en toda la Unión Europea suponía evidentes facilidades para la 
actuación de la criminalidad transnacional y para que los responsables de 
delitos pudieran burlar con facilidad la acción de la Justicia en los países en 
los que hubiesen delinquido. Para afrontar los desafíos que el espacio único 
suponía para la lucha contra la criminalidad, la Unión Europea necesitaba 
que la Justicia penal pudiese actuar también sin trabas en todo ese mismo 
espacio unificado y regido por normas homogéneas. Esta es la idea a la que 
se alude cuando se habla del espacio judicial europeo.  
Mientras que en el Tratado de Maastricht la cooperación judicial penal 
no era más que una cuestión de interés común para los Estados miembros, 
como ya hemos visto, el Tratado de Ámsterdam, en 1997, la convierte en 
uno de los objetivos de la Unión Europea y como consecuencia de ello el 
espacio judicial europeo se incorpora con ese rango al texto del Tratado de 
la Unión Europea, en su artículo 2. La misma idea aparece en el artículo 29 
del TUE. La búsqueda de un espacio de libertad, seguridad y justicia, 
supone la decisión de avanzar hacia la creación de un territorio regido por 
normas homogéneas, garantías comunes para los derechos fundamentales 
y cooperación y coordinación eficaz entre autoridades policiales y judiciales 
penales. 
Paralelamente a la evolución en las fuentes, en la Unión Europea se 
ha producido un cambio del principio jurídico básico orientador de toda la 
construcción de la cooperación judicial, con la sustitución del principio de 
heterogeneidad por un nuevo modelo construido sobre la idea de la 
confianza como axioma del que deriva el principio del reconocimiento. En el 
terreno de los principios jurídicos, la evolución en la Unión Europea se 
caracteriza, por tanto, por el tránsito desde una cooperación entre sistemas 
jurídicos y judiciales distintos, aunque con algunos valores compartidos, a 
sistemas que se reconocen recíprocamente como homologables en lo 
esencial aunque conservan sus características peculiares propias.  
 La evolución de las fuentes en la Unión Europea ha respondido 
esencialmente a la búsqueda de una mayor integración política, aplicada a 
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 CASTILLEJO MANZANARES,R. Instrumentos de la lucha contra la delincuencia. La orden 
de detención europea y los procedimientos de entrega entre los Estados miembros. Editorial 
COLEX. Madrid 2002. 





la creación normativa, mientras que el cambio en los principios y en los 
contenidos jurídicos ha obedecido a la aspiración a crear un auténtico 
espacio judicial unificado, en el que las normas sean cada vez más 
homogéneas y la cooperación judicial se parezca cada vez más a la 
cooperación entre jueces de un mismo Estado. No obstante, no hay que 
olvidar que en lo relativo al tránsito de la desconfianza a la confianza como 
principio inspirador, el cambio no está siendo completamente radical y 
absoluto, con abolición absoluta del antiguo principio sustituido por el 
nuevo. Por el contrario, en lo relativo a este principio básico se aprecia la 
asunción de un principio básico y predominante de confianza, combinado 
con la presencia de algunos restos de desconfianza o de protección de la 
diferencia entre los ordenamientos jurídicos, pero situado en el contexto de 
una afirmación general de la interoperabilidad de los sistemas jurídicos. 
Actualmente en el artículo 82 n 1 del Tratado de Funcionamiento de la 
Unión Europea se recoge el resultado de esta evolución de los principios 
jurídicos, uniendo la referencia al principio del reconocimiento y a la 
armonización del Derecho de los distintos Estados miembros: “La 
cooperación judicial en materia penal en la Unión se basará en el principio 
de reconocimiento mutuo de las sentencias y resoluciones judiciales e 
incluye la aproximación de las disposiciones legales y reglamentarias de los 
Estados miembros en los ámbitos mencionados en el apartado 2 y en el 
artículo 83.” 
  





II LOS DIFERENTES ESTRATOS NORMATIVOS 





 Como ya se ha adelantado, la evolución que ha conducido desde los 
Convenios propios del Consejo de Europa a las directivas de la cooperación 
judicial en la Unión Europea no se ha limitado a la introducción de cambios 
en las formas jurídicas, es decir en las fuentes, sino que también se han 
producido importantes cambios en la construcción de los contenidos 
jurídicos de tales normas.  
Toda esta normativa puede agruparse, por razón de la naturaleza de 
las fuentes en dos grupos: convenios y normativa no convencional. No 
obstante, resulta necesario llevar a cabo un análisis detallado de los 
contenidos jurídicos de las diferentes normas, convencionales y no 
convencionales para identificar los diferentes modelos a los que responden 
por su contenido.  
 
LOS CONVENIOS DE PRIMERA GENERACIÓN Y SUS 
CARACTERÍSTICAS 
Los convenios de primera generación tratan fundamentalmente de 
dar respuesta a la necesidad de los Estados de obtener “algo” que se 
encuentra en el territorio de otro Estado para incorporarlo a su Derecho, 
bien sea una prueba o una persona, o bien tratan de obtener la práctica de 
una notificación, que en realidad también consiste en generar un 
documento para incorporarlo al procedimiento penal del Estado requirente. 
La calificación de convenios de primera generación no quiere decir 
necesariamente que sean los convenios más antiguos, sino únicamente que 
utilizan la más antigua de las técnicas generadas en el Derecho 
internacional.  
La comparación de los contenidos normativos de los distintos 
convenios de la cooperación judicial internacional penal permite identificar 
tres notas características que concurren en ellos: 
1- Los sujetos de la cooperación son los Estados y éstos actúan a 
través tanto de las autoridades gubernamentales como de las autoridades 
judiciales. 
2- La cooperación solicitada no se ejecuta de manera automática, 
sino que previamente ha de ser valorada por las autoridades 
administrativas y por las autoridades judiciales competentes, examinando 
tanto el documento de la solicitud como la oportunidad y procedencia del 
auxilio solicitado, conforme al tratado aplicable y al Derecho interno del 
Estado requerido. 





3- La cooperación se basa en la emisión de una solicitud de 
realización de determinada actuación procesal, consistente en un 
determinado resultado procesal que ha de incorporarse al proceso penal del 
Estado requirente. 
A continuación examinaremos detenidamente cada una de las 
características que se acaban de enumerar. 
1- Los sujetos de la cooperación son los Estados y éstos 
actúan a través tanto de las autoridades gubernamentales como de 
las autoridades judiciales. 
La intervención de las autoridades administrativas, a menudo se 
conecta con la existencia de facultades discrecionales para el rechazo de la 
solicitud de cooperación por razones de oportunidad política, orden público 
u otras semejantes. Sea cual sea la extensión de la intervención de las 
autoridades administrativas en  la cooperación judicial, el origen de la regla 
de intervención administrativa se sitúa en el interés de confiar a éstas la 
tarea de llevar a cabo el control político o de oportunidad, en defensa de la 
soberanía o de los intereses del Estado, cuya protección garantizan las 
correspondientes claúsulas de salvaguarda que se establecen en los 
convenios.  
En el ámbito del Consejo de Europa, los convenios establecen como 
vía de transmisión de las comisiones rogatorias la vía indirecta de las 
comisiones rogatorias a través de autoridad central. Incluso cuando se 
permite el uso de la vía directa, los Estados exigen por vía de reserva el 
envío de una copia de cortesía, como hace España20. En el subsistema de 
los convenios de la Unión Europea, la posibilidad de remisión directa tiene 
carácter general, de conformidad con lo establecido en el  artículo 53 del 
Convenio de Aplicación de Schengen, no obstante Gran Bretaña e Irlanda 
continúan manteniendo la comunicación a través de autoridad central. En el 
artículo 6 del Convenio de Asistencia Judicial entre los Estados Miembros de 
la Unión Europea, la vía directa se impone ya con carácter obligatorio, salvo 
las excepciones de Gran Bretaña e Irlanda. Pero incluso, a pesar del 
régimen de transmisión directa, los Estados siguen manteniendo 
mecanismos que permiten a los Gobiernos ejercer facultades para el 
rechazo de las comisiones rogatorias por razones de oportunidad o incluso 
más allá de la oportunidad. Así sucede en Italia, por ejemplo, donde el 
artículo 723 del Código de Procedimiento Penal permite al Ministro de 
Justicia rechazar la cooperación por razones de soberanía, seguridad o de 
intereses esenciales del Estado, pero también para el caso de que lo 
                                                          
20 Artículo 15 nº 6 CEAJ: 
Toda Parte Contratante, al firmar el presente Convenio o depositar su Instrumento de 
Ratificación o de adhesión, podrá, mediante declaración dirigida al Secretario general del 
Consejo de Europa, indicar que algunas o todas las solicitudes de asistencia judicial deberán 
cursarse por vía distinta de la establecida en el presente artículo o requerir que, en el caso 
mencionado en el párrafo 2 del presente artículo, se envíe al mismo tiempo a su Ministerio de 
Justicia una copia de la comisión rogatoria. 
 





solicitado sea contrario a la Ley o  a los principios fundamentales del orden 
jurídico italiano. Algo similar ocurre en el Reino Unido, Bélgica, Francia y 
Suecia, en la Unión Europea o Suiza de entre los no pertenecientes a la 
Unión 21.  
El paradigma de la combinación de facultades administrativas, o 
mejor dicho gubernamentales, con las facultades judiciales, se puede 
observar de forma aún más potente en la regulación de la extradición. No 
sólo es general la previsión legal de importantes facultades 
gubernamentales en los ordenamientos jurídicos nacionales, sino que los 
gobiernos las ejercen de hecho en asuntos especialmente sensibles22.La 
LECRIM y la Ley de Extradición Pasiva en España, responden claramente a 
esa concepción mixta de la extradición, que combina la naturaleza 
administrativa con la jurisdiccional en una misma institución23. 
La intervención de autoridades administrativas también está presente 
en los convenios ajenos al sistema del Consejo de Europa. En materia de 
auxilio judicial internacional, en sentido estricto los convenios suelen 
atribuir a una autoridad central la función transmisora de las comisiones 
rogatorias, tal como sucede en el artículo 3 de la Convención 
Interamericana sobre Asistencia Mutua en Materia Penal24. En el artículo 13 
del Convenio de Palermo contra la Criminalidad Organizada Transnacional, 
las facultades que los Estados pueden atribuir a las autoridades centrales 
parecen ser incluso más fuertes, ya que no sólo se habla de la transmisión 
de las comisiones rogatorias, sino incluso de la ejecución25. No obstante, en 
                                                          
21 Véase The implementation of the Corpus Juris in the Member States. Editado por Intersentia. 
2001, Antwerp-Groningen-Oxford. Dirigido por DELMAS-MARTY, M. y VERVAELE, J.A.E. 
Véase el Informe Nacional de Italia, a cargo de SICURELLA, R; Informe Nacional Reino Unido, 
a cargo de SPENCER, J. Véase también síntesis final, pg 39 a 43. 
22
 Véanse las referencias a los casos Öcalan y Pinochet y a la intervención de los Gobiernos 
alemán, en el primer caso y británico, en el segundo. The Implementation…. Ob. Cit., pg 43. 




 Véase al respecto BELLIDO PENADÉS, R. La extradición en Derecho español. Ob. cit, pg. 45 
y ss.  
 
24 Artículo 3. AUTORIDAD CENTRAL  
Cada Estado designará una Autoridad Central en el momento de la firma, ratificación o 
adhesión a la presente Convención. 
Las Autoridades Centrales serán responsables por el envío y recibimiento de las solicitudes de 
asistencia.  
Las Autoridades Centrales se comunicarán mutuamente en forma directa para todos los 
efectos de la presente Convención.  
 
25 Artículo 13.  
Cada Estado Parte designará a una autoridad central encargada de recibir solicitudes de 
asistencia judicial recíproca y facultada para darles cumplimiento o para transmitirlas a las 
autoridades competentes para su ejecución. 
Cuando alguna región o algún territorio especial de un Estado Parte disponga de un régimen 
distinto de asistencia judicial recíproca, el Estado Parte podrá designar a otra autoridad central 
que desempeñará la misma función para dicha región o dicho territorio. Las autoridades 





caso de urgencia se permite la remisión a través de INTERPOL, si bien esta 
posibilidad queda condicionado a que os Estados Parte “convengan en ello”. 
En cuanto a la extradición, la generalidad de los convenios no 
europeos la configuran como un procedimiento mixto, judicial y 
gubernamental, al menos en el aspecto activo, ya que ha de solicitarse por 
autoridades gubernamentales, basándose en decisiones judiciales. Sirve 
como ejemplo de ello el que proporciona el artículo 10 de la Convención 
Interamericana sobre Extradición de 198126, contemplan evidentemente la 
extradición como un procedimiento mixto, gubernamental y administrativo. 
2.- La cooperación solicitada no se ejecuta de manera automática, 
sino que previamente ha de ser valorada por las autoridades 
administrativas y por las autoridades judiciales competentes, 
examinando tanto el documento de la solicitud como la oportunidad 
y procedencia del auxilio solicitado, conforme al tratado aplicable y 
al Derecho interno del Estado requerido. 
Las autoridades centrales pueden tener competencias que exceden de 
las meramente transmisoras, llevando a cabo un examen de oportunidad o 
de defensa de la soberanía o los intereses del Estado. Las autoridades 
judiciales, por su parte, tienen que llevar a cabo un amplio examen judicial 
de la solicitud del Estado requirente. El auxilio solicitado se aceptará sólo si 
resulta procedente con arreglo al Derecho interno y a las obligaciones 
adquiridas por el Estado requerido en el tratado aplicable, sin que la 
resolución judicial dictada en el Estado requirente tenga virtualidad alguna 
por sí misma en el Estado requerido. Si la solicitud es aceptada, las 
diligencias se practicarán, no porque las haya acordado la autoridad 
requirente, sino porque las encuentra procedentes y las acuerda la 
autoridad requerida.  
                                                                                                                                                                          
centrales velarán por el rápido y adecuado cumplimiento o transmisión de las solicitudes 
recibidas. Cuando la autoridad central transmita la solicitud a una autoridad competente para 
su ejecución, alentará la rápida y adecuada ejecución de la solicitud por parte de dicha 
autoridad. Cada Estado Parte notificará al Secretario General de las Naciones Unidas, en el 
momento de depositar su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de la presente 
Convención o de adhesión a ella, el nombre de la autoridad central que haya sido designada a 
tal fin. Las solicitudes de asistencia judicial recíproca y cualquier otra comunicación pertinente 
serán transmitidas a las autoridades centrales designadas por los Estados Parte. La presente 
disposición no afectará al derecho de cualquiera de los Estados Parte a exigir que estas 
solicitudes y comunicaciones le sean enviadas por vía diplomática y, en circunstancias 
urgentes, cuando los Estados Parte convengan en ello, por conducto de la Organización 
Internacional de Policía Criminal, de ser posible. 
26
Artículo 10  
Transmisión de la solicitud  
 La solicitud de extradición será formulada por el agente diplomático del Estado requiriente, o 
en defecto de éste, por su agente consular, o en su caso por el agente diplomático de un tercer 
Estado al que este confiada, con el consentimiento del gobierno del Estado requerido, la 
presentación y protección de los intereses del Estado requiriente.  Esa solicitud podrá también 
ser formulada directamente de gobierno a gobierno, según el procedimiento que uno y otro 
convengan.  
 





En los convenios del auxilio judicial en sentido estricto del sistema del 
Consejo de Europa y del subsistema convencional derivado de éste, vigente 
todavía en la Unión Europea, la autoridad judicial del Estado requerido ha 
de llevar a cabo un examen de la comisión rogatoria que se ciñe, no sólo a 
la comprobación de los requisitos formales de la misma y a la comprobación 
de la adecuación de la vía de transmisión, sino que también se extiende 
necesariamente a la consideración de la legalidad del auxilio solicitado 
conforme al convenio invocado y al Derecho interno del Estado requerido.  
En primer lugar, la autoridad judicial competente habrá de comprobar 
que se han cumplido los requisitos de forma, soporte adecuado y vía de 
transmisión de la solicitud previstos en el convenio aplicable. La exigencia 
de esta valoración es una constante en todos los convenios, con mayores o 
menores posibilidades de subsanación, en cada uno de ellos.  
Constatado que se cumplen los requisitos formales, habrá de entrarse 
en la valoración de la adecuación del auxilio solicitado al ámbito del 
convenio y a los requisitos previstos en el mismo. En el Convenio Europeo 
de Asistencia Judicial en Materia Penal la valoración de la procedencia del 
auxilio que se pide supone la necesidad de comprobar que la solicitud puede 
encuadrarse en el ámbito marcado por el artículo 1 del Convenio de 1959. 
Esto exige analizar la clase de auxilio solicitado, descartando las solicitudes 
de auxilios improcedentes por no estar comprendidos en el Convenio, que 
puedan haberse incluido en la comisión rogatoria27. 
Tras la confrontación con la norma convencional, la autoridad judicial 
competente para la ejecución del auxilio solicitado deberá valorar la 
procedencia del auxilio que se pide con arreglo al Derecho nacional del 
Estado requerido. Para llevar a cabo la valoración sobre la adecuación de lo 
solicitado al Derecho interno del Estado requerido, la autoridad judicial 
competente, habrá de partir del examen de los hechos expuestos  en la 
solicitud, que habitualmente es un requisito de forma obligatorio, para 
aplicar el Derecho nacional que puede imponer condiciones relacionadas con 
la proporcionalidad o necesidad del acto de investigación o de la actuación 
procesal que se solicita. 
Bajo el modelo de la asistencia judicial, los convenios establecen, no 
sólo requisitos de proporcionalidad o necesidad, sino que se contemplan 
ciertas  causas de denegación del auxilio solicitado, fundadas en la defensa 
de la soberanía de los Estados, en la disparidad de intereses entre éstos, o 
en la desconfianza por razones jurídicas o políticas entre Estados, 
pertenecientes a tradiciones jurídicas o con estándares de garantías 
diferentes cuya coincidencia no está asegurada. En estos casos la 
obligatoriedad de la cooperación queda mediatizada por las amplias 
posibilidades de rechazo. Se parte de la idea de que los convenios son 
acuerdos entre Estados soberanos, que deciden colaborar en la medida en 
que sus interese coincidan y no porque pertenezcan a una comunidad 
política y jurídica determinada. A priori, los Estados adoptan unos respecto 
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 El Convenio se aplica únicamente a las solicitudes de una actuación procesal consistente en 
obtención de pruebas, notificaciones u otros actos de auxilio judicial en sentido estricto, con 
exclusión de otras (solicitudes de detención o de ejecución de condena). 
 





de otros una posición de desconfianza al no estar asegurado que sus valores 
jurídicos y políticos sean coincidentes, como también pueden no serlo sus 
intereses. Algunos Estados reconocen a sus autoridades gubernamentales 
facultades para conceder o denegar una autorización previa para dar curso 
a una comisión rogatoria en función de consideraciones de oportunidad 
política. Así sucede en países como Italia y Reino Unido, e incluso existe en 
Bélgica, como posibilidad teórica. En otros lugares como Francia, ha 
ocurrido de hecho, al amparo de la protección del orden público28.  
En el artículo 5 del Convenio Europeo de Asistencia Judicial en 
Materia Penal se proclama la regla de cooperación amplia entre los Estados. 
Pero inmediatamente a continuación, se formulan limitaciones por razón de 
la defensa de la soberanía, la disparidad de intereses o la desconfianza 
jurídica y política entre los Estados29. En este artículo se plasman la defensa 
de la soberanía, la desconfianza entre los Estados y la disparidad de 
intereses. La defensa de la soberanía de los Estados da lugar a la exclusión 
para la defensa de la seguridad o la soberanía del Estado. La desconfianza 
política se plasma, en la exclusión de los delitos políticos. La desconfianza 
entre los sistemas jurídicos se refleja en la ambigua alusión a la defensa del 
orden público, pero también en las limitaciones a la cooperación previstas 
en otros artículos cuando las diligencias solicitadas afectan a estas materias 
sensibles desde el punto de vista de las garantías individuales: la 
cooperación se limita o se somete a condiciones más rigurosas, como 
sucede por ejemplo en el caso de que se lo solicitado sea la práctica de un 
registro en lugar cerrado o un secuestro de las piezas de convicción 
obtenidas en el registro30.  
La disparidad de intereses se refleja en la exclusión del auxilio cuando 
sea necesario para proteger los intereses esenciales del Estado o en la falta 
de voluntad de perseguir delitos que no afectan al Estado requerido, lo que 
se hace patente en la exclusión de los delitos Fiscales. La persecución de los 
delitos fiscales únicamente se contempla entre grupos más restringidos de 
Estados, para los cuales la ayuda mutua en esta materia sí constituye un 
interés suficiente como para obligarse a prestarla a favor de otros Estados. 
Así sucede en el Protocolo Adicional al Convenio Europeo de Asistencia 
Judicial en Materia Penal. El Protocolo Adicional sí regula la cooperación 
                                                          
28
 Véase The implementation of the Corpus Juris in the Member States. Dirigido por DELMAS-
MARTY, M. y VERVAELE, J.A.E.  Editado por Intersentia. 2001, Antwerp-Groningen-Oxford. 
Volumen IV, páginas 5, 22, 42 y 43, especialmente. 
29 Así se puede apreciar en el artículo 2 CEAJ:  
“Podrá denegarse la asistencia judicial:  
(a) si la solicitud se refiere a infracciones que la Parte requerida considere como infracciones 
de carácter político, o infracciones relacionados con infracciones de carácter político, o como 
infracciones fiscales;  
(b) si la Parte requerida estima que la ejecución de la solicitud podría causar perjuicio a la 
soberanía, la seguridad, el orden público u otros intereses esenciales de su país”. 
 
30 Estas previsiones restrictivas se contienen en el artículo 5 del CEAJ. Nótese que cando se 
habla de “embargo”, en el contexto en el que se utilizan los términos traducidos por “embargo”, 
en la versión oficial inglesa o francesa, equivalen claramente a secuestro o retención de piezas 
de convicción.  
 





judicial cuando el delito investigado es un delito fiscal, entre Estados cuyos 
intereses financieros coinciden. La disparidad de intereses está también 
presente en el tratamiento de los delitos militares. Estos quedan 
preceptivamente, y no de manera potestativa o facultativa, fuera del ámbito 
del Convenio Europeo de Asistencia Judicial en Materia Penal. 
La característica de las limitaciones a la cooperación entre los 
Estados, basadas en la defensa de la soberanía, la disparidad de intereses o 
la desconfianza jurídica y política también se encuentra presente en el 
Convenio relativo al Blanqueo de 1990, a pesar de la proclamación general 
del principio de la cooperación más amplia posible (artículo 8). La defensa 
de la soberanía está presente de forma expresa en la letra b del artículo 18 
número 1, que prevé la negativa la prestación del auxilio solicitado cuando 
pueda pensarse que la ejecución será “probablemente perjudicial para la 
soberanía, seguridad, orden público u otros intereses esenciales de la Parte 
requerida”. La falta de un interés común se plasma en la exclusión de los 
delitos fiscales (artículo 18 nº 1 regla d) y la desconfianza política es lo que 
lleva a la exclusión de los delitos políticos en la misma regla. La 
desconfianza y las disparidades entre los diferentes ordenamientos jurídicos 
conducen a la introducción de la regla de la doble incriminación en el 
artículo 18, nº 1, regla f, cuando lo solicitado sea una investigación 
patrimonial que requiera la adopción de medidas que impliquen el ejercicio 
de la coerción; o a la denegación del auxilio por Ilegalidad de la medida 
coercitiva, conforme a los números 2 y 3 del artículo 18. También se 
encuentra en el origen de la previsión de rechazo de la solicitud por 
vulneración de principios fundamentales del ordenamiento jurídico (artículo 
18 nº 1 letra a). La exigencia de un límite punitivo mínimo, prevista en el 
Convenio de 1990, es más bien una manifestación de la proporcionalidad o 
del principio de oportunidad y no parece estar relacionada directamente con 
el principio de asistencia mutua y sus consecuencias derivadas. Lo mismo 
puede decirse de a la garantía añadida de autorización judicial previa en el 
Estado requirente de actuaciones coercitivas o de alzamiento del secreto 
bancario.  
En los convenios de la Unión Europea, vinculados al Convenio 
Europeo de Asistencia Judicial en materia penal aún se mantienen las 
limitaciones relacionadas con la defensa de la soberanía, la disparidad de 
intereses o la desconfianza. La protección de la soberanía de los Estados 
sigue manteniéndose intacta en los convenios propios de la Unión Europea, 
tributarios del Convenio de 1959. En cuanto a la falta de cooperación para 
defender intereses ajenos, el Convenio de Aplicación de Schengen sigue sin 
contemplar la cooperación para persecución de los delitos fiscales en 
general, ya que sólo la hace obligatoria cuando se trate de delitos fiscales 
relativo a impuestos indirectos, IVA o impuestos de aduanas (artículo 50 del 
Convenio de Aplicación de Schengen). Los Estados siguen sin reconocer 
como un interés común el de la defensa de los intereses financieros de los 
otros Estados de la Unión. Sin embargo la unión aduanera y los intereses 
comunes generados por el mercado único y la financiación de la Unión van 
conduciendo a una ampliación de los intereses que se consideran comunes, 
lo que se plasma en el limitado avance que supone el Convenio de 
Aplicación de Schengen en lo relativo a los delitos fiscales. La desconfianza 
jurídica en el Convenio de Aplicación de Schengen continúa manifestándose 





también en las limitaciones que persisten para la práctica de registros y 
para el secuestro de piezas de convicción obtenidas en ellos31.  
El Convenio de Asistencia Judicial en Materia Penal entre los Estados 
Miembros de la Unión Europea de 2000, supone una indudable ampliación 
de la cooperación, pero en cuanto que es tributario del Convenio de 1959, 
continúa manteniendo básicamente su esquema de defensa de la soberanía 
de los Estados y limitación a los intereses comunes entre ellos. La muy útil 
descripción y regulación de algunas diligencias de auxilio judicial no 
expresamente previstas en el Convenio de 1959 ni en el de Schengen, sin 
embargo aún revela la presencia de divergencias jurídicas importantes y 
desconfianzas entre los Estados de la Unión Europea. Así, cuando el artículo 
12 del Convenio contempla la cooperación judicial internacional para llevar 
a cabo una entrega controlada, limita la posibilidad de solicitarla a los 
delitos que puedan llevar aparejada extradición (o ahora orden europea de 
detención). Además, la prestación del auxilio para la infiltración de un 
agente encubierto no tiene carácter obligatorio. 
El Convenio de Palermo sigue una línea semejante a la del Convenio 
Europeo de Asistencia Judicial en Materia Penal: la defensa de la soberanía 
se declara en el artículo 4, un listado de auxilios que pueden solicitarse se 
recoge en el artículo 18, que también permite imponer el requisito de la 
doble incriminación. 
En los convenios examinados, la cognición judicial en el 
procedimiento para la aceptación y ejecución del auxilio solicitado es, muy 
amplia. Pese a la aparente simplicidad del auxilio judicial para la obtención 
de pruebas y documentos procesales frente a otras materias como la 
extradición, son muchos los elementos fácticos y jurídicos que la autoridad 
judicial de ejecución ha de tomar en consideración.  
En los convenios de extradición también se repite este mismo patrón 
de amplia cognición judicial, añadida al examen gubernamental.  En ellos se 
regula detalladamente la forma en la que ha de solicitarse la extradición, 
exigiéndose que las solicitudes de extradición se presenten acompañadas de 
ciertos documentos judiciales que constituyen su justificación. Incluso en 
algún convenio, como hemos visto que ocurre en el Convenio Europeo de 
Extradición, se exige una exposición de hechos, también para la extradición. 
La Convención Interamericana de Extradición exige además, expresamente, 
que con la solicitud de extradición se remita también copia “de los 
elementos de prueba que según la legislación del Estado requerido sean 
suficientes para aprehender y enjuiciar al reclamado”32.  Lo anteriormente 
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El artículo 51 del Convenio de Aplicación limita las restricciones que los Estados pueden 
oponer al cumplimiento de las comisiones rogatorias que tengan este objeto, pero continúa 
contemplando la exigencia del requisito de la doble incriminación y el límite mínimo punitivo y 
se autoriza a los Estados a que subordinen la aceptación del auxilio solicitado a que el registro 
solicitado o la retención de las piezas de convicción sean procedentes conforme al Derecho del 
Estado requerido.  
32 Artículo 11 CIE: 
Documento de Prueba  





expuesto es también aplicable al contenido del Convenio de Palermo, siendo 
especialmente llamativa la referencia a las exigencias probatorias de los 
Estados para resolver sobre la extradición. 
Podemos concluir que las solicitudes de extradición son objeto de una 
primera valoración puramente formal, que va seguida de otra en la que se 
examina su justificación, a la vista de los documentos judiciales aportados e 
incluso de las pruebas aportadas sobre los hechos, tal como se exige en 
algún convenio. Este examen judicial va seguido de otro más en el que el 
Tribunal tendrá también que valorar si concurre alguna de las causas que 
válidamente el Estado requerido puede hacer valer como motivos de 
denegación, para reducir el ámbito de la cooperación obligatoria prevista en 
el convenio.  
El Convenio Europeo de Extradición, establece los presupuestos de 
doble incriminación y límite punitivo mínimo para la concesión de la 
extradición en su artículo 2. Si bien el Convenio limita la discrecionalidad, 
sin embargo contiene un largo listado de motivos que permiten rechazar la 
solicitud de extradición. Imperativamente quedan fuera del ámbito del 
Convenio los delitos políticos y los delitos militares, y pueden 
facultativamente quedar excluidos los delitos cometidos en el territorio del 
Estado requerido o en lugar asimilado al mismo (artículo 7 nº 1 CEEX), los 
cometidos por nacionales del Estado requerido y los que lleven aparejada 
pena de muerte en el Estado requirente. Por razón de las diferencias en los 
niveles de garantías entre los distintos ordenamientos jurídicos y políticos, 
se podrá rechazar la solicitud de extradición cuando la parte requerida 
tuviese motivos fundados para creer que la solicitud de extradición haya 
sido presentada con el fin de perseguir o castigar a una persona por 
consideraciones de raza, religión, nacionalidad u opiniones políticas, o que 
la situación de dicha persona corre el riesgo de verse agravada por una u 
otra de tales consideraciones (artículo 3 nº 2 CEEX); por vulneración de 
garantías procesales o cuando la sentencia se haya dictado en rebeldía. 
Algunos Estados introducen todavía más limitaciones por vía de reserva, 
utilizando fórmulas indeterminadas o abiertas, tales como la posibilidad de 
denegar la extradición por razones humanitarias, en consideración a la edad 
                                                                                                                                                                          
1. Con la solicitud de extradición deberán presentarse los documentos que se expresan a 
continuación, debidamente autenticados en la forma prescrita por las leyes del Estado 
requirente:  
 a. Copia certificada del auto de prisión, de la orden de detención u otro documento de igual 
naturaleza, emanado de autoridad judicial competente o del Ministerio Público, así como de los 
elementos de prueba que según la legislación del Estado requerido sean suficientes para 
aprehender y enjuiciar al reclamado. Este último requisito no será exigible en el caso de que no 
esté previsto en las leyes del Estado requirente y del Estado requerido. Cuando el reclamado 
haya sido juzgado y condenado por los tribunales del Estado requirente, bastará acompañar 
certificación literal de la sentencia ejecutoriada;  
 b. Texto de las disposiciones legales que tipifican y sancionan el delito imputado, así como de 
las referentes a la prescripción de la acción penal y de la pena.  
 2. Con la solicitud de extradición deberán presentarse, además, la traducción al idioma del 
Estado requerido, en su caso, de los documentos que se expresan en el párrafo anterior, así 
como los datos personales que permitan la identificación del reclamado, indicación sobre su 
nacionalidad e, incluso, cuando sea posible, su ubicación dentro del territorio del Estado 
requerido, fotografías, impresiones digitales o cualquier otro medio satisfactorio de 
identificación.  
 





avanzada, estado de salud u otras circunstancias semejantes o la 
extradición "injusta u opresiva". Bélgica, Dinamarca, Finlandia, Francia, 
Holanda, Luxemburgo y Suecia se reservan la posibilidad de denegar la 
extradición por razones humanitarias, en consideración a la edad avanzada, 
estado de salud u otras circunstancias semejantes. Gran Bretaña se reserva 
la posibilidad de denegar la extradición cuando la entrega pueda ser 
considerada injusta u opresiva por la trivialidad de los hechos en virtud de 
los cuales se solicita, por la existencia de mala fe en la formulación de la 
acusación, o por razón del tiempo transcurrido.  
La Convención Interamericana de Asistencia Mutua en Materia Penal 
circunscribe la obligatoriedad del auxilio a un listado cerrado de actos de 
auxilio judicial contemplados en su artículo 7, que adquiere así el valor de 
presupuesto para la aceptación de la solicitud. La desconfianza política y 
jurídica y la disparidad de intereses se manifiestan en este convenio de 
manera semejante a como sucede en el Convenio Europeo de Asistencia 
judicial en materia penal. Así se excluyen los delitos militares (artículo 8), 
los delitos políticos (artículo 9 - c) y los delitos fiscales (artículo 9 - f); se 
prevé en el artículo 9 la denegación por razones de discriminación o 
persecución política o por razón de raza o sexo, por la existencia de un 
tribunal de excepción; o por la defensa del orden público, la seguridad, la 
soberanía o los intereses públicos fundamentales. Se condiciona la 
aceptación de ciertas diligencias, tales como los registros domiciliarios al 
requisito de la doble incriminación (artículo 5), y en el artículo 6 se 
establece un límite punitivo mínimo de un año de privación de libertad. Los 
registros, embargos y secuestros quedan sometidos al Derecho nacional del 
Estado requerido con posibilidad de denegación cuando no sean 
procedentes conforme al Derecho nacional (ar. 13). 
La Convención Interamericana de Extradición, sigue la misma línea de 
los convenios anteriormente examinados. En ella se regulan los 
presupuestos de doble incriminación y límite punitivo mínimo (artículo 3); y 
se contiene un listado de exclusiones, aunque éste es sensiblemente más 
reducido que el que se puede encontrar en otros convenios. Se excluyen los 
delitos políticos y se prevé la denegación por razón de discriminación o 
persecución por raza, sexo, religión o nacionalidad, por la intervención de 
un tribunal de excepción o por tratarse de un delito no perseguible de oficio 
en el Estado requerido (artículo 4). Se declara el principio de no extradición 
de nacionales, disponible por los Estados (artículo 7); y se excluye pena de 
muerte, la cadena perpetua y las penas infamantes (artículo 9). 
La Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional (Convenio de Palermo), en su artículo 16, somete 
la extradición a los requisitos superpuestos del ámbito delictivo propio del 
ámbito de la Convención y de la doble incriminación, así como del límite 
punitivo mínimo que pueda establecerse en el Derecho interno o en los 
tratados bilaterales o multilaterales que sean aplicables entre el Estado 
requirente y el Estado requerido. Igualmente se remite al Derecho interno y 
a los tratados aplicables para la determinación de las causas de denegación, 
añadiendo expresamente algunas causas de denegación, como la 
discriminación. Resulta también significativa la alusión contenida en el 
número 8 del referido artículo 16, a los “requisitos probatorios”, aspirando a 
moderar las exigencias de prueba que los Estados pueden establecer para 





conceder la extradición33. Es sintomático de que evidentemente los Estados 
imponen, de hecho, amplias exigencias de prueba de los hechos 
perseguidos en Estado requirente.  
En lo relativo al auxilio judicial solicitado por comisión rogatoria, el 
Convenio de Palermo también somete la solicitud de auxilio a un amplio 
examen, ya que no sólo ha de valorarse si el delito perseguido se encuentra 
comprendido en el ámbito material del Convenio, sino que además se 
impone en el artículo 18 el requisito de la doble incriminación. Además de 
ello se establece un catálogo de los auxilios que pueden solicitarse, se 
condiciona la aceptación de la solicitud a que el auxilio sea posible conforme 
al Derecho interno y se prevén causas de denegación, que incluyen la 
protección de la seguridad, el orden público o los intereses fundamentales 
del Estado. 
3- La cooperación se basa en la emisión de una solicitud de 
realización de determinada actuación procesal, consistente en un 
determinado resultado procesal que ha de incorporarse al proceso 
penal del Estado requirente.  
En el auxilio judicial se solicita la práctica de una determinada 
investigación o de determinadas diligencias procesales. En la extradición lo 
que se solicita es la entrega de la persona reclamada, para ser sometida al 
proceso penal o para cumplir la pena impuesta en su día y no ejecutada. La 
función lógica que cumple la cooperación judicial, por tanto, es la 
incorporación del resultado procesal pretendido al proceso penal del Estado 
requirente. Sin embargo, debido a la afirmación de la heterogeneidad de los 
sistemas jurídicos, el resultado obtenido, una vez transmitido al Estado 
requirente, se recibe por éste ex novo y desconectado del Derecho procesal 
del Estado requirente. La eficacia jurídica de la prueba o del documento 
obtenido o de la entrega misma de la persona no deriva del cumplimiento 
de las normas jurídicas en el Estado requerido ni recibe su virtualidad 
jurídica de la decisión de la autoridad de ejecución, que por sí misma no es 
reconocida por la autoridad requirente. Su virtualidad deriva simplemente 
del propio convenio. Las solicitudes de obtención de prueba normalmente 
darán lugar a procedimientos sin proceso en el Estado requerido, llamados a 
unirse al proceso seguido en el Estado requirente. Será en el proceso del 
Estado requirente donde se valore la eficacia de los actos procesales 
llevados a cabo por la autoridad del Estado requerido y donde se valore la 
validez y eficacia de las pruebas obtenidas, conforme al convenio y a la 
legislación interna del Estado requirente.  
En el auxilio judicial en sentido estricto no es necesario establecer 
una regulación de las relaciones entre el procedimiento para la prestación 
del auxilio solicitado y el proceso principal en el Estado de ejecución. El 
auxilio solicitado, si es compatible con el Derecho del Estado requerido y 
está previsto en el convenio habrá de prestarse, a no ser que la autoridad 
                                                          
33 Artículo 16 número 8: 
 “Los Estados Parte, de conformidad con su derecho interno, procurarán agilizar los 
procedimientos de extradición y simplificar los requisitos probatorios correspondientes con 
respecto a cualquiera de los delitos a los que se aplica el presente artículo”. 





judicial requirente lo deje sin efecto. Una vez prestado el resultado procesal 
obtenido en el procedimiento de auxilio judicial pasivo es absorbido por el 
proceso principal en el cual se puede impugnar la validez y eficacia de los 
actos procesales realizados. Ninguna otra relación más puede surgir entre el 
proceso principal y el procedimiento para la prestación del auxilio judicial 
pasivo. En la extradición, se produce además la particularidad de que la 
autoridad requerida puede hacer la entrega imponiendo determinadas 
condiciones relativas a la pena, por ejemplo, la conmutación de la pena de 
muerte, lo cual supone un efecto limitativo del proceso instrumental sobre 
el proceso principal34. Sin embargo, la virtualidad de estas condiciones no 
deriva del hecho de haber sido acordadas por la autoridad del Estado 
requerido, sino por estar contempladas en el convenio como condiciones de 
obligado cumplimiento. Lo mismo puede decirse respecto de las 




LOS CONVENIOS DE TRANSMISIÓN DE RESOLUCIONES Y DE 
PROCEDIMIENTOS (CONVENIOS DE SEGUNDA GENERACIÓN) Y SUS 
CARACTERÍSTICAS 
Las necesidades de la cooperación judicial internacional, para hacer 
frente a una criminalidad cada vez más transnacional requirieron de la 
elaboración de cauces más amplios que permitieran ampliar cooperación 
entre los Estados, regulando formas de cooperación diferentes de la 
obtención de pruebas y documentos o de la extradición, que permitieran ir 
más allá de los límites de éstas. Las modalidades tradicionales de la 
asistencia judicial posibilitaban la obtención de ciertos objetos procesales 
(diligencias, documentos o pruebas), o bien para la obtención de la persona 
reclamada. Pero la cooperación articulada sobre tales bases presentaba 
patentes limitaciones. Baste pensar, por ejemplo, en las consecuencias del 
principio de no extradición de nacionales. La adecuada cooperación entre 
Estados para evitar la impunidad obligaba a buscar una solución para 
aquellos casos en los que no era posible o no era una solución adecuada la 
importación de objetos o sujetos procesales. 
De esta manera surgen los convenios que podemos llamar de 
segunda generación, cuya finalidad no era la importación de ciertos objetos 
procesales o de la persona reclamada, asimilada también de alguna manera 
                                                          
34 Baste citar como ejemplo el artículo 11 del Convenio Europeo de Extradición, siendo innecesario 
traer otros, dado que esta característica es común a los convenios de extradición: 
“ARTICULO 11  
Pena capital  
Si el hecho que motivare la solicitud de extradición estuviere castigado con pena capital por la 
Ley de la Parte requirente y en tal caso, dicha pena no se hallare prevista en la legislación de la 
Parte requerida, o generalmente no se ejecutare, podrá no concederse la extradición sino a 
condición de que la Parte requirente de seguridades, consideradas suficientes por la Parte 
requerida, de que la pena capital no será ejecutada”.  
  





a un objeto que se transfiere , sino por el contrario, a la transmisión entre 
Estados de una realidad más compleja: las resoluciones judiciales o los 
procedimientos mismos para que surtan efectos en un Estado al que no 
pertenecen las autoridades judiciales que han dictado las resoluciones o 
sustanciado los procesos. Necesariamente los convenios de esta nueva 
generación tenían que estar basados en una técnica legislativa distinta.  
Esta es la técnica que encontramos en los convenios siguientes del 
Consejo de Europa, en los que España es parte: el Convenio sobre el Valor 
Internacional de las Sentencias Penales de 1970, el Convenio sobre 
Transmisión de Procedimientos Penales de 1972, el Convenio relativo al 
Traslado de Personas Condenadas de 1983; y por último el Convenio 
relativo al Blanqueo, Seguimiento, Embargo, Incautación y Decomiso de los 
Instrumentos y Productos del Delito, de 1990.  
Este modelo es el que rige en la regulación de la transmisión del 
procedimiento o de la ejecución, no sólo en el sistema del Consejo de 
Europa, sino también en el subsistema convencional de la Unión Europea. 
Así ocurre en el Convenio de Aplicación de Schengen, cuyos artículos 67 a 
69 regulan la transmisión de la ejecución con remisión al Convenio sobre 
Traslado de Personas Condenadas.  
Como se puede apreciar, se trata de convenios elaborados todos en el 
último tercio del siglo XX, que es el periodo en el que se desarrolla esta 
etapa.  
Fuera del ámbito del Consejo de Europa y de la Unión Europea, 
encontramos también la técnica de la transmisión en el Convenio de 
Palermo, en lo relativo a las penas de comiso, tanto en la modalidad de 
transmisión de la ejecución de la sentencia, como en la transmisión del 
procedimiento35. 
Los convenios de segunda generación no supusieron el abandono del 
principio de la heterogeneidad de los sistemas jurídicos, sino a lo sumo una 
reducida introducción de excepciones a éste, por medio de un limitado uso 
del reconocimiento como técnica, pero no como principio. De hecho 
podemos afirmar que estos convenios continúan anclados en la afirmación 
de la heterogeneidad como regla general. En la transmisión de 
procedimientos no se produce reconocimiento alguno, sino que en sustancia 
lo que se produce es una cesión de la jurisdicción, acompañada de una 
transmisión de elementos probatorios, en sentido inverso a la de los 
convenios de obtención de pruebas. En la transmisión de la ejecución, el 
principio de la heterogeneidad coexiste con una limitada introducción de la 
técnica del reconocimiento, pero el reconocimiento únicamente entra en 
juego tras un proceso de homologación y adaptación, a lo que se superpone 
la facultad de denegación completamente discrecional o prácticamente 
discrecional. 
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 El artículo 13 de este convenio contempla, como alternativa opcional para el Estado 
requerido, la transmisión de la ejecución de la resolución de comiso dictada en el Estado 
requirente, o bien la transmisión del procedimiento para que las autoridades competentes del 
Estado requerido dicten una resolución propia de comiso que pueda ser ejecutable.  





Se pueden identificar tres notas características que definen la 
cooperación para la transmisión de resoluciones o procedimientos en los 
convenios. Estas notas son las siguientes:  
1- Los sujetos de la cooperación son los Estados y éstos actúan a 
través tanto de las autoridades gubernamentales como de las autoridades 
judiciales, lo que se traduce en que la intervención judicial no es exclusiva y 
quizás ni siquiera la que tiene la mayor capacidad de decisión sobre la 
aceptación o no de la solicitud. 
2- La petición de aceptación de la transmisión ha de ser examinada 
por las autoridades administrativas y judiciales con amplísimas facultades 
discrecionales para su rechazo. Además de ser valorada su oportunidad, la 
resolución que se transmite es sometida a un completo examen judicial de 
homologación, que incluye los aspectos formales de la solicitud de 
transmisión, la formación interna de la resolución que se transmite, su 
apoyo probatorio, la procedencia de la transmisión con arreglo al convenio 
aplicable y su conformidad con el Derecho interno del Estado requerido.   
3- La cooperación que se solicita consiste en la pretensión del Estado 
requirente de que el Estado requerido acepte la transmisión de una 
resolución judicial o de una investigación judicial, generada una u otra en el 
Estado requirente. Si la solicitud es aceptada, el Estado requirente se 
despoja de la resolución o del procedimiento en favor del Estado requerido. 
 Al igual que se ha hecho con los convenios de primera generación, 
examinaremos detenidamente las características de los convenios de 
segunda generación para permitir su comparación con los anteriores. 
1.- Los sujetos de la cooperación son los Estados y éstos actúan a 
través tanto de las autoridades gubernamentales como de las 
autoridades judiciales, lo que se traduce en que la intervención 
judicial no es exclusiva y quizás ni siquiera la que tiene la mayor 
capacidad de decisión sobre la aceptación o no de la solicitud. 
De manera aún más acusada que en los convenios de la obtención de 
pruebas y documentos o de extradición, los convenios de transmisión de 
resoluciones y procedimientos evidencian una fuerte presencia de la 
intervención de autoridades administrativas. La razón de ser de esta 
situación es que los Estados quieren asegurarse el control de la oportunidad 
política, el ejercicio de facultades discrecionales o la defensa de los 
principios del orden jurídico del Estado.  
El artículo13 del Convenio Europeo de Transmisión de Procedimientos 
Penales sólo contempla como autoridades competentes, activa y 
pasivamente, para transmitir el procedimiento, a los Ministerios de Justicia 
respectivos. Las autoridades judiciales pueden proponer a sus Gobiernos la 
transmisión, pero no están legitimadas para llevarla a cabo por sí solas. El 
artículo 5 del Convenio de Traslado de Personas Condenadas se orienta en 
el mismo sentido que el Convenio Europeo de Transmisión de 
Procedimientos Penales, en cuanto al papel de las autoridades centrales. En 
el mismo sentido, el artículo 15 del Convenio Europeo sobre el Valor 
Internacional de las Sentencias Penales atribuye a los Ministerios de Justicia 
el papel de transmisores de las solicitudes.  





El artículo 23 del Convenio relativo al Blanqueo establece la regla 
general de comunicación a través de autoridades centrales, con excepciones 
en las que se admite la comunicación directa.  
El Convenio de Palermo admite la atribución de amplias facultades, 
no sólo transmisoras, a las autoridades centrales. 
2.- La petición de aceptación de la transmisión ha de ser examinada 
por las autoridades administrativas y judiciales, con amplísimas 
facultades discrecionales para su rechazo. Además de ser valorada 
su oportunidad, la resolución que se transmite es sometida a un 
completo examen judicial de homologación, que incluye los 
aspectos formales de la solicitud de transmisión, la formación 
interna de la resolución que se transmite, su apoyo probatorio, la 
procedencia de la transmisión con arreglo al convenio aplicable y su 
conformidad con el Derecho interno del Estado requerido.   
En los convenios internacionales, la resolución transmitida no tiene 
por sí misma garantizado el reconocimiento, sino que para ser reconocida 
ha de ser sometida a un examen de homologación que debe ser hecho por 
las autoridades competentes del Estado requerido. Aunque la cooperación 
se solicite al amparo de un convenio que determina la obligatoriedad de la 
cooperación, y con independencia de las valoraciones de oportunidad 
política que correspondan al Gobierno, la autoridad judicial del Estado 
requerido tendrá que llevar a cabo un completo examen de la resolución 
transmitida, de la solicitud y de su legalidad conforme al convenio aplicable 
y conforme al Derecho interno. Este examen incluye, por tanto, los aspectos 
formales de la solicitud y de la vía de transmisión, la formación interna de la 
resolución que se transmite, su apoyo probatorio, la procedencia de la 
transmisión con arreglo al convenio aplicable y su conformidad con el 
Derecho interno del Estado requerido.  
En el Convenio Europeo sobre la Validez Internacional de las 
Sentencias Penales, la ejecución de inhabilitaciones es potestativa36. Para la 
ejecución del resto de las penas a las que se aplica este convenio (penas 
privativas de libertad, multas y confiscaciones)37, la cooperación es 
aparentemente obligatoria (art. 3 CEVISP); pero el Estado requerido podrá 
denegarla conforme al artículo 6, por causas tan amplias como el no estar 
en condiciones de ejecutar la sanción o si “el Estado requerido estima que el 
Estado requirente está en condiciones de ejecutar la sanción”. Por razón de 
la disparidad de intereses entre los Estados, se permite rechazar la 
transmisión cuando se trate de una infracción puramente militar. Por 
consideraciones de política internacional podrá rechazarse por una causa 
tan indefinida como la de que la ejecución sea contraria a los compromisos 
internacionales del Estado requerido. Por la desconfianza política o relativa 
a las garantías en el Estado requirente se permite el rechazo  si el Estado 
requerido estima que la infracción penada con la condena reviste un 
carácter político; o si el Estado requerido estima que existen razones serias 
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 El Estado requerido puede válidamente denegar la ejecución de inhabilitaciones de manera 
discrecional (art. 6 letra m CEVISP) 
 
37
 Véase el ámbito delimitado en el artículo 2 del CEVISP.   





para creer que la condena ha sido provocada o agravada por razones de 
raza, religión, nacionalidad u opinión política. Por razones jurídicas 
incluyendo el uso de la oportunidad Procesal, podrá denegarse la ejecución 
si fuese contraria a los principios fundamentales del ordenamiento jurídico 
del Estado requerido; si el hecho está siendo objeto de actuaciones en el 
Estado requerido o si éste decide entablar actuaciones respecto del mismo; 
si las autoridades competentes del Estado requerido han resuelto no 
entablar procedimiento alguno o poner fin al ya entablado por el mismo 
hecho; si el hecho se hubiere cometido fuera del territorio del Estado 
requirente; si la sanción ya ha prescrito con arreglo a ley del Estado 
requerido. No sólo el listado es muy amplio, sino que algunas de esas 
causas son sumamente abiertas, permitiendo un margen amplísimo, 
rayando en lo discrecional. 
Un patrón parecido, se aprecia también en el Convenio Europeo de 
Transmisión de Procedimientos en Materia Penal (CETP), hecho en 
Estrasburgo el 15 de mayo de 19722. En él se contempla la posibilidad de 
rechazo por consideraciones, que más parecen de oportunidad política 
internacional que relacionados con razones jurídicas (incompatibilidad con 
compromisos internacionales). Pero además, también podrá rechazarse la 
solicitud de transmisión del procedimiento si el Estado alega que no 
considera que la transmisión pueda “facilitar el descubrimiento de la 
verdad” (artículo 11 letra a); o que “los elementos de prueba más 
importantes se hallan en el Estado requerido” (artículo 8-1-e CETP);  que 
una eventual sentencia condenatoria en el Estado requerido no mejoraría 
las posibilidades de “readaptación social del condenado” (artículo 8-1-f 
CETP); o que no está en condiciones de ejecutar esa eventual condena 
(artículo 8-1-h CETP). Además, en el artículo 11 se permite también el 
rechazo por contravenir la solicitud los principios fundamentales del orden 
jurídico del Estado requerido (artículo 11-j CETP), cosa que resulta 
chocante, salvo en el caso de inmunidades e inviolabilidades personales, ya 
que en realidad lo único que se transmite es la incoación del procedimiento. 
También podrá rechazarse por tratarse de delitos políticos, delitos militares 
o delitos fiscales; por existir riesgo de discriminación por consideraciones de 
raza, religión, nacionalidad u opinión política; o por razones jurídicas, tales 
como la prescripción o defectos de forma o procedimiento en la solicitud.  
En el Convenio del Consejo de Europa sobre Traslado de Personas 
Condenadas, la aceptación de la transmisión y del traslado ni siquiera es 
obligatoria, ya que el Estado de cumplimiento deberá prestar su 
consentimiento. 
El Convenio Relativo al Blanqueo, Seguimiento, Embargo y Decomiso 
de los Productos del Delito de 1990 no obliga forzosamente a aceptar la 
transmisión de la ejecución solicitada. Las autoridades del Estado requerido 
podrán alternativamente proceder a iniciar un procedimiento, conforme a su 
propio Derecho interno, para generar un título acorde a dicho Derecho y 
que pueda ser ejecutable ante sus Tribunales38. El Convenio de 1990 
                                                          
38 Así se desprende del artículo 13, números 1 y 2 del CB: 
“1. Cuando una Parte reciba una solicitud hecha por otra Parte para que se confisquen 
instrumentos o productos situados en su territorio: 





permite al Estado requerido optar entre aceptar una transmisión de la 
ejecución o aceptar la solicitud únicamente como transmisión de 
procedimiento, que es una alternativa mucho más débil. Pero además, tanto 
una como otra alternativa podrán ser rechazadas por los amplios motivos 
recogidos en el artículo 18. Así, puede rechazarse por razones de 
oportunidad política cuando pueda pensarse que la ejecución sea 
“probablemente perjudicial para la soberanía, seguridad, orden público u 
otros intereses esenciales de la Parte requerida”; también podrá serlo 
cuando se trate de delitos políticos o fiscales o cuando se produzca una 
incompatibilidad con los principios fundamentales del ordenamiento jurídico 
del Estado requerido; cuando se trate de un comiso ampliado que excede de 
los límites establecidos en el Derecho interno del Estado requerido39; por 
inadecuación de la pena de comiso, si la "legislación de la Parte requerida 
no prevé la confiscación para el tipo de delito a que se refiere la solicitud”; o 
por falta de autorización judicial para el levantamiento del secreto bancario. 
Con relación específicamente a la transmisión de la ejecución, podrá 
válidamente rechazarse la transmisión si la sanción de comiso se hubiese 
impuesto en ausencia.  
En la regulación de la transmisión de la ejecución sin traslado de la 
persona condenada, contenida en los artículos 67 a 69 del Convenio de 
Aplicación de Schengen, la aceptación de la transmisión no es obligatoria. El 
contenido de estos artículos, solamente es aplicables a los Estados de la 
Unión Europea que sean parte en el Convenio Europeo sobre el Traslado de 
Personas Condenadas, del cual se declara complementario40. La remisión al 
Convenio Europeo sobre el Traslado de Personas Condenadas supone que se 
subordina la transmisión de la ejecución de sentencias, a que el Estado 
requerido lo consienta.   
El juicio de homologación incluye también habitualmente la valoración 
de la exigencia de la doble incriminación, que obliga a comprobar si los 
hechos en los que se basa la solicitud de cooperación son subsumibles en 
algún tipo penal en el Estado requirente. Podría pensarse que la exigencia 
de la doble incriminación no es una característica propia del sistema del 
reconocimiento supeditado a la homologación, ya que también aparece en 
las decisiones marco creadas regidas por el principio del reconocimiento 
mutuo. Sin embargo, desde nuestro punto de vista, la exigencia de la doble 
                                                                                                                                                                          
a) Dará ejecución a una orden de confiscación dictada por un tribunal de la Parte solicitante en 
relación con dichos instrumentos o productos; o 
b) presentará la solicitud a sus autoridades competentes con el fin de obtener una orden de 
confiscación y, de concederse ésta, darle ejecución. 
2. A los efectos de la aplicación del párrafo 1, b), del presente artículo, toda Parte tendrá 
competencia, cuando sea necesario, para iniciar un procedimiento de confiscación con arreglo 
a su propia legislación”.  
 
39 Conforme al artículo 18 número 4, letra b, del Convenio, la transmisión “podrá también ser 
denegada” si “sin perjuicio de la obligación prevista en el párrafo 3 del art. 13, sería contrario a 
los principios de la legislación nacional de la Parte requerida relativos a los límites de la 
confiscación respecto de la relación entre un delito y: 
i) Un provecho económico que podría ser considerado su producto; o 
ii) bienes que podrían ser considerados sus instrumentos”. 
40
 “Las disposiciones que figuran a continuación tienen por objetivo completar el Convenio del 
Consejo de Europa de 21 de marzo de 1983 sobre el traslado de personas condenadas entre 
las Partes contratantes que son Parte en dicho Convenio” (artículo 67 CAS). 





incriminación sí es una característica propia del sistema de la homologación, 
ya que supone que la solicitud de transmisión de una resolución ha de ser 
sometida a examen de confrontación con el Derecho interno del Estado 
requerido. Se trata de una evidente muestra de la desconfianza ante la 
disparidad de los ordenamientos jurídicos, que se encuentra en la base 
misma del sistema de la homologación. Si aparece también en las 
decisiones inspiradas en el principio del reconocimiento mutuo es 
justamente como un correctivo o desviación al reconocimiento mutuo, 
basado en las disparidades que aún persisten entre las legislaciones penales 
de los Estados de la Unión. La lista de delitos que aparece en estas 
decisiones marco responde al ámbito de los tipos delictivos que se 
consideran comunes en la Unión Europea. A estos delitos identificados como 
comunes, iuris et de iure, se aplica la regla del reconocimiento mutuo y 
fuera de ellos, retoma su vigencia la doble incriminación como cautela 
frente a las disparidades legislativas entre los diferentes Estados. En 
consecuencia, la afirmación de que la exigencia de la doble incriminación es 
una manifestación del sistema de la homologación, no es incompatible con 
la presencia de este requisito, o más bien presupuesto de la cooperación, en 
las decisiones marco regidas por el principio del reconocimiento mutuo. Lo 
que demuestra, precisamente, es que el principio del reconocimiento no 
opera en estado puro en las decisiones marco, sino matizado o combinado 
con manifestaciones del sistema de la homologación.  
La doble incriminación se exige también en el Convenio Europeo 
sobre la Validez Internacional de las Sentencias Penales (artículo 4), en el 
Convenio Europeo de Transmisión de Procedimientos Penales, (art. 7 CETP) 
y en el Convenio Europeo sobre Traslado de Personas Condenadas (artículo 
3 número 1, letra e). También aparece el límite mínimo punitivo en la letra 
c del mismo artículo y número de este convenio.  
Igualmente, en el Convenio Relativo al Blanqueo se recoge la 
exigencia de la doble incriminación como presupuesto de la cooperación 
para la transmisión de la ejecución o del procedimiento41. Pero además 
también se prevé el examen de la compatibilidad con el ordenamiento 
jurídico del Estado requerido en el número 2 del artículo 22, en el que se 
contempla como causa de denegación del reconocimiento la indefensión 
para un tercero que no haya tenido oportunidad suficiente para defender 
sus derechos, la incompatibilidad con el orden público de la Parte requerida, 
o la vulneración de disposiciones relativas a la jurisdicción exclusiva 
previstas en la legislación de la Parte requerida. 
El artículo 18 número 9 del Convenio de Palermo, al que se remite su 
artículo 13, referido a la transmisión de las condenas de comiso o al 
procedimiento para generarlas, permite la denegación de la transmisión por 
ausencia de doble incriminación. 
3- La cooperación que se solicita consiste en la pretensión del 
Estado requirente de que el Estado requerido acepte la transmisión 
de una resolución judicial o de una investigación judicial, generada 
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una u otra en el Estado requirente. Si la solicitud es aceptada, el 
Estado requirente se despoja de la resolución o del procedimiento 
en favor del Estado requerido 
El reconocimiento previa homologación de las resoluciones judiciales 
extranjeras es utilizado como técnica procesal que posibilita la transmisión 
de resoluciones judiciales extranjeras o de procedimientos penales. La 
autoridad judicial del Estado requirente se desprende de su propia 
resolución, que resulta así enajenada en virtud de la transmisión. 
Paralelamente, por la aceptación de la transmisión, la autoridad judicial del 
Estado requerido se apropia de la resolución ajena y la hace suya, 
desencadenando a continuación la secuencia habitual de actuaciones 
procesales que correspondería a una resolución de la misma naturaleza que 
la transmitida, generada por sus propios tribunales.  
Los convenios del Consejo de Europa configurados según esta técnica 
son el Convenio Europeo sobre la Validez Internacional de las Sentencias 
Penales, el Convenio Europeo de Transmisión de Procedimientos en Materia 
Penal, el Convenio del Consejo de Europa sobre Traslado de Personas 
Condenadas, el Convenio Relativo al Blanqueo, Seguimiento, Embargo y 
Decomiso de los Productos del Delito de 1990. A estos podemos añadir, 
fuera del sistema de convenios del Consejo de Europa, el Convenio de 
Palermo contra la Criminalidad Organizada Transnacional. 
El Convenio Europeo sobre la Validez Internacional de las Sentencias 
Penales regula la transmisión de la ejecución de las sentencias. La sentencia 
dictada en el Estado requirente es transferida al Estado requerido, si éste la 
acepta. Junto a éste, el Convenio del Consejo de Europa sobre Traslado de 
Personas Condenadas regula la transmisión de la ejecución de una pena 
privativa de libertad, con traslado de la persona condenada al territorio de 
otro Estado. A diferencia de los dos anteriores, en el Convenio Europeo de 
Transmisión de Procedimientos en Materia Penal se regula otra clase de 
transmisión. En este caso no se refiere a la sentencia, sino que se trata de 
la transmisión al Estado requerido del procedimiento de instrucción o 
investigación judicial o del Ministerio Público y la consiguiente cesión de la 
jurisdicción, con las consecuencias prevista en los artículos 21 a 26 del 
Convenio. El Estado requirente transfiere el ejercicio de la acción penal 
contra una persona determinada, desprendiéndose del proceso y de la 
acción penal. Si la transmisión es aceptada, el proceso penal iniciado pasa 
de manera definitiva al Estado requerido y por eso en el artículo 21 se 
determina que una vez presentada la solicitud de incoación del 
procedimiento penal, el Estado requirente “no podrá perseguir al 
sospechoso por el mismo hecho que haya motivado la solicitud”. Para el 
ámbito de la Unión Europea, el Convenio de Aplicación de Schengen, en los 
artículos 67 a 69, regula para los Estados de la Unión Europea la 
transmisión de la ejecución sin traslado de la persona condenada, a partir 
de las normas del Convenio del Consejo de Europa sobre Traslado de 
Personas Condenadas.  
El Convenio Relativo al Blanqueo, Seguimiento, Embargo y Decomiso 
de los Productos del Delito de 1990, para posibilitar la cooperación judicial 
internacional conducente a la eficacia práctica de penas de comiso, 
contempla tanto la transmisión de la ejecución de una pena dicta en el 





Estado requirente, como la transmisión del procedimiento para que en el 
Estado requerido se dicte una resolución de comiso que pueda ser 
ejecutada. El Convenio de Palermo, al igual que el Convenio Relativo al 
Blanqueo, Seguimiento, Embargo y Decomiso de los Productos del Delito de 
1990, prevé en su artículo 13 número 1 la eficacia del comiso por medio, 
bien de la transmisión de la ejecución de una resolución de comiso dictada 
en el Estado requirente, o bien por medio de la transmisión del 
procedimiento para obtener una resolución de comiso ejecutable emanada 
de las propias autoridades del Estado requerido42. 
La transmisión de la ejecución de resoluciones judiciales da lugar a la 
generación de procesos en el Estado requerido, en los que éste se “apropia” 
de una resolución judicial ajena y la adapta a su propio ordenamiento 
jurídico, para proceder a continuación a su ejecución. En los convenios de 
obtención de pruebas y documentos y de entrega de sujetos procesales, se 
pretende provocar procesos instrumentales cuyos resultados procesales se 
incorporarán al proceso del Estado requerido; mientras que en los de 
transmisión de resoluciones y procedimientos se generan procesos 
autónomos en el Estado requerido. La aparición de un proceso en el Estado 
requerido plantea a su vez nuevos problemas, ya que hace surgir el riesgo 
de vulneración del principio ne bis in idem si no se regulan adecuadamente 
las relaciones entre el nuevo proceso apropiado por el Estado requerido y el 
proceso original enajenado por el Estado requirente. Ello implica la 
necesidad de regular detalladamente las relaciones entre los procesos, la 
autonomía del proceso transmitido, las excepcionales influencias de 
determinados acontecimientos, procesalmente relevantes, surgidos 
posteriormente en el Estado requirente; o incluso, la posibilidad de 
reversión al Estado transmitente de la potestad de reiniciar el proceso 
transmitido. 
En el Convenio Europeo de Transmisión de Procedimientos Penales se 
regulan dos clases distintas de transmisión del procedimiento, en función de 
si existe o no previamente un  proceso penal en el Estado requerido. Las 
dos modalidades de transmisión del procedimiento presuponen la renuncia a 
la jurisdicción por parte del Estado requirente, por lo que el Convenio 
establece en su artículo 21 número 1, como primer efecto de la transmisión 
del procedimiento, que el Estado requirente, una vez que haya presentado 
                                                          
42 Artículo 13 número 1 CB: 
Los Estados Parte que reciban una solicitud de otro Estado Parte que tenga jurisdicción para 
conocer de un delito comprendido en la presente Convención con miras al decomiso del 
producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del 
artículo 12 de la presente Convención que se encuentren en su territorio deberán, en la mayor 
medida enque lo permita su ordenamiento jurídico interno: 
a) Remitir la solicitud a sus autoridades competentes para obtener una orden de decomiso a la 
que, en caso de concederse, darán cumplimiento; o 
b) Presentar a sus autoridades competentes, a fin de que se le dé cumplimiento en el grado 
solicitado, la orden de decomiso expedida por un tribunal situado en el territorio del Estado 
Parte requirente de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 12 de la presente 
Convención en la medida en que guarde relación con el producto del delito, los bienes, el 
equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 12 que se encuentren en 
el territorio del Estado Parte requerido. 
 





la solicitud de instrucción de procedimiento, no podrá perseguir al 
sospechoso por el mismo hecho que haya motivado dicha solicitud. No 
obstante, hasta que se reciba la decisión del Estado requerido sobre la 
solicitud de instrucción de procedimiento, el Estado requirente conservará 
su derecho a continuar el procedimiento penal, pero no podrá someter a 
juicio a la persona contra la que se sigue el procedimiento. En el número 2 
del mismo artículo se regulan los supuestos en los que el Estado requirente 
podrá recuperar de nuevo la potestad de perseguir de nuevo el delito43. En 
los artículos 23 a 26 del mismo convenio, se contiene un buen ejemplo de la 
regulación de las relaciones entre los procesos, conteniendo normas 
relativas a la prolongación de los plazos de prescripción en el Estado 
requerido, validez de la denuncia o querella formulada en el Estado 
requirente, aplicación de la legislación penal sustantiva del Estado 
requerido, con limitaciones para no superar la pena prevista en el Estado 
requirente, validez de los actos de instrucción llevados a cabo en el Estado 
requirente, y por último, eficacia de los actos interruptivos de la 
prescripción llevados a cabo en el Estado requirente. En los artículos 24 al 
29 del Convenio se regulan las medidas provisionales. 
En el Convenio Europeo sobre Traslado de Personas Condenadas la 
relación entre el proceso en el Estado transmitente y la ejecución en el 
Estado requerido se plantea en términos de completa asunción de la 
ejecución por el Estado requerido, en el que la ejecución transmitida se 
llevará a cabo de manera autónoma.  
 El Convenio Europeo sobre el Valor Internacional de las Sentencias 
Penales ofrece  una detallada regulación de las relaciones entre 
procedimientos con respecto a la ejecución de las condenas transmitidas al 
amparo del mismo. La transmisión de la ejecución da lugar también en este 
Convenio, como se plasma en su artículo 10, al inicio de una ejecución 
sustancialmente autónoma en el Estado requerido, cuya legislación será la 
única que se aplicará. La condena que se transmite resulta enajenada para 
el Estado transmitente, que la pierde o se despoja de ella en la misma 
medida en la que el Estado que la acepta la hace propia. Sin embargo, la 
regla de la autonomía se matiza con la atribución a las autoridades del 
Estado transmitente, de ciertas facultades que pueden incidir en la 
ejecución que se desarrolla en el Estado que aceptó transmisión, 
provocando su extinción o reducción. Así, conforme al artículo 10 del 
Convenio también las autoridades del Estado transmitente podrán 
válidamente acordar la amnistía o el indulto; y estas mismas autoridades 
serán las únicas competentes para resolver los recursos extraordinarios 
                                                          
43 2. El Estado requirente recuperará su derecho de instrucción de procedimiento y ejecución: 
a) Si el Estado requerido le informa de su decisión de no dar curso a la solicitud en los casos 
previstos en el artículo 10. 
b) Si el Estado requerido le informa de que se niega a aceptar la solicitud en los casos 
previstos en el artículo 11. 
c) Si el Estado requerido le informa de que revoca su aceptación de la solicitud en los casos 
previstos en el artículo 12. 
d) Si el Estado requerido le informa de su decisión de no instruir el procedimiento o 
sobreseerlo. 
e) Si retira su solicitud antes de que el Estado requerido le haya informado de su decisión de 
darle curso. 
 





contra sentencias firmes que puedan plantearse, posibilidad esta que queda 
completamente vedada a las autoridades del Estado que ha asumido la 
ejecución. En atención a ello se establece, para las autoridades del Estado 
de ejecución, la obligación de poner fin a la ejecución desde el momento en 
que tengan noticia de un indulto, de una amnistía, de un recurso de revisión 
o de cualquier otra decisión que tenga como efecto privar a la sanción de su 
carácter ejecutivo (artículo 12 número 1 CEVISP). También el pago ante las 
autoridades del Estado de condena de la multa impuesta en la resolución 
cuya ejecución se transmitió, surte el efecto extintivo respecto a dicha pena 
en el Estado de ejecución. La autonomía de la ejecución transmitida se 
limita manteniéndose la vinculación entre las decisiones procesales de las 
autoridades del Estado de condena y las del Estado de ejecución en estos 
supuestos. Otra vinculación más se establece entre los procedimientos en 
ambos Estados, para permitir la adecuada asunción de la ejecución por el 
Estado requerido. Para ello se prevé en su artículo 8 que el Estado de 
ejecución pueda asumir la validez de los actos interruptivos de la 
prescripción de la pena que hayan tenido lugar en el Estado de condena 
antes del inicio de la ejecución transmitida. Las relaciones entre los 
procedimientos o procesos en el Estado de condena y el Estado de ejecución 
se completan con la previsión de la recuperación de la ejecución transmitida 
en ciertos casos. El Estado requerido podrá recobrar la ejecución 
transmitida conforme a este Convenio si retira su solicitud antes de que el 
Estado requerido le haya informado de su intención de dar curso a la 
misma; si el Estado requerido no acepta la transmisión de la ejecución; o si 
el Estado requerido renuncia expresamente a continuar la ejecución. Esta 
renuncia sólo podrá tener lugar si los dos Estados interesados consienten en 
ello, salvo en el caso de que ya no sea posible la continuar la ejecución en 
el Estado requerido. En este último caso, la renuncia será obligatoria si el 
Estado requirente la solicita (artículo 11 número 2 CEVISP). 
 De manera análoga a lo que ocurre en la extradición, la transmisión 
de la ejecución queda sometida en el artículo 9 del Convenio sobre el Valor 
Internacional de las Sentencias Penales a la regla de la especialidad, según 
la cual el condenado detenido en el Estado requirente que haya sido 
entregado al Estado requerido a efectos de la ejecución correspondiente no 
será procesado, juzgado ni detenido para la ejecución de una pena o de una 
medida de seguridad, ni sometido a ninguna otra restricción de su libertad 
individual por cualquier hecho anterior a la entrega distinto de aquel que 
haya motivado la condena que se haya de ejecutar, salvo cuando el Estado 
requirente lo haya consentido expresamente o cuando el condenado hubiese 
tenido la posibilidad de abandonar el territorio del Estado al cual hubiere 
sido entregado y no lo hubiese hecho dentro de los cuarenta y cinco días 
siguientes a su liberación definitiva, o si hubiese regresado a él después de 
haberlo abandonado. 
En el Convenio relativo al Blanqueo, la transmisión de la ejecución da 
lugar a un procedimiento fundamentalmente autónomo en el Estado de 
ejecución, en el cual la condena se ejecutará conforme a su propia 
legislación. Aún siendo autónoma la ejecución, la pena que se ejecuta viene 
determinada en la sentencia transmitida, como ya hemos visto 
anteriormente. Coherentemente con el carácter enajenado y por tanto 
autónomo de la ejecución, la transmisión de la ejecución traslada ésta por 





completo al Estado requerido. La relación entre el proceso penal en el 
Estado requirente y la ejecución transmitida al Estado requerido se 
completa con otras normas que introducen matizaciones a la autonomía de 
la ejecución enajenada.  
La primera de estas dos normas viene referida a la posibilidad de 
revisión del comiso. El Convenio prevé que una vez iniciada la ejecución en 
el Estado requerido, como consecuencia de la transmisión de la misma y de 
su aceptación, está podrá sufrir variaciones, o incluso dejarse sin efecto, 
como consecuencia de un recurso extraordinario para la revisión de 
sentencias firmes. Pero esta revisión no podrá ser resuelta por las 
autoridades judiciales del Estado requerido que ha asumido la ejecución, 
sino únicamente por las autoridades judiciales del Estado requirente. La 
posibilidad de revisión y su atribución exclusiva al Estado requirente se halla 
contenida en el artículo 14 número 5 del Convenio relativo al Blanqueo.  
La segunda de las normas que introducen limitaciones a la autonomía 
de la ejecución es la relativa a la conservación de la jurisdicción. La 
transmisión de la ejecución, al igual que sucede con la transmisión del 
procedimiento, está sometida en el Convenio a una regla de conservación 
de la jurisdicción, en virtud de la cual, la transmisión no supone una 
renuncia definitiva a la jurisdicción. Después de transmitida y aceptada la 
transmisión de la ejecución, los bienes muebles o capitales sujetos al 
comiso podrían ser trasladados al territorio del Estado requirente para eludir 
la ejecución en el Estado requerido. O podrían aparecer nuevos bienes en el 
Estado de condena, cuya existencia se desconocía al tiempo de la 
transmisión, susceptibles de ser trabados para la ejecución de un comiso de 
valor transmitido. O incluso el comiso específico podría ser transformado en 
un comiso de valor por las autoridades del Estado de condena. En todos 
estos casos, el Estado que transmitió la ejecución podrá recuperar la 
ejecución transmitida y ejecutar el comiso sobre dichos bienes, a pesar de 
la transmisión. Esta regla de conservación de la jurisdicción se recoge en el 
artículo 16 número 1 del Convenio en el que se establece que “Una solicitud 
de confiscación hecha en virtud del artículo 13 no afectará al derecho de la 
Parte requirente de ejecutar por sí misma la orden de confiscación”. 
La tercera de estas normas que introducen limitaciones a la total 
autonomía de la ejecución transmitida es la relativa a la eficacia en el 
Estado requerido de las resoluciones dictadas en el Estado requirente en 
procedimiento de tercería, contenida en el artículo 22 número 1 del 
Convenio de 1990. “Cuando se esté tramitando una solicitud de cooperación 
prevista en las secciones 3 y 4, la Parte requerida reconocerá toda 
resolución extranjera dictada en la Parte requirente en relación con 
derechos reclamados por terceros”.44  
 La transmisión del procedimiento, regulada también en el Convenio 
relativo al Blanqueo, como alternativa opcional a la transmisión de la 
                                                          
44 Artículo 22 número 1 CB. “Cuando se esté tramitando una solicitud de cooperación 
prevista en las secciones 3 y 4, la Parte requerida reconocerá toda resolución extranjera 
dictada en la Parte requirente en relación con derechos reclamados por terceros”. 
 





ejecución, también contempla las relaciones entre los procesos del Estado 
requirente y del Estado requerido, pero lo hace de una manera más parca y 
más próxima a la regulación propia de los convenios inspirados por el 
principio de la asistencia mutua. Ello es lógico, puesto que con la 
transmisión del procedimiento, lo único que acepta el Estado requerido es 
declararse competente45 e instruir u procedimiento que pueda concluir con 
una sentencia condenatoria que imponga el comiso contemplado en la 
sentencia que no puede ser reconocida en el Estado requerido. La única 
norma que puede reseñarse es la relativa a la conservación de la 
jurisdicción, contenida en el artículo 16 número 1 del Convenio, que ya 
hemos examinado al tratar de la transmisión de la ejecución y que es 
también aplicable a la transmisión del procedimiento, ya que el texto de 
dicho artículo viene referido a cualquier “solicitud de confiscación hecha en 
virtud del art. 13”, lo cual evidentemente incluye también a la transmisión 
del procedimiento, que también se contempla en dicho artículo 13.  
 
 
CARACTERÍSTICAS DE LA NORMATIVA NO CONVENCIONAL DE LA 
COOPERACIÓN JUDICIAL INTERNACIONAL  
Como consecuencia del cambio operado en el principio político de la 
defensa de la soberanía y en el principio jurídico de la heterogeneidad, 
sustituido por el del reconocimiento, las decisiones marco previstas en el 
Tratado de Ámsterdam y las directivas del nuevo sistema de fuentes de la 
cooperación judicial penal, revisten unas notas características claramente 
distintas de las que están presentes en la regulación contenida en los 
convenios.   
Las notas características de la normativa no convencional de la Unión 
Europea  son las siguientes:  
1- Los sujetos de la cooperación no son tanto los Estados, sino 
concretamente las autoridades judiciales. Por ello no existe intervención de 
autoridades administrativas, sino que la decisión sobre el reconocimiento 
corresponde únicamente a las autoridades judiciales. Si intervienen 
autoridades administrativas centrales, en las excepciones permitidas a 
algunos Estados, éstas lo hacen como meros transmisores de las solicitudes 
de reconocimiento. 
2- La cooperación se basa en la emisión de una resolución judicial 
cuyo reconomiento en el Estado de ejecución es obligatorio y está 
ampliamente garantizado ya que los Estados carecen de margen para 
rechazar solicitudes de reconocimiento discrecionalmente o por 
consideraciones de oportunidad política. Cuando se permite a los Estados 
moderar las consecuencias del principio del reconocimiento, ello se hace 
estableciendo supuestos tasados y escasamente o nada discrecionales. 
                                                          
45 Artículo 13 número 2 CB:  “A los efectos de la aplicación del párrafo 1, b), del presente 
artículo, toda Parte tendrá competencia, cuando sea necesario, para iniciar un procedimiento 
de confiscación con arreglo a su propia legislación”. 
 





Dado el carácter obligatorio del reconocimiento, la resolución que se 
transmite es sometida a un limitado examen judicial para su reconocimiento  
3- La cooperación regulada en la normativa no convencional consiste 
tanto en la pretensión de obtención de objetos o sujetos procesales, como 
en la transmisión de una resolución judicial. En el Estado de ejecución se 
generan, tanto procedimientos encaminados únicamente a transferir el 
resultado procesal al Estado de emisión, como procedimientos que van a 
contener un proceso penal propio, regulándose detalladamente las 
relaciones entre el proceso originario del Estado de emisión y los procesos o 
procedimientos  derivados, originados en el Estado de ejecución.  
 Seguidamente trataremos separada y detalladamente cada una de 
estas características que son muy diferentes de las que estaban presentes 
en los convenios de primera y segunda generación.   
1- Los sujetos activos y pasivos de la cooperación no son los 
Estados sino concretamente las autoridades judiciales. Por ello no 
existe intervención de autoridades administrativas, sino que la 
decisión sobre el reconocimiento corresponde únicamente a las 
autoridades judiciales. Si intervienen autoridades administrativas 
centrales, en las excepciones permitidas a algunos Estados, éstas lo 
hacen como meros transmisores de las solicitudes de 
reconocimiento. 
Como regla general no existe intervención alguna de autoridades 
administrativas en la emisión o resolución sobre solicitudes de cooperación 
judicial. La decisión sobre el reconocimiento corresponde únicamente a las 
autoridades judiciales. Si intervienen autoridades administrativas centrales, 
en las excepciones permitidas a algunos Estados, éstas lo hacen como 
meros transmisores de las solicitudes de reconocimiento, y aún así, la regla 
general es la comunicación directa entre autoridades judiciales, siendo 
excepcional la comunicación a través de autoridad central. Esta regla se 
cumple en todas las decisiones marco. Como modelo podemos tomar la 
Decisión Marco 2008/978/JAI, de 18 de diciembre de 2008, relativa al 
exhorto europeo de obtención de pruebas para recabar objetos, 
documentos y datos destinados a procedimientos en materia penal, la vía 
de transmisión será la directa, salvo para aquellos Estados que opten por el 
sistema de autoridad central receptora de los exhortos. A diferencia de 
otras decisiones marco, ésta no hace hincapié en que la intervención de 
autoridades centrales sea un régimen excepcional, pero de su artículo 8 
número 2 se deduce implícitamente que la regla general en los diferentes 
Estados de la Unión Europea será la de la comunicación directa entre 
autoridades judiciales. Por ello, aunque no se ponen trabas a la intervención 
de las autorices centrales en la gestión de los exhortos europeos, sí se 
contempla la posibilidad de designación de autoridades centrales como 
intermediarios para la transmisión y recepción administrativas del exhorto, 
pero sólo si “así lo exige la organización de su sistema judicial nacional”. En 
todo caso las autoridades centrales no podrán tener facultad decisoria 
alguna y únicamente podrán encargarse de prestar asistencia a las 
autoridades judiciales competentes para la ejecución del exhorto o de 
cumplir “la función de transmisión y recepción administrativas del exhorto y 





de la correspondencia oficial relativa al mismo”46. La “normalidad” o 
habitualidad de la vía directa se desprenden de las alusiones a la 
comunicación directa entre la autoridad competente del Estado de emisión y 
la autoridad judicial competente del Estado de ejecución, que se contienen 
en el artículo 8 de la Decisión Marco. Incluso se recalca en el inciso final del 
número 1 del referido artículo donde se dice que toda comunicación oficial 
adicional se hará “también” directamente entre la autoridad de emisión y la 
autoridad de ejecución. Queda aquí patente que la autoridad que 
normalmente ha de recibir el exhorto es la misma que ha de ejecutarlo y 
que ello es la norma general, tanto para la comunicación inicial, como para 
las posteriores comunicaciones. 
2.- La cooperación se basa en la emisión de una resolución judicial 
cuyo reconocimiento en el Estado de ejecución es obligatorio y está 
ampliamente garantizado. Cuando se permite a los Estados moderar 
las consecuencias del principio del reconocimiento, ello se hace 
estableciendo supuestos tasados y escasamente o nada 
discrecionales. Dado el carácter obligatorio del reconocimiento, la 
resolución que se transmite es sometida a un limitado examen 
judicial para su reconocimiento.  
El modelo de cooperación judicial instaurado en la normativa no 
convencional de la Unión Europea, se basa en la emisión de una resolución 
judicial que ha de ser obligatoriamente reconocida en el Estado de 
ejecución. El núcleo central de este sistema radica, no tanto en lo que se 
solicita, sino en la resolución judicial en la que se acuerda determinada 
actuación. En los convenios de primera generación la resolución judicial 
dictada en el Estado requirente no tiene virtualidad por sí misma en el 
Estado requerido y la solicitud no tiene garantizada su eficacia, ya que su 
resultado dependerá de que lo que se solicite sea valorado por la autoridad 
requerida, como procedente con arreglo a lo establecido en el convenio 
aplicable y en la legislación interna del Estado requerido47. En los convenios 
de segunda generación la resolución transmitida, sólo es reconocida y 
ejecutada después de haber pasado un control judicial de homologación y 
de haber sido adaptada, en su caso, al Derecho interno. El título para la 
ejecución no es tampoco la resolución transmitida, sino la decisión de la 
autoridad judicial del Estado requirente en la que acuerda el reconocimiento 
y homologación de la resolución transmitida. Además el reconocimiento ni 
siquiera está habitualmente garantizado, ya que no suele ser obligatorio, 
sino potestativo o sujeto a enormes márgenes de discrecionalidad. 
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 Artículo 8 número 2 DM 2008/978: 
Todo Estado miembro podrá designar una autoridad central o, si así lo prevé su sistema 
jurídico, más de una, para asistir a las autoridades competentes. Si así lo exige la organización 
de su sistema judicial nacional, todo Estado miembro podrá asignar a sus autoridades centrales 
la función de transmisión y recepción administrativas del exhorto y de la correspondencia oficial 
relativa al mismo. 
47
 PÉREZ CEBADERA llega a hablar del tránsito del principio de petición al principio del 
reconocimiento, aunque relaciona el principio de petición con la intervención de autoridades 
administrativas con potestades discrecionales de rechazo de lo solicitado. PÉREZ CEBADERA, 
M.A. La nueva extradición europea: la orden de detención y entrega. Tirant lo Blanch. Valencia, 
2008. 
 





En la normativa no convencional del sistema del reconocimiento el 
modelo de la cooperación sometida al riesgo de rechazo discrecional o por 
razones de oportunidad política, es sustituido por un sistema reglado de 
reconocimiento obligatorio de la resolución incorporada, siempre que dicha 
resolución lleve aparejada la cualidad jurídica de la equivalencia. Las 
resoluciones judiciales son definidas como equivalentes cuando se cumplen 
los presupuestos o requisitos constitutivos de esa cualidad jurídica, de 
carácter estrictamente jurídico formal y relativos a la autoridad que dicta la 
resolución, a la naturaleza del procedimiento en el que se dicta, a lo que en 
ella se dispone, a la sanción y a la infracción a la que se refiere.  
El reconocimiento de la resolución definida como equivalente, 
transmitida en forma e incorporada al título, es obligatorio. El único margen 
de acción que se deja a los Estados, es el que permite el establecimiento de 
un reducido número de causas tasadas y limitadas para el rechazo del 
reconocimiento, que los Estados pueden incorporar válidamente a su 
Derecho interno o no, pero estas causas no incluyen valoraciones de 
oportunidad política o discrecionalidad. Mediante la incorporación de estas 
causas a su Derecho interno, los Estados pueden reducir la intensidad de la 
aplicación del principio del reconocimiento. Tales causas, configuradas como 
causas excepcionales de exclusión del reconocimiento, están construidas de 
manera cerrada, en general, es decir sin formulaciones abiertas o ambiguas 
y la oportunidad política no tiene reflejo en ellas. La única causa excepcional 
de denegación, emparentada de alguna manera con la oportunidad, aparece 
en la Decisión Marco 2008/978/JAI, de 18 de diciembre de 2008, relativa al 
exhorto europeo de obtención de pruebas, vinculada a la defensa de la 
seguridad nacional o del secreto de informaciones de inteligencia. En esta 
Decisión Marco, el artículo 13 número 2 contempla la posibilidad de 
denegación si, en el caso concreto, la ejecución de la resolución emitida 
pudiera lesionar intereses esenciales de seguridad nacional, comprometer a 
la fuente de la información, o implicar la utilización de información 
clasificada relacionada con determinadas actividades de inteligencia 
(artículo 13 nº 2 letra g, DM 2008/978).  
Puesto que las posibilidades de denegación del reconocimiento son 
limitadas, la amplitud del examen judicial para resolver sobre el 
reconocimiento también está limitada. Este examen judicial se desarrolla en 
un procedimiento judicial que los Estados regulan de diferentes maneras, 
pero que en todo caso es calificable como de cognición sumaria, ya que no 
puede discutirse sobre cualquier cuestión que las partes quieran plantear, 
sino que su ámbito está limitado y que se constriñe sólo a unas pocas 
cuestiones. Estas pocas cuestiones se reducen básicamente al  
cumplimiento de los presupuestos taxativamente determinados en las 
normas comunes de la Unión Europea, a la concurrencia de las exclusiones 
válidamente establecidas de conformidad con la norma europea y al 
cumplimiento de los requisitos de forma del título, apto para iniciar el 
procedimiento del reconocimiento y ejecución.  
Como los presupuestos se establecen de manera flexible en las 
decisiones marco, el control de su concurrencia conlleva también el control 
pasivo de las causas potestativas de exclusión del reconocimiento, 
admitidas para algunos casos por las decisiones marco.  Además, puesto 
que la cooperación judicial penal implica la existencia de una 





responsabilidad penal, el control judicial se extiende al examen de la 
correcta aplicación del principio ne bis in idem48.  
Si se compara con la amplitud de la cognición judicial existente en los 
procedimientos regulados en los convenios, la cognición judicial resulta 
extremadamente reducida y simplificada. La cognición judicial entendida 
bajo este prisma se simplifica. Además, la autoridad judicial de ejecución no 
puede hacer un reexamen de lo ya resuelto por la autoridad de emisión en 
la resolución transmitida. El control judicial pasivo, no sólo está fuertemente 
limitado, sino que se efectúa conforme a normas comunes compartidas con 
el Estado de emisión, que diseñan un control judicial activo y un control 
judicial pasivo fundamentalmente coincidentes, salvo el limitado margen 
que las exclusiones posibles suponen para el Estado de emisión, que 
suponen una limitadísima zona de no coincidencia. 
Todas las decisiones marco y las directivas del sistema del 
reconocimiento mutuo responden hasta ahora a este esquema. Así, por 
ejemplo, la decisión marco 2002/584/JAI, sobre la orden europea de 
detención reduce el examen judicial a dos presupuestos y al control del ne 
bis in dem, aparte del cumplimiento de los requisitos de forma, obviamente: 
a) Presupuesto de la resolución equivalente. Del artículo 1 de la 
Decisión Marco se desprende que las únicas resoluciones que pueden ser 
reconocidas para ser ejecutadas como órdenes europeas de detención, son 
las resoluciones judiciales dictadas en proceso penal, en las que se acuerda 
la detención y reclamación a otro Estado de la entrega de una persona, 
buscada para ser sometida a las consecuencias del proceso penal en el que 
se le reclama, bien para que tenga lugar la instrucción o bien para que sea 
juzgada, o bien para el cumplimiento de la pena impuesta. La finalidad de 
que se desarrolle adecuadamente la instrucción, hasta que finalmente 
concluya en el juicio, o de que se cumplan los trámites pendientes para 
poder celebrar el juicio, es aludida en su artículo 1 con la expresión “para el 
ejercicio de acciones penales” 
b) Presupuesto del ámbito sustantivo. La Decisión Marco recoge la 
lista estándar de delitos en los que la entrega ha de acordarse sin 
posibilidad alguna de control de doble incriminación. Estado de emisión de 
la orden, aunque no sea punible en el Estado de ejecución. Al requisito de la 
pertenencia del delito a esa lista se añade el del límite punitivo mínimo, de 
manera que se exige que en el Estado de emisión el delito esté castigado 
con pena privativa de libertad de al menos tres años. La lista se encuentra 
contenida en el artículo 2 de la Decisión Marco. Si el delito de que se trate 
no está incluido en la lista, los Estados pueden potestativamente establecer 
el control de la doble incriminación. En todo caso ha de tratarse de 
infracciones del Derecho penal de adultos, según el artículo 3 número 3 de 
la Decisión Marco.  
c) Concurrencia de exclusiones. Una vez examinada la concurrencia 
de los presupuestos, la autoridad judicial de ejecución deberá examinar las 
exclusiones potestativas permitidas del ámbito del reconocimiento 
obligatorio. 
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d) Control de ne bis in idem. Según dispone el artículo 3 número 2 de 
la Decisión Marco, también deberá examinarse si ha recaído sentencia en 
cualquier Estado de la Unión Europea que genere el efecto de cosa juzgada.  
 La Decisión Marco 2008/978/JAI, de 18 de diciembre de 2008, 
relativa al exhorto europeo, responde también a este modelo, pero es algo 
más compleja. El examen judicial previo a la decisión sobre el 
reconocimiento obligatorio se ciñe a las siguientes cuestiones: 
a) Presupuesto de la resolución equivalente. Implica el examen de la 
concurrencia de los siguientes requisitos:  
1º- Resolución dictada por autoridad judicial en proceso penal o 
asimilado. Según la definición de autoridad de ejecución contenida en el 
artículo 2, letra c, de la Decisión Marco el exhorto sólo puede ser emitido 
por una autoridad judicial o del Ministerio Fiscal. El requisito del 
procedimiento penal o asimilado se contiene en el artículo 5 de la Decisión 
Marco. 
2º- Auxilio solicitado. Con arreglo al artículo 1, número 1, de la 
Decisión Marco el auxilio que puede válidamente solicitarse por resolución 
judicial, conforme a esta decisión marco, se limita a “objetos, o datos”. Pero 
además, es preciso que su existencia y paradero se conozca o al menos se 
sospeche, sin que sea preciso llevar a cabo investigaciones para 
encontrarlos. Como se desprende del artículo 4, número 2, el exhorto 
europeo no es apto para llevar a cabo investigaciones.  
3º- Necesidad, proporcionalidad y legalidad en el Estado de emisión. 
El artículo 7 de la Decisión Marco obliga a los Estados a incorporar 
necesariamente a su legislación interna un curioso presupuesto, consistente 
en la necesidad, proporcionalidad y legalidad en el Estado de emisión. Lo 
llamativo de este requisito es que tiene la particularidad de que sólo puede 
ser controlado por la autoridad de emisión, en su caso, por vía de recurso 
ante los Tribunales de ese mismo Estado, pero parece carecer de control 
pasivo en el Estado de ejecución, o si ha de llevarse a cabo ante sus 
Tribunales habrá de serlo aplicando la legislación del Estado de emisión.  
b) Presupuesto del ámbito sustantivo: Infracción adecuada.  
El presupuesto relativo a la infracción parte de la consideración de 
que la infracción ha de tener naturaleza de infracción penal o estar 
asimilada a la infracción penal. Tienen la consideración de infracciones 
asimiladas las infracciones de disposiciones legales que permiten la apertura 
de un procedimiento ante la jurisdicción penal. La Decisión Marco, en el 
número 1 del artículo 14, establece una regla general y dos excepciones. La 
regla general consiste en que el “reconocimiento o la ejecución del exhorto 
no estarán sujetos a la verificación de la doble tipificación”. La excepción la 
constituyen los exhortos en los que se solicite “proceder a un registro o 
incautación”. Para los registros o la incautaciones forzosas, se establece el 
sistema de la lista de delitos, con control sólo de límite punitivo mínimo 
para los delitos de la lista (han de llevar aparejada una pena privativa de 
libertad de al menos tres años en su grado máximo según la tipificación de 
la legislación del Estado de emisión). Para los delitos que no estén 
comprendidos en la lista se permite el control de doble incriminación. 





c) Concurrencia de exclusiones. Las exclusiones potestativas, se 
encuentran contenidas en el artículo 13 número 1 de la Decisión Marco. 
d) Presupuesto de la conexión con el Estado de ejecución. La 
conexión territorial con el Estado de ejecución se deduce de la definición de 
Estado de ejecución contenida en el artículo 2, letra b, entendiéndose por 
tal aquel Estado miembro en cuyo territorio se encuentran los objetos, 
documentos o datos o, en el caso de los datos electrónicos, en cuyo 
territorio son directamente accesibles. 
e) Control del principio ne bis in idem. El control judicial pasivo se 
extiende también a la observancia del principio ne bis in idem. La 
correspondiente causa de denegación, que da entrada a su examen judicial, 
se formula de manera escueta en la letra a del artículo 13 número 1: si la 
“ejecución infringe el principio de ne bis in idem”.  
La Decisión Marco 2008/909, relativa a la transmisión de la ejecución 
de sentencias en las que se imponen penas privativas de libertad, presenta 
alguna particularidad, dentro de este esquema general. La primera 
particularidad consiste en que regula dos clases diferentes de transmisión 
de la ejecución. Una de ellas es de aceptación obligatoria, para el Estado 
destinatario de la petición y la otra es de aceptación potestativa. La 
transmisión de aceptación potestativa no se halla regulada conforme al 
principio del reconocimiento mutuo, puesto que por definición, el principio 
del reconocimiento mutuo implica la obligatoriedad del reconocimiento y 
ejecución por parte del Estado destinatario de la petición. La 
discrecionalidad en la aceptación es la antítesis del reconocimiento mutuo. 
Solo la modalidad de la transmisión de aceptación obligatoria responde al 
principio del reconocimiento mutuo49.  
La segunda peculiaridad se refiere al presupuesto del ámbito 
sustantivo. Al definir la infracción adecuada en la Decisión Marco, se 
observa claramente la aspiración a instaurar el mismo sistema común que 
rige en el resto de las decisiones marco, consistente en la obligatoriedad del 
reconocimiento, sin control de  doble incriminación, pero sí de límite 
punitivo mínimo, para los delitos comprendidos en la lista estándar. Sin 
embargo, en la Decisión Marco 2008/909, continúa manteniéndose el 
criterio del control de doble incriminación, excepto para los Estados que 
desean ir más allá e incorporarse al sistema de la lista de delitos. La 
reintroducción del control de la doble incriminación supone una vuelta 
parcial al sistema de la homologación, con disminución de la garantía de 
reconocimiento que el sistema del reconocimiento mutuo implica. Además 
supone una ampliación del examen judicial, ya que la autoridad judicial de 
ejecución tendrá que examinar los hechos en los que se basa la condena 
                                                          
49 Los casos a los que se aplica el principio del reconocimiento mutuo son los 
siguientes: 
1-Transmisión de oficio, instada por el Estado de condena (Estado de emisión), para el 
cumplimiento de la condena en el Estado cuya nacionalidad ostente el condenado y en el que 
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2- Traslado instado por el condenado en su interés, una vez que haya sido aceptada su 
solicitud por el Estado de condena. 





que se trata de transmitir, es decir los hechos declarados probados en la 
sentencia firme condenatoria, y calificarlos jurídicamente conforme al 
Derecho nacional del Estado de ejecución.  
Al igual que sucede en la Decisión Marco 2008/909 relativa a la 
transmisión de la ejecución de sentencias y al traslado de condenados, la 
Decisión Marco 2008/947/JAI, de 27 de noviembre de 2008, relativa a la 
aplicación del principio de reconocimiento mutuo de sentencias y 
resoluciones de libertad vigilada, aspira a generalizar el sistema de la 
supresión del control de doble incriminación para la lista de delitos, 
reservándolo sólo para los delitos no incluidos en la lista. Sin embargo, no 
se impone forzosamente el sistema de la lista de delitos, sino que en el 
artículo 10 se deja a la opción de los Estados el mantenimiento del control 
de doble incriminación para todos los delitos. Al igual que sucede en la 
Decisión Marco 2008/909, se produce un retroceso parcial hacia el principio 
del reconocimiento previa homologación y a la ampliación del examen 
judicial de la resolución transmitida.  
La Decisión Marco 2003/577/JAI de 22 de julio de 2003, relativa a la 
ejecución en la Unión Europea de las resoluciones de embargo preventivo 
de bienes y de aseguramiento de pruebas, añade también un presupuesto 
específico, propio del proceso cautelar: el peligro en la demora. El peligro 
en la demora, constituye un presupuesto requerido implícitamente por el 
artículo 10 de la Decisión Marco 2003/577. Este presupuesto es presunto y 
viene ligado a dos actos procesales que activan la eficacia de la presunción, 
desde que se realizan por parte del Estado de emisión y llegan a 
conocimiento del Estado de ejecución y que deben acompañar 
necesariamente a la petición accesoria de adopción de la medida cautelar 
en el Estado de ejecución. Estos dos actos procesales alternativos son la 
formulación de la petición principal, referida al comiso definitivo o a la 
petición de transferencia de las pruebas, o el anuncio de su futura 
formulación.  
Las peculiaridades presentes en la Decisión marco 2005/214/JAI, de 
24 de febrero de 2005, relativa a la aplicación del principio de 
reconocimiento mutuo de sanciones pecuniarias, se refieren a la resolución 
equivalente y al ámbito sustantivo. El presupuesto de la resolución 
equivalente incluye los requisitos de la resolución adecuada y de la sanción 
adecuada. La resolución por la que se impone la sanción pecuniaria, cuya 
ejecución se transmite, ha de estar comprendida en el ámbito delimitado 
por el artículo 1 número 1 de la Decisión Marco. Las resoluciones que 
pueden ser reconocidas son la sentencia firme por infracción penal y las 
resoluciones expresamente asimiladas en la Decisión Marco a sentencia 
judicial por delito. A las sentencias firmes por infracción penal quedan 
equiparadas las resoluciones administrativas sancionadoras por delito, 
sustitutivas y preventivas del proceso penal; las resoluciones 
administrativas sancionadoras, impuestas por infracción penal no 
constitutiva de delito pero equiparada a infracción penal; y las resoluciones 
de autoridades judiciales del orden penal competentes para la impugnación 
de resoluciones de autoridades administrativas sancionadoras. Así mismo, 
la sanción adecuada reviste una extensión peculiar, ya que conforme a la 
letra b del artículo 1 de la Decisión Marco, son sanciones adecuadas la 
multa y otras “sanciones” asimiladas a la multa en la Decisión Marco. Son 





sanciones asimiladas las compensaciones a víctimas no consecutivas al 
ejercicio de acciones civiles acumuladas al proceso penal, siempre que la 
víctima no pueda ser parte civil en el procedimiento penal en el que se 
acuerda la compensación; las condenas al pago de una cantidad de dinero a 
beneficio de fondos públicos u organizaciones de apoyo a las víctimas; y las 
costas judiciales o del procedimiento administrativo. 
 En cuanto al ámbito sustantivo, el concepto de infracción adecuada es 
en esta Decisión Marco más amplio que en otras. Los hechos por los que se 
ha procedido en el Estado de emisión han de ser constitutivos de infracción 
penal (delito o falta) o de infracción administrativa adecuada. Con respecto 
a las infracciones penales la Decisión Marco sigue también el criterio usual 
de diferenciar entre las infracciones comprendidas en una lista, recogida en 
la propia Decisión Marco, y las infracciones no incluidas en dicha lista. Para 
las primeras, el reconocimiento de la resolución y la ejecución de la sanción 
no podrá supeditarse al requisito de la doble incriminación. La lista recoge, 
además de los delitos de la lista estándar, otros delitos e infracciones 
administrativas no recogidos en aquel listado modelo. 
 También la Decisión marco 2009/829, de 23 de octubre de 2009, 
relativa a la aplicación entre estados miembros de la unión europea del 
principio de reconocimiento mutuo a las resoluciones sobre medidas de 
vigilancia en sustitución de la prisión provisional, presenta alguna 
particularidad, dentro del esquema común a todas las decisiones marco. La 
peculiaridad se encuentra en la definición de la sanción adecuada, dentro 
del presupuesto de la resolución equivalente. El contenido de la resolución 
definida como equivalente ha de consistir en la imposición de determinadas 
medidas como alternativa a la prisión provisional. En el artículo 8 se 
contienen dos listados de medidas de control. Las medidas contempladas en 
el artículo 8 número 1 de la Decisión Marco tienen carácter obligatorio, 
mientras que las del número  2 no son de obligado reconocimiento. 
3- La cooperación regulada en la normativa no convencional 
consiste tanto en la pretensión de obtención de objetos o sujetos 
procesales, como en la transmisión de una resolución judicial. En el 
Estado de ejecución se generan, tanto procedimientos encaminados 
únicamente a transferir el resultado procesal al Estado de emisión 
como procedimientos dirigidos a asumir definitivamente un proceso 
transferido desde el Estado de emisión, regulándose detalladamente 
las relaciones entre el proceso originario del Estado de emisión y los 
procesos o procedimientos  derivados, originados en el Estado de 
ejecución. 
En la normativa no convencional, la técnica del reconocimiento de 
resoluciones se aplica tanto a aquellos casos en los que se solicita la 
cooperación de autoridades judiciales de otro Estado para obtener un 
determinado resultado procesal que ha de incorporarse al proceso penal del 
Estado de emisión o la entrega de una persona, como a aquellos casos en 
los que se persigue transferir definitivamente la ejecución de la resolución 
emitida al Estado de ejecución, que la asumirá como propia. No obstante, la 
regulación de estas diferentes finalidades o modalidades de la cooperación 
judicial entre Estados sigue pautas comunes muy semejantes que hace que 
pueda afirmarse que sus características son comunes.  





En la cooperación regida por las normas no convencionales  se adopta 
una visión de conjunto que integra de manera armónica los procesos o 
procedimientos seguidos en el Estado de emisión y en el Estado de 
ejecución. Éstos mantienen entre sí una relación de articulación funcional. 
En las decisiones marco y en las directivas se aprecia la presencia de un 
legislador común europeo, superior a los Estados, que contempla el 
procedimiento en el Estado de emisión y en el de ejecución de manera 
unitaria y no con la perspectiva fraccionaria con la que se aborda la 
cooperación judicial en los convenios, que son “contratos” entre Estados. 
Por ello la normativa surgida bajo el principio del reconocimiento mutuo 
incluye normas dirigidas a obtener una articulación armónica entre ambos 
procedimientos. Cuando la cooperación tiene por objeto transmitir al Estado 
de emisión un determinado resultado procesal o entregar una persona, el 
procedimiento generado en el Estado de ejecución puede ser contemplado 
como un procedimiento instrumental del proceso seguido en el Estado de 
emisión, cuyo buen fin constituye la razón de ser del procedimiento seguido 
en el Estado de emisión. Cuando de los que se trata es de transferir un 
proceso desde el Estado de emisión al Estado de ejecución, el proceso 
derivado surgido en este último Estado se desarrolla de manera autónoma 
con respecto al proceso originario, pero esto no impide el establecimiento 
de una detallada regulación de las relaciones entre uno y otro proceso y la 
distribución de potestades entre las autoridades judiciales de uno y otro 
Estado.  
Tanto en el caso de la obtención de sujetos u objetos procesales para 
el Estado de emisión, como en el caso de la transmisión de la ejecución de 
resoluciones y procedimientos, las competencias entre los Estados para 
resolver incidencias se ordenan y distribuyen con criterios de competencia 
funcional. Por la misma razón también, el legislador supraestatal se ocupa 
de asegurar la tutela judicial efectiva y las posibilidades de intervención de 
las partes y de terceros interesados, tanto ante el Estado de emisión, como 
ante el Estado de ejecución.  
Para conseguir esa coherente articulación funcional, la normativa de 
las decisiones marco presenta algunos aspectos comunes, que se pueden 
sintetizar en los siguientes:  
a) El reparto de atribuciones para resolver recursos e incidencias 
procesales entre los Estados de emisión y de ejecución con un criterio de 
competencia funcional. Concebido el procedimiento en el Estado de emisión 
y el procedimiento en el de ejecución como una unidad articulada, el 
reparto de las intervenciones de las autoridades de ambos Estados para 
resolver recursos e incidencias se resuelve de manera semejante a la 
regulación de la intervención de las distintas autoridades judiciales 
nacionales, por razón de la competencia funcional, que se produce en 
cualquier proceso penal puramente interno, vedándose a las autoridades de 
ejecución el reexamen de la resolución transmitida, por vía de recurso. Este 
reparto funcional de las competencias para resolver recursos no se 
contempla en los convenios de la asistencia judicial o del reconocimiento 
sujeto a homologación. 
b) La inserción armónica del resultado procesal obtenido en el 
procedimiento instrumental o la definición de los límites de la autonomía de 





la ejecución asumida por el Estado de ejecución, reconociendo ciertas 
facultades a la autoridad de emisión para incidir en el proceso autónomo 
transmitido. La regulación de las relaciones entre el proceso del Estado 
requirente y el proceso generado en el Estado requerido, no se contemplaba 
en los convenios de la asistencia judicial. Propiamente sólo se contemplaba 
en los convenios de la transmisión de la ejecución o del procedimiento. En 
éstos la regulación de las relaciones entre procesos consiste en normas que 
establecen los efectos de la transmisión de la ejecución o del procedimiento, 
especialmente la enajenación del procedimiento o de la ejecución y las 
posibilidades de reversión al Estado requirente. Los convenios de 
extradición contienen algunas normas que regulan sus efectos en el Estado 
requerido pero éstas se refieren no al proceso del Estado requirente en el 
cual se ha originado la extradición, sino a otros procesos diferentes. Nos 
estamos refiriendo a las normas de la especialidad o de la prohibición de la 
reextradición. Únicamente se aprecia una cierta regulación de la incidencia 
de la extradición en el proceso que ha generado la solicitud en la posibilidad 
de imposición de condiciones por parte del Estado requerido para conceder 
la extradición50. Las decisiones marco dedican una parte importante de su 
contenido a regular las relaciones entre el proceso originario y los 
procedimientos o procesos pasivos generados, sean éstos últimos 
autónomos o instrumentales. Esta regulación es aún más detallada que la 
regulación de los convenios del sistema del reconocimiento sujeto a 
homologación. Cuando los procedimientos pasivos tienen carácter 
instrumental del procedimiento que se sigue en el Estado de emisión, se 
hace preciso regular la adecuada inserción de sus resultados en el proceso 
principal así como su vinculación de accesoriedad al proceso principal. 
Cuando el proceso pasivo consiste en una ejecución asumida de manera 
autónoma, las decisiones marco y la directiva de la orden de protección 
regulan no sólo su atribución en exclusiva al Estado de ejecución, que es 
justamente la esencia de la autonomía, sino también los límites de esa 
autonomía para garantizar una adecuada armonización del proceso principal 
y del proceso derivado, previendo también determinadas intervenciones del 
Estado de emisión.  
c) Las garantías procesales y la tutela judicial efectiva. También 
debido a que el legislador común europeo contempla el proceso originario y 
el procedimiento instrumental o derivado pasivo como un todo articulado, 
contiene normas destinadas a regular las garantías procesales y asegurar la 
tutela judicial efectiva de los derechos de las partes y de terceros, tanto en 
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 Artículo 3 nº 1 II PA-CEEX: 
El Convenio se completará con las disposiciones siguientes: «Sentencias en rebeldía» 
1. Cuando una Parte Contratante pida a otra Parte Contratante la extradición de una persona 
con el fin de ejecutar una pena o una medida de seguridad impuesta en virtud de una 
resolución dictada contra ella en rebeldía, la Parte requerida podrá denegar dicha extradición 
si, en su opinión, el proceso que dio lugar a la sentencia no respetó los derechos mínimos de 
defensa reconocidos a cualquier persona acusada de un delito. No obstante, se concederá la 
extradición si la Parte requirente diese la seguridad que se estimare suficiente para garantizar a 
la persona cuya extradición se solicita el derecho a un nuevo proceso que salvaguarde los 
derechos de la defensa. Esta decisión autorizará a la Parte requirente bien a ejecutar la 
sentencia de que se trate, si el condenado no se opusiere a ello, bien en caso contrario a 
proceder contra la persona objeto de extradición. 





las actuaciones seguidas en el Estado de ejecución, como en las del Estado 
de emisión. 
Como ejemplo y modelo de procedimiento instrumental, podemos tomar el 
regulado en la Decisión Marco 2008/978 del exhorto europeo para la 
obtención de pruebas. Mediante la emisión del título se provoca la puesta 
en marcha de un procedimiento puramente instrumental en el Estado de 
ejecución, encaminado a la transferencia de pruebas al Estado de emisión, 
para que surtan efecto en el proceso penal el cual se emite el título. En la 
regulación del procedimiento instrumental y de su relación con el proceso 
principal se cumplen las notas anteriormente expuestas, contemplándose en 
la Decisión Marco el proceso principal originario y el proceso instrumental 
como un conjunto articulado de actuaciones procesales. 
a) Reparto de atribuciones para la resolución de recursos e 
incidencias entre los Estados de emisión y de ejecución con un criterio de 
competencia funcional. El legislador europeo ha incluido en esta Decisión 
Marco una distribución de las potestades para resolver las incidencias 
surgidas en el curso de la ejecución de la emisión de un exhorto europeo. El 
artículo18 de la Decisión Marco diferencia entre lo que denomina recursos 
por motivos “de fondo” y los recursos e impugnaciones por otros motivos. El 
recurso por los llamados motivos de fondo sólo puede interponerse ante las 
autoridades judiciales del Estado de emisión, como se establece de forma 
terminante en su número 2. Si el recurso por alguna de las razones 
calificadas como “de fondo” por la Decisión Marco, es estimado en el Estado 
de emisión, el exhorto ha de quedar sin efecto, total o parcialmente, según 
se desprende de la atribución de la competencia funcional para su 
resolución, en exclusiva al Estado de emisión. Las incidencias que se 
planteen en el procedimiento pasivo, en forma de impugnación basada en 
cualquier otro motivo, serán resueltas por la autoridad judicial del Estado de 
emisión, tal como se prevé en el artículo 18 número 1. Esto incluye las 
tercerías u oposiciones de cualesquiera interesados a los que la 
transferencia de los objetos, datos o documentos, a los que se refiere el 
exhorto, cause una lesión en sus derechos. 
b) Inserción armónica en el proceso principal del resultado procesal 
obtenido en el procedimiento instrumental. Una consecuencia necesaria de 
la instrumentalidad es la acomodación del proceso instrumental al proceso 
principal y no al revés. Es lo que podemos llamar accesoriedad respecto al 
proceso principal. Las consecuencias que de ello se derivan tienen reflejo en 
la Decisión Marco. Las pruebas que se obtengan han de poder transferirse al 
Estado de emisión en condiciones que garanticen su plena eficacia 
probatoria conforme al Derecho procesal del Estado de emisión. Ello implica 
que aunque las medidas para obtener las pruebas sean las que 
correspondan conforme a la legislación del Estado de ejecución (artículo 11 
nº 2), la ejecución del exhorto deberá adaptarse a las necesidades de la 
autoridad de emisión, derivadas de su propio Derecho nacional, siempre 
que sea posible (artículo 12). En este punto, la Decisión Marco supone un 
cambio respecto a los convenios del Consejo de Europa, pero no implica 
ningún cambio respecto al Convenio de Asistencia Judicial en Materia Penal 
entre los Estados Miembros de la Unión Europea, que también pertenece al 
modelo de la asistencia judicial. Este Convenio, aunque responde al mismo 
modelo, establece un nivel de cooperación mucho más intenso que el 





Convenio Europeo de Asistencia Judicial en Materia Penal y que el Convenio 
de Aplicación de Schengen51.  
c) Garantía de tutela judicial efectiva. El artículo 18 número 1 de la 
Decisión Marco, refiriéndose a la posición del Estado de ejecución, impone la 
obligación de adoptar las medidas necesarias para garantizar que cualquier 
parte interesada, incluidos terceros de buena fe, pueda recurrir contra la 
decisión en la que se acuerde el reconocimiento y ejecución de un exhorto, 
para preservar sus intereses legítimos. No obstante, los Estados miembros 
podrán limitar los recursos legales a los casos en los que el exhorto se haya 
de ejecutar mediante medidas coercitivas. El mismo artículo, en el número 
2, también regula la obligación del Estado de emisión de garantizar la 
efectividad de los recursos en el procedimiento activo, y refiriéndose tanto 
al Estado de emisión como al Estado de ejecución, el número 3 establece la 
obligatoriedad de que los plazos no sean un obstáculo para el ejercicio 
efectivo del derecho al recurso. 
Como modelo de proceso autónomo podemos tomar el regulado en la 
Decisión Marco 2006/783/JAI  de 6 de octubre de 2006, relativa a la 
aplicación del principio de reconocimiento mutuo de resoluciones de 
decomiso. 
Se cumplen también las notas, con las especificidades propias de la 
regulación de los procesos autónomos. 
a) Reparto de atribuciones entre los Estados de emisión y de 
ejecución para la resolución de recursos. La posibilidad de extinguir la pena 
mediante amnistía o indulto se reconoce, en el artículo 13 de la Decisión 
Marco, tanto al Estado de emisión como al Estado de ejecución. Se 
establece también la distribución de competencias diferenciando entre 
motivos de fondos y motivos distintos de los de fondo. La competencia para 
los primeros se atribuye en el artículo 9 número 2 al Estado de emisión, de 
manera exclusiva. Teniendo en cuenta que lo transmitido es una sentencia 
firme de condena, las impugnaciones por motivos de fondo sólo podrán 
consistir en los recursos de revisión extraordinarios, a los que también se 
alude en el artículo 13, que de esta manera quedan confiados sólo al Estado 
de emisión. La competencia del Estado de ejecución se ceñirá a la 
resolución de las incidencias derivadas de la defensa de derechos de 
terceros o de las impugnaciones por defectos de procedimiento en la 
ejecución y también tendrá carácter exclusivo52. 
b) Articulación armónica del proceso instrumental y el proceso 
principal: autonomía de la ejecución transmitida y limitaciones a la 
                                                          
51
Véase el artículo 4 número 1 del Convenio 2000: “En los casos en los que se conceda la 
asistencia judicial, el Estado miembro requerido observará los trámites y procedimientos 
indicados expresamente por el Estado miembro requirente, salvo disposición contraria del 
presente Convenio y siempre que dichos trámites y procedimientos no sean contrarios a los 
principios fundamentales del Derecho del Estado miembro requerido”. 
  
52 Así se desprende del artículo 9 número 1, que sólo permite la interposición de los recursos 
ante la autoridad competente del Estado de ejecución. 





autonomía de la ejecución transmitida. La característica general de 
autonomía de la ejecución transmitida se refleja en el hecho de que la 
ejecución se desarrollará conforme a las normas procesales del Estado de 
ejecución,53 como consecuencia del carácter enajenado de la transmisión de 
la ejecución. Así, la ejecución en el comiso de bienes específicos consistirá 
en la desapropiación de los bienes y su paso a titularidad pública, en la 
manera que se establezca en el Derecho interno del Estado de ejecución. 
Ello no impide que la Decisión Marco regule el destino final que ha de darse 
a los bienes decomisados o a su producto, tratando de armonizar los 
intereses del Estado de emisión y del Estado de ejecución. La autonomía del 
proceso de ejecución derivado de la transmisión tiene límites que implican 
la incidencia de decisiones de la autoridad de emisión en el proceso 
autónomo transmitido, o incluso su reversión. Coherentemente con el 
reparto de competencias la Decisión Marco establece de modo explícito la 
obligación del Estado de ejecución de poner fin a la ejecución, cuando como 
consecuencia del ejercicio de las facultades exclusivas del Estado de 
emisión, se haya producido la extinción de la responsabilidad criminal o 
haya quedado sin efecto la sentencia transmitida por la estimación de un 
recurso de revisión54. Incluso los efectos retroactivos de la despenalización 
del delito que motivó la condena pueden quedar amparados en los amplios 
términos del artículo 15 de la misma Decisión Marco. Literalmente, en el 
texto de este artículo también cabe la “retirada de la resolución” 
transmitida, a lo que hay que añadir la posibilidad de reversión, incluyendo 
la prevista en el artículo 1455. También las normas sobre reducción de la 
ejecución para evitar el exceso, en caso de pago voluntario en el Estado de 
emisión o en otros supuestos son, al mismo tiempo, normas de 
coordinación de los procedimientos originario y derivado, y limitaciones a la 
autonomía del procedimiento derivado56.  
                                                          
53 Conforme al artículo 12, número 1 de la Decisión Marco de 2006 “la ejecución de la resolución 
de decomiso se regirá por el Derecho del Estado de ejecución y únicamente sus autoridades serán 
competentes para decidir sobre los procedimientos de ejecución y para determinar las medidas 
correspondientes” 
54 Artículo 15: 
“La autoridad competente del Estado de emisión informará de inmediato a la autoridad 
competente del Estado de ejecución, por cualquier medio que pueda dejar constancia escrita, 
de toda decisión o medida que tenga por efecto anular el carácter ejecutorio de la resolución o 
retirar la resolución del Estado de ejecución por cualquier otro motivo. El Estado de ejecución 
pondrá fin a la ejecución de la resolución tan pronto como la autoridad competente del Estado 
de emisión le informe de una decisión o medida en ese sentido”. 
55 La reversión al Estado de emisión de la facultad de reemprender la ejecución, regulada en el 
número 1 del artículo 14 de la Decisión Marco, constituye también una excepción a la 
enajenación de la ejecución. Si se trata de un comiso de cosa específica y los bienes ocultados 
o expatriados son hallados en el territorio del Estado de emisión, después de haber transmitido 
la ejecución, las autoridades del Estado de emisión podrán continuar la actividad ejecutiva que 
en su momento no pudieron llevar a cabo. La misma regla es aplicable al caso de un comiso de 
valor, si son hallados bienes del condenado que eran desconocidos, en el territorio del Estado 
de emisión.  
56
 Según la letra c del artículo 14, número 3, “si una vez transmitida una resolución de decomiso 
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 4 y 5, una autoridad del Estado de emisión 
recibe una cantidad de dinero pagada voluntariamente por el interesado en cumplimiento de la 





c) Garantías y derechos: Tutela efectiva. El artículo 9 número 1 de la 
Decisión Marco contiene la obligación de garantizar la tutela judicial 
efectiva, pero lo hace sólo refiriéndose a la tutela ante el Estado de 
ejecución y dentro del ámbito en el que pueden plantearse las 
impugnaciones en el proceso de ejecución.  
Como modelo de transmisión de proceso cautelar podemos tomar el 
regulado en la Decisión Marco 2003/577/JAI de 22 de julio de 2003, relativa 
a la ejecución en la Unión Europea de las resoluciones de embargo 
preventivo de bienes (aseguramiento del comiso en realidad) y de 
aseguramiento de pruebas. También concurren las notas básicas. 
a) Reparto de atribuciones entre los Estados de emisión y de 
ejecución para la resolución de recursos e incidencias. Las impugnaciones 
por motivos de fondo únicamente podrán interponerse en el proceso 
seguido en el Estado de emisión de la Decisión Marco. La principal 
consecuencia de esta norma es que el tribunal de ejecución no puede entrar 
a valorar si los indicios de delito son suficientemente sólidos o no. Por lo 
que se refiere a las impugnaciones por motivos distintos de los de fondo, se 
establece una competencia concurrente del Estado de ejecución y del 
Estado de emisión, lo que incluye también las tercerías57. 
b) Articulación armónica del proceso instrumental y el proceso 
principal. No se contiene ninguna norma expresa de articulación de los 
procesos. No obstante el reparto de competencias funcionales, exclusivas o 
compartidas, entre el Estado de emisión y el de ejecución, presupone la 
incidencia forzosa en el procedimiento pasivo de las decisiones adoptadas 
por la autoridad competente del Estado de emisión, en uso de las referidas 
facultades. 
c) Garantías y derechos. La Decisión Marco establece la obligación de 
los Estados miembros de adoptar las medidas necesarias para que todo 
aquel que tenga un interés legítimo, disponga de recursos legales sin efecto 
suspensivo contra las medidas de “embargo preventivo de bienes”, 
adoptando las medidas necesarias para facilitar el ejercicio del derecho a 
interponer recurso (artículo 11). 
  
                                                                                                                                                                          
resolución de decomiso; en dicho caso será de aplicación el artículo 12”. En el artículo 12 y en 
el artículo 14 se recogen otros supuestos de reducción para evitar el exceso, derivados todos 
de ejecuciones simultáneas en más de un país, incluyendo también al Estado de emisión. 
57
 Artículo 11 de la Decisión Marco. 





III LOS DOS MODELOS DE LA COOPERACIÓN JUDICIAL EN LA 
UNIÓN EUROPEA Y SUS PRINCIPIOS 
 
 
EL MODELO DE LA ASISTENCIA MUTUA:  
COOPERACIÓN SOBERANA ENTRE SISTEMAS PROCESALES NO 
INTEROPERABLES 
 
El examen de las características de los convenios de la cooperación 
judicial internacional aplicables en la Unión Europea y su confrontación con 
la normativa de las decisiones marco y directivas, permite ya afirmar que 
existe un modelo propio de la normativa convencional, que es común a la 
generalidad de los convenios de la cooperación judicial internacional, 
incluyendo los ajenos al Consejo de Europa.  
La primera generación de convenios de la cooperación judicial 
internacional se caracteriza por la presencia de dos reglas o principios 
fundamentales a los que ya se ha hecho referencia anteriormente: el 
principio político de la afirmación de la soberanía de los Estados, 
compatibilizada hasta cierto límite con la colaboración en beneficio recíproco 
hasta donde lo permiten el interés nacional o el orden público; y el principio 
jurídico de la heterogeneidad de los sistemas jurídicos, que toma como 
punto de partida la desconfianza frente a los sistemas jurídicos de los 
demás Estados.  
El principio político de la afirmación y defensa rotunda de la soberanía 
de los Estados, cuyos intereses pueden entrar en colisión o al menos no ser 
coincidentes, motiva que en los convenios se pacten amplios márgenes para 
rechazar la cooperación por razones de oportunidad o de orden público. Por 
su parte, el principio jurídico de la heterogeneidad conduce a la radical no 
interoperabilidad entre sistemas procesales e implica que las solicitudes de 
cooperación judicial internacional, emitidas conforme a los tratados, son 
normalmente tratadas, como resoluciones extrañas, en el sentido de 
pertenecientes a un sistema procesal diferente cuyos productos no pueden 
ser reconocidos y están por definición sometidos a “sospecha” o 
desconfianza. Al no poder ser reconocidas las resoluciones de las que deriva 
la solicitud de auxilio, lo que se examina es estrictamente el contenido de lo 
solicitado y para resolver sobre ello las solicitudes de cooperación tienen 
que ser sometidas a minuciosos exámenes antes de resolver sobre lo 
solicitado. La consecuencia inmediata de la desconfianza es que la cognición 
judicial, en los convenios construidos conforme al principio de la asistencia 
mutua es muy amplia, ya que son muchos los elementos jurídicos y fácticos 
que las autoridades judiciales del Estado requerido tienen que valorar. La 
aceptación del auxilio solicitado está sujeta a numerosos condicionantes y 
posibilidades de rechazo por parte del Estado requerido, lo que conlleva una 
notable inseguridad jurídica. 
Las limitaciones de la cooperación regulada en los convenios de 
obtención de pruebas y documentos y de entrega de sujetos procesales, 
determinaron la búsqueda de técnicas jurídicas que permitieran ampliar la 
cooperación entre los  Estados, para conseguir transferir al Estado requerido 
la persecución penal o la ejecución de las penas. La lucha contra la 





impunidad condujo a la regulación de la transmisión del procedimiento o de 
la transmisión de la ejecución para evitar que por la fuga de la persona 
imputada, acusada o condenada, a un Estado que no pueda conceder su 
extradición (por ejemplo el de su nacionalidad), quede impune el delito. 
Razones humanitarias y de política penitenciaria llevaron también a regular 
la transmisión de la ejecución con traslado de la persona condenada, en su 
propio interés, que se añade a la transmisión basada en razones de lucha 
contra la impunidad. Para todos estos casos la técnica de los convenios de 
la obtención de pruebas o de extradición resultaba inadecuada.  
El medio para superar las limitaciones de la primera generación de 
convenios ha sido la transmisión de resoluciones judiciales, que 
previamente han de ser homologadas y acomodadas al Derecho interno del 
Estado requerido. Se trata de una transmisión en la que el Estado 
requirente se “desprende”, por así decirlo de la resolución dictada por sus 
autoridades judiciales y ésta es “enajenada” o cedida definitivamente a las 
autoridades judiciales del Estado requerido, dando lugar al surgimiento de 
un proceso autónomo en este último. Sin embargo, la aceptación de la 
transmisión, en estos convenios, está sometida a fuertes condicionantes de 
defensa de la soberanía o los intereses del Estado requerido, aún más que 
en los convenios de primera generación, o es abiertamente discrecional.  
Los principios básicos inspiradores a los que responde este modelo 
son los mismos que se encuentran en la base de los convenios de la 
obtención de objetos o sujetos procesales: el de la desconfianza hacia las 
resoluciones judiciales ajenas y el de la defensa de la soberanía de los 
Estados, que pactan colaborar en la medida en que la cooperación 
constituya un interés común. Lo que cambia no son los principios, sino la 
técnica empleada, en función de las finalidades distintas que se pretende 
conseguir. El auxilio que se pide es que se reconozca y ejecute una 
resolución judicial dictada por una autoridad ajena al Estado requerido. 
Como las resoluciones judiciales ajenas no son por sí mismas eficaces fuera 
del Estado donde se han generado, la resolución o resoluciones que se 
pretenden transmitir han de ser aceptadas por el Gobierno del Estado 
requirente, normalmente de manera discrecional, y han de ser también 
examinadas y adaptadas al Derecho interno del Estado requerido por la 
autoridad judicial. Si no existen razones de oportunidad o de interés del 
Estado que lo impidan, la resolución es aceptada, homologada, reconocida y 
adaptada al Derecho interno.  
A diferencia de lo que ocurre en la obtención de pruebas y 
documentos o en la extradición, la técnica de la transmisión determina que 
la resolución judicial dictada en el Estado requirente asuma un papel 
importante, al ser el centro del procedimiento de homologación y 
adaptación. Pero por sí sola, la resolución que se pretende transmitir carece 
de toda eficacia ante las autoridades destinatarias y ni siquiera está 
asegurado que vaya a ser sometida al juicio de homologación y 
reconocimiento, debido a los amplios márgenes de discrecionalidad que se 
reservan los Estados.  
Como acabamos de ver, en los convenios de transmisión de 
resoluciones o procedimientos, la resolución o el procedimiento que se 
transmite no tiene garantizado inicialmente su reconocimiento. El 





reconocimiento se utiliza como técnica pero no adquiere el rango de 
principio inspirador de la normativa, que sigue vinculada al principio de la 
heterogeneidad, incompatible con el reconocimiento como principio.  
El modelo presente en los convenios, tanto de obtención de objetos o 
de entrega de sujetos procesales, como los de transmisión previa 
homologación, es el que ha sido denominado modelo o sistema de la 
asistencia mutua. El Libro Verde de la Comisión Europea sobre obtención de 
pruebas en materia penal entre los Estados Miembros de la Unión Europea58 
contrapone la normativa convencional, “basada en el principio de la 
asistencia mutua”, con la contenida en los  instrumentos, pertenecientes en 
aquel momento al tercer pilar, “basados en el principio del reconocimiento 
mutuo”, de los que se toma como modelo la Decisión Marco de la Orden de 
Detención Europea. 
El eje central del modelo de la asistencia mutua radica en que los 
Estados se comprometen, desde su posición soberana, a prestar asistencia 
en los asuntos de interés para otro Estado signatario, para poder obtenerla 
en los asuntos de su interés. No se presta el auxilio porque dimane de una 
resolución judicial que resulte de obligado cumplimiento para las 
autoridades destinatarias, sino porque el Estado ha contraído obligaciones 
contractuales que imponen a sus autoridades el deber de prestar el auxilio, 
si lo solicitado pertenece al ámbito objetivo del convenio y si se cumplen 
ciertos requisitos y condiciones. En el caso de la transmisión previa 
homologación, la aceptación llega a ser discrecional, no obligatoria, para el 
Estado requerido. De ahí que resulte acertado el nombre de sistema o 
modelo de la asistencia mutua. 
En el modelo de la asistencia mutua, la relación entre los sistemas 
jurídicos puede ser definida como una situación de no interoperabilidad 
entre sistemas procesales distintos. La noción de interoperabilidad, pese a 
que el diccionario de la Real Academia Española no recoja todavía este 
término, resulta útil para describir la situación de aislamiento en la que se 
encuentran los distintos sistemas jurídicos, que los Estados hacen 
compatible con la necesidad de cooperar para la defensa de sus propios 
intereses.  
El Real Decreto 4/2010, de 8 de enero, por el que se regula el 
Esquema Nacional de Interoperabilidad en el ámbito de la Administración 
Electrónica, define la interoperabilidad en su exposición de motivos como “la 
capacidad de los sistemas de información y de los procedimientos a los que 
éstos dan soporte, de compartir datos y posibilitar el intercambio de 
información y conocimiento entre ellos”. El Standard Computer Dictionary 
del Institute of Electrical and Electronics Engineers  define la 
interoperabilidad añadiendo un importante matiz, el de la capacidad de 
utilizar la información intercambiada: “la habilidad de dos o más sistemas o 
componentes para intercambiar información y utilizar la información 
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 GREEN PAPER on obtaining evidence in criminal matters from one Member State to another 
and securing its admissibility. Brussels, 11.11.2009. COM (2009) 624. 





intercambiada”59. En la versión inglesa de Wikipedia, la voz 
“interopereability” se define como “the ability of making systems and 
organizations to work together (inter-operate). While the term was initially 
defined for information technology or systems engineering services to allow 
for information exchange, a more broad definition takes into account social, 
political, and organizational factors that impact system to system 
performance”. 
En la misma línea de la versión inglesa de Wikipedia, que extiende la 
interoperabilidad a las organizaciones, podemos aplicar el término a la 
relación entre los sistemas jurídicos. Puesto que la cooperación judicial trata 
de la colaboración entre los sistemas de la Justicia de distintos Estados, la 
interoperabilidad ha de venir referida a la relación entre los procesos y las 
autoridades judiciales que ordenan y conducen el proceso. El proceso como 
situación jurídica en evolución pude ser entendido como una 
encadenamiento de actos procesales, que en definitiva descansa sobre una 
estructura básica de resoluciones judiciales encadenadas que se encaminan 
hacia la resolución final de condena o de absolución o archivo de las 
actuaciones. Coherentemente con este planteamiento, en sentido procesal, 
la interoperabilidad sería la capacidad de los sistemas jurídicos de 
intercambiar resoluciones, reconocerlas e incorporarlas al sistema propio.  
Por no interoperabilidad entendemos en este trabajo la situación de 
aislamiento de los distintos sistemas jurídicos, que son incapaces de 
reconocerse entre sí. Esta no interoperabilidad o no comunicablidad entre 
ellos, parte de la consideración de los distintos sistemas jurídicos estatales 
como completamente heterogéneos, construidos sobre bases radicalmente 
distintas e incluso sospechosas de ser incompatibles con los propios 
principios jurídicos. De esta manera, los “otros” sistemas jurídicos resultan 
completamente ajenos y las resoluciones y resultados procesales generados 
en ellos resultan completamente extraños e irreconocibles para los jueces 
del sistema jurídico propio. Los distintos sistemas jurídicos se encuentran 
en una posición de total aislamiento e incomunicación unos respecto a los 
otros. 
En el modelo de la asistencia mutua los convenios los sistemas 
jurídicos no son interoperables. Ello no impide que no puedan obtenerse 
objetos o sujetos procesales, con la colaboración de autoridades judiciales 
de otro sistema distinto, pero las resoluciones generadas en sistemas 
ajenos son absolutamente desconocidas e irreconocibles. No obstante en los 
convenios de segunda generación, el aislamiento se matiza algo al permitir 
que las resoluciones ajenas, que por sí carecen de toda virtualidad jurídica 
fuera de su propio sistema procesal, puedan ser discrecionalmente 
aceptadas y adoptadas. En todo caso el reconocimiento no es obligatorio y 
la resolución transmitida no tiene eficacia por sí misma, sino sólo después 
de haber sido aceptada y transformada, mediante la homologación, en una 
resolución propia. 
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De lo que se acaba de exponer resulta que la regulación contenida en 
los convenios de la transmisión de resoluciones o procedimientos, presenta 
diferencias de técnica respecto a los convenios de la obtención de pruebas y 
documentos y de extradición, pero pertenece esencialmente al mismo 
modelo o sistema, identificado como el sistema de la asistencia mutua, 
frente al modelo distinto, surgido con posterioridad basado esencialmente 
en el principio del reconocimiento mutuo. 
Las referencias a dos grandes sistemas diferentes, regidos por el 
principio de la asistencia mutua y el principio del reconocimiento muto, 
respectivamente, aparecen usualmente en la doctrina e incluso en la 
generalidad de en los textos oficiales de la Unión Europea. Habitualmente 
ha pasado algo más desapercibida la existencia de dos técnicas jurídicas 
diferentes dentro del sistema de la asistencia mutua. No obstante, la 
diversidad de técnicas legislativas dentro del sistema de la asistencia mutua 
se aprecia en un documento de 2001 en el que se llegó a entrever que 
también en el último tercio del siglo XX había surgido una generación de 
convenios internacionales construida sobre la idea del reconocimiento, 
aunque el reconocimiento como resultado, ni era predecible ni estaba 
realmente asegurado. Este documento es el Programa de Medidas destinado 
a poner en práctica el principio de reconocimiento mutuo de las resoluciones 
en materia penal. Elaborado por la Comisión Europea y publicado en el 
DOCE en enero de 2001, estaba y destinado a poner en práctica el principio 
del reconocimiento mutuo de resoluciones en materia penal60. En el 
Programa de Medidas se hace mención a los convenios reguladores de la 
transmisión del procedimiento o de la ejecución, pertenecientes al sistema 
del Consejo de Europa o al subsistema de la Unión Europea, dependiente 
del sistema del Consejo de Europa61.  
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 En su introducción se dice: 
“Determinadas formas de reconocimiento mutuo ya figuran en los instrumentos de cooperación 
judicial adoptados en distintos foros con anterioridad al Tratado de Maastricht y, 
posteriormente, en el marco de la Unión Europea. 
Respecto al reconocimiento de las resoluciones definitivas, se han elaborado varios 
instrumentos: 
Convenio europeo sobre la validez internacional de las sentencias penales de 28 de mayo de 
1970, Convenio entre los Estados miembros de las Comunidades Europeas sobre la ejecución 
de condenas penales extranjeras de 13 de noviembre de 1991 adoptado en el marco de la 
cooperación política y Convenio de la Unión Europea de 17 de junio de 1998 sobre las 
decisiones de privación del derecho de conducir. 
Por otra parte, el traslado de las personas condenadas, tal como se prevé en el Convenio del 
Consejo de Europa del 21 de marzo de 1983, tiene como objetivo principal favorecer la 
reclasificación de las personas condenadas, se basa en consideraciones humanitarias e 
implica necesariamente un reconocimiento de la resolución pronunciada en el Estado de 
condena por parte del Estado de ejecución. 
El reconocimiento de una sentencia también significa que tiene que ser tenida en cuenta por 
los demás Estados, es decir, que los mismos hechos no volverán a ser juzgados y que las 
resoluciones definitivas no serán impugnadas”. 





El texto tiene el acierto de comprender que esos convenios, aun 
rigiéndose por los principios del anterior modelo de la asistencia mutua, 
estaban construidos a partir de una técnica nueva consistente en el 
reconocimiento de resoluciones. Incluso, apunta a uno de los elementos 
esenciales del concepto del reconocimiento, como es la idea de que el 
Estado que reconoce una resolución judicial ha de atenerse a ella, lo cual 
significa que los hechos juzgados en la sentencia transmitida ya no podrán 
volver a ser juzgados ni las resoluciones transmitidas podrán ser 
impugnadas. Pero el sistema de reconocimiento plasmado en dichos 
convenios era sustancialmente diferente del sistema del reconocimiento que 
se aspiraba a instaurar en el Consejo Europeo de Tampere. Evidentemente 
éste no es todavía el reconocimiento muto que el consejo de Tampere 
decidió implantar como “piedra angular de la cooperación judicial tanto civil 
como penal en el seno de la Unión”62. 
 
 
EL MODELO DEL RECONOCIMIENTO MUTUO 
La búsqueda de nuevos instrumentos legislativos y nuevas técnicas 
jurídicas, adecuados para la construcción de un espacio judicial unificado en 
la Unión Europea, pronto se plasmó en una declaración de un Consejo 
Europeo, el de Cardiff de 1998, en el que por primera vez se avanza la 
hipótesis del mutuo reconocimiento como principio inspirador nuevo de la 
nueva normativa. A partir de sus conclusiones se elaboró el Plan de Acción 
del Consejo y de la Comisión de 3 de diciembre de 1998, sobre la mejor 
manera de aplicar las disposiciones del Tratado de Ámsterdam relativas a la 
creación de un espacio de libertad, seguridad y justicia. Esta idea es 
retomada y formulada ya claramente en el Consejo Europeo de Tampere, en 
octubre de 1999, en el cual se afirma que el reconocimiento mutuo de 
resoluciones judiciales debía convertirse en la piedra angular de la 
cooperación judicial, tanto civil como penal.  
Desde el Consejo Europeo de Tampere, el impulso político decisivo 
estaba ya dado, y cumpliendo sus previsiones se elaboró el Programa de 
medidas destinado a poner en práctica el principio del reconocimiento 
mutuo, el 15 de enero de 2001. Según el Programa este principio había de 
ser de aplicación, tanto a la cooperación judicial en sentido estricto o al 
reconocimiento y ejecución de sentencias, como a la detención y puesta a 
disposición del delincuente.  
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En 2001, avanzando aún más en la línea marcada por el Consejo 
Europeo de Tampere, la Comisión propuso la creación de un mandamiento 
europeo de detención que habría de sustituir en los Estados de la Unión a 
los procedimientos de extradición de personas buscadas o reclamadas por la 
Justicia. El planteamiento apunta ya abiertamente a la superación de la 
extradición, proponiéndose que la clave del sistema fuese el reconocimiento 
mutuo de resoluciones judiciales. El instrumento legal elegido por la 
comisión para materializar esta idea fue la Decisión Marco. De esta manera 
surgió la Propuesta de Decisión Marco de 19 de septiembre de 2001. Más 
tarde fue preciso introducir modificaciones para hacer que el texto 
resultante fuese aceptable para todos los Estados miembros de la Unión, lo 
que condujo, a iniciativa del Consejo de la Unión Europea, a una nueva 
Propuesta de Decisión Marco de 10 de diciembre de 2001.63 Sólo unos 
meses más tarde, era aprobada por el Consejo de la Unión Europea la 
Decisión Marco de 13 de junio de 2002, relativa a la Orden de Detención 
Europea. De esta manera se iniciaba en la Unión Europea el tránsito al 
sistema del reconocimiento mutuo de las resoluciones judiciales en materia 
penal. No obstante, la entrega de personas reclamadas diseñada en la 
Decisión Marco se sitúa todavía en una posición intermedia entre la 
extradición y el reconocimiento automático de resoluciones judiciales. 
A partir del Consejo de Tampere se produce el progresivo abandono 
del modelo anterior, presente en los convenios, aludido como principio de la 
asistencia mutua, y de las fuentes en las que se desarrollaba aquel modelo, 
que eran los convenios herederos del sistema de fuentes del Consejo de 
Europa. En ese momento, las decisiones y las decisiones marco, fuentes de 
creación intergubernamental propias del Derecho del tercer pilar, se 
presentan como el instrumento adecuado para introducir en la Unión 
Europea el nuevo principio del reconocimiento mutuo.  
La construcción de un auténtico espacio judicial unificado en la Unión 
requería hacer interoperables los sistemas procesales de los distintos 
Estados de la Unión Europea, de manera que las resoluciones judiciales 
pudiesen “circular”, al modo como las personas y los capitales podían ya 
circular por el territorio unificado de la Unión. Una situación semejante 
requería, no sólo la adopción de la técnica del reconocimiento, sino también 
el establecimiento de la obligatoriedad sistemática del reconocimiento y 
ejecución y el desarrollo de toda una serie de consecuencias, ligadas al 
reconocimiento obligatorio. El resultado de ello es que la cooperación 
judicial entre Estados se aproxima a la cooperación judicial interna entre 
autoridades judiciales del mismo Estado y se hace predecible. Resulta 
llamativo que en el Programa de Medidas antes citado, en el que se anticipa 
ya el nuevo modelo, no se habla de cooperación judicial internacional, sino 
de cooperación judicial en la Unión Europea. Sugiere el tránsito desde la 
cooperación judicial internacional a una nueva cooperación, construida bajo 
el nuevo principio del reconocimiento, que se parece más a la cooperación 
judicial interna entre autoridades del mismo Estado, que a su antecesora 
regulada en los convenios internacionales. 
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Para aproximar la cooperación judicial entre Estados al auxilio judicial 
interno, el primer requisito es la determinación de las autoridades judiciales 
como únicos actores de la cooperación y la supresión de la homologación y  
adaptación de las resoluciones emitidas, para hacer el reconocimiento 
realmente obligatorio y predecible. 
En los convenios de segunda generación, es decir, aquellos que 
utilizaban el reconocimiento pero sólo como técnica, el reconocimiento y 
homologación de la resolución que se transmite no está asegurado y, en la 
práctica queda al arbitrio del Estado requerido o la decisión es muy poco 
previsible. La amplia formulación de una exigencia general de 
compatibilidad con el Derecho interno o con sus principios fundamentales, o 
incluso con normas de rango no fundamental, y la sumisión a una 
“sospecha metódica” sobre las garantías existentes en el Estado requirente, 
convierten al juicio de homologación en los convenios de transmisión de 
resoluciones y procedimientos  en un auténtico reexamen de la resolución 
que se transmite. Frente a esta manera de articular la cooperación judicial, 
el modelo basado en el principio del reconocimiento mutuo, convierte en 
interoperables a los sistemas procesales y supone que las resoluciones 
identificadas en las normas comunes de la Unión Europea como 
equivalentes, para los casos previstos, habrán de ser reconocidas sin 
examen de homologación.  
Para MARCHETTI, la característica central del reconocimiento mutuo 
consiste en que es excluida cualquier valoración sobre los méritos o razones 
en las que se apoya la resolución que se transmite. Los casos de rechazo 
vienen referidos, fundamentalmente a elementos de carácter 
prevalentemente formal64.  
El sistema del reconocimiento mutuo, en nuestra opinión, puede ser 
definido como un modelo basado en la comunicación de una resolución 
judicial, que no queda sujeta a un examen de homologación y que adquiere 
eficacia en los sistemas procesales de los otros Estados de la Unión, desde 
el momento en que se incorpora a un título dotado de fuerza ejecutiva en el 
ámbito de la cooperación judicial penal. Por fuerza ejecutiva hemos de 
entender la virtualidad de generar necesariamente, en otro Estado de la 
Unión, las actuaciones conducentes a su ejecución. La fuerza ejecutiva del 
título supone que la resolución incorporada a él no puede ser sometida a 
reexamen por la autoridad de ejecución. Esta autoridad no podrá valorar su 
formación interna, ni su apoyo probatorio, y en sus manifestaciones más 
puras o rigurosas, tampoco su oportunidad o proporcionalidad.  
La obligatoriedad del reconocimiento impide también optar por 
sustituir la resolución transmitida por una propia. En el Programa de 
Medidas, se destaca que algunos de los convenios basados en el sistema del 
reconocimiento previa homologación, ofrecen a los Estados que son parte la 
posibilidad de elegir entre ejecutar la resolución transmitida o sustituirla por 
una generada en el propio Estado requerido. Esta posibilidad, en términos 
generales, no resulta compatible con el sistema del reconocimiento mutuo, 
y así se pone de manifiesto en el Programa.  
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La eficacia jurídica de la que se dota a las resoluciones judiciales en el 
nuevo sistema del reconocimiento convierte a los sistemas procesales en 
interoperables, pero dado que no todas las resoluciones gozan de esta 
virtualidad, sino sólo las definidas como equivalentes, la interoperabilidad 
no es absoluta, sino sólo predicable de ciertas resoluciones. Por otra parte 
los Estados, como ya sabemos, pueden matizar la obligatoriedad del 
reconocimiento, incluyendo en su Derecho ciertas exclusiones que 
potestativamente se ofrecen a los Estados, lo que limita también algo la 
interoperabilidad. En los convenios de obtención de objetos o sujetos 
procesales, los sistemas procesales están en situación de absoluta no 
interoperabilidad. En los convenios de la transmisión previa aceptación y 
homologación, los sistemas son fundamentalmente no interoperables, pero 
en ciertos casos, los Estados pueden asumir resoluciones generadas en 
sistemas procesales ajenos, pero el reconocimiento no es predecible ni está 
garantizado. No puede afirmarse, por ello, que en el modelo de la 
asistencia, los sistemas procesales sean realmente interoperables, de 
manera que la calificación que parece más adecuada es la de 
fundamentalmente no interoperables. Por lo que se refiere al modelo del 
reconocimiento, en el estado actual de cosas en la normativa contenida en 
las decisiones marco y directivas, no puede decirse que la interoperabilidad 
sea absoluta, pero sí puede afirmarse que se da una situación de 
interoperabilidad referida a las resoluciones definidas como equivalentes y 
por lo tanto transmisibles. Por ello este modelo puede definirse como de 
sistemas procesales fundamentalmente interoperables. 
 
 
LOS PRINCIPIOS DEL SISTEMA DEL RECONOCIMIENTO: PRINCIPIO 
DE CONFIANZA, PRINCIPIO DE EQUIVALENCIA DE RESOLUCIONES Y 
PRINCIPIO DEL RECONOCIMIENTO MUTUO 
Habitualmente suele decirse que la actual normativa de la Unión 
Europea en esta materia se rige por el principio del reconocimiento. Esta 
afirmación es sustancialmente cierta, pero ha de tenerse en cuenta que el 
principio del reconocimiento, en primer lugar, no rige puro o de manera 
absoluta en la normativa actual de la Unión Europea sobre la cooperación 
judicial penal. Por el contrario, frecuentemente se presenta como principio 
dominante, pero hibridado o matizado con limitaciones ajenas al propio 
principio. En segundo lugar, el principio del reconocimiento no es suficiente 
para explicar la totalidad del sistema normativo articulado en las diferentes 
fuentes jurídicas de la Unión Europea en esta materia. Junto a él se pueden 
identificar claramente otros principios secundarios o complementarios que 
permiten comprender en su integridad el funcionamiento de la nueva 
normativa reguladora de la cooperación judicial penal.  
En nuestra opinión resulta más adecuado hablar de un sistema o 
modelo del reconocimiento mutuo, regido por un principio dominante del 
mismo nombre (principio del reconocimiento), aunque este no sea ni 
absoluto ni el único con arreglo al cual se configura el modelo. El sistema no 
puede entenderse sin la referencia a otros dos principios, al menos, que lo 
complementan: el principio de confianza y el principio o la regla de la 
equivalencia de las resoluciones.  





La idea de la confianza y la de la equivalencia65 son citadas 
comúnmente como el fundamento del principio del reconocimiento, aunque 
a nuestro juicio existe una cierta imprecisión o una insuficiente definición de 
cada uno de estos conceptos. Conviene hacer algunas precisiones al 
respecto, desde nuestra perspectiva, para delimitar estos conceptos.  
 
a) El principio de confianza 
La normativa contenida en los convenios, está ligada políticamente a 
la afirmación de la soberanía y jurídicamente a la afirmación, a modo de 
axioma jurídico, de la heterogeneidad de los sistemas jurídicos de los 
Estados. Se parte de una posición de desconfianza extrema y sistemática 
hacia las resoluciones generadas en sistemas jurídicos diferentes, que se 
perciben como algo extraño al propio sistema y por sí mismas carentes de 
toda virtualidad. Por el contrario, frente a la afirmación de las soberanías 
absolutamente independientes, los Estados de la Unión Europea coordinan y 
más tarde incluso ejercen en común su soberanía, cediendo a instituciones 
comunes la gestión de parcelas importantes de la seguridad y de la Justicia 
penal. La introducción del modelo de este modo de articulación política, 
junto con la creación de un acervo jurídico común y la aproximación de las 
legislaciones nacionales han conducido a un cambio sustancial de 
perspectiva en la consideración que reciben las resoluciones judiciales 
dictadas en otro Estado de la Unión Europea. Frente a la contemplación de 
las resoluciones de las autoridades judiciales o del Ministerio Fiscal de otros 
Estados como realidades extrañas, que se percibía en los convenios, en la 
normativa no convencional de la Unión Europea éstas son ahora 
contempladas como resoluciones producidas en sistemas jurídicos con bases 
compartidas, con garantías homogéneas y con normas comunes. En esto 
consiste justamente el principio de confianza.  
Bajo la influencia de este principio, si bien las resoluciones generadas 
en otro Estado de la Unión no son completamente equiparadas a las 
generadas en el propio sistema jurídico, sin embargo, no se someten a la 
sospecha metódica aplicada a las resoluciones emanadas de un sistema 
jurídico desconocido y absolutamente ajeno. 
El principio de confianza implica la afirmación de la existencia de una 
comunidad jurídica esencial, aún dentro de la diversidad de ordenamientos 
jurídicos, entre los diferentes Estados que componen la Unión Europea. 
Como principio de política legislativa orienta los posteriores desarrollos 
normativos, que lo toman como un punto de partida axiomático, y al mismo 
tiempo, inspira una labor legislativa tendente a reducir las divergencias en 
aspectos fundamentales de los diferentes ordenamientos nacionales. Pero 
además, actúa también de la manera como lo hacen los principios generales 
del Derecho en el sistema de fuentes del Derecho español: como un criterio 
inspirador de la interpretación y de la aplicación judicial del Derecho, 
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resolviendo las dudas interpretativas, integrando las lagunas y orientando la 
aplicación práctica de las normas.  
Este principio constituye la base o el punto de partida indispensable 
para la aplicación de la regla de la equivalencia de las resoluciones y la 
subsiguiente obligatoriedad del reconocimiento. Sin la confianza como 
actitud de los operadores jurídicos y como principio político y legislativo, es 
imposible construir los otros dos principios sobre los que se articula el 
modelo del reconocimiento mutuo u obligatorio.  
La confianza en la homogeneidad sustancial de los sistemas jurídicos 
(de las legislaciones y de las instituciones de la Justicia penal), permite que 
las resoluciones de las autoridades judiciales de otro Estado de la Unión 
sean susceptibles de ser identificadas como resoluciones equivalentes a las 
generadas el Estado que va a asumir su ejecución. No implica que todas las 
resoluciones gocen forzosamente de la cualidad de la equivalencia, pero sí 
permite que se puedan definir catálogos de resoluciones como equivalentes. 
En este sentido, el principio de confianza es un prius para la atribución de la 
cualidad de la equivalencia.  
El principio de confianza declara como axioma jurídico, que las 
resoluciones dictadas por otras autoridades judiciales de la Unión Europea, 
o al menos algunas de estas resoluciones, no pueden considerarse como 
algo extraño y como completamente extranjeras, sino que ha de aceptarse, 
de manera indiscutible la existencia de una comunidad jurídica entre todos 
los Estados de la Unión Europea.  
 
b) El principio de la equivalencia 
El principio de confianza se complementa, en el sistema no 
convencional de la Unión Europea, con el juego de la regla de la 
equivalencia, a la que ya hemos aludido. Podemos referirnos a la 
equivalencia como principio o como cualidad jurídica de determinadas 
resoluciones.  
Por lo que se refiere a la equivalencia como principio, SÁNCHEZ 
DOMINGO, con cita de VOGEL, identifica el principio de la equivalencia con 
el llamado “principio del Estado de procedencia”66 y concluye que el 
principio de la equivalencia (o del Estado de procedencia) en realidad 
coincide con el principio del reconocimiento mismo, del que no se diferencia. 
Por nuestra parte entendemos que es una regla o principio conceptualmente 
diferente, que deriva del principio de confianza y que constituye una de las 
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bases sobre la que se construye el principio del reconocimiento. 
Posiblemente en un hipotético modelo de reconocimiento automático, tal 
como sucede con las resoluciones de las autoridades judiciales 
pertenecientes a un mismo sistema procesal, es decir al mismo Estado, 
podría ser exacta la identificación de la regla de la equivalencia con el 
principio del reconocimiento; pero no sucede así en el modelo actualmente 
vigente en la cooperación judicial penal entre los Estados de la Unión 
Europea. 
 La regla o principio de la equivalencia de las resoluciones constituye, 
por un lado, la aplicación al Derecho procesal del principio de confianza, del 
que deriva; y por otro lado, es un principio de técnica legislativa.  
Como aplicación del principio de confianza, asume la afirmación, 
propia de aquel principio, de que pese a la diversidad de los sistemas 
procesales en los diferentes Estados, la comunidad jurídica entre los 
Estados de la Unión se traduce en una identidad esencial en las garantías 
procesales  
 El principio de la equivalencia es también un principio de técnica 
legislativa, a modo de teoría general del Derecho procesal, derivado de una 
consideración comparada y de conjunto de los ordenamientos procesales 
europeos. Como principio de técnica legislativa implica la afirmación de que 
la diversidad en la estructura de los diferentes procesos penales no impide 
identificar y catalogar un cierto número de resoluciones judiciales que 
cumplen en las distintas estructuras procesales una misma función lógica o 
que desde un punto de vista final, están orientadas a producir una 
determinada ordenación de los intereses que confluyen en el proceso o en 
la realidad sobre la que se proyecta el proceso.  Los procesos penales son 
diferentes en cada uno de los Estados, e incluso los criterios que rigen el 
desarrollo de las secuencias de actos procesales y la forma de los mismos, 
son diferentes. Sin embargo, todos los procesos penales son estructuras 
lógicas que buscan ordenar todos los intereses involucrados en esa 
situación en evolución que es el proceso, hasta culminar en una decisión 
final que produce una determinada ordenación de la realidad, protegiendo 
unos intereses frente a otros. Partiendo de esta concepción, es posible 
identificar ciertos hitos en las diferentes secuencias procesales, que 
cumplen una función semejante en todos los ordenamientos jurídicos de los 
diferentes Estados de la Unión Europea. Esos hitos procesales actúan a 
modo de puntos de encuentro de los diferentes Derechos procesales. Por 
ello, las decisiones marco identifican determinadas resoluciones, por la 
autoridad que las dicta, por la función lógica que cumplen en el proceso 
penal o por el contenido de lo resuelto en ellas y les atribuyen la cualidad 
de la equivalencia. Esta cualidad es lo que permite que desplieguen sus 
efectos jurídicos en los demás Estados de la Unión, en el seno del proceso 
del Estado de ejecución. Y ello se produce sin excesivas complicaciones 
porque efectivamente se trata de hitos procesales comunes. 
En sentido de cualidad jurídica, podemos definir la equivalencia como 
la cualidad que se reconoce a determinadas resoluciones judiciales, en 
virtud de la cual son identificables como sustancialmente correspondientes a 
otras existentes en el Derecho procesal de cualquier otro Estado de la Unión 
y susceptibles de desplegar también efectos jurídicos en ese otro Estado.  





La cualidad de la equivalencia, atribuida a las resoluciones judiciales, 
significa en opinión de VIDAL FERNÁNDEZ que aunque un Estado trate 
cierta materia de modo no igual o similar a otro Estado, los resultados son 
tales que se aceptan como equivalentes a las decisiones del otro Estado. La 
atribución de la cualidad de la equivalencia a determinadas resoluciones 
judiciales, constituye el elemento central del sistema del reconocimiento de 
resoluciones judiciales: el reconocimiento opera a base de atribuir la 
cualidad de la equivalencia a las resoluciones en las que concurran ciertos 
requisitos, configurados como presupuestos del reconocimiento67.  
Uniendo las dos funciones del principio o regla de la equivalencia, 
podemos decir que las resoluciones equivalentes son hitos comunes a los 
distintos ordenamientos procesales, de manera que en todos y cada uno de 
los sistemas procesales nacionales pueden identificarse como revestidas de 
las mismas garantías y que cumplen la misma función lógica en el proceso. 
La equivalencia no se reconoce de manera general a cualquier 
resolución, sino sólo a determinadas resoluciones que expresamente se 
identifican como tales y quedan definidas en la decisión marco 
correspondiente, adquiriendo esa definición el valor de presupuesto. Ello 
obedece, por tanto, no solo ni principalmente a una cuestión de voluntad de 
amplitud del reconocimiento, sino a la diferencia entre los diversos 
Derechos procesales de los Estados miembros. El conjunto de las decisiones 
marco y directivas reguladoras de la cooperación judicial internacional en la 
Unión Europea constituye, de esta manera, un elenco o listado de las 
resoluciones en las que es posible la comunicación entre los distintos 
sistemas procesales nacionales. 
Las decisiones marco, no sólo precisan qué resoluciones se 
consideran equivalentes, sin que exista una declaración general en el 
sentido de que todas las resoluciones son siempre equivalentes, sino que 
además no extienden de manera general la eficacia de esos hitos procesales 
para cualquier caso. Cada nueva decisión marco y ahora directiva, se 
proyecta sobre un campo específico de la cooperación judicial internacional 
(determinadas finalidades procesales), creando una regulación procesal 
basada en el principio del reconocimiento, que a su vez es aplicable a un 
ámbito sustantivo determinado. Este ámbito sustantivo está formado por 
los delitos que cumplan las condiciones previstas en las respectivas 
decisiones marco o directivas. 
 
c) El principio del reconocimiento mutuo 
 El tercero de los principios que configuran el modelo del 
reconocimiento obligatorio, es el principio del reconocimiento mutuo. 
Significa que las resoluciones definidas como equivalentes en las 
correspondientes normas comunes tienen generalmente garantizado el 
reconocimiento en todos los Estados de la Unión Europea.  
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Es preciso diferenciar el principio del reconocimiento de la técnica del 
reconocimiento. El reconocimiento de resoluciones judiciales extranjeras es 
una técnica bien conocida en los convenios de la cooperación judicial 
internacional civil y mercantil e incluso en los convenios de la cooperación 
judicial internacional penal que regulan la transmisión de la ejecución o del 
procedimiento. Lo que constituye una novedad, surgida en la Unión 
Europea, es la aparición del principio del reconocimiento que se produce 
desde el momento en el que se rebasan las limitaciones de la técnica del 
reconocimiento sujeto a previo control pasivo de homologación, ejecutado 
conforme al Derecho interno y sin vinculación a normas comunes.  
El principio del reconocimiento en la cooperación judicial, tanto civil 
como penal, se suele presentar como la traslación al Derecho procesal de 
un concepto propio del Derecho comunitario, destinado exclusivamente a 
regular el mercado interior posibilitando la libre circulación de mercancías. 
En efecto, en su origen mercantil y comunitario, el principio del 
reconocimiento mutuo tenía como finalidad la supresión de los 
“denominados límites técnicos al comercio”, en palabras de SCHÜNEMAN68. 
El muto reconocimiento en lo relativo al mercado único, supone que los 
Estados se comprometen recíprocamente a no impedir o dificultar en su 
territorio la comercialización de productos y servicios que provienen de 
otros Estados de la Unión, lo que implica no condicionar la entrada en el 
propio mercado a la observancia de los requisitos de la legislación interna 
del Estado. De esta manera, los productos válidamente comercializables 
según la normativa de un Estado, son también reconocidos como 
válidamente comercializables en el territorio de todos los demás Estados de 
la Unión69.  
Tal como pone de manifiesto ORMAZÁBAL, la técnica legislativa 
generada para permitir la libre circulación de mercancías en el mercado 
interior, es adaptada y utilizada para configurar un espacio judicial europeo, 
en el que pueda tener lugar la “libre circulación” de pruebas y de 
resoluciones judiciales. Para ORMAZÁBAL, la esencia misma del principio del 
reconocimiento implica que los Estados reconocen o conceden a las 
resoluciones emanadas o normas promulgadas por los otros Estados el 
mismo valor y eficacia jurídica que su hubiesen sido emanadas por sus 
propios órganos70.   
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Existe un amplio consenso en situar el origen del principio del 
reconocimiento en el Consejo Europeo de Cardiff (1998). La Presidencia 
británica sugirió, en este Consejo, estudiar en qué medida el 
reconocimiento mutuo, que había dado tan buenos resultados en el 
mercado interior, podía trasladarse al ámbito de la cooperación judicial 
europea71. Ello ha dado lugar a que el principio del reconocimiento mutuo se 
relacione con la idea de la libre circulación de pruebas y de resoluciones 
judiciales72.  
Según pone de manifiesto SCHÜNEMAN, poco después del Consejo 
Europeo de Cardiff, el principio del reconocimiento se recoge en el estudio 
de seguimiento del Corpus Iuris, un proyecto cuya formulación inicial es de 
1997 y que tenía por objeto presentar una propuesta de regulación para la 
protección de los intereses financieros de la Unión Europea73. Poco más 
tarde el principio del reconocimiento es adoptado por la Comisión Europea y 
por el Consejo de la Unión Europea, proclamándose en el Consejo Europeo 
de Tampere (octubre de 1999) y en el de Laeken (diciembre de 2001) como 
la piedra angular de la construcción jurídica del espacio judicial europeo.  
La adopción del principio del reconocimiento se ha producido de 
manera más rigurosa en la cooperación judicial civil que en la penal. En la 
cooperación judicial civil, la aplicación de este principio en los reglamentos 
ha dado lugar a un modelo que quizás pueda calificarse como de 
reconocimiento automático de las resoluciones judiciales, sin posibilidad de 
control pasivo de reconocimiento. El control pasivo sobre la admisibilidad 
del título mismo, parece desaparecer, permaneciendo únicamente un 
control para valorar la imposibilidad de ejecución. En la cooperación judicial 
penal, sin embargo, el modelo adoptado ha sido más matizado o menos 
estricto que en la cooperación judicial civil, como a continuación veremos 
sin que el modelo seguido haya significado la supresión del control judicial 
pasivo.  
El principio del reconocimiento en la cooperación judicial penal implica 
que las resoluciones transmitidas a las autoridades judiciales de otro Estado 
de la Unión han de ser examinadas para ser reconocidas, pero la decisión 
de reconocerlas es obligatoria y ha de ser dictada en un plazo breve. Sólo 
algunas pocas causas, tasadas y previstas expresamente en las normas 
comunes de la Unión Europea, permiten excepcionalmente el rechazo del 
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reconocimiento o ejecución de lo solicitado. El control judicial de la eficacia 
de la resolución transmitida en el Estado de ejecución resulta sumamente 
restringido a unos pocos elementos, que fundamentalmente se ciñen a la 
existencia misma de la resolución, exteriorizada mediante la expedición de 
un título que cumpla determinadas formalidades, así como al examen de 
unas pocas cuestiones, de carácter puramente procesal. El principio del 
reconocimiento en materia penal, en esencia, consiste en la obligatoriedad 
de reconocer y ejecutar las resoluciones definidas como equivalentes, tras 
un control judicial sumario y sumamente limitado con reducidas 
posibilidades de denegación. Las limitadas causas de exclusión que 
facultativamente se permiten a los Estados, no constituyen más que 
reducciones limitadas del ámbito del reconocimiento obligatorio, de manera 
que a los efectos del procedimiento pasivo se restringe el alcance de los 
presupuestos, para un determinado Estado.  
  









EL RECONOCIMIENTO MUTUO COMO SISTEMA 
DE RECONOCIMIENTO GARANTÍZADO 
Quienes han tratado de elaborar un concepto que refleje la esencia 
del nuevo modelo de regulación de la cooperación judicial penal entre los 
Estados de la Unión Europea se han aproximado a él desde variadas 
perspectivas, poniendo el acento en una u otra característica que no 
concurría en los modelos anteriores. Para PÉREZ CEBADERA, el 
reconocimiento mutuo significa que las solicitudes de cooperación no van a 
pasar el filtro de los gobiernos, “sino que directamente la solicitud de 
cooperación se va a realizar sólo entre las autoridades judiciales de cada 
Estado74. Añade además, refiriéndose específicamente a la orden europea 
de detención, que la eliminación de la intervención gubernamental va unida 
a la supresión de la posibilidad de denegar la entrega por razones de 
oportunidad política. 
Efectivamente la cooperación directa, con supresión de la 
intervención de las autoridades gubernamentales y la eliminación de la 
discrecionalidad en la decisión sobre la concesión o denegación de la 
cooperación solicitada, son características que ciertamente concurren en 
todas las normas pertenecientes al sistema del reconocimiento mutuo. Sin 
embargo la referencia a la cooperación directa no apunta al núcleo central 
del concepto del reconocimiento mutuo. Evidentemente la adición de la idea 
de la supresión de la discrecionalidad o la oportunidad política mejora algo 
el concepto, pero continúa sin ser suficientemente satisfactorio, a nuestro 
juicio. 
Frecuentemente se equipara el reconocimiento mutuo al 
reconocimiento automático o casi automático de resoluciones judiciales,75 lo 
que sugiere la idea de supresión de un control judicial pasivo, como paso 
previo al reconocimiento. En este mismo sentido se orienta el legislador 
español. Así, en la exposición de motivos de la Ley española 3/2003, de 14 
de marzo, sobre la orden europea de detención y entrega. En ella se dice, 
que el principio del reconocimiento mutuo permite “la ejecución 
prácticamente automática de las resoluciones dictadas por las autoridades 
judiciales de los demás Estados”. En la exposición de motivos de la Ley 
18/2006, de 5 de junio, para la eficacia en la Unión Europea de las 
resoluciones de embargo y de aseguramiento de pruebas, se habla de que 
la decisión de la autoridad judicial de reconocer y ejecutar la orden 
acordada por la autoridad judicial extranjera es “casi automática”. En la Ley 
4/2010, de 10 de marzo, para la ejecución en la Unión Europea de 
resoluciones judiciales de decomiso, se va más allá en la terminología 
empleada y se equipara reconocimiento mutuo a “reconocimiento y 
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ejecución automático” (sic), haciendo después matizaciones al pretendido 
automatismo.  
La equiparación del principio del reconocimiento al reconocimiento 
automático no es necesariamente incorrecta, siempre que se diferencie 
entre el principio del reconocimiento y su aplicación en las diferentes 
decisiones marco; es decir, siempre que se haga diferenciando entre el 
principio, entendido de esta manera, y el modelo seguido por las diferentes 
decisiones marco. DELGADO, en esta línea, mantiene una clara distinción 
entre el principio y su aplicación en las decisiones marco76. Para este autor, 
el principio del reconocimiento equivale a reconocimiento automático, de 
manera que bajo este principio la autoridad judicial de ejecución ha de 
limitarse a comprobar la existencia y la subsistencia de la orden judicial 
emitida y la competencia de la autoridad emisora para dictarla. El principio 
del reconocimiento entendido de esta manera, es el propio del auxilio 
judicial interno, entre jueces del mismo Estado. Pero las decisiones marco 
no se configuran completamente conforme al principio del reconocimiento 
automático, que implicaría la ausencia de control judicial pasivo, cosa que la 
Comisión Europea reconoce como imposible77.  
El modelo al que se ajustan las normas de la Unión Europea consiste 
en una aplicación en diferentes grados del principio del reconocimiento, 
reduciéndose drásticamente la cognición judicial en el procedimiento de 
control pasivo. Según DELGADO, la fórmula elegida se resume en la 
siguiente proposición: “cuanto menor sea el número de extremos que deban 
ser objeto de control por la autoridad de ejecución, más intensa será la 
aplicación del reconocimiento mutuo”. 
Nos parece admisible que se hable del principio del reconocimiento 
como reconocimiento automático, siempre que se mantenga la distinción 
entre el principio teórico del reconocimiento absoluto y su aplicación 
limitada en el Derecho positivo de la Unión Europea. En todo caso, lo 
importante es diferenciar entre el reconocimiento automático, propio del 
auxilio judicial interno y el modelo o sistema del reconocimiento mutuo 
limitado, que es el que rige actualmente en la cooperación entre 
autoridades judiciales de distintos Estados de la Unión Europea.  
En el ámbito penal, el principio del reconocimiento muto tiene una 
aplicación matizada y adaptada a la especificidad de la materia, que 
combina el control judicial pasivo con la regla general de la eficacia 
transnacional de la resolución judicial. Esta versión adaptada de la técnica 
del reconocimiento es la que inspira el modelo seguido por las decisiones 
marco hasta ahora. Para PÉREZ CEBADERA78, la expresión reconocimiento 
mutuo no puede ser sinónimo de reconocimiento automático o de ejecución 
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automática de la resolución dictada por la autoridad judicial de otro Estado 
de la Unión Europea. Desde luego creemos que el modelo vigente del 
reconocimiento mutuo no consiste, en el ámbito penal, en el reconocimiento 
automático debido a la subsistencia de un control pasivo que implica la 
necesidad de un pronunciamiento judicial sobre ciertos extremos de los que 
depende el reconocimiento, lo que es incompatible con la idea del 
automatismo o ausencia de control. 
Aunque la cooperación judicial en la Unión Europea ha rebasado los 
cauces de la cooperación judicial internacional tradicional para aproximarse 
a la cooperación judicial entre autoridades de un mismo Estad o, sin 
embargo no se ha producido esa absoluta asimilación a la cooperación 
judicial interna. La cooperación judicial en la Unión Europea queda así 
configurada como un tertium genus, diferente tanto de la cooperación 
judicial interna como de la cooperación judicial internacional. Las 
autoridades gubernamentales han desaparecido de la cooperación judicial 
en la Unión Europea pero los Estados y sus diferencias permanecen y son 
sus coincidencias lo que permite que entre en juego el reconocimiento 
mutuo. Esta combinación de amplias coincidencias jurídicas y políticas que 
constituyen base de la confianza, coexistiendo con diferencias y 
especificidades que los Estados quieren actualmente mantener a salvo, son 
las que explican el peculiar funcionamiento del sistema del reconocimiento 
mutuo como algo diferente del reconocimiento automático, pero también 
diferente de la clásica cooperación judicial internacional, propia de Estados 
que no comparten su soberanía.  
La cooperación penal entre autoridades judiciales de distintos Estados 
de la Unión Europea se sitúa en un punto intermedio entre la cooperación 
judicial internacional y la cooperación judicial interna, pero este punto 
medio ni siquiera está equidistante de ambos extremos, sino que guarda 
quizás más proximidad con la cooperación judicial interna, aunque no es 
idéntica a ella. Evidentemente se da una intervención judicial de control en 
el aspecto pasivo que impide hablar de automatismo, pero esa intervención 
de control no impide afirmar que en términos generales, el reconocimiento 
de las resoluciones judiciales está amplísimamente garantizado.  
La identificación del reconocimiento mutuo vigente con un modelo de 
reconocimiento automático es inexacta, como acabamos de señalar, lo que 
podría conducirnos a decir que nos encontramos ante un modelo de 
reconocimiento casi automático. Esta afirmación es correcta, pero resulta 
poco descriptiva y no revela nada acerca de la esencia misma del sistema 
del reconocimiento mutuo. Avanzando en el intento de buscar una definición 
suficientemente correcta y descriptiva, podemos intentar definir el 
reconocimiento mutuo como un sistema de reconocimiento obligatorio. 
Desde esta perspectiva podemos contemplarlo como un sistema en el que la 
eficacia transnacional de determinadas resoluciones judiciales queda, en lo 
fundamental y en la inmensa mayoría de los casos, garantizada por normas 
comunes de la Unión Europea.  
El sistema del reconocimiento mutuo en materia penal se articula 
sobre una técnica legislativa compleja y peculiar. Para lograr el resultado de 
la efectividad del reconocimiento y la ejecución de las resoluciones y hacerlo 
compatible con el control judicial, las decisiones marco introdujeron un 





sistema novedoso que descansaba en el uso de varios mecanismos o 
instrumentos propios del Derecho procesal. Esta complejidad es la que nos 
lleva a conceptuar el reconocimiento mutuo como un sistema de garantía 
procesal del reconocimiento. O dicho de otra manera, un sistema en el que 
el reconocimiento está ampliamente garantizado, por medio del empleo de 
ciertas técnicas específicamente procesales, relativas a la ordenación del 
control judicial, activo y pasivo. 
¿Cómo se consigue garantizar el reconocimiento en el sistema 
instaurado por las decisiones marco? ¿Cuáles son estas técnicas 
específicamente procesales que aplicadas a la cooperación judicial penal 
producen como resultado la previsibilidad y el aseguramiento del 
reconocimiento? 
El modelo diseñado en las decisiones marco y las directivas no 
consiste en la supresión del control judicial pasivo, sino la articulación y 
ordenación del control judicial activo y del control judicial pasivo conforme a 
tres notas fundamentales: 
1ª El reparto de potestades para el control judicial activo y pasivo, con 
criterios de competencia funcional, que impiden a la autoridad de ejecución 
la posibilidad del reexamen de la formación interna de la resolución 
incorporada al título, al tiempo que se obliga a la autoridad de ejecución 
ejecutar la resolución transmitida. 
2ª  La sumariedad del control judicial pasivo, con limitación de los aspectos 
que pueden ser tenidos en cuenta por la autoridad de ejecución para 
resolver sobre el reconocimiento. 
3ª La autorización a los Estados para limitar las consecuencias del 
reconocimiento en ciertos casos, construidos como motivos tasados 
destinados a salvaguardar diferencias relevantes entre los ordenamientos 
jurídicos del Estado de emisión y del Estado de ejecución.  
 Las dos primeras notas constituyen las técnicas estrictamente 
procesales empleadas para garantizar el reconocimiento. La tercera nota 
constituye el margen que se deja a los Estados para flexibilizar las 
consecuencias del principio del reconocimiento y salvaguardar las 
diferencias entre ordenamientos jurídicos. 
1ª Reparto de potestades para el control judicial activo y pasivo, con 
criterios de competencia funcional, que impiden a la autoridad de ejecución 
la posibilidad del reexamen de la formación interna de la resolución 
incorporada al título.  
La distribución del control judicial, activo y pasivo, se lleva a cabo con 
criterios de unidad del proceso y reparto funcional de competencias. Como 
ya hemos apuntado anteriormente, el proceso originario, incluyendo el 
procedimiento activo para la obtención del reconocimiento y ejecución, y el 
procedimiento instrumental o autónomo generado en el Estado de 
ejecución, son contemplados de manera unitaria por el legislador común de 
la Unión Europea. El lado activo y el lado pasivo, el proceso originario y el 
procedimiento derivado, son considerados como una unidad procesal 
articulada, cuyo final es la obtención de una sentencia y su completa 





ejecución. En consecuencia, en las decisiones marco se ordenan las 
intervenciones de las autoridades judiciales del Estado de emisión y del 
Estado de ejecución de manera semejante a como en el Derecho procesal 
interno se regulan las intervenciones de diferentes órganos judiciales de 
distinto grado en un mismo proceso, con la peculiaridad de que algunas 
materias, singularmente el control de presupuestos, constituyen 
competencias compartidas entre el Estado de emisión y el de ejecución. 
a) Control judicial concurrente, activo y pasivo, ejercido conforme a 
normas comunes de la Unión Europea.  
En las decisiones marco se perfila un control judicial concurrente, 
activo y pasivo, que viene referido al cumplimiento de los presupuestos de 
la emisión y de la ejecución y a la subsistencia de la acción penal y de la 
responsabilidad penal con arreglo al principio ne bis in idem. Las diferentes 
decisiones marco que implementan el principio del reconocimiento, en la 
forma en que éste queda diseñado en el modelo o sistema del 
reconocimiento mutuo en materia penal, atribuyen potestades de control de 
presupuestos, tanto a las autoridades judiciales de emisión como a las de 
ejecución. El control judicial activo y el control judicial pasivo son 
concurrentes y se efectúan con arreglo a normas comunes, pero como 
vamos a ver enseguida, su ámbito no es exactamente coincidente, 
distribuyéndose facultades y potestades de manera distinta entre las 
autoridades de emisión y las de ejecución. 
b) Reparto funcional de intervenciones exclusivas de control, vedando 
a la autoridad de ejecución el control de la formación interna de la 
resolución incorporada al título emitido.  
Junto a las facultades concurrentes de control, a las que hemos 
aludido anteriormente, también se delimitan facultades exclusivas 
atribuidas unas a las autoridades judiciales del Estado de emisión y otras a 
las del Estado de ejecución. Las facultades exclusivas se configuran con 
criterios imperativos y excluyentes de competencia funcional, distribuyendo 
las diferentes funciones que ha de asumir cada órgano judicial, en las 
distintas incidencias, etapas o recursos posibles en el proceso. El legislador 
de la Unión adopta este mismo modelo para regular la intervención de las 
autoridades judiciales de ambos Estados, distribuyendo potestades para 
intervenir, consideradas como competencias de carácter funcional, vedando 
ciertas intervenciones a unas y atribuyéndolas a las otras. La formación 
interna de la resolución transmitida está, en general, sustraída al control de 
la autoridad judicial del Estado de ejecución, salvo algunos casos de 
vulneración de derechos fundamentales, cuando la norma común lo permita 
expresamente. Por formación interna de la resolución transmitida 
entendemos diversos aspectos, tales como la aplicación del Derecho 
sustantivo hecha por la autoridad del Estado de emisión; la aplicación del 
Derecho procesal interno, propio del Estado de emisión, para la formación 
de la resolución; o la apreciación de las pruebas indiciarias propias de la 
instrucción o del proceso cautelar o de las pruebas, en sentido estricto, 
tenidas en cuenta en juicio para dictar la sentencia que se transmite. 
Por otra parte, la aplicación de las normas procesales del Estado de 
ejecución en la ejecución de la resolución incorporada al título, corresponde 





por razones evidentes a las autoridades del Estado de ejecución, quienes 
son exclusivamente competentes para resolver todos los recursos, tercerías 
e incidencias que se susciten durante la ejecución, relacionadas con la 
aplicación de su propio Derecho procesal. 
2ª Sumariedad del control judicial pasivo, con limitación de los 
aspectos que pueden ser tenidos en cuenta para resolver sobre el 
reconocimiento y diferencia entre control judicial activo y control judicial 
pasivo, con salvaguarda de algunas diferencias esenciales entre Estados.  
El control pasivo ha de desarrollarse únicamente dentro de los 
márgenes  previstos en la norma común, con sujeción a las causas limitadas 
y tasadas de denegación del reconocimiento, previstas expresamente en la 
norma. Como consecuencia de ello, el control judicial pasivo está siempre 
limitado a cuestiones tasadas, es decir, los procedimientos pasivos para 
resolver sobre el reconocimiento, o su denegación, tienen forzosamente 
carácter sumario.  
La sumariedad del procedimiento pasivo con limitación de la cognición 
judicial, es una técnica procesal inseparable del modelo del reconocimiento 
mutuo incorporado a las decisiones marco. Equivale a la limitación legal del 
examen judicial en un determinado proceso, dejando imperativamente fuera 
del mismo determinadas cuestiones fácticas o jurídicas y precisando un 
ámbito estrictamente delimitado, en el que se deberá desenvolver 
necesariamente el examen judicial de las cuestiones planteadas. 
3ª Autorización a los Estados para limitar las consecuencias del 
reconocimiento en ciertos casos, construidos como motivos tasados 
destinados a salvaguardar diferencias relevantes entre los ordenamientos 
jurídicos del Estado de emisión y del Estado de ejecución. 
Las decisiones marco y directivas de la cooperación judicial penal 
contienen la previsión de causas tasadas, definidas como motivos 
facultativos de denegación del reconocimiento que los Estados pueden 
incluir en su Derecho interno con el fin de sus autoridades judiciales, al 
resolver sobre el reconocimiento, reduzcan la extensión de la aplicación de 
este principio, en ciertos casos de disparidad relevante entre el 
ordenamiento jurídico del Estado de emisión y el del Estado de ejecución. 
En estos casos, aunque concurran los presupuestos, el reconocimiento 
podrá ser denegado por la autoridad judicial del Estado de ejecución. 
A la vista de las afirmaciones anteriores, podemos concluir 
caracterizando el sistema del reconocimiento como un modelo en el que el 
reconocimiento de las resoluciones judiciales definidas como equivalentes 
está ampliamente garantizado, limitando aunque no suprimiendo el control 
judicial pasivo (lo cual sería automatismo) y regulando y ordenando el 
control judicial activo y pasivo y repartiendo las competencias con un 
criterio funcional. Todo ello se hace compatible con la concesión de ciertos 
márgenes facultativos a los Estados para la salvaguarda de las diferencias 
entre ordenamientos jurídicos.  
Decimos que el reconocimiento está ampliamente garantizado, 
aunque no absolutamente, ya que la garantía no es absoluta ni es 
omnicomprensiva. No es absoluta porque aunque se cumplan los 





presupuestos para que la resolución sea reconocida y ejecutada, se deja a 
los Estados un margen, cierto aunque reducido, para rechazar el 
reconocimiento por causas objetivas y tasadas. Toda resolución que se 
ajuste a los presupuestos del reconocimiento obligatorio tiene en principio 
garantizado su reconocimiento, pero esta garantía sufre una corrección 
derivada de la pervivencia de discrepancias todavía existentes entre los 
ordenamientos jurídicos de los diferentes Estados de la Unión Europea. La 
matización al reconocimiento que esto supone, viene impuesta por la 
pervivencia de zonas de divergencia, junto a las amplias zonas de 
convergencia en cuya afirmación se basa el principio de confianza. Por lo 
tanto suponen zonas en las que la confianza no puede actuar. Por ello las 
decisiones marco y las directivas contienen un número limitado de causas 
que permiten a los Estados incorporar potestativamente como causas de 
denegación del reconocimiento. Estas exclusiones, si son incorporadas por 
los Estados a su Derecho interno, provocarán la denegación válida del 
reconocimiento aunque concurran todos los presupuestos que lo harían 
obligatorio. La diferencia con el régimen de la asistencia mutua o del 
reconocimiento previa homologación y reexamen, consiste en que se trata 
de supuestos tasados y limitados en número. Constituyen excepciones 
limitadas en las que, de alguna manera, no juega el principio de confianza y 
se restringe el ámbito del reconocimiento obligatorio. Cuanto mayor sea el 
número de exclusiones facultativas, más se diluye el principio del 
reconocimiento mutuo. En todo caso, las exclusiones no implican 
discrecionalidad, ya que se trata de motivos tasados y en lista cerrada, que 
son los únicos permitidos a los Estados para basar en ellos el rechazo al 
reconocimiento y ejecución, aunque se den los presupuestos para el 
reconocimiento.  
La garantía del reconocimiento no es omnicomprensiva porque no el 
principio del reconocimiento no actúa para toda clase de delitos. La 
aplicación a la materia penal del principio del reconocimiento mutuo 
presenta restricciones que dejan fuera del sistema del reconocimiento, las 
resoluciones judiciales dictadas en procesos penales por determinados 
delitos. La obligatoriedad incondicionada del reconocimiento no se aplica a 
todos los delitos, sino sólo a los incluidos en una lista. Los delitos no 
pertenecientes a la lista pueden quedar condicionados al control de doble 
incriminación. La exigencia del límite punitivo mínimo puede ser 
contemplada en realidad como una manifestación del sistema de la 
homologación, aunque también es la manifestación de un criterio de la 
proporcionalidad, que aparece en las decisiones marco como límite a la 
cooperación. Para afirmar que el control de doble incriminación es una 
manifestación del sistema de la homologación nos basamos en que, en 
primer lugar opera como un límite al reconocimiento mutuo; por lo tanto 
supone un regreso a un sistema anterior que se puede identificar como de 
la homologación. En segundo lugar porque normalmente se plantea como 
un requisito de aplicación potestativa para el Estado de ejecución, cuyas 
autoridades van a aplicar una limitación derivada de su Derecho interno, 
aunque permitida por la decisión marco. Por todo ello entendemos que 
predomina su naturaleza de reexamen de la resolución cuya transmisión se 
pretende, conforme a parámetros de Derecho interno, y por tanto, opera 
parcialmente según los esquemas del sistema de la homologación. 





El sistema del reconocimiento mutuo, no implica el reconocimiento 
automático, ya que el control judicial pasivo no se ha suprimido. En lugar 
del automatismo lo que existe es un control activo y pasivo realizado 
aplicando normas comunes pero que no son exactamente coincidentes. Por 
un lado la distribución funcional de potestades asegura el mantenimiento de 
la garantía del reconocimiento y de una ejecución ajustada a los términos 
acordados por la autoridad de emisión y por otra parte la existencia de las 
exclusiones, que vinculan sólo a la autoridad del Estado de ejecución, 
también determina la introducción de aspectos en el control pasivo que no 
están previstos en el lado activo. 
 
 
EL RECONOCIMIENTO MUTUO COMO ARTICULACIÓN DE LOS 
ORDENAMIENTOS PROCESALES EN LA UNIÓN EUROPEA 
 Llegados a este punto procede llevar a cabo una cierta recapitulación 
para conectar cuanto se ha dicho hasta ahora en una apretada síntesis, a 
los efectos de formular un concepto del modelo del reconocimiento mutuo 
vigente en la cooperación judicial penal en la Unión Europea. 
Los Estados de la Unión Europea han llevado a cabo una integración 
política sin perder su propia identidad estatal y esta dinámica ha tenido 
también un impacto en la relación entre los ordenamientos procesales de 
los Estados miembros. De la misma manera que la Unión Europea ha 
encontrado un camino intermedio entre los Estados soberanos aislados y su 
fusión en una entidad estatal nueva, los ordenamientos procesales han 
experimentado también una peculiar forma de integración.  Entre los 
extremos de la pervivencia de ordenamientos procesales absolutamente 
independientes y la unificación del ordenamiento procesal y jurisdiccional 
para toda la Unión Europea, se ha encontrado un camino novedoso que 
podemos calificar de articulación de los ordenamientos procesales. Se ha 
pasado de la existencia de ordenamientos procesales autosuficientes y 
desconectados entre sí aunque con capacidad para cooperar para 
determinadas finalidades (modelo de la asistencia mutua), a una situación 
en la que los ordenamientos están conectados entre sí como consecuencia 
de normas comunes de la Unión que regulan sus relaciones convirtiéndolos 
en un conjunto articulado. Esta articulación de los ordenamientos procesales 
penales se ha producido a partir de la introducción del principio del 
reconocimiento como rector de la cooperación judicial internacional en el 
interior de la Unión Europea, que gira en torno a la idea de la 
comunicabilidad de las resoluciones judiciales. 
 El modelo del reconocimiento mutuo introducido en la Unión Europea 
para la cooperación judicial penal crea una relación entre los ordenamientos 
procesales que podría ser calificada de interoperabilidad “selectiva” o 
condicionada, puesto que la comunicabilidad de resoluciones judiciales ni se 
predica de todas las resoluciones judiciales ni se establece de manera 
incondicionada. Antes bien, la comunicabilidad sólo actúa en el caso de las 
resoluciones definidas como equivalentes y únicamente cuando se den las 
condiciones (presupuestos y requisitos) establecidos en las normas 
comunes, que son valorados por la autoridad emisora pero también por la 
autoridad receptora, sin que se elimine la existencia de un pronunciamiento 
de reconocimiento por parte de la autoridad de ejecución. 





 Partiendo de todo lo que se ha expuesto hasta ahora podemos tratar 
de dar una definición del modelo del reconocimiento mutuo de resoluciones 
del que se ha dotado la Unión Europea para regir la cooperación judicial 
internacional que recoja todos estos elementos. Desde esta perspectiva, el 
reconocimiento mutuo puede ser definido como un modelo de articulación 
de ordenamientos procesales que siguen siendo diversos, por medio del 
establecimiento de una regla general de comunicabilidad de ciertas 
resoluciones judiciales que son definidas como equivalentes, cuyo 
reconocimiento resulta obligatorio bajo ciertas condiciones y en un 
procedimiento sumario con una drástica limitación de los aspectos que han 
de ser valorados y de las posibilidades de rechazo del reconocimiento, 
permitiéndose a los Estados la introducción de algunas limitaciones al 
reconocimiento para salvaguardar las peculiaridades de los Derechos 
nacionales. La garantía del reconocimiento se completa con el reparto con 
criterios de competencia funcional de las potestades de la autoridad de 
emisión y de ejecución y la regulación de la eficacia jurídica de las 
resoluciones transmitidas en un ordenamiento procesal distinto de aquel en 
el que fueron creadas. 
 
 
LAS POSICIONES CRÍTICAS FRENTE AL SISTEMA DEL 
RECONOCIMIENTO MUTUO 
 Si bien mayoritariamente el sistema del reconocimiento mutuo es 
percibido como un avance en la construcción de la Unión Europea como un 
espacio unificado de libertades y de aplicación de la Justicia penal sin 
barreras fronterizas, sin embargo existen posturas críticas en la doctrina 
frente al sistema del reconocimiento mutuo y a la forma como se ha 
introducido en el actual estadio de la construcción europea. Así mismo, la 
práctica judicial en los distintos Estados ha mostrado también algunas 
reticencias frente al avance de las consecuencias de la aplicación del 
reconocimiento mutuo a la jurisdicción penal.  
En ocasiones, tanto las posturas teóricas críticas como las reticencias 
jurisprudenciales están teñidas de un cierto nacionalismo jurídico, fundado 
unas veces en la defensa de la soberanía y las peculiaridades del propio 
ordenamiento jurídico nacional y otras veces, en una pretendida defensa 
radical de las libertades, que sólo parecen aseguradas en el propio Estado, 
frente a una Unión Europea burocrática y peligrosa para el mantenimiento 
de las libertades mismas.  
Fuera de España, la figura más destacada del conjunto de voces 
críticas surgidas en la doctrina es el  Catedrático de la Universidad de 
Múnich, BERND SCHÜNEMAN. En España, podemos reseñar también las 
opiniones críticas GUILLERMO ORMAZÁBAL, más matizadas que las de 
SCHÜNEMAN79. Este último autor es el que plantea una oposición más 
cerrada al principio del reconocimiento mutuo en materia penal, 
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entendiendo que es propio de la regulación del comercio en la Unión 
Europea, pero resulta inadecuada su traslación al ámbito de la Justicia 
penal. Este autor ve sumamente peligrosas “las limitaciones a las 
prerrogativas penales de los Estados nacionales”, tanto en el Derecho penal 
material como también, y especialmente, en el proceso penal. En su 
opinión, el desarrollo del principio del reconocimiento entraña “los mayores 
peligros para una administración de justicia propia de un Estado de 
Derecho”80. 
Los motivos de  crítica son variados y trataremos de agruparlos y de 
sintetizarlos a continuación. 
 
1.- La hibridación de los sistemas penales da lugar al predominio del 
Derecho penal más represivo (hibridación penal sustantiva). 
Según SCHÜNEMAN el principio del reconocimiento conduce a la 
vigencia en toda Europa del ordenamiento penal del Estado miembro más 
punitivo y a una permanente extensión encubierta del Derecho penal en la 
Unión Europea. Tomando un símil genético, este autor afirma que como 
consecuencia de la aplicación del principio del reconocimiento, los sistemas 
penales se superponen dando lugar a lo que denomina “punibilidad híbrida”. 
Desde su perspectiva, el  combinado o “híbrido” resultante da lugar al 
predominio del Derecho penal más punitivo, como consecuencia de que, 
según sus propias palabras, el principio del reconocimiento “acaba en que 
cada uno de los ordenamientos puede ser ejecutado en el área total y frente 
a todos los ciudadanos”81.  
Para SCHÜNEMAN, puesto que una orden europea de detención no 
puede ser rechazada por los demás Estados, si el delito está incluido en la 
lista de los excluidos del control de doble incriminación, el resultado es el 
predominio del Derecho penal más represivo que se impondría frente a los 
Derecho penales menos represivos, incluso aunque el Derecho penal del 
Estado de ejecución no incluya el tipo penal de que se trate y aunque la 
persona reclamada sea nacional de este último Estado.  
Las afirmaciones de SCHÜNEMAN nos parecen excesivas y desenfocadas, 
por distintas razones. En primer lugar, la Decisión Marco de la Orden de 
Detención Europea, está llena de cautelas que apuntan justamente en el 
sentido contrario al que pone de manifiesto este autor y que revelan que no 
es el Derecho más punitivo el que predomina, sino que a menudo el 
ordenamiento jurídico del Estado de ejecución, se “hibrida” en beneficio del 
reo. El  número 1 del artículo 3 de la Decisión Marco de la orden europea de 
detención, por ejemplo, permite denegar la ejecución de la orden de 
detención si ha recaído amnistía en el Estado de ejecución, por lo que la 
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extinción de la responsabilidad penal, acordada con arreglo al Derecho 
Penal de un Estado impide la hibridación de los Derechos penales 
sustantivos en perjuicio del reo. Otra muestra de la hibridación en el sentido 
contrario al que apunta SCHÜNEMAN lo encontramos en el artículo 5 
número 2, por virtud del cual, la condena a perpetuidad puede verse 
profundamente limitada y alterada por la condición impuesta por el Estado 
de ejecución82. Pero además, no hay que olvidar que el Derecho penal no se 
aplica fuera del proceso, por lo que hay que tener bien presentes las 
cautelas que se establecen en el Derecho procesal para evitar 
consecuencias no deseadas de ese hipotético predominio de la norma penal 
más severa. Un ejemplo de esto lo proporciona la regulación de las causas 
de denegación por razón de cosa juzgada (artículo 3 número 2 y artículo 4 
número 5 de la Decisión Marco de la OED). Éstas permiten la denegación de 
la ejecución, ante la existencia de una condena ya ejecutada o en ejecución, 
que puede ser menos gravosa que la del Estado de emisión. También puede 
citarse en sentido exactamente contrario al que afirma SCHÜNEMAN, la 
posibilidad de denegación cuando haya recaído una decisión de 
sobreseimiento o de no inicio de actuaciones penales en un Estado diferente 
del Estado de emisión (artículo 4 número 3 DM OED); o cuando en el Estado 
de ejecución se siga un procedimiento por los mismos hechos contra la 
persona reclamada, en el que la pena previsible podría ser eventualmente 
menor. 
Además de todo lo anterior, cuando el Estado de emisión está 
procediendo por razón de un delito cometido fuera de su territorio, la 
Decisión Marco añade todavía más cautelas en forma de causas de 
denegación, limitando la acción del Estado de emisión e introduciendo una 
cierta forma de afirmación de la soberanía penal del Estado de emisión, que 
puede impedir la extensión de la ley penal del Estado de emisión a delitos 
cometidos en el territorio del Estado de ejecución o al lugares asimilados al 
mismo83. 
Para SCHÜNEMAN el mantenimiento de la regla de la doble 
incriminación asegura lo que denomina “principio democrático”, conforme al 
cual un ciudadano tiene el derecho a no ser castigado si no es en virtud de 
normas en cuya creación él mismo haya tenido la oportunidad de participar 
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cometido fuera de su territorio”. 
 





como ciudadano activo. Este argumento llevaría a los Estados a rechazar 
toda aplicación de una ley penal sustantiva ajena a la del Estado de la 
nacionalidad del autor del delito. Sin embargo, como acertadamente pone 
de manifiesto ORMAZÁBAL, carecer de oportunidades para participar en la 
elaboración de las leyes de un Estado del que no se es nacional, no justifica 
su transgresión. 
Entendemos, con ORMAZÁBAL que la objeción de SCHÜNEMAN carece 
de fundamento, cuando el delito se ha cometido en el territorio del Estado 
de emisión, sin que pueda entenderse que la existencia del principio del 
reconocimiento suponga, por esta razón una “lesión teóricamente 
insoportable y prácticamente considerable” de los principios de un Estado 
de Derecho84. En la mayoría de los casos (la casi totalidad), la pretendida 
“punibilidad hibridad” es irrelevante, ya que fundamentalmente no es más 
que la consecuencia de la aplicación de las leyes penales de un Estado a los 
hechos cometidos en su territorio. Frente a la obligación de respetar el 
Derecho del Estado en el cuyo territorio se encuentra una persona, no cabe 
la excusa de que el Derecho del Estado de su nacionalidad no contempla la 
punibilidad de la conducta ejecutada. Los Estados de la Unión que opten por 
Derechos penales mínimos, más reducidos que los demás, podrán seguir 
poniendo a sus ciudadanos a cubierto de las reclamaciones de los demás 
Estados que impliquen una extensión extraterritorial de la ley penal, pero 
no impedir la aplicación estricta de la ley penal del Estado de emisión a los 
hechos cometidos en el territorio del mismo del Estado, lo cual nos parece 
sumamente razonable. 
Alguna matización ha de ser hecha, cuando el delito se ha cometido 
fuera del territorio del Estado de emisión. Podemos afirmar, que la Decisión 
Marco limita seriamente la persecución extraterritorial y permite 
salvaguardas en defensa de esa reivindicada parcela de soberanía penal del 
Estado de ejecución, aunque exista alguna laguna que debe ser resuelta en 
mejor manera. Nos parece que está aún por demostrar que existan grandes 
diferencias, de carácter sustancial, entre los distintos Estados, con respecto 
a los delitos incluidos en las diferentes listas. No obstante es cierto que se 
ha constatado la existencia de divergencias, incluso en delitos sometidos a 
armonización o aproximación de legislaciones. Justamente la existencia de 
esas divergencias puede dar lugar a algún supuesto, posiblemente de 
alcance muy limitado, pero en el que pueda reconocerse acertada la crítica 
de SCHÜNEMAN.  
Si consideramos la regulación de la exclusión que se ofrece a los 
Estados para limitar la excesiva extensión extraterritorial de la ley penal del 
Estado de emisión, llegaremos a la conclusión de que no todas las 
situaciones quedan cubiertas por la exclusión: el Estado de ejecución no 
siempre va a poder oponerse al reconocimiento de la orden de detención 
dictada por un delito comprendido en la lista, que se haya cometido fuera 
del territorio del Estado de emisión, pero también fuera del territorio del 
Estado de ejecución. 
Conforme al artículo 4 número 7, letra b, de la Decisión Marco, en 
este caso el Estado de ejecución sólo podrá oponerse si su ley nacional no 
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permite la persecución por ese mismo delito cuando se haya cometido fuera 
de su territorio.  
Con alguna condición, puede entenderse fundada la tesis de 
considerar como una garantía la aplicación de la regla de la doble 
incriminación en estos casos. Puede aceptarse tal garantía si el Derecho del 
Estado de emisión contiene una norma penal que castiga una conducta no 
prevista en una decisión marco o directiva; o si estando prevista esta 
conducta, la norma del Estado de emisión es más gravosa que la del Estado 
de ejecución, pero este último ha trasladado a su Derecho interno 
correctamente la norma común europea sobre definición de los tipos y 
penas aplicables. A su vez, para considerar razonable la protección de la 
persona reclamada por parte del Estado de ejecución, el autor del delito, 
cometido fuera del territorio del Estado de emisión y del territorio del 
Estado de ejecución, debería ser nacional del Estado de ejecución o 
residente en el mismo al tiempo de la comisión del hecho. Parece aceptable 
e incluso razonable que el Estado de ejecución pueda negarse a reconocer y 
ejecutar una orden de detención basada en la aplicación de una norma 
penal más gravosa, si la transposición de la norma penal europea hecha por 
el Estado de ejecución ha sido correcta. En este caso sí podría adquirir 
relevancia el argumento del derecho a obtener la aplicación de la ley penal 
del Estado de nacionalidad o del Estado de residencia. Aun así, en este 
caso, el problema no lo origina el principio del reconocimiento en sí mismo, 
sino la ausencia de salvaguardas suficientes ante la posibilidad de 
divergencia entre las legislaciones nacionales, puesto que parece claro que 
la convergencia en la legislación penal sustantiva está en proceso pero aún 
no se ha conseguido suficientemente. 
SCHÜNEMAN incluye también entre las causas que conducen a esa 
punibilidad híbrida en perjuicio del reo los casos en los que el Estado el 
agravamiento de la condición del reo se produce por la existencia en el 
Estado de emisión de tipos penales más extensos que los del Estado de 
ejecución, que sin embargo tienen cabida en lo que califica de definiciones 
indeterminadas de algunos de los delitos incluidos en la lista de la Decisión 
Marco de la OED. Esta autor califica de “absolutamente indeterminados” la 
inclusión en la lista de términos como  sabotaje, delito informático o 
xenofobia. Aunque es cierto que se trata de defectos de técnica legislativa 
que deberían subsanarse, los argumentos expuestos anteriormente son 
aplicables exactamente a estos supuestos. En consecuencia, carece de 
fundamento considerar como una garantía necesaria la protección de los 
propios ciudadanos frente a infracciones cometidas en el territorio de otro 
Estado. Por las mismas razones expuestas podemos entender que, en 
términos generales, queda salvaguardada la protección penal de los 
ciudadanos del Estado de ejecución, frente a la mayoría de las extensiones 
extraterritoriales de la ley penal, aunque no frente a todas. En todo caso, la 
existencia de la laguna citada en la protección frente a ciertas extensiones 
extraterritoriales y la existencia de defectos de técnica legislativa por el 
empleo de términos indeterminados o poco concretos en las listas de 
delitos, no parece suficiente como para rechazar el principio del 
reconocimiento. Ello no impide reconocer que una más adecuada 
descripción de los delitos de la lista sería deseable y daría lugar a una mejor 
delimitación entre el ámbito de delitos sujetos al principio del 





reconocimiento y el de aquellos sometidos todavía a control de doble 
incriminación, ante la existencia de divergencias entre las legislaciones 
penales sustantivas. 
   
2.- La hibridación de los sistemas procesales conduce al predominio 
del ejercicio obstruccionista o indulgente de la acción penal 
(hibridación procesal relativa al ejercicio de la acción penal). 
 En sentido, ahora opuesto a los argumentos anteriores en los que 
criticaba la extensión excesiva del Derecho penal sustantivo de unos 
Estados sobre otros, SCHÜNEMAN advierte también de una posibilidad de 
hibridación de los ordenamientos procesales, que paradójicamente conduce 
a que el principio del reconocimiento contribuya a permitir el uso 
obstruccionista, o al menos el predominio de la persecución penal 
negligente o interesadamente indulgente. Según este autor, un defensor 
podrá obstruir un proceso penal alcanzando una conformidad conveniente 
para los intereses de su cliente, en otro Estado de la Unión, obteniendo un 
sobreseimiento o una multa de poca cuantía. Como consecuencia del juego 
del principio ne bis in idem y del principio del reconocimiento, esta 
maniobra provocaría el fracaso del proceso penal en el Estado más peligroso 
para los intereses del culpable.  
 Como subraya ORMAZÁBAL los números 2 y 3 del artículo 3 de la 
Decisión Marco de la Orden de Detención Europea, permiten denegar la 
entrega si la persona reclamada tiene pendiente un proceso penal por los 
mismo hechos en el Estado de ejecución o si en dicho Estado se hubiese 
decidido no ejercitar la acción penal o concluirla. Esta posibilidad no puede 
calificarse de absurda o irreal, pero no es tampoco fácil que pueda 
producirse con frecuencia. Uno de los dos Estados, el de emisión o el de 
ejecución, tendrían que estar llevando a cabo una aplicación extraterritorial 
de la ley penal, o al menos tendría que tratarse de un supuesto en el que la 
acción se inicia en el territorio de un Estado y resultado se produce en otro. 
En todo caso tendría que darse una concurrencia conflictiva entre las 
jurisdicciones de dos Estados. Situado el análisis en este terreno, conviene 
destacar que la extensión extraterritorial de la ley penal no es algo que se 
produzca de manera general, sino que se condiciona a la nacionalidad del 
autor o se limita para determinados delitos, en función de la protección de 
los intereses del Estado o de sus ciudadanos o ante consideraciones de 
Justicia universal. Por ello, las situaciones de conflicto entre ordenamientos 
procesales con predominio del menos punitivo sólo pueden plantearse en un 
ámbito reducido, sin que pueda afirmarse que tiene carácter general.  
Sin perjuicio de lo anterior, conviene también hacer la reflexión de 
que las normas que diseñan y configuran actualmente el principio del 
reconocimiento deben ser completadas con una regulación más detallada de 
los conflictos de la jurisdicción y del ne bis in idem. Podemos concluir, que 
es finalmente la extensión extraterritorial de la ley penal y de la jurisdicción 
lo que plantea problemas que aún no están completa o adecuadamente 
resueltos y que la posibilidad de la existencia de maniobras fraudulentas no 
es tanto un defecto del principio del reconocimiento, sino de la falta de una 
regulación adecuada de los conflictos de jurisdicción entre los Estados de la 





Unión Europea, que establezca los criterios con arreglo a los cuales ha de 
predominar una u otra jurisdicción.  
 
3- La hibridación de los sistemas penales produce como resultado el 
predominio del Derecho procesal con menos garantías o genera 
distorsiones que alteran el propio sistema de garantías (hibridación 
procesal relativa a la obtención y utilización de las pruebas). 
 Los críticos del principio del reconocimiento aplican también el símil 
genético al Derecho Procesal penal, en lo relativo a las normas sobre la 
obtención y eficacia jurídica de las pruebas. En su opinión, la aplicación del 
principio del reconocimiento conduce a la superposición de los diferentes 
sistemas procesales nacionales en todo el territorio de la Unión Europea, 
apareciendo procesos híbridos, en los que una parte de la actividad 
probatoria está regida por normas diferentes y extrañas a las del Derecho 
procesal del Estado ante cuya jurisdicción se desarrolla el proceso. Frente a 
la situación anterior, que supone que en el territorio de un Estado sólo se 
aplican sus propias normas procesales, ahora sobre todo el territorio de la 
Unión Europea se proyectan todos los ordenamientos procesales y el 
proceso penal en ocasiones deberá desarrollarse bajo el efecto de la 
aplicación combinada de normas nacionales y de normas propias del 
Derecho procesal interno de otro Estado de la Unión Europea. En opinión de 
SCHÜNEMAN y de los autores críticos, el resultado de esa hibridación es que 
la aplicación dominante resulta ser la del Derecho procesal de menor nivel 
de garantías o bien que la aplicación combinada de normas procedentes de 
sistemas procesales diversos distorsiona el resultado procesal final 
quebrantando la lógica del sistema y por tanto, sus propios equilibrios 
internos y garantías.  
Las consecuencias perniciosas de la aplicación del principio del 
reconocimiento a la obtención de pruebas, desde la perspectiva de las 
posiciones críticas, son variadas. ORMAZÁBAL85 menciona, por ejemplo: la 
tendencia al predominio de los ordenamientos con umbrales máximos de 
intensidad de afectación de los derechos del imputado o acusado, frente a 
los ordenamientos más restrictivos ante las limitaciones de los derechos 
individuales; la “policialización” del Derecho procesal, en lo relativo al 
procedimiento preliminar de instrucción o investigación; la distorsión de la 
lógica interna y de los equilibrios internos de cada sistema procesal, con 
merma práctica de las garantías; o la posibilidad de ruptura del equilibrio 
entre la acusación y la defensa. SCHÜNEMAN pone como ejemplo un 
supuesto en el que la “punibilidad híbrida” puede producir una distorsión 
entre el equilibrio procesal de la defensa y de la acusación. Plantea el 
supuesto de que en un Estado exista una regulación amplia de la posibilidad 
de intervención telefónica y al mismo tiempo un catálogo amplio de los 
motivos que permiten exonerarse del deber de declarar. Paralelamente en 
otro Estado, actuando como Estado de ejecución puede existir una 
regulación más estricta de las intervenciones telefónicas, pero un reducido 
catálogo de excusas del deber de declarar. El resultado, según este autor 
podría ser la forzosa validez de la escucha telefónica practicada, en la cual 
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se produjesen declaraciones de las personas exentas de la obligación de 
declarar. ORMAZÁBAL, añade también la distorsión que supondría 
incorporar a un proceso penal inglés, absolutamente oral y sin fase de 
instrucción, la lectura de una declaración obtenida ante un juez de 
instrucción francés86.  
 En realidad estas objeciones parten de una concepción del principio 
del reconocimiento que es sumamente discutible. El punto de partida 
consiste en la afirmación de que, en materia de actos de investigación y de 
obtención de pruebas, el principio del reconocimiento implica “la renuncia 
del Estado receptor, es decir, de aquel en cuyo proceso debe practicarse la 
prueba, a condicionar la validez de la misma a su adecuación al propio 
Derecho interno”87. Según esta manera de entender el principio del 
reconocimiento, los jueces españoles no podrían rechazar como prueba la 
transcripción  policial de las declaraciones de un testigo que haya declarado 
ante la Policía, pero no haya sido interrogado en el juicio. O las escuchas 
telefónicas, hechas en España, tendrían que ser admitidas necesariamente 
en Alemania como prueba, aunque el delito perseguido no figure en el 
catálogo que la legislación alemana fija de modo imperativo para permitir 
las escuchas telefónicas.  
Esta manera de concebir o presentar el principio del reconocimiento 
en lo relativo a la obtención de pruebas, lo une indisolublemente a la 
aplicación de la regla locus regit actum, como dos realidades 
conceptualmente inseparables. Sin embargo no es necesariamente la única 
manera de entender y configurar legislativamente el principio del 
reconocimiento. El principio del reconocimiento no tiene por qué significar 
necesariamente la validez en el Estado de emisión de las pruebas obtenidas 
conforme a la legislación del Estado de ejecución, cuando esto introduzca 
una distorsión en el proceso. Las garantías contenidas en el Derecho 
procesal propio y la coherencia del proceso con el ordenamiento procesal 
han de ser salvadas siempre y nada exige desde el punto de vista teórico 
que el principio del reconocimiento implique el desconocimiento o la 
vulneración de las normas nacionales. Si la prueba obtenida no es 
compatible con el Derecho procesal nacional del Estado de emisión, la 
prueba carecerá de validez. Otra cosa resultaría absurda ya que la prueba 
sólo tiene sentido con relación al proceso al que ha de incorporarse (el del 
Estado de emisión). 
A la inversa, sí parece que el principio del reconocimiento ha de 
implicar la validez en el Estado de ejecución de la orden judicial encaminada 
a obtener una prueba de una manera determinada, dictada por la autoridad 
de emisión, siempre que no contravenga el orden público o derechos 
constitucionales del Estado de ejecución. La aplicación del principio del 
reconocimiento a la obtención de pruebas en materia penal, en nuestra 
opinión, es perfectamente compatible con la regla forum regit actum, que 
es la que conduce a los resultados procesales más coherentes. Las pruebas 
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no pueden entenderse aisladamente, desconectadas del proceso al que han 
de incorporarse. Ese mismo proceso y las normas que lo rigen, constituyen 
su marco de referencia inevitable, ya que el proceso penal se configura 
como una estructura lógica, que partiendo de determinados principios, 
ordena las intervenciones de los distintos sujetos procesales, de manera 
que el resultado final sea un juicio justo, precedido por una actividad eficaz 
y respetuosa con ciertas garantías, para la obtención de la prueba. Como 
señala GLESS, los actos de prueba se inscriben en un sistema o concepción 
del que no pueden ser extraídos ni trasplantados a otro sistema diferente 
sin quebrantar su lógica y funcionalidad88.  
La solución correcta, para evitar las distorsiones en el proceso en el 
cual las pruebas han de surtir efecto, no puede ser la aplicación de las 
normas del Estado de ejecución para la decisión sobre la validez y 
admisibilidad – eficacia en el juicio- de la prueba, sino la obligatoriedad, 
para el Estado de ejecución, de reconocer y ejecutar la orden de obtención 
de prueba, en el modo en que ha sido dictada por la autoridad de emisión. 
La única excepción puede producirse en los casos de auténtico y relevante 
orden público del Estado de ejecución, en los que la prueba solicitada no 
pueda practicarse. En estos casos, la prueba simplemente no se podrá 
obtener.  
En consecuencia, el principio del reconocimiento ha de aplicarse a 
esta materia con predominio esencial de la regla forum regit actum, para 
garantizar su inserción en el marco procesal de referencia, que es el del 
Estado de emisión, con algunas matizaciones conforme a la regla locus regit 
actum en cuanto a los detalles meramente procedimentales, que no alteren 
la inserción lógica en el proceso del Estado de emisión. La aplicación del 
principio del reconocimiento a la obtención de pruebas conforme a la lex 
fori, debería acompañarse de la aproximación de los estándares comunes 
para la práctica de pruebas, de manera que tanto la autoridad de emisión, 
como la autoridad de ejecución o el tribunal final juzgador, resuelvan la 
admisibilidad de la prueba conforme a su Derecho procesal, a su vez basado 
en normas comunes.  
 En la actualidad, las normas contenidas en la Decisión Marco 
2008/978/JAI de 18 de diciembre de 2008, relativa al exhorto europeo de 
obtención de pruebas, no suponen la imposición al Estado de emisión de la 
obligación de aceptar la validez y eficacia de pruebas que no la tengan con 
arreglo a su Derecho interno. Por el contrario sí se impone al Estado de 
ejecución la obligación de respetar las formalidades que sean requeridas por 
el Estado de emisión, siempre que no sean contrarias al Derecho interno del 
Estado de ejecución. 
 
4- Déficit democrático en la legislación de la Unión Europea. 
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 El déficit democrático que invoca SCHÜNEMAN, como motivo para 
rechazar la normativa que instaura el principio del reconocimiento, se 
descompone en realidad en dos motivos diferentes: la falta o insuficiencia 
del control parlamentario en la elaboración de la normativa de la Unión 
Europea y la desigualdad de voto entre los ciudadanos de los distintos 
países de la Unión. 
La falta o insuficiencia del control parlamentario, inicialmente venía 
referida a la limitadísima intervención que el Parlamento Europeo tenía en el 
procedimiento legislativo antes del Tratado de Lisboa. El Parlamento 
Europeo sólo tenía facultades para ser oído, con lo que gracias a la fuerza 
obligatoria de las decisiones marco, los parlamentos nacionales venía 
obligados a aceptar forzosamente como ley lo que habían decidido los 
Gobiernos en el Consejo de la Unión Europea. De esta manera venían a ser 
los gobiernos los que legislaban materialmente, pervirtiendo la división de 
poderes que es la base del sistema democrático. En la actualidad el déficit 
democrático por el predominio del poder ejecutivo ha quedado 
suficientemente subsanado en el Tratado de Lisboa, ya que el 
procedimiento legislativo ordinario contempla un proceso de codecisión 
entre el Parlamento Europeo y el Consejo con una intervención 
parlamentaria lo bastante intensa como para entender cumplidos los 
requisitos mínimos de la división de poderes, de la intervención 
parlamentaria en la elaboración de la legislación y del control parlamentario 
sobre el poder ejecutivo. En consecuencia, en la actualidad ya no puede 
sostenerse el argumento del déficit democrático89. No obstante, quizás 
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 La remisión actual al procedimiento legislativo ordinario está establecida, para la cooperación 
judicial en materia penal, en el artículo 82 del Tratado de Funcionamiento de la UE, mientras 
que para la aproximación de legislaciones en materia de Derecho Penal sustantivo, se recoge 
en el artículo 83 del mismo Tratado. 
“Artículo 82 TFUE. 
(antiguo artículo 31 TUE)   
1. La cooperación judicial en materia penal en la Unión se basará en el principio de 
reconocimiento mutuo de las sentencias y resoluciones judiciales e incluye la aproximación de 
las disposiciones legales y reglamentarias de los Estados miembros en los ámbitos 
mencionados en el apartado 2 y en el artículo 83. 
El Parlamento Europeo y el Consejo adoptarán, con arreglo al procedimiento legislativo 
ordinario, medidas tendentes a: 
a. establecer normas y procedimientos para garantizar el reconocimiento en toda la Unión de 
las sentencias y resoluciones judiciales en todas sus formas; 
b. prevenir y resolver los conflictos de jurisdicción entre los Estados miembros; 
c. apoyar la formación de magistrados y del personal al servicio de la administración de justicia; 
d. facilitar la cooperación entre las autoridades judiciales o equivalentes de los Estados 
miembros en el marco del procedimiento penal y de la ejecución de resoluciones. 
2. En la medida en que sea necesario para facilitar el reconocimiento mutuo de las sentencias y 
resoluciones judiciales y la cooperación policial y judicial en asuntos penales con dimensión 
transfronteriza, el Parlamento Europeo y el Consejo podrán establecer normas mínimas 
mediante directivas adoptadas con arreglo al procedimiento legislativo ordinario. Estas normas 
mínimas tendrán en cuenta las diferencias entre las tradiciones y los sistemas jurídicos de los 
Estados miembros. 
Estas normas se referirán a: 
a. la admisibilidad mutua de pruebas entre los Estados miembros; 
b. los derechos de las personas durante el procedimiento penal; 
c. los derechos de las víctimas de los delitos; 





convenga disipar los reparos de déficit democrático de las decisiones marco, 
mediante una revisión de esa normativa, sustituyéndola por nuevas 
Directivas que, de paso, puedan subsanar algunos de los problemas 
técnicos existentes en las normas del antiguo tercer pilar, ya que no puede 
negarse que las decisiones marco son susceptibles de mejora. 
El segundo argumento de SCHÜNEMAN relacionado con el déficit 
democrático, se refiere a la desigualdad del voto entre los ciudadanos de los 
distintos Estados de la Unión. Si el voto de los ciudadanos no tiene el mismo 
valor a los efectos de que cada diputado represente un número igual de 
ciudadanos en cada parte del territorio de la Unión, entonces no se cumplen 
los requisitos de legitimidad democrática del proceso legislativo para el 
ámbito penal. Según este autor, el Derecho penal y el Derecho procesal 
penal requieren una legitimación democrática más intensa, que incluye la 
igualdad de voto entre los distintos ciudadanos.  
En nuestra opinión, el requisito de la igualdad extrema de voto, no 
parece que afecte a la legitimidad democrática de la legislación europea. La 
igualdad en los términos en que se plantea no la encontraremos en del 
Derecho electoral de ninguno o casi ningún Estado de la Unión. No ya para 
las elecciones al Parlamento Europeo, sino para las elecciones de los 
parlamentos de los propios Estados.  
  
                                                                                                                                                                          
d. otros elementos específicos del procedimiento penal, que el Consejo habrá determinado 
previamente mediante una decisión. Para la adopción de esta decisión, el Consejo se 
pronunciará por unanimidad, previa aprobación del Parlamento Europeo. 
La adopción de las normas mínimas contempladas en el presente apartado no impedirá que los 
Estados miembros mantengan o instauren un nivel más elevado de protección de las personas. 
3. Cuando un miembro del Consejo considere que un proyecto de directiva contemplada en el 
apartado 2 afecta a aspectos fundamentales de su sistema de justicia penal, podrá solicitar que 
el asunto se remita al Consejo Europeo, en cuyo caso quedará suspendido el procedimiento 
legislativo ordinario. Previa deliberación, y en caso de que se alcance un consenso, el Consejo 
Europeo, en el plazo de cuatro meses a partir de dicha suspensión, devolverá el proyecto al 
Consejo, poniendo fin con ello a la suspensión del procedimiento legislativo ordinario. 
Si no hay acuerdo dentro de ese mismo plazo, y al menos nueve Estados miembros quieren 
establecer una cooperación reforzada con arreglo al proyecto de directiva de que se trate, lo 
comunicarán al Parlamento Europeo, al Consejo y a la Comisión. En tal caso, la autorización 
para iniciar la cooperación reforzada a que se refieren el apartado 2 del artículo 20 del Tratado 
de la Unión Europea y el apartado 1 del artículo 329 del presente Tratado se considerará 
concedida, y se aplicarán las disposiciones relativas a la cooperación reforzada”.  















LOS CONCEPTOS PROCESALES DEL SISTEMA DEL RECONOCIMIENTO 
MUTUO 
La introducción del principio del reconocimiento mutuo, tal como se 
acordó en el Consejo Europeo de Tampere y como quedó apuntado en el 
Programa de Medidas de 2001, ha supuesto la introducción de nuevos 
conceptos jurídicos en la cooperación judicial de la Unión Europea. En todas 
las normas de la cooperación judicial penal construidas conforme al principio 
del reconocimiento, se puede identificar una estructura lógica de conceptos 
que subyace y que se repite en todas ellas, así como unas reglas derivadas 
del referido principio, del que traen causa como aplicaciones suyas.  
No se trata de meras coincidencias casuales, sino que cabe deducir 
que se trata de una auténtica estructura lógica derivada del principio del 
reconocimiento, y que por tanto está llamada a repetirse en la futura 
normativa que se elabore en esta materia. Nos encontramos, por lo tanto, 
ante una auténtica estructura jurídica, manifestación de lógica procesal, que 
constituye la base sobre el que han de construirse las próximas directivas 
de la cooperación judicial penal, según el artículo 82 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea. 
El nuevo modelo, como estamos sosteniendo, ha requerido la 
construcción de nuevos conceptos o su reformulación de manera diferente a 
como se concebían en los convenios. A veces quedan formulados de forma 
explícita en las decisiones marco, otras veces se contienen de forma 
implícita en la normativa común; pero sólo identificándolos y 
comprendiéndolos se acaba de comprender el sentido y la lógica interna de 
esta nueva normativa. Entre los conceptos, nuevos o reformulados, que 
será imprescindible manejar en el nuevo sistema del reconocimiento mutuo 
destacan los de reconocimiento y ejecución, tal como son entendidos en 
esta nueva normativa; los de control judicial activo y control judicial pasivo, 
que quedan planteados de manera sustancialmente diferente a como 
quedaban resueltos en los modelos anteriores; los de presupuestos y 
exclusiones y las reglas de la ejecución (ejecución inmediata, ejecución 
íntegra y en sus propios términos); y por último el del título de la ejecución 
(título simple y título complejo). Hay más conceptos nuevos o reformulados, 
en las decisiones marco, pero estos son los más sobresalientes y de perfil 
más específicamente procesal. 
 
EMISIÓN, RECONOCIMIENTO Y EJECUCIÓN 
 Cuando se habla de reconocimiento de resoluciones judiciales, 
obviamente se parte de un antecedente lógico previo, que es la transmisión 
o comunicación por la autoridad emisora, de la resolución que ha de ser 
reconocida por la autoridad de ejecución. La resolución se convertirá en 
susceptible de ser reconocida por su incorporación a un título que lleva 
aparejada la obligatoriedad del reconocimiento y la ejecución. La creación 





de ese título y su transmisión es lo que se denomina “emisión” en las 
diferentes decisiones marco y en la directiva existente. La autoridad judicial 
emisora, por otra parte, sólo podrá incorporar al título ejecutable una 
determinada resolución si concurren ciertos presupuestos.  
La regulación de la transmisión de resoluciones por medio de la 
emisión de títulos de ejecución obligatoria está construida, a nuestro juicio 
sobre dos ideas fundamentales: la determinación de las resoluciones a las 
que se atribuye la cualidad de la equivalencia y la determinación del ámbito 
al que es aplicable el principio del reconocimiento, en la forma establecida 
por la decisión marco aplicable. El juego de estos dos criterios se traduce en 
la fijación de dos presupuestos distintos del reconocimiento: el presupuesto 
de la resolución adecuada, integrado por varios requisitos o elementos 
relativos a la naturaleza y objeto de la resolución que se transmite o la 
autoridad que la dicta; y el presupuesto de la infracción adecuada, que 
contiene los requisitos relativos al ámbito sustantivo de delitos a los que 
resulta aplicable el reconocimiento. 
 Una vez emitido un título y transmitido a la autoridad competente del 
Estado al que ha de corresponder la ejecución, se van a producir dos 
decisiones diferentes en el Estado de ejecución: la decisión sobre el 
reconocimiento y la decisión sobre la ejecución. Reconocimiento y ejecución 
son dos conceptos diferentes, que se corresponden con dos decisiones 
judiciales de contenido distinto.  
En la primera decisión marco que se construyó sobre el principio del 
reconocimiento, que fue la Decisión Marco de la Orden Europea de 
Detención, no se diferenciaba explícitamente entre reconocimiento y 
ejecución. El reconocimiento y la ejecución parecen quedar refundidos en 
una única decisión judicial que sería el resultado de una sola operación 
intelectual, de manera que a efectos prácticos parecen asimilarse ambos 
conceptos. Por esta razón, cuando se regulan en la Decisión Marco las 
causas de denegación, no se habla en absoluto de denegación del 
reconocimiento, sino que únicamente se habla de denegación de la 
ejecución.  
La confusión entre ambos conceptos puede apreciarse en los artículos 
3 y 4 de la Decisión Marco, donde se detallan los diferentes motivos que 
permiten rechazar la orden europea de detención. En la rúbrica que 
encabeza cada uno de estos dos artículos sólo se habla de motivos “para la 
no ejecución” de la orden de detención europea90. Además de las rúbricas 
de estos dos artículos, alusivas sólo a la denegación de la ejecución, en el 
texto del primero de ellos se dice que la autoridad judicial “denegará la 
ejecución de la orden de detención europea”, y en el segundo de ellos se 
dice que “podrá denegar la ejecución”.  
A diferencia de lo que ocurre en la Decisión Marco de la Orden 
Europea de Detención,  en las posteriores decisiones marco sí aparecen 
diferenciados los conceptos de reconocimiento y ejecución.  
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 El artículo 3 ostenta la rúbrica “Motivos para la no ejecución obligatoria de la orden de detención 
europea”, y el artículo 4 ostenta la rúbrica de “Motivos de la no ejecución facultativa de la orden de 
detención europea”.  
 





Si tomamos, por ejemplo la Decisión Marco 2003/577 relativa a la 
ejecución en la Unión Europea de las resoluciones de embargo preventivo 
de bienes y de aseguramiento de pruebas, encontramos que en su artículo 
1, al definir su objeto se dice que este consiste en establecer las normas en 
virtud de las cuales un Estado miembro “deberá reconocer y ejecutar en su 
territorio una resolución de embargo preventivo o de aseguramiento de 
pruebas”. Claramente aparece también la diferencia en el artículo 4 número 
4, donde se establece que cuando la autoridad judicial del Estado de 
ejecución que recibe una resolución de embargo o de aseguramiento de 
pruebas “no sea competente para reconocerla y adoptar las medidas 
necesarias para su ejecución, deberá transmitir dicha resolución, de oficio, a 
la autoridad competente para su ejecución”.  
En el artículo referido se distingue claramente entre una decisión 
relativa al reconocimiento, que ha de preceder a otra, lógicamente posterior 
como operación intelectual, consistente en adoptar las medidas necesarias 
para ejecutar la resolución que ha resultado reconocida.  
Igualmente se aprecia la diferencia en el artículo 5 número 1 de la 
misma Decisión Marco, donde se identifica una decisión de reconocimiento, 
que ha de llevarse a cabo “sin más trámite”, y una actividad posterior que 
se iniciará a continuación de la decisión de reconocer la resolución 
transmitida. Esta segunda decisión consistirá en tomar de inmediato las 
“medidas oportunas para su ejecución inmediata”91. Además, la distinción 
continúa manteniéndose cuando se remite, como excepción a la situación 
normal del reconocimiento y ejecución, a  “los motivos de no 
reconocimiento o de no ejecución” previstos en su artículo 7. Queda patente 
que no reconocimiento o no ejecución son dos decisiones diferentes y 
basadas en motivos diferentes.  
La misma terminología empleada en la Decisión Marco 2003/577, se 
mantiene ya invariablemente en todas las decisiones marco posteriores 
reguladoras de la cooperación judicial en la Unión Europea. Bajo el rótulo de 
motivos para el no reconocimiento o no ejecución se contiene en ellas una 
                                                          
91 Artículo 5 nº 1 Decisión Marco 2003/577: 
“Las autoridades judiciales competentes del Estado de ejecución reconocerán sin más trámite 
toda resolución de embargo preventivo de bienes o de aseguramiento de pruebas transmitida 
con arreglo al artículo 4 y tomarán de inmediato las medidas oportunas para su  ejecución 
inmediata, del mismo modo que en el caso de una resolución de embargo preventivo de 
bienes o de aseguramiento de pruebas dictada por una autoridad del Estado de ejecución, 
salvo que la citada autoridad decida acogerse a alguno de los motivos de no reconocimiento 
o de no ejecución previstos en el artículo 7 o a alguno de los motivos de suspensión previstos 
en el artículo 8. 
Cuando sea necesario garantizar la validez de las pruebas admitidas, y siempre que esas 
formalidades y procedimientos no sean contrarios a los principios fundamentales de Derecho 
en el Estado de ejecución, la autoridad judicial del Estado de ejecución también observará las 
formalidades y los procedimientos expresamente indicados por la autoridad judicial 
competente del Estado de emisión a la hora de ejecutar la resolución de embargo preventivo 
de bienes o de aseguramiento de pruebas. 
La ejecución de la resolución de embargo preventivo de bienes o de aseguramiento de 
pruebas se comunicará sin demora mediante informe a la autoridad competente del Estado 
de emisión por cualquier medio que pueda dejar constancia escrita”. 
 





serie variable de motivos que impiden, bien el reconocimiento o bien la 
ejecución de la resolución reconocida. Sin embargo la distinción conceptual 
no se refleja en la sistemática de los textos normativos ya que las causas de 
denegación del reconocimiento y las de denegación de la ejecución no se 
contienen en artículos o apartados diferentes. El legislador europeo, a pesar 
de distinguir ambos conceptos como diferentes, ha preferido no llevar a 
cabo una separación sistemática entre las causas de no reconocimiento y 
las de no ejecución, dejando para los intérpretes de los textos la 
identificación de cuáles de las causas de denegación recogidas en el listado 
correspondiente están relacionadas con uno u otro concepto.  
Alguna peculiaridad, meramente de matiz pero que proporciona más 
pistas acerca de la diferencia entre reconocimiento y ejecución, se aprecia 
en los términos empleados en la Decisión Marco 2008/978, relativa al 
exhorto europeo. En su artículo 11 número 1 se relaciona el reconocimiento 
con el exhorto mismo y su forma de transmisión; mientras que la ejecución 
se relaciona con la forma o los procedimientos para obtener las pruebas92. 
También en la Decisión Marco 2008/947, relativa a la aplicación del 
principio de reconocimiento mutuo de sentencias y resoluciones de libertad 
vigilada, se aprecia una redacción algo más explícita que en decisiones 
marco anteriores en el tiempo. En el número 7 de su artículo 6 se distingue 
entre el reconocimiento de la sentencia y la adopción de las medidas de 
vigilancia o la ejecución de la pena sustitutoria. El reconocimiento aparece 
relacionado con la sentencia o la resolución judicial de libertad vigilada y 
con el certificado, insinuándose que se corresponde con el examen y 
análisis de la referida sentencia o resolución judicial93. 
Desde el punto de vista puramente pasivo, el reconocimiento y la 
ejecución se corresponden con dos decisiones diferentes de la autoridad 
judicial de ejecución, como ya se ha dicho. El reconocimiento responde a la 
pregunta sobre si concurren los presupuestos que permiten identificar la 
resolución transmitida como una de las resoluciones que gozan de la 
cualidad de la equivalencia en la normativa común de la Unión Europea, si 
se haya dentro del ámbito sustantivo al que se aplica el principio del 
reconocimiento y si dicha resolución se ha incorporado a un título que, por 
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 Artículo 11 nº 1 Decisión Marco 2008/947 : 
”La autoridad de ejecución deberá reconocer un exhorto, transmitido de conformidad con el 
artículo 8, sin requerir otra formalidad, y adoptará inmediatamente las medidas necesarias para 
que se ejecute de la misma manera que si los objetos, documentos o datos fueran recabados 
por una autoridad del Estado de ejecución, salvo que decida oponer alguno de los motivos 
contemplados en el artículo 13 para denegar el reconocimiento o la ejecución, o alguno de los 
motivos de aplazamiento contemplados en el artículo 16”. 
 
93 Artículo 6 número 7 Decisión Marco 2008/947 :  
“Cuando la autoridad del Estado de ejecución que reciba una sentencia y, en su caso, una 
resolución de libertad vigilada, junto con el certificado mencionado en el apartado 1, no sea 
competente para reconocerla ni para adoptar las correspondientes medidas de vigilancia de las 
medidas de libertad vigilada o la pena sustitutiva, los transmitirá de oficio a la autoridad 
competente e informará de ello sin demora a la autoridad competente del Estado de emisión 
por cualquier medio que deje constancia escrita”. 
 





su forma y las menciones que contiene puede ser identificado como apto 
para obtener la cooperación solicitada. El reconocimiento aparece así como 
sinónimo de identificación positiva de la resolución, que para el juez de 
ejecución se presenta como conocida (es decir “no extraña”), revestida de 
la cualidad de la equivalencia y correspondiente al ámbito adecuado. Desde 
esta perspectiva, el reconocimiento es el resultado de una operación 
intelectual de examen formal externo y de examen interno de concurrencia 
de presupuestos procesales.  
La ejecución, sin embargo, se corresponde con una decisión diferente 
y posterior en la secuencia lógica de razonamientos y decisiones: si la 
resolución judicial transmitida es reconocida e identificada como 
equivalente, se pasará a adoptar todas las decisiones necesarias para 
llevarla a la práctica, salvo que alguna razón, jurídicamente válida lo 
impida, aunque el título transmitido sea en sí mismo válido. Por lo tanto la 
ejecución supone responder a la pregunta acerca de si, a pesar de ser la 
resolución equivalente y válida jurídicamente, existe alguna causa que 
obstaculice su eficacia total o parcialmente, de manera temporal o 
definitiva; bien sea el impedimento fáctico o bien sea jurídico. Establecido 
que nada impide la plena eficacia de la resolución válidamente emitida, ya 
sólo resta dar respuesta a la cuestión de en qué forma y por qué medios ha 
de ser obtenido el resultado procesal perseguido por la resolución dictada 
por la autoridad de emisión: cómo se ha de ejecutar. 
Para demostrar cuanto venimos diciendo, podemos tomar como 
ejemplo la Decisión Marco 2006/783, relativa a la aplicación del principio de 
reconocimiento mutuo de resoluciones de decomiso. En el artículo 8 de esta 
Decisión Marco se contiene el listado de motivos de “no reconocimiento o de 
no ejecución”. No obstante, hay que hacer la matización de que a estas 
causas hay que añadir otros motivos que se encuentran fuera del artículo 8, 
que por lo tanto, no es exhaustivo. Por ello a las causas de denegación 
recogidas en dicho artículo le añadiremos las que se encuentran en otros 
artículos, para obtener el panorama completo de las causas de denegación 
del reconocimiento y de las causas de denegación de la ejecución. 
 a) Causas de denegación del reconocimiento. 
 Con arreglo al criterio antes expuesto, podemos identificar las 
siguientes, como causas que impiden el reconocimiento de la resolución 
emitida. 
 1- Inadecuación de la resolución por la falta de firmeza, la autoridad 
que la dicta, el procedimiento en el que se dicta o por su contenido. 
Conforme a los artículos 1 y 2 de la Decisión Marco la resolución dictada por 
la autoridad de emisión no podrá ser reconocida si en el título transmitido 
no se aprecia la concurrencia de los presupuestos referidos a la firmeza de 
la resolución, la autoridad que la dicta (autoridad judicial), el procedimiento 
en el que se dicta (emitida en proceso penal) y su contenido (pena de 
comiso establecida sobre instrumentos, efectos o productos del delito). 
 2- Infracción inadecuada conforme al artículo 6 número 1 de la DM o 
que no cumple el requisito de la doble incriminación contemplado en el 
número 2 de dicho artículo (artículo 8 nº 2 letra b). 





 3- Defecto de forma en el título (artículo 8 nº 1).   
4- Juicio en rebeldía (artículo 8 nº 2 letra e). 
 5- Extraterritorialidad respecto al Estado de emisión (artículo 8 nº 2 
letra f). 
 6- Comiso ampliado que no tenga cobertura en la definición 
normativa del comiso ampliado regular contenida en la Decisión Marco 
2005/212 (artículo 8 nº 2 letra g). 
  7- Prescripción de la pena, conforme a la legislación del Estado de 
ejecución (artículo 8 nº 2 letra h), en determinados casos.  
8- Inmunidad o privilegio (artículo 8 número 2 letra c).  
b) Causas de denegación de la ejecución, aunque la resolución sea 
reconocida como válidamente emitida.  
Frente a las causas de denegación del reconocimiento, el artículo 8 de 
la DM recoge también algunas causas que consisten en acontecimientos o 
circunstancias que impiden, de modo definitivo o de modo indefinido, la 
ejecución de una resolución que, sin embargo, cumple con todos los 
presupuestos y requisitos formales que hacen obligatorio su reconocimiento. 
El problema surge aquí, no en relación con la transmisión de la resolución o 
con su equivalencia o el ámbito en el que se emite el título previsto en la 
Decisión Marco, sino que se plantea en el ámbito de la ejecución. Decimos 
que se trata de obstáculos definitivos o al menos que operan de manera 
indefinida, sin que sea previsible un plazo en el cual van a dejar de actuar 
tales obstáculos. Esta referencia a la duración indefinida sirve para 
diferenciarlas de las causas de suspensión, que no crean una situación 
permanente y duradera, sino una mera imposibilidad temporal de ejecución. 
   
1- Derechos de terceros.  
Aunque en el artículo 8 número 2 letra d de la Decisión Marco se 
hable incorrectamente de los legítimos derechos, tanto de terceros como de 
las partes, en realidad esta causa de denegación no da ninguna cobertura 
adicional a los derechos de las partes, sino que su efecto se extiende 
únicamente a la protección de los terceros. La decisión de comiso dictada 
por la autoridad de emisión, incluida su extensión sobre determinados 
bienes de la persona condenada por su relación con el delito, no puede ser 
revisada por la autoridad de ejecución. Únicamente podrá ser controlado el 
cumplimiento de los presupuestos que permiten solicitar el reconocimiento 
de la resolución, sometido a las matizaciones de las exclusiones 
potestativas. Pero todo ello se agota en el control de presupuestos, que 
forma parte de la decisión sobre el reconocimiento. La protección de los 
derechos de terceros, sin embargo, sí que tiene lugar en la fase de 
ejecución de la resolución reconocida. Durante la ejecución puede 
plantearse una tercería y ello puede conducir a declarar la legitimidad del 
derecho de un tercero de buena fe, lo que le permitirá sacar los bienes de la 
ejecución. La protección de los legítimos derechos de las partes únicamente 
puede ser invocada cuando las medidas de ejecución adoptadas por la 





autoridad judicial del Estado de ejecución desborden lo determinado por la 
autoridad de emisión y se afecten bienes que no han sido considerados 
como producto o instrumento del delito por la autoridad de ejecución. Sin 
embargo, esta incidencia de la ejecución no supone oponerse a la ejecución 
de la resolución transmitida, sino por el contrario, reclamar que la ejecución 
se ajuste estrictamente a lo dispuesto por la autoridad de emisión. 
La tercería es siempre una incidencia de la ejecución, siendo algo 
eventual, que puede producirse o no, y que no guarda relación con los 
presupuestos del reconocimiento. Por lo tanto esta causa deberá ser 
incluida entre los motivos de denegación de la ejecución. Al igual que en el 
caso de la inmunidad o privilegio, se trata de una imposibilidad jurídica de 
ejecución.   
2- Imposibilidad jurídica de ejecución por vulneración del principio ne 
bis in ídem (artículo 8 número 2 letra a). Parece más adecuado considerar 
este motivo como una causa de denegación de la ejecución por 
imposibilidad jurídica de que ejecutar una reunión que, sin embargo, 
cumple todos los presupuestos y requisitos para ser reconocida. 
3- Desaparición, destrucción o imposibilidad de localización. En el 
artículo 8 número 5 de la Decisión Marco se contemplan tres típicas causas 
imposibilidad fáctica de ejecución: la desaparición, la destrucción o la 
imposibilidad de localización del bien que debía ser decomisado. 
 c) Causas de suspensión de la ejecución.  
A diferencia de las causas de denegación de la ejecución, en el artículo 10 
número 1 se detallan los obstáculos que impiden la eficacia de la resolución 
reconocida de manera meramente temporal.  
 1- Riesgo de exceso en la ejecución de comiso de valor. Se recoge en 
el artículo 10 número 1 letra a de la Decisión Marco. Actúa en el caso en el 
que la autoridad de ejecución considere que hay riesgo de que el valor total 
derivado de su ejecución pueda exceder del importe especificado en la 
resolución como consecuencia de su ejecución simultánea en más de un 
Estado miembro. 
 2- Pendencia de recurso o tercería. La pendencia de un recurso 
contra la decisión de reconocimiento, en el procedimiento pasivo, o de una 
tercería sobre los bienes afectados por la ejecución, será causa de 
suspensión de la ejecución, como se contempla en la letra b del artículo 10 
número 1. 
 3- Interferencia con proceso penal en el Estado de ejecución. 
Conforme se establece en la letra c del mismo artículo y número, podrá 
acordarse la suspensión cuando la ejecución de la resolución de decomiso 
pueda impedir el buen desarrollo de una investigación o actuación penal en 
curso, durante el tiempo que la autoridad de ejecución estime razonable. 
 4- Duplicidad de ejecuciones. Esta causa se regula en la letra e del 
artículo referido. Opera en los casos en los que el bien ya es objeto de un 
procedimiento de decomiso en el Estado de ejecución. Su finalidad es 
mantener en suspenso la ejecución hasta que definitivamente pueda 





saberse si el bien ha desaparecido del patrimonio del condenado, por la 
ejecución de otra pena de comiso o no. 
 5- Necesidad de traducción de la resolución unida al certificado. Se 
contempla en la letra d. Normalmente no es necesario traducir la resolución 
judicial de la autoridad de emisión, sino sólo el certificado. Pero la autoridad 
de ejecución, en algunos casos puede considera necesario que la resolución 
de decomiso o partes de ella se traduzcan, a expensas del Estado de 
ejecución. En tal caso acordará la suspensión de la ejecución, por el tiempo 




CONTROL JUDICIAL ACTIVO Y CONTROL JUDICIAL PASIVO 
 
A) CONTROL JUDICIAL ACTIVO 
 La emisión de un certificado y el consiguiente reconocimiento, 
seguido de la ejecución de la resolución de la autoridad de emisión, 
suponen un doble de control de la cooperación judicial por parte de las 
autoridades judiciales o de las autoridades asimiladas competentes. Este 
doble control se actúa en las dos etapas en las que se desarrolla la actividad 
procesal tendente a generar una resolución equivalente y a su 
reconocimiento y ejecución: el procedimiento judicial activo, en el cual se 
produce la emisión; y el procedimiento pasivo, en el que se produce la 
decisión sobre el reconocimiento y la ejecución.  
El control se reparte entre las autoridades judiciales que intervienen 
en ambos procedimientos con criterios semejantes a los de la competencia 
funcional y sin excluir que la autoridad judicial de ejecución tenga una 
función de control relevante, aunque algunos campos queden vedados para 
el control judicial pasivo. Pero frente a esa restricción del control pasivo, 
hay que hacer notar también que éste puede extenderse, sin embargo, a 
campos que la autoridad de emisión no está obligada a tener en cuenta. 
Esta afirmación nos lleva a diferenciar conceptualmente entre el control 
judicial en el procedimiento activo y el control judicial en el procedimiento 
pasivo, cuyos ámbitos no son totalmente coincidentes.  
Cuando la ejecución de una resolución judicial conlleva la necesidad 
de recabar la cooperación de otro Estado de la Unión, la autoridad judicial 
ha de valorar la procedencia de la emisión del correspondiente certificado. 
Esta valoración, es el control el control judicial activo. En este momento, la 
autoridad competente para la emisión ha de atenerse a los presupuestos 
que permiten la válida emisión de un título apto para ser reconocido. Tales 
presupuestos vienen determinados en la correspondiente norma común 
europea, que obliga a los legisladores de los Estados miembros a trasponer 
su contenido a su Derecho interno.   
Como consecuencia del examen del conjunto de las decisiones marco 
y de las directivas existentes en esta materia, podemos identificar los 
siguientes presupuestos: 
1º Presupuesto de la resolución equivalente.  





2º Presupuesto relativo al ámbito sustantivo del reconocimiento: 
infracción adecuada.  
3º Presupuesto de la conexión territorial con el Estado de ejecución. 
1º Presupuesto de la resolución equivalente.  
Cada decisión marco contiene la definición de lo que se considera una 
resolución equivalente. Para ello se establecen los criterios que ha de reunir 
la resolución cuyo reconocimiento se solicita. Los criterios de la 
determinación de la equivalencia de la resolución suelen encontrarse en los 
primeros artículos de la decisión marco94 y hacen referencia al carácter de 
firme de la resolución, a la autoridad que la dicta, al procedimiento en el 
que se dicta y a su contenido, que incluye la clase de sanción impuesta o la 
actividad procesal que se ordena realizar en la resolución transmitida. 
 
2º.-Presupuesto relativo al ámbito sustantivo del reconocimiento: 
infracción adecuada.  
El principio del reconocimiento sólo se aplica a las infracciones que, 
conforme a lo establecido en las decisiones marco, se consideran 
adecuadas. Estas infracciones constituyen el ámbito sustantivo en el que 
desenvuelve el principio del reconocimiento.  
El presupuesto de la infracción adecuada se configura en las 
decisiones marco de manera diferente al resto de los presupuestos y puede 
ser formulado teóricamente desde dos perspectivas diferentes, pero 
coincidentes en sus resultados prácticos. En primer lugar puede 
contemplarse como un presupuesto dotado de una parte invariable e 
imperativa y de otra potestativa para los Estados, susceptible de ser 
modulada por los Estados en la regulación del control pasivo. La parte 
invariable e imperativa para todos los Estados, está integrada, en esta 
primera forma de entender el presupuesto, por los requisitos acumulativos 
de la pertenencia a la lista de delitos y del límite punitivo mínimo. La parte 
variable constaría de un suelo mínimo que los Estados pueden ampliar. El 
suelo mínimo de esa parte variable es la obligatoriedad de aplicar el 
reconocimiento a los delitos no pertenecientes a la lista, pero en los que se 
cumpla el requisito de la doble incriminación. Sin embargo se permite a los 
Estados ampliar este suelo mínimo y extender el reconocimiento a los 
delitos no pertenecientes a la lista, sin control de doble incriminación.  
La otra manera en la que se puede entender y formular teóricamente 
el presupuesto de la infracción adecuada, consiste en conceptuarlo como un 
presupuesto máximo consistente en la existencia de un delito, sin más 
                                                          
94 En la Decisión Marco 2008/978, este presupuesto se describe en los artículos 1 nº 1, 2 –c y en 
el artículo 5. En la DM 2003/577, se describe en sus artículos 1, 2 y 3 nº 1; en la DM 2002/584, en 
su artículo 1; en la DM 2006/783, en su artículo 2; en la DM 2005/214, en su artículo 1;  en la DM 
2008/909, en la letra a de su artículo 1; en la DM 2008/947, en sus artículos 1 y 2; y finalmente, en 
la DM 2009/829, se recogen fundamentalmente en su artículo 8.  
 





precisiones, que los Estados pueden reducir por vía de exclusión, 
estableciendo en su legislación interna que para los delitos no comprendidos 
en la lista o que no alcancen el límite punitivo mínimo, se denegará el 
reconocimiento si no se cumple la doble incriminación. Ambas maneras de 
formular el presupuesto conducen exactamente a las mismas consecuencias 
en la práctica.  
La redacción de las normas actualmente existentes, parece optar por 
esta última perspectiva, ya que suele omitirse la referencia a la falta de 
presupuestos en el listado de causas de denegación y sin embargo sí 
aparece en ese listado la posibilidad de denegar el reconocimiento por falta 
de doble incriminación. Tales listados parecen reservados básicamente a 
alojar las exclusiones y la vulneración del principio ne bis in idem, como 
causas de denegación del reconocimiento, así como las causas de 
denegación de la ejecución por imposibilidad material o jurídica. En este 
trabajo optamos por contemplarlo como un presupuesto dotado de una 
parte invariable y de otra variable, ya que hasta ahora los Estados están 
incorporando sistemáticamente a sus legislaciones de transposición el 
requisito de la doble incriminación. Por ello, siendo indiferente desde un 
punto de vista teórico, lo más práctico y lo más coherente con la realidad de 
las legislaciones de transposición parece ser adoptar este punto de vista.  
El control activo significa también que la autoridad de emisión ha de 
valorar si los hechos son constitutivos de uno de los delitos comprendidos 
en el ámbito sustantivo en el que entra en juego la cualidad de la 
equivalencia. Esto implica a su vez, la apreciación de que los delitos por los 
que se insta la transmisión de la resolución cuyo reconocimiento se 
pretende, han quedado suficientemente acreditados de manera indiciaria, o 
han quedado probados en juicio, en el caso de la transmisión de la 
ejecución de una sentencia.  
3º.- Presupuesto de la conexión territorial con el Estado de ejecución. 
Las decisiones marco contienen también un presupuesto procesal que 
cumple una función sustancialmente semejante a una norma de 
competencia. Es el presupuesto de la conexión territorial. No se trata en 
realidad de una norma de competencia territorial europea, puesto que el 
punto de conexión que se toma como relevante para determinar la 
competencia del foro no es siempre una conexión territorial (residencia o 
situación de los bienes). En ocasiones la conexión puede ser de 
nacionalidad. Las normas sobre conexión con el Estado de ejecución se 
sitúan habitualmente al final de las normas reguladoras de la etapa activa 
de la emisión. 
  
B) CONTROL JUDICIAL PASIVO 
La concurrencia de los presupuestos determinados en la norma 
europea ha de ser controlada por las autoridades judiciales competentes 
tanto antes de emitir (control activo por la autoridad de emisión) como 
antes de reconocer la resolución transmitida (control pasivo por la autoridad 
de ejecución). Sin embargo se producen algunos cambios en el control 





pasivo con respecto al control activo, el más relevante de los cuales es el 
del examen de la concurrencia de exclusiones, aunque no es el único.  
Una vez que se le ha transmitido el título, la autoridad judicial de 
ejecución tendrá que examinar si la resolución transmitida goza de la 
cualidad de la equivalencia, y esta decisión la tomará teniendo a la vista los 
mismos presupuestos por los que se ha regido la autoridad judicial de 
emisión. En principio el examen de la concurrencia de presupuestos es 
común para el control activo y para el control pasivo. Sin embargo pueden 
referirse algunas diferencias. Así, por ejemplo, la Decisión Marco del 
Exhorto Europeo introduce una diferencia entre el control activo y el control 
pasivo del presupuesto de la resolución equivalente, ya que su artículo 7 
incluye en este presupuesto el requisito de la  proporcionalidad, necesidad y 
legalidad, que sólo puede ser controlado por la autoridad de emisión sin 
posibilidad de control pasivo en el Estado de ejecución. 
El reparto funcional de potestades de las autoridades de emisión y de 
ejecución, con la delimitación de ámbitos diferentes para los respectivos 
controles, se refleja también en la valoración de la fundamentación fáctica 
de los delitos que motivan la emisión de la resolución. La autoridad judicial 
de ejecución no podrá en ningún caso es reexaminar los antecedentes de la 
resolución emitida para considerar si los hechos están suficientemente 
acreditados o no, como tampoco podrá valorar y si la resolución se ha 
formado correctamente o no conforme al Derecho procesal. 
Otra diferencia entre el control activo y el control pasivo se produce 
en la apreciación del presupuesto del ámbito sustantivo. Si el delito es de 
los que pertenecen a la lista, la autoridad de ejecución sólo podrá limitarse 
a comprobar que no hay error en la invocación de la lista por parte de la 
autoridad de emisión, pero si, por el contrario, el delito no es de los 
pertenecientes a la lista, llevará a cabo el control de doble incriminación en 
el caso de que su legislación interna así lo establezca.  
El control activo y el control pasivo también difieren, como 
consecuencia de la existencia de las exclusiones. Las normas del sistema 
del reconocimiento permiten a los Estados miembros incluir 
facultativamente en la legislación de transposición determinadas causas de 
exclusión que actúan como reducciones del ámbito del reconocimiento 
obligatorio. Es una manera de permitir a los Estados reducir algo las 
consecuencias de la aplicación estricta del principio del reconocimiento. Así 
pues, el control judicial pasivo de los presupuestos, en la forma ya vista, se 
completa con el examen de la concurrencia de las exclusiones permitidas 
por la decisión marco o la directiva correspondiente, que actúan como 
motivos de denegación del reconocimiento.  
La vigilancia del respeto del principio ne bis in ídem forma parte 
también del control pasivo previo al reconocimiento de la resolución 
transmitida, si bien puede y debe ser ejercida también por la autoridad de 
emisión. 
La causa de denegación propia del control del ne bis in idem es de 
naturaleza diferente a las exclusiones. Tiene en común con ellas la nota de 
que una y otras afectan al reconocimiento, cuya denegación provocan. Sin 





embargo, las exclusiones suponen una excepción a la aplicación del 
principio del reconocimiento, por cuanto se permite a los Estados, de 
manera facultativa, excluir la aplicación del principio del reconocimiento a 
determinados supuestos, aún cuando concurran todos los presupuestos que 
lo hacen obligatorio. Por el contrario, la denegación del reconocimiento por 
aplicación del principio ne bis in idem, ni guarda relación alguna con los 
presupuestos ni supone una excepción a la aplicación del principio del 
reconocimiento.  
La regla del ne bis in idem, no sólo no es contradictoria con el 
principio del reconocimiento, sino que es complementaria del mismo y 
condición para que pueda existir un auténtico espacio judicial europeo. El 
principio del reconocimiento contribuye a la circulación de las decisiones y la 
regla del ne bis in idem armoniza las consecuencias de la diversidad de las 
jurisdicciones, de la misma manera que aspira a hacerlo la regulación del 
conflicto de jurisdicciones95.  
El rechazo del reconocimiento de la resolución transmitida por 
aplicación del principio ne bis in ídem, supone la afirmación de la no 
subsistencia de la responsabilidad penal que forzosamente tiene que 
encontrarse en el origen de la emisión del título que se transmite para el 
reconocimiento. Si la responsabilidad penal no subsiste conforme a lo 
declarado en otro Estado de la Unión Europea, bien por declaración de su 
inexistencia (por sobreseimiento o sentencia absolutoria) o bien por 
cumplimiento de la pena impuesta o de las consecuencias alternativas 
acordadas, la imposibilidad de reconocer y ejecutar la resolución transmitida 
se impone como consecuencia del mismo principio de confianza que forma 
parte del principio de reconocimiento96.  
Las exclusiones se formulan siempre de manera potestativa, como 
posibilidades ofrecidas a los Estados para reducir la aplicación del principio 
del reconocimiento. La denegación vinculada al control pasivo del ne bis in 
idem, aunque en alguna decisión marco pueda estar todavía formulada de 
manera potestativa, sin embargo está llamada a configurar un control 
imperativo y con criterios unificados en toda la Unión Europea.  
El control judicial pasivo del ne bis in ídem es también diferente del 
control de ejecutabilidad. La decisión sobre la ejecutabilidad de la resolución 
reconocida, obviamente, deriva de causas que no afectan a la resolución en 
sí misma, que es válida y plenamente susceptible de ser reconocida, pero 
sin embargo por razones sobrevenidas, externas a la resolución transmitida, 
no puede ejecutarse. La aparición del ne bis in ídem, aunque sea 
sobrevenido, no puede calificarse en realidad de algo externo a la resolución 
judicial transmitida, puesto que implica en sí mismo su agotamiento por 
haber desplegado ya todas las consecuencias jurídicas posibles, sin que 
pueda ya por ello continuar desplegando efecto alguno. 
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 Council Framework Decision 2009/948/JHA of 30 November 2009 on prevention and 
settlement of conflicts of exercise of jurisdiction in criminal proceedings. 
 
96
 Véase la jurisprudencia sentada por el TJUE en los casos Gözütök y Brüegge (C-187/01 y C-
385/01) y del caso Gasparini y otros (C-467/04), entre otras sentencias que pueden citarse, con 
las matizaciones del caso Turansky (C-491/07) relativas a sobreseimientos provisionales. 





En lo referente a los requisitos de forma, el control activo y el control 
pasivo coinciden exactamente: la autoridad judicial emisora debe 
respetarlos y la autoridad de ejecución debe comprobar que se han 
cumplido.  
Al control pasivo de la concurrencia de los presupuestos y de las 
causas de exclusión, hay que añadir el control de la ejecutabilidad de la 
resolución transmitida, que corresponde también a la autoridad judicial de 
ejecución. Éste consiste en la valoración de las posibles circunstancias que 
puedan impedir la ejecución de la resolución transmitida, a pesar de que se 
cumplen los presupuestos y de que no concurren causas de exclusión del 
reconocimiento.  La resolución, que es perfectamente susceptible de ser 
reconocida, no puede sin embargo ser ejecutada por imposibilidad fáctica o 
jurídica, no contradictoria con el principio del reconocimiento. 
Volviendo de nuevo a la Decisión Marco 2006/783, que tomamos 
como modelo97, podemos ahora clasificar los motivos por los que puede 
denegarse el reconocimiento, en el momento del control judicial pasivo, 
estableciendo la diferencia entre presupuestos y exclusiones. Así, podremos 
identificar en primer lugar el control de la concurrencia de presupuestos. 
Éste incluirá en primer lugar, el examen del presupuesto de la equivalencia 
de la resolución conforme a los artículos 1 y 2 de la Decisión Marco, lo que 
comprende el requisito de la resolución adecuada y de la sanción adecuada. 
El requisito de la sanción adecuada se extiende también al rechazo del 
comiso ampliado irregular (artículo 8 nº 2 letra g), por no responder a la 
definición de la sanción adecuada. El control pasivo del presupuesto del 
ámbito sustantivo en el que se desenvuelve el principio del reconocimiento 
se contiene en los artículos 6 y 8 número 2 letra b y el presupuesto de la 
conexión territorial con el Estado destinatario se contempla en el artículo 4 
de la DM 2006/783.  
Como se puede apreciar, en el control de los presupuestos se produce 
generalmente una coincidencia casi total entre el control activo y el control 
pasivo. La única desviación a esta coincidencia, aparte de la imposibilidad 
de revisar los fundamentos fácticos del delito perseguido, se produce en la 
posibilidad de que los Estados sometan o no a doble incriminación los 
delitos no incluidos en la lista. Lo que esto supondría en realidad, para los 
Estados que lo aceptaran, sería la redefinición del presupuesto de la 
infracción adecuada, al extender el ámbito sustantivo a todos los delitos98. 
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 Utilizamos esta decisión marco como ejemplo por todas las demás, ya que en todas ellas 
podemos encontrar el control pasivo configurado de la misma manera, aunque la colocación 
sistemática de los presupuestos y de las exclusiones, así como el número de éstas, varíe en 
cada una de ellas. En todas las decisiones marco de la cooperación judicial entre Estados de la 
UE encontraremos la definición de los presupuestos y el listado de exclusiones, como causas 
de reducción del ámbito de aplicación del reconocimiento. En buena parte de ellas aparecerá 




 Esta Decisión Marco confirma nuestra apreciación anteriormente expuesta de que en el 
momento actual, resulta conveniente calificar el contenido de la norma relativa al ámbito 
sustantivo, como un presupuesto disponible por los Estados, aunque será difícil encontrar la 
renuncia a este presupuesto en las legislaciones de transposición de los Estados. 
 





Donde se produce la divergencia más llamativa entre el contenido del 
control activo y el del control pasivo es en realidad en las exclusiones y en 
la vigilancia del cumplimiento del principio ne bis in idem.  
Por lo que se refiere a las exclusiones, como vemos en la decisión 
marco que hemos tomado como modelo, éstas se limitan a cuatro 
supuestos en los que los Estados pueden reducir, en el aspecto pasivo, la 
aplicación del principio del reconocimiento mutuo: la posible existencia de 
un juicio en rebeldía (artículo 8 nº 2 letra e), la extraterritorialidad respecto 
al Estado de emisión (artículo 8 nº 2 letra f), o la prescripción de la pena en 
el Estado de ejecución (artículo 8 nº 2 letra h) y la existencia de inmunidad 
o privilegio (artículo 8 número 2 letra c).  
 El control pasivo del respeto del principio ne bis in idem se recoge en 
el artículo 7 número 1 letra c de la Decisión Marco 2006/783. 
 
 
LAS REGLAS DE LA EJECUCIÓN 
 
A) EJECUCIÓN INMEDIATA 
En el sistema de la asistencia mutua, por regla general no existen 
plazos obligatorios para la prestación del auxilio solicitado. Por el contrario 
todas las decisiones marco y la Directiva de la Orden de Protección formulan 
la regla de la ejecución inmediata, como complemento a la de la 
obligatoriedad del reconocimiento. De manera que no sólo es obligatorio 
reconocer la resolución transmitida, sino también proceder de manera 
inmediata a su ejecución.  
La existencia de esta regla se aprecia en la Decisión Marco 2008/978, 
relativa al exhorto europeo de obtención de pruebas, junto a la de la 
obligatoriedad del reconocimiento, en el artículo 11, número 1: “La 
autoridad de ejecución deberá reconocer un exhorto, transmitido de 
conformidad con el artículo 8, sin requerir otra formalidad, y adoptará 
inmediatamente las medidas necesarias para que se ejecute de la misma 
manera que si los objetos, documentos o datos fueran recabados por una 
autoridad del Estado de ejecución, salvo que decida oponer alguno de los 
motivos contemplados en el artículo 13 para denegar el reconocimiento o la 
ejecución, o alguno de los motivos de aplazamiento contemplados en el 
artículo 16”. Las excepciones a esta regla la constituyen los supuestos de 
imposibilidad de ejecución, temporal o definitiva. Así mismo, se fijan plazos 
para la total ejecución de la resolución transmitida99.  
                                                          
99 Según el artículo 15, número 3, “A menos que haya motivos para su aplazamiento de 
conformidad con el artículo 16 o que la autoridad de ejecución ya se encuentre en posesión de 
los objetos, documentos o datos requeridos, la autoridad de ejecución tomará posesión de los 
objetos, documentos o datos sin demora y, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 4, en un 
plazo máximo de 60 días contados a partir de la recepción del exhorto por la autoridad de 
ejecución competente”. Y según el número 1 del mismo artículo “Cuando la autoridad de 
emisión haya indicado en el exhorto que, debido a plazos procesales u otras circunstancias 
particularmente urgentes, se requiere un plazo más corto, la autoridad de ejecución tomará 
debida cuenta en la medida de lo posible de este requisito”. 
 





La Decisión Marco de la Orden Europea de Detención también recoge 
la regla de la ejecución sin demora y además de regular en el artículo 17 de 
la Decisión Marco los plazos máximos de duración del procedimiento para la 
decisión sobre la entrega100, en su artículo 23 se regula el plazo máximo 
para la ejecución de la decisión de entrega, una vez que el procedimiento 
para el reconocimiento ha concluido101. 
 En la Decisión Marco 2008/909 relativa a la ejecución de penas 
privativas de libertad, la regla de la ejecución inmediata se formula en el 
artículo 8 número 1102.  
En la Decisión Marco 2008/947 relativa a la ejecución de sentencias y 
resoluciones de libertad vigilada, el principio de la ejecución inmediata se 
contiene en el artículo 8, bajo la fórmula de la obligatoriedad de ejecución 
“sin demora”.  
La Decisión Marco 2003/577, de aseguramiento de pruebas y 
aseguramiento cautelar del comiso, formula la regla de la ejecución 
inmediata de la medida cautelar en su artículo 5.  
En la Decisión Marco 2005/214, relativa a la ejecución de sanciones 
pecuniarias, la ejecución inmediata se contiene en el artículo 6 y en la 
Decisión Marco 2006/783 relativa a la ejecución de las resoluciones de 
comiso definitivo, se contempla en términos muy similares, en el artículo 7.  
 
B) EJECUCIÓN ÍNTEGRA Y EN SUS PROPIOS TÉRMINOS DE LA 
RESOLUCIÓN TRANSMITIDA 
En los convenios del auxilio judicial no se ejecuta ninguna resolución 
de la autoridad judicial requirente, a lo sumo se prevé la obligatoriedad de 
respetar la forma de ejecución o las condiciones determinadas por la 
autoridad requirente en la comisión rogatoria, siempre que sea posible. En 
este sentido, hay convenios que contienen previsiones relativas al 
cumplimiento de formalidades o garantías en la obtención de las pruebas 
que hayan sido solicitadas por la autoridad del Estado requirente, siempre 
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 Por regla general, la persona buscada deberá ser entregada lo antes posible, en una fecha 
acordada entre las autoridades implicadas. En todo caso la entrega se producirá, a más tardar, 
diez días después de la decisión definitiva sobre la ejecución de la orden de detención 
europea. Transcurrido este plazo, si la persona reclamada se encuentra detenida, deberá ser 
puesta en libertad. No obstante, el plazo es prorrogable por acuerdo entre las autoridades de 




 Artículo 8 número 1 DM 2008/909: 
“La autoridad competente del Estado de ejecución reconocerá toda sentencia que haya sido 
transmitida de conformidad con el artículo 4 y mediante el procedimiento previsto en el artículo 
5, y adoptará sin dilación las medidas necesarias para la ejecución de la condena, a no ser que 
decida acogerse a alguno de los motivos de no reconocimiento y de no ejecución que se 
contemplan en el artículo 9”. 





que la legislación del Estado requerido no lo impida103. Por el contrario, las 
normas basadas en el principio del reconocimiento determinan, con mayor o 
menor precisión, lo que constituye el núcleo central o el contenido de la 
resolución transmitida que ha de respetarse por la autoridad de ejecución. 
Este núcleo central ha de ejecutarse tal y como lo ha dispuesto la autoridad 
de emisión, lo que en algunos casos conlleva la distinción entre dicho 
contenido central y las medidas para ejecutarlo.  
La ejecución, en las normas del principio del reconocimiento, se rige 
por lo que podemos denominar la regla de la ejecución íntegra y en sus 
propios términos de la resolución transmitida. Ésta se configura como una 
regla general que permite excepciones y que en algunas decisiones marco 
no se aplica a las concretas medidas de ejecución que quedan excluidas del 
núcleo central de la resolución.  
La regla general de la ejecución íntegra y en sus propios se plasma 
con bastante fidelidad en la Decisión Marco 2008/978 del exhorto europeo, 
en la Decisión Marco de la orden europea de detención, en la Decisión 
Marco 2008/909, relativa a la transmisión de la ejecución de penas 
privativas de libertad y el traslado de condenados y en la Decisión marco 
2005/214 relativa a la ejecución de sanciones pecuniarias. A lo sumo la 
regla permite limitadas excepciones en todas estas decisiones marco. 
En la Decisión Marco 2008/978 del exhorto europeo, la regla de la 
ejecución íntegra y en sus propios términos se desprende implícitamente del 
artículo 11 número 1, del que se deduce que han de ser obtenidos todos los 
objetos datos y documentos, igual que si se tratase de una resolución 
dictada por un juez nacional104, y además ha de consistir en el traslado de 
los “objetos, documentos o datos obtenidos conforme el exhorto al Estado 
de emisión” (artículo 15 nº 5 DM 2008/978). La ejecución en sus propios 
términos se matiza al diferenciar entre los objetos, documentos o datos 
solicitados y las medidas que sea necesario adoptar para su obtención. 
Conforme al artículo 11 número 2, estas medidas adoptarán siguiendo las 
normas de procedimiento aplicables en el Estado de ejecución pero se 
observarán también las formalidades y procedimientos expresamente 
indicados por la autoridad de emisión salvo que la presente Decisión Marco 
disponga lo contrario y siempre no sean contrarios a los principios jurídicos 
fundamentales del Estado de ejecución (artículo 12). Las medidas 
coercitivas sin embargo, sólo se adoptarán cuando sean procedentes con 
arreglo a la legislación del Estado de ejecución.   
 En la Decisión Marco de la orden europea de detención, la ejecución 
ha de ser evidentemente en los términos de la orden de detención emitida, 
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 En el artículo 4 número 1 del Convenio de Asistencia Judicial en Materia Penal entre los 
Estados Miembros de la Unión Europea de 2000, sí se dispone que el Estado requerido 
observará los trámites y procedimientos indicados expresamente por el Estado miembro 
requirente, salvo disposición contraria del Convenio. Una norma muy semejante a la del 
Convenio de Asistencia Judicial en Materia Penal entre los Estados Miembros de la Unión 
Europea de 2000 rige también en el artículo 9, del Convenio relativo al Blanqueo de 1991. 
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Según el artículo 11 número 1 de la DM 2008/978, la ejecución se llevará a cabo “de la 
misma manera que si los objetos, documentos o datos fueran recabados por una autoridad del 
Estado de ejecución”. 





puesto que consiste en la entrega, si bien los efectos de la entrega pueden 
quedar limitados como consecuencia del principio de especialidad o de la 
imposición de condiciones válidas, como la obligación de devolución del 
nacional entregado, para cumplimiento de la condena.  
La Decisión Marco 2008/909, relativa a la transmisión de la ejecución 
de penas privativas de libertad y el traslado de condenados, recoge de 
modo implícito la regla de la ejecución de la condena en sus propios 
términos, que se entiende como ejecución de la pena privativa de libertad 
en toda su duración y en forma sustancialmente coincidente con la 
correspondiente a la condena impuesta en el Estado de ejecución. La regla 
general se aprecia, a contrario sensu, en los números 2, 3 y 4 del artículo 8 
de la Decisión Marco, que prevén como excepciones la adaptación de la 
condena al Derecho del Estado de ejecución, modificando su duración o la 
forma o condiciones de la ejecución de la privación de libertad. 
La Decisión marco 2005/214 relativa a la ejecución de sanciones 
pecuniarias recoge también la regla general de la ejecución en sus propios 
términos. Ello equivale en el caso de las sanciones pecuniarias a ejecución 
íntegra, por la totalidad del importe al que asciende la sanción y  sin que 
pueda arbitrariamente conmutarse por otro tipo de sanción. Únicamente en 
algunos casos muy limitados se permite al Estado de ejecución aplicar una 
reducción del importe de la sanción. 
La Decisión Marco relativa al aseguramiento de pruebas y del comiso 
y la Decisión Marco de 2006 relativa al comiso introducen matizaciones a la 
regla de la ejecución íntegra y en sus propios términos. La Decisión Marco 
relativa al aseguramiento de pruebas y del comiso, en su artículo 5, 
diferencia entre la medida cautelar en sí misma, a la que se alude en el 
número, y la “medidas coercitivas complementarias” que pueda requerir sus 
ejecución. En cuanto a la medida, la norma sugiere que ha de acordarse la 
misma medida o una medida sustancialmente coincidente con ella, siempre 
que ésta no sea no sea contraria a “los principios fundamentales de Derecho 
en el Estado de ejecución”. Así mismo se regulan excepciones a la 
ejecución, de carácter temporal o definitivas, al igual que en las demás 
decisiones marco.  
La Decisión Marco de 2006 relativa al comiso formula también la 
regla general de le ejecución de la resolución transmitida en sus propios 
términos. Esto implica que, salvo las excepciones permitidas en la Decisión 
Marco, la ejecución ha de desarrollarse sobre los mismos bienes específicos  
determinados en el título transmitido; o sin reducciones sobre su importe, 
en el caso del comiso de valor. No obstante, hay que diferenciar también 
entre la ejecución del comiso mismo y las medidas para llevarla a cabo. El 
resultado que ha de obtenerse es el decomiso de la cosa específica o de la 
total suma de valor, pero las medidas concretas para la ejecución, serán las 
propias de la legislación del Estado requerido. 
Por último, la Decisión Marco 2008/947 relativa a la ejecución de 
condenas suspendidas o sustituidas por determinadas medidas de vigilancia 
o control del condenado, se orienta en un sentido sustancialmente diferente 
a las demás decisiones marco a la hora de regular la ejecución de la 
resolución transmitida. Las reglas del reconocimiento en sí mismas son las 





mismas que rigen en las demás decisiones marco, pero el modo en el que 
se ejecuta la resolución recurrida cambia, ya que las medidas sustitutorias 
de la pena, las condiciones de la suspensión o las medidas de vigilancia o 
control serán las que establezca la legislación del Estado de ejecución. El 
reconocimiento de la resolución transmitida no conlleva que la ejecución se 
desarrolle tal y como lo estableció la autoridad de emisión, sino como lo 
decida la autoridad de ejecución, legislación del Estado de ejecución, tal 
como se establece en su artículo 13.  
  
 EL CONCEPTO DE TÍTULO DE LA EJECUCIÓN 
 El sistema del reconocimiento mutuo, vincula el reconocimiento a la 
emisión y transmisión de un título, que lleva aparejada la virtualidad de 
producir el efecto jurídico del reconocimiento de la resolución que sirve de 
causa al título y que por ello produce la consecuencia de desencadenar las 
actuaciones de ejecución de la resolución judicial que se encuentra en su 
origen. El concepto de título comporta la concurrencia de tres notas 
características, que se encuentran presentes en todas las decisiones marco: 
 1- Forma rígidamente determinada. El título es un documento formal, 
sujeto a estrictos requisitos y que incluso debe constar en un determinado 
formato oficialmente aprobado. La forma y los contenidos del certificado 
están rígidamente regulados en los anexos de cada una de las decisiones 
marco, así como los medios por los que se puede proceder a su transmisión 
y el soporte en el que ha de efectuarse la transmisión (papel con firma 
original, soporte digital, transmisión por fax).  
 2- Examen judicial para su reconocimiento y ejecución limitado a 
aquello que consta en el propio título. Ello implica que el examen de la 
concurrencia de los presupuestos para el reconocimiento y ejecución ha de 
hacerse únicamente a tenor de los contenidos que figuran en el título. En 
general, no podrán examinarse aspectos no contemplados en el título, 
previamente a la decisión sobre la ejecución. Implica también la prohibición 
del examen de la formación interna de la decisión judicial que se halla en el 
origen de la emisión del título. 
 3- Obligatoriedad de la ejecución como efecto ligado al título. El título 
posee por sí mismo la eficacia jurídica de provocar la ejecución de la 
decisión judicial que consta en él, que por ello mismo y como regla general, 
ha de ejecutarse en sus propios términos. 
 El título es una pieza esencial del sistema del reconocimiento y está 
presente en todas las decisiones marco. En ocasiones el título es simple, ya 
que está formado por un solo documento, y en otras podemos decir que es 
complejo, ya que está integrado por dos documentos diferentes que juntos 
forman el título. El título es simple en la Decisión Marco del Exhorto Europeo 
y en la de la Orden de Detención Europea. En ambas decisiones marco, el 
título consiste en el documento oficial llamado certificado, que ha de 
ostentar la firma de la autoridad judicial emisora. El título es complejo en la 
Decisión Marco 2008/909 (transmisión de la ejecución de penas privativas 
de libertad), 2008/947 (medidas sustitutorias de penas y libertad vigilada), 
2003/577 (aseguramiento de prueba y aseguramiento cautelar de penas de 





comiso), 2005/214 (sanciones pecuniarias), 2006/783 (reconocimiento 
mutuo de penas de comiso). En estas cinco decisiones marco, el título se 
integra por el certificado y por el original o el testimonio de la resolución 
que se transmite y que origina la emisión del título. 
 En los títulos simples el certificado actúa en ocasiones como vehículo 
de transmisión de una resolución judicial, que existe por sí misma fuera del 
certificado. En otras ocasiones actúa como documento que contiene y 
documenta la resolución judicial misma. Para comprender esta doble 
función basta con pensar en que en algunos ordenamientos procesales, 
como ocurre en Francia, cuando se emite una comisión rogatoria no se dicta 
una resolución acordando expedir la comisión rogatoria y luego se procede 
a la firma y expedición de la comisión rogatoria. La comisión rogatoria 
original es la decisión judicial misma, que temporalmente sale del 
procedimiento penal y regresa al mismo una vez cumplimentada. Sin 
embargo en el Derecho Procesal español el juez de instrucción ha de dictar 
una providencia, o incluso un auto en los casos de intervenciones 
telefónicas o de registros, y luego ha de generarse la comisión rogatoria. 
Atendiendo a todas estas posibles situaciones, el certificado actúa en la 
Decisión Marco del exhorto europeo, bien como el soporte auténtico de la 
propia decisión judicial, o bien como un medio de comunicación del 
contenido de una decisión que tiene existencia propia fuera de él. En todos 
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VI LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DEL RECONOCIMIENTO A 
LA OBTENCIÓN DE PRUEBA: LA DECISIÓN MARCO 
2008/978/JAI DE 18 DE DICIEMBRE DE 2008, RELATIVA AL 
EXHORTO EUROPEO DE OBTENCIÓN DE PRUEBAS PARA 
RECABAR OBJETOS, DOCUMENTOS Y DATOS DESTINADOS A 
PROCEDIMIENTOS EN MATERIA PENAL 
 
 
OBJETO DE LA DECISIÓN MARCO 
 Pese a lo que pudiera haberse esperado, esta Decisión Marco no tiene 
por objeto establecer una regulación general del auxilio judicial que 
sustituya, entre los Estados de la Unión Europea, a la de los Convenios 
(CEAJ/SHCENGEN/C 2000). En lugar de eso, se limita a regular un sector 
parcial, coincidente con el contenido del aseguramiento de prueba regulado 
en la Decisión Marco 2003/577, de 22 de julio de 2003, relativa a la 
ejecución en la Unión Europea de las resoluciones de embargo preventivo 
de bienes y de aseguramiento de pruebas. En la Decisión Marco de 2003 se 
regula la medida cautelar, y en la Decisión Marco 2008/978, se regula la 
petición principal de transferencia de las pruebas aseguradas105. De la 
exposición de motivos de la Decisión Marco se deduce que procederá la 
emisión de una solicitud conforme a la Decisión Marco Decisión Marco 
2003/577, cuando la cooperación que se solicite a la autoridad de ejecución 
sea la mera conservación de los objetos, documentos o datos, pero no su 
transferencia; mientras que el exhorto europeo se librará cuando lo que se 
solicite sea la transferencia actual y no meramente futura o eventual, de los 
objetos, datos o documentos, al Estado de emisión106.  
El auxilio que puede solicitarse por medio del exhorto europeo se 
define en la Decisión Marco, positiva y negativamente. Positivamente, la 
Decisión Marco lo refiere únicamente a “objetos, documentos o datos” 
                                                          
105 Se aprecia claramente la relación entre ambas Decisiones Marco en la exposición de motivos 
de la de 2008: 
“(5) La Decisión Marco 2003/577/JAI del Consejo, de 22 de julio de 2003, relativa a la ejecución 
en la Unión Europea de las resoluciones de embargo preventivo de bienes y de aseguramiento 
de pruebas, aborda la necesidad del reconocimiento mutuo inmediato de resoluciones para 
prevenir la destrucción, transformación, desplazamiento, transferencia o enajenación de 
pruebas. Sin embargo, cubre solo la parte de la cooperación judicial en materia penal en 
cuanto a pruebas, y el traslado subsiguiente de las mismas se deja a los procedimientos de 
asistencia judicial. 
(6) Es por tanto necesario mejorar más la cooperación judicial aplicando el principio de 
reconocimiento mutuo a una resolución judicial, bajo la forma de un exhorto europeo, con el fin 
de obtener objetos, documentos y datos para su uso en procesos penales”. 
 
106 La relación entre la Decisión Marco 2008/978 del exhorto europeo y la Decisión Marco 
2003/577 de aseguramiento de prueba ha suscitado, no obstante, razonables dudas en cuanto 
a la posibilidad de solapamiento entre los contenidos de ambas: véase BACHMAIER WINTER, 
L. El exhorto europeo de obtención de pruebas en el proceso penal. Estudio y perspectivas de 
la Decisión Marco. Publicado bajo la coordinación de ARMENTA DEU, T. y GASCON 
INCHAUSTI, F. en El Derecho Procesal Penal en la Unión Europea. Tendencias actuales y 
perspectivas de futuro. Ed. COLEX, 2006.   





(artículo1 nº 1), que además han de ser preexistentes y localizables sin 
necesidad de llevar a cabo investigaciones107, lo que no impide que para su 
obtención tenga que recurrirse incluso a un registro en lugar cerrado. La 
condición para que puedan solicitarse por medio del exhorto esas piezas de 
convicción, datos o documentos, consiste en que las fuentes de prueba o los 
datos existan de manera indudable al tiempo del libramiento del exhorto y 
su paradero sea conocido, de manera que no sean necesarias 
investigaciones para encontrarlos o determinar de manera cierta su 
existencia. La investigación para la localización de las piezas de convicción, 
datos o documentos cuya existencia o paradero se desconoce, no podrá ser 
tampoco objeto del exhorto, como a continuación. No obstante si así lo 
indicara la autoridad de emisión, el exhorto “también comprenderá 
cualquier otro objeto, documento o dato que la autoridad de ejecución 
descubra al ejecutar el exhorto y que, sin mediar otras investigaciones 
complementarias, considere pertinente para los procedimientos a cuyos 
efectos haya sido emitido” (artículo 4 nº 5).  
Negativamente, en el número 2 del artículo 4 de la Decisión Marco se 
precisan una serie de actuaciones que no podrán ser solicitadas mediante la 
emisión de un exhorto europeo. Los supuestos de este listado negativo 
tienen en común la condición de que el auxilio pretendido consiste en la 
realización de actos de investigación o en la creación de pruebas que no 
existían previamente. Por esta razón se excluyen las entrevistas, 
declaraciones o interrogatorios; los registros corporales u la obtención de 
materiales orgánicos o datos biométricos directamente del cuerpo de 
cualquier persona, así como muestras de ADN o impresiones dactilares; la 
intervención de comunicaciones, la vigilancia policial o control en tiempo 
real de cuentas bancarias; el análisis de objetos, documentos o datos 
existentes; o la obtención de datos de comunicaciones retenidos por 
proveedores de un servicio de comunicaciones electrónicas o de una red de 
comunicaciones pública. Como excepción de alcance limitado a la 
prohibición de uso del exhorto para obtener declaraciones, se prevé en el 
número 6 del artículo 4 que podrá solicitarse que se tomen declaraciones 
complementarias, siempre que estén directamente relacionadas con las 





PRESUPUESTOS DEL EXHORTO EUROPEO 
 
                                                          
107
 Según se desprende del número 5 del mismo artículo 4, no podrán solicitarse 
investigaciones para averiguar la posible existencia o el paradero de piezas de convicción, 
documentos o datos de relevancia probatoria, cuando su propia existencia se desconoce o se 
ignora su paradero. 
 
108  Literalmente se dice: “No obstante lo dispuesto en el apartado 2, el exhorto, si así lo 
solicitara la autoridad de emisión, podrá comprender también la toma de declaraciones a las 
personas presentes durante la ejecución del exhorto y directamente relacionadas con el asunto 
a que se refiere. Las normas pertinentes del Estado de ejecución aplicables a los casos 
nacionales serán igualmente aplicables a dichas tomas de declaraciones”.  





A) EL PRESUPUESTO DE LA RESOLUCIÓN EQUIVALENTE 
 El presupuesto se cumple cuando concurren los requisitos que 
permiten que la resolución pueda ser reconocida como equivalente. 
a) Emisión por autoridad judicial o asimilada. 
Según la definición de autoridad de ejecución contenida en el artículo 
2 letra c de la Decisión Marco, el exhorto sólo puede ser emitido por una 
autoridad judicial o del Ministerio Fiscal109. Esta regla, formulada de manera 
rotunda y aparentemente sin excepciones, también ha de ser matizada ya 
que del artículo 11, número 4 de la Decisión Marco se deduce que también 
podrán emitir el exhorto ciertas autoridades asimiladas a las autoridades 
judiciales o del Ministerio Fiscal, pero que en sentido estricto no lo son. Este 
concepto podría incluir a las autoridades policiales o de agencias 
gubernamentales encargadas de la investigación de delitos, así como 
también a las autoridades administrativas que tramiten expedientes 
sancionadores que luego puedan ser impugnados ante las autoridades 
judiciales penales110. No obstante, las autoridades asimiladas no tienen en 
su plenitud las facultades propias de las autoridades judiciales (jueces y 
fiscales), ya que la Decisión Marco en su artículo 11 en sus números 4 y 5 
permite que los Estados exijan, por vía de exclusión, un requisito 
complementario de validación por juez o fiscal cuando se trate de exhortos 
emitidos por autoridades asimiladas. Este requisito se formula  en la letra e 
del artículo 13: “si, en uno de los casos a los que se hace referencia en el 
artículo 11, apartados 4 o 5, no se ha validado el exhorto”. En virtud de 
esta norma, los Estados pueden establecer que no se reconozca en 
determinadas circunstancias la emisión de exhortos por autoridades 
asimiladas a jueces o fiscales, si el exhorto emitido no ha sido validado por 
un juez o fiscal.  
b) Resolución dictada en proceso penal o procedimiento asimilado. 
                                                          
109 En el artículo 2 letra c de la Decisión Marco, se considera autoridad de emisión a: 
“i) un juez, tribunal, juez de instrucción o fiscal, o 
ii) cualquier otra autoridad judicial según se defina por el Estado de emisión y que, en el caso 
de que se trate, actúe en calidad de autoridad de investigación en procesos penales y tenga 




 Literalmente, el artículo 11, número 4, prevé que  “En caso de que la autoridad de emisión 
no fuera un juez, tribunal, juez de instrucción o fiscal y el exhorto no hubiera sido validado por 
una de las citadas autoridades del Estado de emisión, la autoridad de ejecución podrá resolver, 
en el caso concreto de que se trate, que no se lleven a cabo medidas de registro o incautación 
a efectos de la ejecución del exhorto. Antes de adoptar tal resolución, la autoridad de ejecución 
consultará a la autoridad competente del Estado de emisión”. Este número se completa, de 
manera poco clara con el número 5 del mismo artículo: “Cualquier Estado miembro podrá, en el 
momento de la adopción de la presente Decisión Marco, realizar una declaración o dirigir una 
notificación ulterior a la Secretaría General del Consejo para exigir dicha validación siempre 
que la autoridad de emisión no sea un juez, tribunal, juez de instrucción o fiscal y que, en un 
caso nacional similar y conforme a la legislación del Estado de ejecución, las medidas 
necesarias para la ejecución, del exhorto deban ser dictadas o supervisadas por un juez, 
tribunal, juez de instrucción o fiscal”. 
 





El exhorto ha de ser emitido en un proceso penal o proceso 
sancionador asimilado, entendiendo por tales los procedimientos judiciales o 
administrativos sancionadores, en los que quepa recurso o impugnación 
ante una autoridad judicial penal. En principio, el exhorto en los 
procedimientos sancionadores asimilados al proceso sólo debería emitirse 
por la autoridad judicial penal que conozca de la impugnación ante la 
jurisdicción penal. El requisito de la existencia del procedimiento penal o 
asimilado se contiene en el artículo 5 de la Decisión Marco111. 
c) Auxilio solicitado.  
Con arreglo al artículo 1, número 1, de la Decisión Marco el auxilio 
solicitado se limita a “objetos, documentos o datos”. Pero además, es 
preciso que su existencia y paradero se conozca o al menos se sospeche, 
sin que sea preciso llevar a cabo investigaciones para encontrarlos.  
Como se desprende del artículo 4, número 2, el exhorto europeo no 
es apto para llevar a cabo investigaciones. Su objeto es únicamente obtener 
con facilidad los datos o las pruebas materiales, incluyendo documentos, 
cuya existencia ya se conoce por la investigación previamente realizada. 
Hay que recordar que el número 2 del artículo 4 de la Decisión Marco 
delimita negativa y casuísticamente lo que se consideran actos de 
investigación que no pueden ser objeto del exhorto europeo, a los cuales ya 
nos hemos referido con anterioridad.  
El exhorto podrá utilizarse para solicitar el resultado de alguna de 
tales diligencias, propias de la investigación, que hayan sido practicadas ya 
anteriormente por las autoridades del Estado de ejecución en alguna 
investigación propia o en algún juicio y sus resultados obren ya en poder de 
la autoridad del Estado de ejecución. Por lo tanto, lo que se solicitará en el 
exhorto es la expedición de una copia certificada de los documentos 
preexistentes, en los que se haya plasmado el resultado de anteriores 
investigaciones, pero sin que se pueda solicitar ninguna diligencia propia de 
                                                          
111Artículo 5 Decisión Marco 2008/978: 
 “El exhorto puede emitirse: 
a) en los procesos penales entablados por una autoridad judicial o que van a entablarse ante 
una autoridad judicial por hechos constitutivos de delito con arreglo a la legislación nacional del 
Estado de emisión; 
b) en los procedimientos incoados por autoridades administrativas por hechos tipificados en la 
legislación nacional del Estado de emisión por ser infracciones de disposiciones legales,y 
cuando la decisión pueda dar lugar a un procedimiento ante una autoridad jurisdiccional 
competente, en particular, en materia penal; 
c) en los procedimientos incoados por autoridades judiciales respecto a hechos tipificados en la 
legislación nacional del Estado de emisión por ser infracciones de disposiciones legales, y 
cuando la decisión pueda dar lugar a ulteriores procedimientos ante una autoridad jurisdiccional 
competente, en particular, en materia penal, y 
d) en relación con los procedimientos mencionados en las letras a), b) y c) que se refieran a 
delitos o infracciones por los cuales una persona jurídica pueda ser considerada responsable o 
ser castigada en el Estado de emisión”. 
 





la investigación preliminar propia de la instrucción judicial o del Ministerio 
Fiscal112.   
 Los objetos, datos o documentos cuya existencia y localización esté 
determinada, al menos indiciariamente, pueden ser obtenidos mediante un 
registro en lugar cerrado (artículo 14 número 1), e incluso pueden conllevar 
la desposesión forzosa de quien tenga en su poder las piezas de convicción 
o los documentos originales.  En este sentido, la definición del artículo 2, 
letra e, de la Decisión Marco permite la adopción de medidas “por las que se 
requiera a una persona física o jurídica, por imperativo legal, la entrega o la 
participación en la entrega de objetos, documentos o datos, y cuyo 
incumplimiento pueda conllevar la ejecución sin el consentimiento de la 
persona o dar lugar a una sanción”. Esta es la definición que en dicho 
artículo se da de “registro o incautación”. 
 
B) NECESIDAD, PROPORCIONALIDAD Y LEGALIDAD EN EL ESTADO 
DE EMISIÓN 
 El artículo 7 de la Decisión Marco obliga a los Estados a incorporar 
necesariamente a su legislación interna un presupuesto, que tiene la 
particularidad de que sólo puede ser controlado por la autoridad de emisión 
y, en su caso, controlado por vía de recurso ante los Tribunales 
correspondientes para la resolución del recurso del mismo Estado. 
Claramente carece de control pasivo en el Estado de ejecución, tal como se 
desprende de la referencia exclusiva a la autoridad de emisión que se hace 
en el texto del artículo 7113, así como también del artículo 18 de la Decisión 
Marco, que regula la competencia funcional para la resolución de recursos.   
 
C) CONEXIÓN TERRITORIAL CON EL ESTADO DE EJECUCIÓN 
La conexión territorial con el Estado de ejecución se deduce de la 
definición de Estado de ejecución contenida en el artículo 2, letra b, 
entendiéndose por tal aquel Estado miembro en cuyo territorio se 
encuentran los objetos, documentos o datos o, en el caso de los datos 
electrónicos, el Estado en cuyo territorio son directamente accesibles, 
conforme a su propia legislación. 
 
                                                          
112
 Es en este sentido como se ha de entender el contenido del artículo 4, número 4, de la 
Decisión Marco: “El exhorto podrá emitirse para obtener los objetos, documentos o datos 
indicados en el apartado 2 cuando ya obren en poder de la autoridad de ejecución antes de la 
emisión del exhorto”. 
 
113
 Artículo 7: 
“Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para asegurarse de que el exhorto 
se expida solo cuando la autoridad de emisión considere que se cumplen las siguientes 
condiciones 
a) los objetos, documentos o datos recabados son necesarios y proporcionados al objeto de los 
procedimientos contemplados en el artículo 5; 
b) los objetos, documentos o datos podrían obtenerse conforme a la ley del Estado de emisión 
en un caso comparable si estuvieran disponibles en su territorio, aunque hubiera que utilizar 
para ello medidas procesales diferentes”. 
 





D) EL PRESUPUESTO DEL ÁMBITO SUSTANTIVO DE APLICACIÓN DEL 
PRINCIPIO DEL RECONOCIMIENTO 
 El principio del reconocimiento sólo entra en juego si la infracción por 
la que se procede es una de las consideradas en la Decisión Marco como 
adecuadas para la aplicación de tal principio. La infracción se considera 
siempre adecuada cuando tenga naturaleza de infracción penal o asimilada 
ella, según la propia Decisión Marco. Tienen la consideración de infracciones 
asimiladas a las penales, las infracciones de disposiciones legales que 
permiten la apertura de un procedimiento ante la jurisdicción penal.  
 La adecuación de la infracción no requiere en general apreciación de 
la doble incriminación ni de ningún otro requisito adicional, más allá de la 
naturaleza penal o asimilada de la infracción por que se procede. Toda 
infracción penal o asimilada será adecuada para solicitar la aplicación del 
principio del reconocimiento, por medio del exhorto europeo. Por lo tanto 
todos los delitos y las infracciones asimiladas a ellos constituyen el ámbito 
sustantivo de aplicación del principio del reconocimiento, en esta decisión 
marco. 
 Sin embargo, en algunos casos sí se exigen otros requisitos para 
valorar la adecuación de la infracción. La Decisión Marco establece la regla 
general referida en virtud de la cual todas las infracciones penales y 
asimiladas son consideradas adecuadas, sin que quepa ni sumisión a control 
de lista de delitos ni “verificación de la doble tipificación” (artículo 14 nº 1). 
Sin embargo esta regla tiene una excepción en el caso de los exhortos en 
los que se solicite “proceder a un registro o incautación”. 
La referencia a los registros no plantea ningún problema de 
interpretación, sin embargo es necesario delimitar previamente el concepto 
de exhortos que tengan por objeto una “incautación”. La localización y 
transferencia de las pruebas, que constituye la finalidad del exhorto 
europeo puede requerir la entrada en lugar cerrado, impuesta y ejecutada 
de manera coactiva. La correcta comprensión del ámbito de la excepción 
relativa a la “incautación” requiere para su comprensión remitirse a la 
finalidad de la Decisión Marco. Su fin es regular el exhorto europeo, que 
según el artículo 1 número 1 de la Decisión Marco tiene por objeto “recabar 
objetos, documentos y datos de otro Estado miembro para los 
procedimientos mencionados en el artículo 5”, es decir, como se expresa en 
el párrafo 6 de la exposición de motivos de la Decisión Marco, “para su uso 
en procesos penales”.  Este uso, evidentemente es el uso como prueba, 
pudiendo imponerse a la autoridad de emisión la obligación de devolver lo 
transferido, cuando haya concluido su uso probatorio, como se contempla 
en el artículo 15 número 6114. Desde esta perspectiva, por incautación ha de 
entenderse la ocupación de un bien con relevancia probatoria, con 
desposesión forzosa de algún particular en cuyo poder se encuentre, para 
permitir la transferencia al Estado de emisión a los efectos de su uso como 
prueba. La incautación forzosa con fines de decomiso no está contemplada 
                                                          
114 Artículo 15 nº“6 Decisión Marco 2008/978: “Cuando se trasladen los objetos, documentos o 
datos obtenidos, la autoridad de ejecución indicará si solicita que estos se devuelvan al Estado 
de ejecución tan pronto como deje de necesitarlos el Estado de emisión”. 





en esta Decisión Marco, que sólo abarca el destino para el uso probatorio. Si 
los bienes han de ser decomisados después de su utilización en juicio como 
prueba, habrá de emitirse un certificado amparado en la Decisión Marco 
2006/783/JAI de 6 de octubre de 2006, cuyo artículo prevé la transferencia 
de los bienes, pero la deja a la decisión del Estado de ejecución. 
En conclusión, cuando la transferencia de los bienes al Estado de 
emisión, para su uso probatorio, requiere el uso de la coerción por no 
mediar el consentimiento de su poseedor, habrá de emitirse un exhorto 
europeo. Pero si además las piezas de convicción han de ser decomisadas, 
conforme a la legislación del Estado de emisión, lo correcto será emitir un 
certificado conforme a la Decisión Marco de comiso, recabando la 
autorización del Estado de ejecución para que los bienes sean decomisados 
en el Estado en el que se ha celebrado el juicio, o bien devolviéndolos al 
Estado que los transfirió exclusivamente para su uso probatorio, para que 
sean sus autoridades las que ejecuten el decomiso. 
 Una vez delimitada la referencia a la incautación, podemos pasar ya a 
estudiar en qué consiste la excepción a la regla general de la adecuación de 
todas las infracciones penales y asimiladas. Para los registros o las 
incautaciones forzosas, en los números 2 y 3 del artículo 14, se establece el 
sistema de la lista de delitos, con control sólo de límite punitivo mínimo 
para los delitos de la lista, y posible control de doble incriminación para los 
que no estén comprendidos en la lista115. El listado de delitos coincide, de 
                                                          
115 “2. Cuando sea necesario proceder a un registro o una incautación para ejecutar el exhorto, 
en ningún caso estarán sujetos a la verificación de la doble tipificación los delitos que se 
enumeran a continuación si en el Estado de emisión están castigados con una pena privativa 
de libertad de al menos tres años en su grado máximo según la tipificación de la legislación de 
dicho Estado: 
— pertenencia a organización delictiva, 
— terrorismo, 
— trata de seres humanos, 
— explotación sexual de menores y pornografía infantil, 
— tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, 
— tráfico ilícito de armas, municiones y explosivos, 
— corrupción, 
— fraude, incluido el que afecte a los intereses financieros de las Comunidades Europeas con 
arreglo al Convenio de 26 de julio de 1995 relativo a la protección de los intereses financieros 
de las Comunidades Europeas (1), 
— blanqueo del producto del delito, 
— falsificación de moneda, incluida la falsificación del euro, 
— delitos informáticos, 
— delitos contra el medio ambiente, incluido el tráfico ilícito de especies animales protegidas y 
de especies y variedades vegetales protegidas, 
— ayuda a la entrada y a la residencia en situación ilegal, 
— homicidio, lesiones graves, 
— tráfico ilícito de órganos y tejidos humanos, 
— secuestro, detención ilegal y toma de rehenes, 
— racismo y xenofobia, 
— atraco organizado o a mano armada, 
— tráfico ilícito de bienes culturales, incluidas las antigüedades y las obras de arte, 
— estafa, 
— chantaje y extorsión, 
— falsificación y piratería de productos, 
— falsificación de documentos administrativos y tráfico de documentos administrativos falsos, 
— falsificación de medios del pago, 





manera casi milimétrica con el de la Decisión Marco 2002/584/JAI, de la 
orden europea de detención. Las únicas diferencias que se aprecian son 
mínimas variaciones terminológicas, carentes de toda trascendencia. En 
conclusión, cuando el exhorto tenga por objeto la práctica de un registro o 
de una ocupación de efectos para su uso como prueba, no todas las 
infracciones serán consideradas adecuadas, sino que será necesario llevar a 
cabo el control de correspondencia con la lista de delitos y de límite punitivo 
mínimo, o alternativamente el control de la doble incriminación. 
 
 
REQUISITOS DE FORMA, SOPORTE Y VÍA DE TRANSMISIÓN DEL 
EXHORTO EUROPEO 
 El exhorto es un documento de carácter formal, que deberá ser 
extendido, necesaria y rigurosamente, en el modelo oficial previsto en el 
anexo de la Decisión Marco. Habrá de ser remitido con firma original o 
susceptible de ser reconocida como equivalente a original. Además, si el 
exhorto está relacionado con otro anterior, del que es ampliatorio o 
complementario, o si es consecutivo o simultáneo a una solicitud de 
aseguramiento de prueba, deberá hacerse constar expresamente, tal como 
se establece en el artículo 9, número1. La posibilidad de librar un exhorto 
complementario a otro anterior puede ser llevada a cabo de forma 
sumamente ágil, cuando la autoridad de emisión esté participando en su 
ejecución en el territorio del Estado de ejecución y sobre la marcha surja la 
necesidad de nuevas diligencias, derivadas de los materiales probatorios 
obtenidos116.  
El exhorto tendrá que enviarse traducido al idioma del Estado de 
ejecución, salvo para los Estados que formulen declaración renunciando a 
esta exigencia (artículo 6 de la Decisión Marco). La vía de transmisión será 
la directa, salvo para aquellos Estados que hayan optado por el sistema de 
autoridad central receptora de los exhortos. El soporte en el que se 
                                                                                                                                                                          
— tráfico ilícito de sustancias hormonales y otros factores de crecimiento, 
— tráfico ilícito de materiales radiactivos o sustancias nucleares, 
— tráfico de vehículos robados, 
— violación, 
— incendio provocado, 
— delitos incluidos en la jurisdicción de la Corte Penal Internacional, 
— secuestro de aeronaves y buques, 
— sabotaje. 
3. Si el exhorto no guarda relación con ninguno de los delitos enumerados en el apartado 2 y 
su ejecución requiere que se practique un registro o una incautación, el reconocimiento o la 
ejecución del exhorto podrá estar sujeto a la condición de doble tipificación. 
En relación con los delitos en materia fiscal, aduanera o de cambio, el reconocimiento o la 
ejecución no podrán denegarse por el hecho de que la legislación del Estado de ejecución no 
imponga el mismo impuesto o tasa o su reglamentación fiscal, aduanera o de cambio sea 
diferente a la del Estado de emisión” 
 
116 En estos casos, la autoridad de emisión “podrá, sin perjuicio de las declaraciones 
efectuadas con arreglo al artículo 3, apartado 2, transmitir un exhorto que complete el anterior 
directamente a la autoridad de ejecución competente mientras se encuentre en dicho Estado” 
(artículo 9 nº 2 DM 2008/978). 
 





transmita no ha de ser necesariamente en papel, sino que cabe la 
transmisión digital o por fax, siempre que la imagen de la firma se 
transmita con el documento y sea suficientemente reconocible y verificable, 
o la firma sea electrónica. Todo ello se contempla en el artículo 8, números 
1 a 3 de la Decisión Marco. 
 El artículo 13, número 1, letra h, atribuye a los defectos de forma 
sustanciales la consecuencia del rechazo del exhorto, “si el formulario 
previsto en el anexo está incompleto o es manifiestamente incorrecto y no 
se ha completado o subsanado en un plazo razonable fijado por la autoridad 
de ejecución”. Antes de decidir la denegación por un defecto de forma, el 
número 5 del artículo 13, impone la consulta obligatoria con el Estado de 
emisión. La subsanación de los defectos de forma está también 
contemplada en el artículo 16, número 1117. 
 
 
EL RECONOCIMIENTO DEL EXHORTO EMITIDO: LOS LÍMITES DE LA 
OBLIGACIÓN DE RECONOCIMIENTO 
 
A) LA REGLA GENERAL DE OBLIGATORIEDAD DEL RECONOCIMIENTO 
La regla general se refleja en el artículo 11, número 1, que impone la 
obligatoriedad del reconocimiento y la posterior ejecución, siempre que 
concurran los presupuestos y los requisitos de forma y no concurra ninguna 
de las causas de exclusión que válidamente pueda haber establecido el 
Estado de ejecución en su legislación interna118. Esta regla general de 
obligatoriedad del reconocimiento, siempre que se cumplan los 
presupuestos y requisitos de forma se reafirma negativamente en la 
regulación de las causas de denegación del reconocimiento, contenida en el 
artículo 13 número 1 de la Decisión Marco. 
Como causas obligatorias de denegación se recogen en este artículo, 
la falta de alguno de los presupuestos para la válida emisión del exhorto y 
los defectos de forma. Con escaso rigor sistemático, en la letra b del 
número 1 del referido artículo 13 sólo se alude a la falta de uno de los 
presupuestos: el presupuesto de la infracción adecuada. No se comprende 
por qué ha de mencionarse uno sólo de los presupuestos. O no era preciso 
reiterar la falta de los presupuestos como motivo de denegación o deberían 
de figurar todos. En todo caso, no constituye una excepción al 
reconocimiento. 
                                                          
117 “Se podrá aplazar el reconocimiento del exhorto en el Estado de ejecución: 
a) si el formulario previsto en el anexo está incompleto o es manifiestamente incorrecto, hasta 
que se complete o se corrija, o 
b) si, en uno de los casos a los que se refiere el artículo 11, apartados 4 o 5, el exhorto no ha 
sido validado, hasta que se produzca dicha validación”. 
 
118
 “La autoridad de ejecución deberá reconocer un exhorto, transmitido de conformidad con el 
artículo 8, sin requerir otra formalidad, y adoptará inmediatamente las medidas necesarias para 
que se ejecute de la misma manera que si los objetos, documentos o datos fueran recabados 
por una autoridad del Estado de ejecución, salvo que decida oponer alguno de los motivos 
contemplados en el artículo 13 para denegar el reconocimiento o la ejecución, o alguno de los 
motivos de aplazamiento contemplados en el artículo 16”. 





En cuanto a los defectos de forma como causa de denegación, estos 
se recogen en la letra h del artículo 13 número 1. De la misma manera que 
sucede con la falta de presupuestos, tampoco se trata de una excepción al 
reconocimiento, sino que es parte de la formulación negativa de la regla del 
reconocimiento. 
 
B) LÍMITES OBLIGATORIOS: NE BIS IN IDEM 
El rechazo del exhorto por vulneración del principio ne bis in idem 
está previsto en el artículo 13 número 1 letra a de la Decisión Marco y en el 
número 5 del mismo como parte del control pasivo obligatorio para la 
autoridad judicial de ejecución. En este caso sí nos encontramos con una 
excepción a la regla del reconocimiento, pero que no es contradictoria con 
el principio del reconocimiento, sino una garantía de su adecuado 
funcionamiento, partiendo de una visión de conjunto de la totalidad de los 
ordenamientos procesales de los Estados de la Unión Europea. 
  
C) EXCEPCIONES POTESTATIVAS: EXCLUSIONES 
 Las exclusiones, con cuya transposición se permite a los Estados 
reducir la aplicación del principio del reconocimiento, se encuentran 
contenidas en el artículo 13, número 1, de la Decisión Marco, 
entremezcladas con la denegación por incumplimiento de los presupuestos o 
requisitos de forma y con causas que no impiden en principio el 
reconocimiento, pero en las cuales el obstáculo se sitúa en el momento de 
la ejecución. Las exclusiones que pueden válidamente establecer los 
Estados son las siguientes:  
 a) Inexistencia de medida equivalente a la solicitada en el exhorto.  
Esta causa opera cuando no sea “posible ejecutar el exhorto 
mediante ninguna de las medidas de que dispone la autoridad de ejecución 
en el caso específico con arreglo al artículo 11, apartado 3” (artículo 13 nº 2  
letra c, DM 2008/978). Si existe alguna medida semejante en el Derecho 
interno del Estado de ejecución, deberá necesariamente aplicarse, según se 
desprende del artículo 11, número 3, letra i, y por otra parte, 
necesariamente habrán de estar disponibles las medidas de registro o 
incautación forzosa, a las que también se alude en la letra ii, del mismo 
artículo y número119: 
b) Seguridad nacional o secreto de informaciones de inteligencia.  
Podrá denegarse la ejecución del auxilio “si, en un caso concreto, su 
ejecución pudiera lesionar intereses esenciales de seguridad nacional, 
                                                          
119 “3. Cada Estado miembro velará por que: 
i) cualesquiera medidas que hubieran estado disponibles en un caso nacional semejante en el 
Estado de ejecución lo estén también a los efectos de la ejecución del exhorto, y 
ii) se disponga de medidas, con inclusión del registro o la incautación, a efectos de la ejecución 
del exhorto, cuando este se refiera a cualquiera de los delitos que se mencionan en el artículo 
14, apartado 2”. 





comprometer a la fuente de la información, o implicar la utilización de 
información clasificada relacionada con determinadas actividades de 
inteligencia (artículo 13 nº 2 letra g, DM 2008/978). Será necesaria la 
consulta previa con el Estado de emisión (artículo 13 nº 5 DM 2008/978). 
 c) Exhorto librado por autoridad asimilada a judicial y no validado por 
juez o fiscal.  
Se contempla en la letra e del artículo 13: “si, en uno de los casos a 
los que se hace referencia en el artículo 11, apartados 4 o 5, no se ha 
validado el exhorto”. El artículo 11, número 4, parece limitar la exclusión a 
los exhortos en los que sea preciso practicar un registro o una incautación 
forzosa de bienes. Sin embargo el número 5 del artículo 11 parece prever la 
posibilidad de que la exclusión se extienda a cualquier diligencia que en el 
Estado de ejecución deba ser ejecutada necesariamente por un juez o un 
fiscal120.  
 d) Extraterritorialidad con respecto al Estado de emisión.  
Se prevé en la letra f, de manera que puede denegarse el 
reconocimiento en determinados casos, para limitar una posible aplicación 
extraterritorial excesiva de la ley penal del Estado de emisión si el hecho 
por el que se procede ha sido cometido fuera del Estado  de emisión y la 
legislación del Estado de ejecución no contempla ese delito o no permite su 
persecución o si el hecho delictivo ha sido cometido en el territorio del 
Estado de ejecución121. 
                                                          
120
 Artículo 11, número 5: “Cualquier Estado miembro podrá, en el momento de la adopción de 
la presente Decisión Marco, realizar una declaración o dirigir una notificación ulterior a la 
Secretaría General del Consejo para exigir dicha validación siempre que la autoridad de 
emisión no sea un juez, tribunal, juez de instrucción o fiscal y que, en un caso nacional similar y 
conforme a la legislación del Estado de ejecución, las medidas necesarias para la ejecución, 
del exhorto deban ser dictadas o supervisadas por un juez, tribunal, juez de instrucción o 
fiscal”. 
Artículo 11,número 4:  “En caso de que la autoridad de emisión no fuera un juez, tribunal, juez 
de instrucción o fiscal y el exhorto no hubiera sido validado por una de las citadas autoridades 
del Estado de emisión, la autoridad de ejecución podrá resolver, en el caso concreto de que se 
trate, que no se lleven a cabo medidas de registro o incautación a efectos de la ejecución del 
exhorto. 
121
 Artículo 13 número 1 letra f: 
“si el exhorto se refiere a hechos delictivos que: 
i) conforme a la legislación del Estado de ejecución se consideren cometidos en su totalidad, o 
en una parte importante o esencial, en el territorio de este o en un lugar equivalente a su 
territorio, o 
ii) se cometieron fuera del territorio del Estado de emisión y la legislación del Estado de 
ejecución no permite la acción penal contra tales delitos en caso de haber sido cometidos fuera 
del territorio de aquel Estado”. 
 La norma se completa con el contenido de los números 3 y 4 del mismo artículo 13:  
“3. Las autoridades competentes a que se refiere el apartado 2 adoptarán una decisión basada 
en el apartado 1, letra f), inciso i), en relación con delitos cometidos en parte en el territorio del 
Estado de ejecución, o en un lugar equivalente a su territorio, en circunstancias excepcionales 
y caso por caso, teniendo en cuenta las circunstancias del caso concreto y, en particular, si una 
parte importante o esencial del delito de que se trate ha tenido lugar en el Estado de emisión, si 
el exhorto se refiere a un acto que no constituye delito con arreglo a la ley del Estado de 





e) Inmunidad o privilegio.  
La existencia de una inmunidad o de un privilegio procesal 
semejante, conforme a la legislación del Estado de ejecución puede 
válidamente ser causa de rechazo del reconocimiento y ejecución de la 
resolución emitida (artículo 13 nº 2 letra d, DM 2008/978). 
 
 
LA EJECUCIÓN DEL EXHORTO RECONOCIDO: LAS REGLAS DE LA 
EJECUCIÓN 
 
A) EJECUCIÓN ÍNTEGRA Y SIN DEMORA DEL EXHORTO ACEPTADO Y 
SUS EXCEPCIONES.   
 La regla de la ejecución íntegra y sin demora del auxilio solicitado en 
el exhorto ya reconocido, se encuentra contiene, en primer lugar, en el 
artículo 11 número 1 de la Decisión Marco, de manera que el paso siguiente 
al reconocimiento es la ejecución inmediata y total del auxilio solicitado, 
siempre que no concurra alguna de las causas que impiden definitiva o 
temporalmente la ejecución. La regla general de la ejecución inmediata se 
precisa más adelante en el artículo 15, en el que se fija un plazo máximo de 
60 días para la obtención de los objetos, documentos o datos requeridos. 
No obstante, cuando la autoridad de emisión haya indicado en el exhorto 
que, debido a plazos procesales u otras circunstancias particularmente 
urgentes, se requiere un plazo más corto, la autoridad de ejecución 
cumplirá en la medida de lo posible de este requisito. La ejecución ha de 
consistir en traslado de los “objetos, documentos o datos obtenidos 
conforme el exhorto al Estado de emisión” (artículo 15 nº 5 DM 2008/978). 
Cuando se ejecute el traslado de los objetos, documentos o datos 
obtenidos, la autoridad de ejecución deberá indicar “si solicita que estos se 
devuelvan al Estado de ejecución tan pronto como deje de necesitarlos el 
Estado de emisión” (artículo 15 nº 6 DM 2008/978).  
Las excepciones a la regla de la ejecución inmediata son los 
supuestos de imposibilidad de ejecución, temporal o definitiva. Estas 
causas, tasadas en la Decisión Marco, son: 
 a) Imposibilidad material definitiva: 
 Imposibilidad material o fáctica de ejecución. Se deduce del artículo 
17 número 2 letra d, que se refiere a “la imposibilidad de ejecutar el 
exhorto debido a la desaparición o destrucción de los objetos, documentos o 
datos o a la imposibilidad de encontrarlos en el lugar indicado en el exhorto, 
o a la falta de precisiones suficientes sobre la ubicación de los objetos, 
                                                                                                                                                                          
ejecución y si fuera necesario llevar a cabo una operación de registro e incautación para la 
ejecución de dicho exhorto. 
4. Cuando una autoridad competente esté considerando la posibilidad de acogerse al motivo de 
denegación contemplado en el apartado 1, letra f), inciso i), consultará a Eurojust antes de 
dictar la resolución. 
En caso de que la autoridad competente esté en desacuerdo con el dictamen de Eurojust, los 
Estados miembros velarán por que motive su resolución y por que se informe al Consejo”. 
 





documentos o datos, a pesar de haberse consultado a la autoridad 
competente del Estado de emisión”. 
b) Imposibilidad temporal: 
 1-Interferencia con un proceso penal en el Estado de ejecución. Podrá 
suspenderse la ejecución si ésta puede perjudicar una investigación penal o 
actuaciones judiciales penales en curso, “hasta el momento que el Estado 
de ejecución lo considere razonable” (artículo 16 nº 2 letra a DM 
2008/978).  
 2-Uso probatorio en otro proceso penal en el Estado de ejecución. 
Podrá también suspenderse la ejecución si los objetos, documentos o datos 
de que se trate están siendo utilizados en otro procedimiento en el Estado 
de ejecución, “hasta que ya no se requieran con este fin” (artículo 16 nº 2 
letra b DM 2008/978).  
En todo caso, tan “pronto como dejen de existir las razones del 
aplazamiento, la autoridad de ejecución deberá adoptar las medidas 
necesarias para la ejecución del exhorto e informar sin demora a la 
autoridad competente afectado en el Estado de emisión por cualquier medio 
que pueda dejar constancia escrita” (artículo 16 nº 4 DM 2008/978). 
 
B) LA REGLAS RELATIVAS AL DESARROLLO DE LA EJECUCIÓN: 
LOCUS REGIT ACTUM Y FORUM REGIT ACTUM  
La primera regla que se afirma, como rectora del desarrollo de la 
ejecución es la regla locus regit actum, que se contiene implícitamente en el 
artículo 11 de la Decisión Marco. En este artículo se establece que la 
ejecución del exhorto se llevará a cabo “de la misma manera que si los 
objetos, documentos o datos fueran recabados por una autoridad del Estado 
de ejecución”, especificando que las concretas medidas que han de 
adoptarse se regirán por la legislación del Estado de ejecución, cuyas 
normas de procedimiento serán las aplicables.  No obstante, la ejecución 
deberá adaptarse a las necesidades de la autoridad de emisión, derivadas 
de su propio Derecho nacional, siempre que ello no sea contrario a “los 
principios jurídicos fundamentales del Estado de ejecución”, tal como se 
prevé en el artículo 12 de la Decisión Marco122.  
El artículo 12 termina con un paradójico e inexacto último inciso en el 
que se afirma que el “presente artículo no dará origen a una obligación de 
adoptar medidas coercitivas”. Basta con acudir al número 3 del artículo 11 
de la misma Decisión Marco para que esta afirmación quede desmentida, ya 
que según el apartado i del citado número 3, cualesquiera medidas que 
estén disponibles “en un caso nacional semejante en el Estado de ejecución” 
tendrán que estarlo también para la ejecución del exhorto. Es decir, que las 
medidas coercitivas serán también obligatorias para la ejecución del exhorto 
                                                          
122
 “La autoridad de ejecución observará las formalidades y procedimientos expresamente 
indicados por la autoridad de emisión salvo que la presente Decisión Marco disponga lo 
contrario y siempre que tales formalidades y procedimientos no sean contrarios a los principios 
jurídicos fundamentales del Estado de ejecución. El presente artículo no dará origen a una 
obligación de adoptar medidas coercitivas”. 





cuando en la legislación del Estado de ejecución existan medidas 
equivalentes. Por otra parte, esté o no esté prevista la posibilidad de la 
utilización de las medidas coercitivas de registro o incautación forzosa en el 
Estado de ejecución, estas medidas tendrán que estar forzosamente 
disponibles para la ejecución del exhorto siempre que el exhorto se haya 
emitido como consecuencia de uno de los delitos de la lista contemplada en 
el artículo 14 número 2. Así se desprende inequívocamente de lo dispuesto 
en el apartado ii del número 3 del referido artículo 11123. 
 Puede concluirse que en los artículos 11 y 12 se produce una 
combinación entre la regla locus regit actum y la regla forum regit actum. 
 
 
LA DISTRIBUCIÓN DE LA COMPETENCIA FUNCIONAL DURANTE LA 
EJECUCIÓN 
 El procedimiento pasivo para la ejecución del exhorto no se desarrolla 
de manera autónoma, en el sentido de quedar desconectado de lo que 
ocurra en el proceso del Estado de emisión. Por el contrario entre el 
procedimiento derivado y el procedimiento originario se mantiene una 
relación que podríamos calificar de accesoriedad. El resultado de la 
ejecución del exhorto es la obtención de una prueba llamada a desplegar su 
eficacia en el seno del procedimiento del Estado de emisión.  
Partiendo de la idea de la vinculación lógica al proceso originario, el 
artículo 18 de la Decisión Marco distribuye las facultades para conocer de 
los recursos y reserva para el Estado de emisión, como autoridad del 
proceso principal, la resolución de los recursos sobre los motivos de fondo. 
Ello implica que sólo en el seno de un recurso ante la autoridad de emisión  
pueda cuestionarse la necesidad, proporcionalidad y legalidad del auxilio 
solicitado en el exhorto. Pero este artículo va más allá ya que especialmente 
en sus números 1 y 6, subyace la idea de que si el recurso es estimado en 
el Estado de emisión el exhorto ha de quedar sin efecto, total o 
parcialmente, si así se desprende de la resolución que resuelve el recurso.  
La distribución de la competencia entre la autoridad de emisión y la 
de ejecución contempla positivamente el impacto en el procedimiento 
instrumental, de la resolución de un recurso sobre los presupuestos que 
pueda llevarse a cabo en el procedimiento principal. En la distribución de 
potestades, al Estado de ejecución únicamente le queda confiada la 
potestad de resolver recursos sobre incidencias procesales o sobre la 
concurrencia de exclusiones, defectos de forma, etc124. 
                                                          
123 “3. Cada Estado miembro velará por que: 
i) cualesquiera medidas que hubieran estado disponibles en un caso nacional semejante en el 
Estado de ejecución lo estén también a los efectos de la ejecución del exhorto, y 
ii) se disponga de medidas, con inclusión del registro o la incautación, a efectos de la ejecución 
del exhorto, cuando este se refiera a cualquiera de los delitos que se mencionan en el artículo 
14, apartado 2”. 
124 Artículo 18 
Recursos 





 Otra manifestación de la primacía del proceso originario es la regla de 
la obligatoriedad de acomodación a las formalidades requeridas por la 
autoridad de emisión. Como ya hemos visto, en el artículo 12 de la Decisión 
Marco se establece el criterio general de aplicación de “las formalidades y 
procedimientos expresamente indicados por la autoridad de emisión salvo 
que la presente Decisión Marco disponga lo contrario y siempre que tales 
formalidades y procedimientos no sean contrarios a los principios jurídicos 
fundamentales del Estado de ejecución”.  
                                                                                                                                                                          
1. Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para garantizar que cualquier 
parte interesada, incluidos terceros de buena fe, pueda recurrir contra el reconocimiento y 
ejecución de un exhorto de conformidad con el artículo 11, para preservar sus intereses 
legítimos. Los Estados miembros podrán limitar los recursos legales a los que se refiere el 
presente apartado a los casos en que el exhorto se ejecute mediante medidas coercitivas. El 
recurso deberá interponerse ante una autoridad jurisdiccional del Estado de ejecución de 
conformidad con el ordenamiento jurídico de dicho Estado. 
2. Los motivos de fondo por los que se haya expedido el exhorto, incluido el respeto de las 
condiciones enumeradas en el artículo 7, solo podrán impugnarse mediante un recurso 
interpuesto ante una autoridad jurisdiccional del Estado de emisión. El Estado de emisión 
garantizará la aplicabilidad de los recursos que se puedan interponer en una acción interna 
comparable. 
3. Los Estados miembros se asegurarán de que todos los plazos para interponer los recursos 
indicados en los apartados 1 y 2 se apliquen de un modo que garantice que las partes 
interesadas dispongan de un recurso legal efectivo. 
4. Si el recurso se plantea en el Estado de ejecución, se informará de ello a la autoridad judicial 
del Estado de emisión comunicándole los motivos en que se funda el recurso, para que pueda 
presentar las alegaciones que estime necesarias. Se le informará del resultado del recurso. 
5. Las autoridades de emisión y de ejecución adoptarán las medidas necesarias para facilitar el 
ejercicio del derecho de recurso a que se refieren los apartados 1 y 2, en particular facilitando 
información pertinente y adecuada a las partes interesadas. 
6. El Estado de ejecución podrá suspender el traslado de los objetos, documentos y datos de 
que se trate en espera del fallo sobre un recurso. 











VII LA APLICACIÓN DEL RECONOCIMIENTO AL 
ASEGURAMIENTO DEL COMISO Y AL ASEGURAMIENTO DE 




OBJETO DE LA DECISIÓN MARCO Y TERMINOLOGÍA  
EMPLEADA EN LA VERSIÓN ESPAÑOLA 
 El objeto de la Decisión Marco, entendido en el sentido de la finalidad 
perseguida, es establecer las normas en virtud de las cuales un Estado 
miembro deberá reconocer y ejecutar en su territorio una resolución que en 
el texto español se califica de “embargo preventivo o aseguramiento de 
pruebas” dictada por una autoridad judicial de otro Estado miembro en el 
marco de un procedimiento penal125. Su incorporación al Derecho interno 
español se produjo por medio de la Ley 18/2006, de 5 de junio, que fue 
acompañada por la Ley Orgánica 5/2006, la cual incluyó la necesaria 
referencia en el catálogo de competencias de los Juzgados de instrucción. 
 La propia Decisión Marco contiene la definición del “embargo 
preventivo” y del aseguramiento de pruebas en su artículo 2. En él se da 
una definición conjunta de ambos términos, teniendo esta consideración 
“cualquier medida tomada por una autoridad judicial competente del Estado 
de emisión para impedir provisionalmente la destrucción, transformación, 
desplazamiento, transferencia o enajenación de bienes que pudieran ser 
sometidos a decomiso o constituir elementos de prueba”.  
La primera consideración que ha de hacerse se refiere al objeto 
material sobre el que recaen las medidas cautelares contempladas en la 
Decisión Marco. Éste está constituido por bienes (cosas, dinero o derechos 
de valor económico) y por extensión, también sobre documentos o datos. 
Pero el aseguramiento contemplado en la Decisión Marco obedece a dos 
finalidades diferentes, hasta el punto de que podemos hablar de dos 
especies distintas de aseguramiento: el aseguramiento de prueba y el 
aseguramiento del comiso. 
El aseguramiento de prueba tiene como finalidad garantizar que la 
autoridad judicial ante la que se sigue un proceso penal, pueda disponer de 
determinados datos, documentos o bienes para su uso como prueba, que en 
un momento posterior le sean transferidos. Estos datos, documentos o 
                                                          
125 La Decisión Marco define su objeto, centrándose en los aspectos pasivo de la regulación 
que se contiene en su articulado: 
“Artículo 1 
Objeto 
La finalidad de la presente Decisión marco es la de establecer las normas en virtud de las 
cuales un Estado miembro deberá reconocer y ejecutar en su territorio una resolución de 
embargo preventivo o de aseguramiento de pruebas dictada por una autoridad judicial de otro 
Estado miembro en el marco de un procedimiento penal. No tendrá el efecto de modificar la 
obligación de respetar los derechos y principios jurídicos fundamentales recogidos en el 
artículo 6 del Tratado”. 
 





bienes son denominados en la Decisión Marco “elementos de prueba”126. Los 
bienes asegurados no lo son por sí mismos, por su valor o por su relación 
con el delito, sino sólo por su afectación al uso probatorio.  
La finalidad del aseguramiento de prueba (permitir que determinados 
bienes estén a disposición del juez o tribunal que necesita usarlos como 
prueba) no contempla que su uso abarque otras posibilidades. La razón por 
la que se impide su desaparición o destrucción o alteración de las cosas, es 
únicamente su uso probatorio, que queda consumido por su presentación en 
juicio o por su examen en el procedimiento preliminar, cuando este no 
desemboca en un juicio (por ejemplo ante una decisión de sobreseimiento). 
El problema surge cuando unos mismos bienes son susceptibles de uso 
probatorio, pero a su vez, por su relación con el delito procederá su 
decomiso. En tal caso los mismos bienes tendrán una naturaleza doble, 
como elementos de prueba y como bienes decomisables. Sin embargo no 
deben confundirse las dos finalidades procesales distintas del 
aseguramiento regulado en esta decisión marco. La primera finalidad se 
agota concluido el proceso y para su plena consecución basta con la 
transferencia de los elementos al Estado de emisión, eventualmente con 
condición de devolución. La segunda concluye cuando la pena de comiso se 
ejecuta y los bienes son destruidos o subastados y adjudicados al Tesoro 
público del Estado de ejecución, o en su caso compartido su importe con el 
Estado de emisión.  
El aseguramiento de prueba es un proceso instrumental del juicio 
mismo, al que sirve, mientras que el comiso es instrumental de la ejecución 
de la eventual sentencia condenatoria. La transferencia de la prueba, 
cautelarmente asegurada, está regulada en la Decisión Marco 2003/577 del 
exhorto europeo, mientras que el reconocimiento y ejecución de 
resoluciones de comiso, están minuciosamente regulados en la Decisión 
Marco 2006/783.  
Los bienes sobre los que recae una u otra clase de aseguramiento 
también son diferentes. El aseguramiento de prueba recae sobre bienes 
identificados por su afectación al uso probatorio como elementos de prueba, 
pero también pueden tener este carácter, además de las cosas en sentido 
estricto (cosas muebles en realidad) los datos o documentos. Por el 
contrario, el aseguramiento del comiso recae sobre bienes, lo que incluye 
tanto los bienes materiales muebles o inmuebles, como los inmateriales 
(derechos con valor económico) y los documentos acreditativos de un título 
o derecho, respecto a los que la autoridad judicial competente del Estado 
emisor considere: que constituyen el producto de un delito, que equivalen 
total o parcialmente al valor de dicho producto o que constituyen los 
instrumentos o los efectos del delito127. Por una parte, los bienes inmuebles 
                                                          
126 El artículo 2 letra e de la Decisión Marco contiene la definición de elementos, 
considerándose tales “los objetos, documentos o datos que puedan tener carácter probatorio 
en un proceso penal en relación con una infracción de las previstas en el artículo 3”. 
127 Mientras que el aseguramiento de pruebas aparece ligado a la expresión “elementos de 
prueba”, la letra d del artículo 2 vincula el comiso al término “bien”. Literalmente se dice: 





quedan expresamente incluidos mientras que los datos quedan, 
obviamente, fuera del ámbito del comiso y de su aseguramiento. Por otra 
parte tales bienes materiales, tienen la condición de decomisables por su 
relación con el delito, del que son instrumento o producto. 
  La segunda observación que surge al tratar del aseguramiento del 
comiso, se refiere al sentido que se asigna al término “embargo” en la 
Decisión Marco. El sentido que se asigna a esta expresión en la versión 
española de la Decisión Marco y en la Ley18/2006, de 5 de junio por la que 
se realiza su transposición al Derecho español, introduce un cambio 
importante respecto a la significación del término embargo en la tradición 
jurídica española. Hasta el año 2006, la Ley de Enjuiciamiento Criminal se 
atenía al concepto único de embargo, común al resto del ordenamiento 
jurídico español, de manera que podíamos hablar de la unidad del concepto 
del embargo.  
En la Ley de Enjuiciamiento Criminal, tradicionalmente se ha 
diferenciado entre el embargo de bienes y la ocupación o incautación 
provisional. Ambas medidas cautelares han venido siendo tradicionalmente 
diferentes, existiendo un elemento en común consistente en la afección de 
bienes para el aseguramiento de responsabilidades penales. El embargo 
preventivo, en su sentido tradicional, se regula en los artículos 589 a 614 
de la LECRIM y parte de la determinación inicial de una cantidad que se 
estima como suficiente para asegurar las responsabilidades pecuniarias que 
puedan establecerse en la futura sentencia. Si no se afianza suficientemente 
esa cantidad, entonces se procede a una búsqueda general de los bienes del 
imputado, acusado o tercero responsable y se afectan al aseguramiento de 
las responsabilidades que puedan declararse, los bienes que sean precisos 
hasta cubrir con su valor económico el importe de la cantidad estimada que 
ha de asegurarse128. Precisamente por esta vinculación a una suma de 
dinero asegurada, el embargo se reduce o amplía en función de las 
                                                                                                                                                                          
“d) "bien": cualquier tipo de bien, sea material o inmaterial, mueble o inmueble, así como los 
documentos con fuerza jurídica u otros documentos acreditativos de un título o derecho sobre 
ese bien, de los que la autoridad judicial competente del Estado emisor considere: 
- que constituyen el producto de una infracción de las contempladas en el artículo 3 o equivalen 
total o parcialmente al valor de dicho producto, o 
- que constituyen los instrumentos o los objetos de dicha infracción” 
 
128 Son especialmente reveladores de la significación tradicional del término embargo los 
artículos 589 y 597 de la LECRIM:  
 
“Artículo 589.  
Cuando del sumario resulten indicios de criminalidad contra una persona, se mandará por el 
Juez que preste fianza bastante para asegurar las responsabilidades pecuniarias que en 
definitiva puedan declararse procedentes, decretándose en el mismo auto el embargo de 
bienes suficientes para cubrir dichas responsabilidades si no prestare la fianza. 
La cantidad de ésta se fijará en el mismo auto y no podrá bajar de la tercera parte más de todo 
el importe probable de las responsabilidades pecuniarias”. 
 
“Artículo 597.  
Si en el día siguiente al de la notificación del auto dictado con arreglo a lo dispuesto en el 
artículo 589 no se prestase la fianza, se procederá al embargo de bienes del procesado, 
requiriéndole para que señale los suficientes a cubrir la cantidad que se hubiese fijado para las 
responsabilidades pecuniarias”. 





variaciones que pueda experimentar la suma prevista de las 
responsabilidades pecuniarias, tal como se prevé en los artículos 611 y 612 
de la LECRIM129.  
Consecuentemente con la unidad tradicional  del concepto del 
embargo, el artículo 614 de la LECRIM, finaliza el título IX que lleva la 
rúbrica “De las fianzas y embargos” del Libro II130 remitiéndose a la Ley de 
Enjuiciamiento Civil como norma supletoria en lo concerniente al 
embargo131. El artículo 727 de la vigente Ley de Enjuiciamiento Civil de 
2000, que también se atiene al concepto tradicional diferencia entre el 
embargo preventivo, dirigido a asegurar las condenas a entregar sumas de 
dinero, frutos, rentas y cosas fungibles valorables en dinero, y otras 
medidas sobre bienes determinados y específicos. Estas otras medidas 
sobre bienes específicos son la intervención o administración judicial de 
bienes productivos, el depósito de bienes muebles, la anotación en registros 
públicos, la intervención y depósito de ingresos, etc132. 
                                                          
129 Artículo 611.  
Si durante el curso del juicio sobrevinieren motivos bastantes para creer que las 
responsabilidades pecuniarias que en definitiva puedan exigirse excederán de la cantidad 
prefijada para asegurarlas, se mandará por auto ampliar la fianza o embargo. 
Artículo 612.  
También se dictará auto mandando reducir la fianza y el embargo a menor cantidad que la 
prefijada si resultasen motivos bastantes para creer que la cantidad mandada afianzar es 




 Título IX del Libro II de la LECRIM 
 
131 Artículo 614. 
En todo lo que no esté previsto en este título, los Jueces y Tribunales aplicarán lo dispuesto en 
la legislación civil sobre fianzas y embargos. 
132 Artículo 727. Medidas cautelares específicas. 
Conforme a lo establecido en el artículo anterior, podrán acordarse, entre otras, las siguientes 
medidas cautelares: 
1. El embargo preventivo de bienes, para asegurar la ejecución de sentencias de condena 
a la entrega de cantidades de dinero o de frutos, rentas y cosas fungibles computables 
a metálico por aplicación de precios ciertos. 
Fuera de los casos del párrafo anterior, también será procedente el embargo preventivo 
si resultare medida idónea y no sustituible por otra de igual o superior eficacia y menor 
onerosidad para el demandado. 
2. La intervención o la administración judiciales de bienes productivos, cuando se 
pretenda sentencia de condena a entregarlos a título de dueño, usufructuario o 
cualquier otro que comporte interés legítimo en mantener o mejorar la productividad o 
cuando la garantía de ésta sea de primordial interés para la efectividad de la condena 
que pudiere recaer. 
3. El depósito de cosa mueble, cuando la demanda pretenda la condena a entregarla y se 
encuentre en posesión del demandado. 
4. La formación de inventarios de bienes, en las condiciones que el tribunal disponga. 





 En suma, en el concepto tradicional el embargo es la medida cautelar 
dirigida al aseguramiento de sumas genéricas. Aplicada esta idea al Derecho 
procesal penal suponía diferenciar entre el embargo y la medida cautelar 
dirigida a asegurar el comiso de bienes específicos por su relación con el 
delito que era la incautación u ocupación provisional. Esta otra medida 
cautelar no se dirige contra los bienes, en general, de la persona 
indiciariamente responsable, sino contra determinados bienes, por razón de 
su relación con el delito, del que provienen o han sido instrumento133.  
La incautación provisional de instrumentos o efectos para asegurar 
una previsible pena de comiso, hasta la reforma operada en 2006, se 
regulaba en la LECRIM, claramente diferencia del embargo y tratada 
conjuntamente con el aseguramiento de las piezas de convicción en 
diferentes artículos, con terminología fluctuante o cambiante. En el artículo 
282 se habla de “recogida” de efectos, instrumentos y pruebas134; en el 
                                                                                                                                                                          
5. La anotación preventiva de demanda, cuando ésta se refiera a bienes o derechos 
susceptibles de inscripción en Registros públicos. 
6. Otras anotaciones registrales, en casos en que la publicidad registral sea útil para el 
buen fin de la ejecución. 
7. La orden judicial de cesar provisionalmente en una actividad; la de abstenerse 
temporalmente de llevar a cabo una conducta; o la prohibición temporal de interrumpir 
o de cesar en la realización de una prestación que viniera llevándose a cabo. 
8. La intervención y depósito de ingresos obtenidos mediante una actividad que se 
considere ilícita y cuya prohibición o cesación se pretenda en la demanda, así como la 
consignación o depósito de las cantidades que se reclamen en concepto de 
remuneración de la propiedad intelectual. 
9. El depósito temporal de ejemplares de las obras u objetos que se reputen producidos 
con infracción de las normas sobre propiedad intelectual e industrial, así como el 
depósito del material empleado para su producción. 
10. La suspensión de acuerdos sociales impugnados, cuando el demandante o 
demandantes representen, al menos, el 1 o el 5 % del capital social, según que la 
sociedad demandada hubiere o no emitido valores que, en el momento de la 
impugnación, estuvieren admitidos a negociación en mercado secundario oficial. 
11. Aquellas otras medidas que, para la protección de ciertos derechos, prevean 
expresamente las leyes, o que se estimen necesarias para asegurar la efectividad de la 




 En el concepto tradicional del embargo, esta medida cautelar se utiliza para asegurar multas 
o sumas de dinero en concepto de responsabilidad civil. Únicamente podía hablarse de 
embargo para el aseguramiento del comiso cuando se tratase de un comiso de valor, ya que 
son los únicos comisos en los que se persiguen sumas genéricas. Véase CHOCLÁN 
MONTALVO, A. El comiso y la confiscación. Medidas contra las situaciones patrimoniales 
ilícitas. Incluido en el volumen Prevención y represión del blanqueo de capitales. Publicado en 
Estudios de Derecho Judicial, nº 28. Editado por el Consejo General del Poder Judicial y el 
Ministerio de Economía y Hacienda. Madrid, 2000 
 
134 Artículo 282.  
La Policía judicial tiene por objeto y será obligación de todos los que la componen, averiguar 
los delitos públicos que se cometieren en su territorio o demarcación; practicar, según sus 
atribuciones, las diligencias necesarias para comprobarlos y descubrir a los delincuentes, y 
recoger todos los efectos, instrumentos o pruebas del delito de cuya desaparición hubiere 
peligro, poniéndolos a disposición de la Autoridad Judicial. 
Si el delito fuera de los que sólo pueden perseguirse a instancia de parte legítima, tendrán la 
misma obligación expresada en el párrafo anterior, si se les requiere al efecto. La ausencia de 





artículo 282 bis número 1 se utiliza el término incautación135 al regular la 
actividad de los agentes encubiertos; y en el artículo 635 se habla de 
retención y de incautación136. En otros, como los artículos 326, 334 y 338, 
se habla de recogida, custodia, conservación o retención.  
Sin embargo, la distinción entre embargo e incautación provisional 
para comiso se rompe parcialmente en el texto de la LECRIM como 
consecuencia de la reforma operada por Ley 18/2006 de 5 de junio “para la 
eficacia en la Unión Europea de las resoluciones de embargo y de 
aseguramiento de pruebas en procedimientos penales”. Esta Ley, en la que 
se lleva a cabo la transposición de la Decisión Marco introduce también en 
la LECRIM una serie de artículos, iniciada por el artículo 367 bis, en los que 
se regula el destino de los bienes que han de ser decomisados. En el 
artículo citado se incluye la referencia a bienes “embargados” destinados al 
decomiso137. Los efectos, lo que incluye a los bienes embargados para ser 
decomisados serán conservados o destruidos cuando sea necesario, con 
arreglo al artículo 367 ter, o incluso realizarse anticipadamente, conforme al 
artículo 367 quater. En el número 3 de este último artículo se contiene una 
referencia explícita a los bienes embargados “en aplicación de la Ley para la 
eficacia en la Unión Europea de las resoluciones de embargo y de 
aseguramiento de pruebas en procedimientos penales”, aplicando el término 
                                                                                                                                                                          
denuncia no impedirá la práctica de las primeras diligencias de prevención y aseguramiento de 
los delitos relativos a la propiedad intelectual e industrial. 
135
“A los fines previstos en el artículo anterior y cuando se trate de investigaciones que afecten a 
actividades propias de la delincuencia organizada, el Juez de Instrucción competente o el 
Ministerio Fiscal dando cuenta inmediata al Juez, podrán autorizar a funcionarios de la Policía 
Judicial, mediante resolución fundada y teniendo en cuenta su necesidad a los fines de la 
investigación, a actuar bajo identidad supuesta y a adquirir y transportar los objetos, efectos e 
instrumentos del delito y diferir la incautación de los mismos”. 
  
136 Artículo 635: 
Las piezas de convicción cuyo dueño fuere conocido continuarán retenidas si un tercero lo 
solicitare, hasta que se resuelva la acción civil que se propusiere entablar. 
En este caso, si el Tribunal accediere a la retención fijará el plazo dentro del cual habrá de 
acreditarse que la acción se ha entablado. 
Transcurrido el plazo que se fije según lo dispuesto en el párrafo anterior sin haberse 
acreditado el ejercicio de la acción civil, o si nadie hubiere reclamado que continúe la retención 
de las piezas de convicción, serán devueltas éstas a sus dueños. 
Se reputará dueño el que estuviere poseyendo la cosa al tiempo de incautarse de ella el Juez 
de instrucción. 
No obstante lo dispuesto en los párrafos anteriores, cuando las piezas de convicción entrañen, 
por su naturaleza, algún peligro grave para los intereses sociales o individuales, así respecto 
de las personas como de sus bienes, los Tribunales, en prevención de aquél, acordarán darles 
el destino que dispongan los Reglamentos o, en su caso, las inutilizarán previa la 
correspondiente indemnización, si procediera. 
 
137
 Artículo 367 bis.  
Tendrán la consideración de efectos judiciales, en el orden penal, todos aquellos bienes 
puestos a disposición judicial, embargados, incautados o aprehendidos en el curso de un 
procedimiento penal. 
  





embargo al aseguramiento del comiso bienes específicos por ser 
instrumentos o efectos procedentes del delito138.  
Podemos concluir que tras la entrada en vigor de la Ley para la 
eficacia en la Unión Europea de las resoluciones de embargo y de 
aseguramiento de pruebas en procedimientos penales, coexisten en nuestro 
Derecho Procesal Penal (al menos por ahora), dos conceptos diferentes de 
embargo: el concepto tradicional, como aseguramiento de sumas genéricas 
(multas y responsabilidades civiles pecuniarias); y la extensión de este 
término en el campo de la cooperación judicial internacional, aplicando 
también la misma denominación a la medida cautelar de aseguramiento de 
bienes específicos que constituyan instrumentos o productos del delito 
nuevo concepto, a efectos de decomiso. 
El articulado originario de la Ley de Enjuiciamiento Criminal continúa 
reservando el término embargo para el aseguramiento genérico de sumas 
de dinero, mientras que el aseguramiento del comiso de bienes específicos 
que tengan la consideración de instrumentos o efectos del delito recibe el 
nombre de incautación u ocupación provisional. Paralelamente, en los 
nuevos artículos se utiliza también el embargo para aludir al aseguramiento 
de instrumentos y efectos del delito cuando la medida cautelar se ha 
acordado en el marco de la cooperación judicial internacional. Resulta así 
que actualmente (y por ahora) existen dos acepciones distintas del término 
embargo en nuestro Derecho Procesal penal. 
Tanto en la traducción española de la Decisión Marco 2003/577 como 
en la Ley 18/2006, de 5 de junio, de transposición de esta Decisión Marco, 
se ha optado por utilizar el término embargo como denominación de la 
medida cautelar transnacional que afecta bienes al aseguramiento del 
comiso fuera de las fronteras de un Estado de la Unión Europea. Puede ser 
discutible la necesidad de abandonar la unidad del concepto de embargo y 
su significado tradicional, pero lo cierto es que esta ruptura con la tradición 
jurídica se ha producido139.  
 
                                                          
138
 “3. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, cuando el bien de que se trate esté 
embargado en ejecución de un acuerdo adoptado por una autoridad judicial extranjera en 
aplicación de la Ley para la eficacia en la Unión Europea de las resoluciones de embargo y de 
aseguramiento de pruebas en procedimientos penales, su realización no podrá llevarse a cabo 
sin obtener previamente la autorización de la autoridad judicial extranjera”.  
139  Jesús BARRIENTOS (y honradamente hay que decir que no es el único), acepta el 
argumento del legislador sobre la conveniencia de utilizar el término embargo en aras de la 
unificación terminológica con los demás países de la UE, si bien advierte que se aparta de lo 
que denomina “el concepto clásico de embargo”, e incluso cita la opinión desfavorable, tanto 
del Consejo de Estado como del Consejo General del Poder Judicial a esta innovación 
terminológica, en sus informes preceptivos. Por otra parte, BARRIENTOS pone de manifiesto la 
coincidencia de lo que la Ley regula como embargo, con la medida cautelar de incautación de 
efectos. Véase BARRIENTOS PACHO, J. La Ley 18/2006, de 5 de junio, para la eficacia en la 
Unión Europea de las resoluciones de embargo y aseguramiento de prueba en procedimientos 
penales. Publicado en Estudios de Derecho Judicial, en el volumen titulado La nueva Ley para 
la eficacia en la Unión Europea de las resoluciones de embargo y aseguramiento de prueba en 
procedimientos penales. Editado por el Consejo General del Poder Judicial. Madrid, 2007. 
 





PRESUPUESTOS DEL ASEGURAMIENTO CAUTELAR DE PENAS DE 
COMISO EN LA DECISIÓN MARCO 2003/577 
 
A) RESOLUCIÓN EQUIVALENTE  
 Este presupuesto supone la existencia de una resolución susceptible 
de ser reconocida, dictada por una autoridad judicial en un proceso penal, 
de la que se desprende la necesidad de proceder al aseguramiento de una 
pena de comiso cuya ejecución es previsible o va a iniciarse de manera 
inminente. Así se desprende conjuntamente de las definiciones de Estado de 
emisión y resolución de embargo preventivo contenidas en el artículo 2 de 
la Decisión Marco, que ya hemos examinado anteriormente y del número 1 
del artículo 3. Según el poco preciso artículo 3, número 1, de la Decisión 
Marco, éste texto normativo se  aplicará a las resoluciones de embargo 
preventivo de bienes que tengan por objeto “el posterior decomiso de los 
bienes”. 
 A la vista de estos preceptos podemos decir que la resolución 
equivalente tiene que reunir las siguientes características: 
1ª- Ha de tratarse de una resolución en la que se acuerda adoptar 
medidas cautelares para asegurar la ejecución de una futura y previsible o 
probable pena de comiso, o de una pena de comiso ya impuesta por 
resolución firme, cuya ejecución está pendiente de resolver. 
2ª- La resolución ha de haberse dictado por una autoridad judicial en 
sentido estricto, en un proceso penal. 
3ª- La pena cuya ejecución se asegura ha de ser exclusivamente de 
comiso de instrumentos o efectos del delito. 
 a) Ha de tratarse de una resolución en la que se acuerde el 
aseguramiento cautelar de ciertos bienes para garantizar la eficacia de la 
ejecución de una futura pena de comiso o de una pena de comiso ya 
impuesta por resolución firme, cuya ejecución está pendiente de resolver. 
 Conforme a su artículo 4, la Decisión Marco tiene por objeto la 
transmisión “de las resoluciones de embargo preventivo y aseguramiento de 
prueba”, como literalmente se dice en la rúbrica que lo encabeza. Según el 
número 1 de este artículo, se transmiten “las resoluciones de embargo 
preventivo de bienes y de aseguramiento de pruebas consideradas en la 
presente Decisión marco, acompañadas del certificado a que se refiere el 
artículo 9”. La misma idea se expresa con total claridad en el artículo 1, que 
ciñe el objeto de la Decisión Marco a la transmisión de resoluciones 
cautelares. Sin embargo, el artículo 10 genera la duda acerca de si además 
de las resoluciones cautelares, son también transmisibles sentencias firmes. 
El artículo 10 de la Decisión Marco exige que la solicitud de transmisión “a 
la que se refiere el artículo 4” (la resolución dictada en el Estado de 
emisión, en la que se acuerda el aseguramiento cautelar) vaya 
acompañada, o bien de la petición de “que el bien permanezca en el Estado 
de ejecución a la espera” de una solicitud de decomiso todavía inexistente 
pero previsible (artículo 10 número 1 letra c); o bien de la formulación de 





una solicitud de decomiso, basada no ya en una pena de comiso previsible, 
sino ya impuesta en el Estado de emisión (artículo 10 número 1 letra b) 140.  
 Creemos que no ha de confundirse la resolución firme de condena, 
con la resolución cautelar en la que se acuerda asegurar los bienes 
decomisables para garantizar su disponibilidad cuando llegue el momento 
de llevar a cabo la ejecución de la pena de comiso. Cuando no exista 
resolución firme todavía, la autoridad emisora ha de hacer anunciar en el 
certificado la futura transmisión de la pena de comiso, lo que tendrá lugar 
cuando haya recaído sentencia firme condenatoria. Puede ocurrir también 
que ya haya recaído sentencia firme condenatoria en el Estado de emisión y 
que ésta se transmita al mismo tiempo que se solicita la adopción de 
medidas cautelares para asegurar los bienes durante el tiempo de espera 
hasta la obtención de la decisión sobre la ejecución definitiva de la pena de 
comiso. En este último caso, la autoridad judicial emisora también deberá 
dictar una resolución en la que acuerde solicitar de la autoridad competente 
del Estado de ejecución la adopción de medidas cautelares que conjuren el 
riesgo de desaparición de los bienes durante la espera. Esta última 
resolución es la resolución cautelar transmisible, contemplada en el artículo 
4 de la Decisión Marco, mientras que la sentencia firme es la resolución 
transmitida únicamente a los efectos de la ejecución del Comiso, pero no a 
efectos del embargo. 
 En conclusión, tanto en la opción de la letra b, como en la de la letra 
c, del artículo 10, el presupuesto implícito es la existencia de una 
resolución, dictada por la autoridad judicial del Estado de emisión, en la que 
se acuerda el aseguramiento de los bienes decomisables, y ésta es la 
resolución que se transmite conforme al tenor literal del artículo 4 de la 
Decisión Marco.  
                                                          
140 Artículo 10 
Tratamiento subsiguiente de los bienes embargados 
1. La transmisión a que se refiere el artículo 4: 
a) deberá ir acompañada de una solicitud de transferencia de los elementos de prueba al 
Estado de emisión; 
o bien 
b) deberá ir acompañada de una solicitud de decomiso que requiera bien la ejecución de una 
resolución de decomiso dictada en el Estado de emisión, bien el decomiso en el Estado de 
ejecución y la posterior ejecución de la resolución; 
o bien 
c) deberá contener una instrucción en el certificado para que el bien permanezca en el Estado 
de ejecución a la espera de la solicitud a que se refieren las letras a) o b). El Estado de emisión 
deberá indicar en el certificado la fecha (estimada) para la presentación de la solicitud. Será de 
aplicación el apartado 2 del artículo 6. 
2. Las solicitudes que se mencionan en las letras a) y b) del apartado 1 deberán ser 
presentadas por el Estado de emisión y tramitadas por el Estado de ejecución de acuerdo con 
las normas aplicables en el ámbito de la asistencia judicial en materia penal y con las normas 
aplicables en el ámbito de la cooperación internacional en materia de decomisos. 
3. No obstante, sin perjuicio de las normas en materia de asistencia judicial mencionadas en el 
apartado 2, el Estado de ejecución no podrá denegar las solicitudes a que se refiere la letra a) 
del apartado 1 alegando ausencia de doble tipificación cuando dichas solicitudes se refieran a 
alguna de las infracciones recogidas en el apartado 2 del artículo 3 y dichas infracciones sean 
castigadas en el Estado de emisión con penas de privación de libertad de tres años como 
mínimo. 
 





 b) Resolución judicial penal.  
 Según los artículos 2 y 3 de la Decisión Marco, la resolución 
susceptible de ser reconocida como equivalente y transmitida ha de 
responder a requisitos subjetivos y objetivos. Subjetivamente el requisito 
necesario es que ha de emanar de una autoridad judicial penal, entendiendo 
por tal un juez o tribunal. El tenor literal del articulado de la Decisión Marco 
excluye la posibilidad de que las autoridades administrativas puedan 
transmitir resoluciones de embargo. Pero además la autoridad emisora ha 
de pertenecer a la jurisdicción penal y entendemos que, a partir del sentido 
de la norma, ha de tratarse de una autoridad judicial en sentido estricto, 
dado que se tratará siempre de resoluciones restrictivas de derechos. Ello 
excluirá al Ministerio Fiscal como autoridad emisora.  
 c) La pena cuya ejecución se asegura ha de ser exclusivamente de 
comiso. 
 Las únicas sanciones que pueden ser aseguradas conforme a esta 
Decisión Marco son las de comiso y no otras como las multas, lo que implica 
que la pena necesariamente ha de haber sido acordada sobre determinados 
bienes por su relación con el delito. Justamente por ello, al formular las 
definiciones en el artículo 2 letra b, sólo se consideran bienes, a efectos de 
la Decisión Marco a  “cualquier tipo de bien, sea material o inmaterial, 
mueble o inmueble, así como los documentos con fuerza jurídica u otros 
documentos acreditativos de un título o derecho sobre ese bien, de los que 
la autoridad judicial competente del Estado emisor considere: 
- que constituyen el producto de una infracción de las contempladas en el 
artículo 3 o equivalen total o parcialmente al valor de dicho producto, o 
- que constituyen los instrumentos o los objetos de dicha infracción”. 
  
B) PRESUPUESTO DEL ÁMBITO SUSTANTIVO: INFRACCIÓN 
ADECUADA  
La Decisión Marco sigue el habitual criterio de diferenciar entre 
infracciones comprendidas en una lista y las infracciones no comprendidas 
en ella. 
 a) Delitos pertenecientes a la lista de infracciones adecuadas  
 Los delitos de la lista se considerarán infracción adecuada sin control 
de doble incriminación, si cumplen el requisito de límite punitivo mínimo 
previsto en el artículo 3, número 2 de la Decisión Marco. Los delitos no 
comprendidos en la lista quedan sujetos a una particular alternativa a la 
doble incriminación, consistente en que se trate de delitos que en el 
Derecho interno del Estado de ejecución puedan dar lugar a la adopción de 
la medida cautelar solicitada. Estos delitos quedan excluidos del control de 
doble incriminación y se consideran infracción adecuada, tal como estén 
tipificados en el Estado de emisión. Sí quedan sujetos a control de límite 
punitivo mínimo, ya que la pena principal señalada en abstracto al delito ha 
de alcanzar, en su límite máximo, al menos los tres años de privación de 





libertad. Así queda establecido en el número 2 del artículo 3 de la Decisión 
Marco141:   
 Para los delitos no incluidos en la lista, o que estándolo no alcancen el 
límite punitivo mínimo, se establece la posibilidad de sujetarlos al control de 
doble incriminación. Una importante limitación a la doble incriminación se 
contiene, no obstante en el artículo 7 número 1 letra d, donde se dispone 
que “en materia de impuestos o de derechos, de aduana y de cambio, no 
podrá denegarse la ejecución de la resolución de embargo preventivo o de 
aseguramiento de pruebas aduciendo que la legislación del Estado de 
ejecución no impone el mismo tipo de impuestos o derechos o no contiene 
el mismo tipo de reglamentación en materia de impuestos, de derechos, de 
aduana y de cambio que la legislación del Estado de emisión”. 
 b) Delitos no pertenecientes a la lista: doble incriminación e 
infracción suficientemente relevante. 
                                                          
141 “Las infracciones siguientes, tal como se definan en la legislación del Estado de emisión y 
en caso de que éste las castigue con penas privativas de libertad cuya duración máxima sea de 
al menos tres años, no estarán sujetas a control de la doble tipificación de los hechos: 
- pertenencia a una organización delictiva, 
- terrorismo, 
- trata de seres humanos, 
- explotación sexual de menores y pornografía infantil, 
- tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, 
- tráfico ilícito de armas, municiones y explosivos, 
- corrupción, 
- fraude, incluido el que afecte a los intereses financieros de las Comunidades Europeas con 
arreglo al Convenio de 26 de julio de 1995 relativo a la protección de los intereses financieros 
de las Comunidades Europeas, 
- blanqueo del producto del delito, 
- falsificación de moneda, incluida la falsificación del euro, 
- delitos de alta tecnología, en particular delito informático, 
- delitos contra el medio ambiente, incluido el tráfico ilícito de especies animales protegidas y 
de especies y variedades vegetales protegidas, 
- ayuda a la entrada y residencia en situación ilegal, 
- homicidio voluntario, agresión con lesiones graves, 
- tráfico ilícito de órganos y tejidos humanos, 
- secuestro, detención ilegal y toma de rehenes, 
- racismo y xenofobia, 
- robos organizados o a mano armada, 
- tráfico ilícito de bienes culturales, incluidas las antigüedades y las obras de  arte, 
- estafa, 
- chantaje y extorsión de fondos, 
- violación de derechos de propiedad industrial y falsificación de mercancías, 
- falsificación de documentos administrativos y tráfico de documentos falsos, 
- falsificación de medios de pago, 
- tráfico ilícito de sustancias hormonales y otros factores de crecimiento, 
- tráfico ilícito de materiales radiactivos o sustancias nucleares, 
- tráfico de vehículos robados, 
- violación, 
- incendio voluntario, 
- delitos incluidos en la jurisdicción de la Corte Penal Internacional, 
- secuestro de aeronaves y buques, 
- sabotaje. 
 





Para la transmisión de la medida de aseguramiento cautelar del 
comiso el segundo párrafo del número 2 del artículo 3 de la Decisión Marco, 
permite a los Estados condicionar el reconocimiento a un elemento añadido 
a la doble incriminación, cuando el delito no es uno de los incluidos en el 
listado del artículo 3 número 1. Este presupuesto consistente en la 
proporcionalidad de la medida. En la norma referida, se habilita a los 
Estados para aceptar la transmisión, en los casos de infracciones no 
expresamente contempladas en la lista, sólo cuando se cumpla el requisito 
de la doble incriminación y además en su Derecho interno sea reconocida 
como de la suficiente entidad como para justificar el aseguramiento 
cautelar142.  
La entrada en vigor de la nueva Directiva 2014/42/UE sobre el 
embargo y el decomiso de los instrumentos y del producto del delito en la 
Unión Europea plantea problemas interpretativos en relación con el 
presupuesto de la infracción adecuada. Por un lado en la disposición 
derogatoria contenida en el artículo 14 de la Directiva, que  no se extiende 
la derogación expresa a ningún artículo de la Decisión Marco 2003/577. Sin 
embargo algunas normas de la Directiva parecen colisionar con el artículo 3 
de la Decisión Marco. En primer lugar, el artículo 3 de la Directiva establece 
un catálogo de delitos a los que es aplicable la Directiva. Por lo tanto 
también la obligatoriedad de reconocer las resoluciones de aseguramiento 
cautelar del comiso prevista en el artículo 7 de la Directiva tendría que ser 
puesta en relación con este listado y no con el listado de delitos contenido 
en el artículo 3 de la Decisión Marco, sin que exista una exacta coincidencia 
entre ambos listados.  
   
C) CONEXIÓN TERRITORIAL CON EL ESTADO DE EJECUCIÓN  
 El presupuesto de la conexión territorial se desprende de las 
definiciones del artículo 2 de la Decisión Marco, en la que se considera 
Estado de ejecución al “Estado miembro en cuyo territorio se halle el bien”. 
 
D) LA TRANSMISIÓN SIMULTÁNEA DE UNA PENA DE COMISO O EL 
ANUNCIO DE SU FUTURA TRANSMISIÓN 
 Como ya se ha dicho, la resolución transmisible regulada en la 
Decisión Marco es la resolución cautelar, cuyo original o testimonio ha de 
acompañarse al certificado para formar el título. Sin embargo el artículo 10 
de la Decisión Marco incorpora otro elemento más, con valor de 
presupuesto de la transmisión de la medida  cautelar. Este presupuesto 
adicional, planteado en forma de alternativa, consiste en el anuncio de la 
transmisión de una futura resolución firme de condena o bien en la solicitud 
de reconocimiento y ejecución de una sentencia ya firme, formulada 
simultáneamente a la transmisión de la resolución cautelar.  
 Uno de los dos términos de esta alternativa ha de concurrir 
necesariamente, de manera que constituye un auténtico presupuesto. La 
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 Literalmente se permite condicionar el reconocimiento a que los hechos por los cuales se 
haya dictado la resolución sean constitutivos de una infracción “para la cual, con arreglo a la 
legislación de dicho Estado, esté previsto el embargo”. 





primera de las opciones no plantea especiales problemas de comprensión: 
se anuncia la probabilidad de una futura resolución judicial de decomiso 
cuya eventual y futura ejecución ha de asegurarse. Sin embargo la segunda 
de las opciones de esta alternativa puede resultar algo más difícil de 
entender. Puede parecer chocante que se tenga que transmitir una 
resolución en la que se acuerda la adopción de medidas cautelares, al 
mismo tiempo que se transmite la propia resolución firme que ha de 
ejecutarse, especialmente si se tiene como única referencia la Decisión 
Marco 2006/783/JAI que regula la ejecución de las penas de comiso. En 
esta última Decisión Marco se establece el principio de la ejecución 
inmediata, por lo que no parece necesario transmitir una solicitud de 
medidas cautelares simultáneamente a la transmisión de la resolución 
judicial de decomiso143. Sin embargo, pese a las apariencias, el artículo 10 
no carece de lógica.  
 Para comprender adecuadamente el texto del artículo 10 ha de 
tenerse presente la compleja situación de Derecho transitorio en esta 
materia. Mientras que la transmisión de las medidas cautelares se regula 
por la Decisión Marco sobre la base del principio del reconocimiento, la 
petición principal entre Estados relativa al comiso, cuya eficacia se trata de 
asegurar, se rige por la Decisión Marco 2006/783/JAI, para los Estados que 
ya la hayan implementado, pero para los Estados que aún no la hayan 
implementado, la transmisión de la ejecución del comiso se rige por normas 
externas a la Unión Europea, construidas según los esquemas del Derecho 
internacional clásico y convencional, bajo el principio de la asistencia 
mutua. Estas normas convencionales, transitoriamente aplicables son el 
Convenio Relativo al Blanqueo de 1990 y el nuevo Convenio Relativo al 
Blanqueo de 2005. Estos dos convenios, no recogen uno sino dos 
mecanismos diferentes, para hacer efectiva la cooperación entre Estados, a 
los efectos del decomiso de bienes: la transmisión de la ejecución y la 
transmisión del procedimiento. En el caso de la transmisión del 
procedimiento, el Estado requerido no ejecuta la resolución del Estado 
requirente, sino que el procedimiento se encamina a crear un título propio 
del Estado requerido, apto para dar lugar a una ejecución en él, ya que no 
puede reconocer y ejecutar la resolución dictada en el Estado requirente.  
 Sólo desde la perspectiva que acabamos de exponer, puede 
comprenderse completamente este texto: lo que se está contemplando en 
la letra b es la posibilidad de que la medida cautelar tenga como finalidad 
asegurar, tanto una transmisión de la ejecución, como una mera 
transmisión de procedimiento de las previstas en el Convenio Relativo al 
Blanqueo. Si la normativa aplicable resultase ser la convencional, aún en el 
caso de que la resolución condenatoria firme pueda ser reconocida y 
ejecutada, el reconocimiento y ejecución se produciría al final de un 
procedimiento cuya complejidad y lentitud contrasta con la extrema rapidez 
y sumariedad con la que se regula en la Decisión Marco la obligación de 
resolver sobre la medida cautelar, por lo que resulta necesario asegurar la 
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 La ejecución inmediata con adopción de todas las medidas oportunas para ello se establece 
en el artículo 7, número 1, de la Decisión Marco de 2006: “Las autoridades competentes del 
Estado de ejecución reconocerán sin más trámite toda resolución de decomiso transmitida con 
arreglo a los artículos 4 y 5 y tomarán de inmediato todas las medidas oportunas para su 
ejecución”. 





efectividad de la ejecución de la resolución ya firme que se trata de 
transmitir. En la Decisión Marco 2003/577, la petición de aseguramiento 
cautelar ha de ser resuelta con absoluta inmediatez (artículo 5 nº 1) y en 
todo caso, ha de ser comunicada la decisión, a la autoridad judicial de 
emisión, dentro de las veinticuatro horas siguientes a la recepción de la 
solicitud (artículo 5, número 3).  
 Ante la situación de Derecho transitorio existente al tiempo de la 
elaboración de la Decisión Marco 2003/577, resulta plenamente justificado, 
que no sólo se regule la remisión anticipada de la solicitud de 
aseguramiento cautelar, sino que incluso se haya considerado necesario 
prever la posibilidad de enviar la solicitud cautelar y la solicitud principal 
conjuntamente, para que la mayor celeridad de la decisión cautelar pueda 
evitar que se frustre el éxito de la petición principal, cuya decisión tomará 
previsiblemente más tiempo. 
 El contenido de los números 2 y 3 del artículo 10 de la Decisión 
marco de 2003, confirma esta interpretación, ya que inmediatamente 
después de regular también la posibilidad de formulación de la petición 
cautelar de manera simultánea a la petición definitiva principal relativa al 
comiso definitivo, se centra en las diferencias de régimen jurídico entre la 
petición cautelar y la petición principal relativa a la transmisión del 
procedimiento o de la ejecución. Así, en el número 2 se establece que la 
solicitudes que se mencionan en las letras a (las solicitudes principales 
relativas a la transferencia de piezas de convicción) y b (las solicitudes 
principales relativas al comiso) “del apartado 1 deberán ser presentadas por 
el Estado de emisión y tramitadas por el Estado de ejecución de acuerdo 
con las normas aplicables en el ámbito de la asistencia judicial en materia 
penal y con las normas aplicables en el ámbito de la cooperación 
internacional en materia de decomisos”.  Para cerrar el artículo 10, 
finalmente se añade en el número 3, una modificación a las normas 
convencionales de la asistencia judicial internacional, transitoriamente en 
vigor en la UE, que aunque referida al aseguramiento de pruebas y no al 
comiso, es reveladora del sentido general del artículo 10 de la Decisión 
Marco: “No obstante, sin perjuicio de las normas en materia de asistencia 
judicial mencionadas en el apartado 2, el Estado de ejecución no podrá 
denegar las solicitudes a que se refiere la letra a) del apartado 1 alegando 
ausencia de doble tipificación cuando dichas solicitudes se refieran a alguna 
de las infracciones recogidas en el apartado 2 del artículo 3 y dichas 
infracciones sean castigadas en el Estado de emisión con penas de privación 
de libertad de tres años como mínimo”. 
 
 
REQUISITOS DE FORMA Y VÍA DE TRANSMISIÓN DE LA SOLICITUD 
DE ASEGURAMIENTO CAUTELAR DEL COMISO EN LA DECISIÓN 
MARCO 
 
 En el artículo 4 de la Decisión Marco se regula el título por virtud del 
cual puede y debe ejecutarse la medida cautelar en el Estado destinatario 
de la transmisión. Se trata de un título complejo porque está compuesto de 
dos elementos documentales diferentes: la resolución judicial dictada por la 
autoridad de emisión, o en muchos países el testimonio que sustituye y 





equivale al original unido a los autos (como ocurre en el caso de España 
como Estado de emisión), y el certificado o formulario oficial de solicitud de 
transmisión. Así se desprende del artículo 4, número 1 de la Decisión Marco, 
en el que se dispone que las resoluciones de aseguramiento del comiso 
“acompañadas del certificado a que se refiere el artículo 9, serán 
transmitidas por la autoridad judicial que las haya dictado, directamente a 
la autoridad judicial competente para su ejecución”. 
 La forma y contenido del certificado se contienen en el artículo 9 de la 
Decisión Marco. Sólo el certificado ha de traducirse, no el testimonio de la 
resolución judicial en la que se acuerda la medida cautelar.  La vía de 
transmisión es, normalmente la vía directa, no obstante, se prevé un 
régimen especial para el Reino Unido y la República de Irlanda144. Se 
mantiene así mismo la flexibilidad en cuanto al soporte, sin exigirse su 
transmisión en papel con firma original autógrafa. Cuando la autoridad 
judicial del Estado de ejecución que recibe la solicitud no sea competente 
para resolver sobre el reconocimiento y adoptar las medidas necesarias 
para la ejecución de la medida cautelar, deberá transmitir dicha resolución, 
de oficio, a la autoridad competente para su ejecución y notificarlo a la 




EL RECONOCIMIENTO DE LA MEDIDA CAUTELAR TRANSMITIDA: LOS 
LÍMITES DE LA OBLIGACIÓN DE RECONOCIMIENTO 
 
La regulación contenida en la Decisión Marco, relativa al 
aseguramiento del comiso está presidida por un notable impacto de la regla 
de la obligatoriedad del reconocimiento ya que, en sentido estricto, 
únicamente se permite a los Estados incorporar a su Derecho interno una 
sola exclusión.  
La afirmación de la regla general de la obligatoriedad del 
reconocimiento se formula en el artículo 5 número 1 de la Decisión Marco 
que impone obligatoriamente el reconocimiento a la autoridad judicial de 
ejecución “salvo que la citada autoridad decida acogerse a alguno de los 
motivos de no reconocimiento” previstos en el artículo 7. El tenor literal 
facultativo del artículo 5, puesto en relación con el artículo 7 de la Decisión 
Marco induce a pensar que el legislador europeo no ha configurado ninguna 
causa de denegación como obligatoria, ni siquiera el ne bis in ídem. Todo el 
                                                          
144 Artículo 4, número 2, DM 2003/577: 
“El Reino Unido e Irlanda podrán formular, antes de la fecha mencionada en el apartado 1 del 
artículo 14, una declaración de que exigen que tanto la resolución de embargo preventivo 
como el certificado se transmitan por conducto de una autoridad central o de autoridades 
especificadas en la declaración. Dicha declaración podrá ser modificada por otra o retirada en 
cualquier momento. Cualquier declaración o retirada de una declaración se depositará ante la 
Secretaría General del Consejo y se notificará a la Comisión. Estos Estados miembros 
podrán en todo momento formular una nueva declaración por la que limiten el alcance de la 
anterior a efectos de dotar de mayores efectos al apartado 1. Así lo harán cuando las 
disposiciones sobre asistencia judicial del Convenio de aplicación del Acuerdo de Schengen 
entren en vigor respecto de dichos Estados”. 
 





control pasivo del reconocimiento parece haberse construido de manera 
facultativa, bien porque se trata de causas que dependen de que el Estado 
decida no incluir en su Derecho interno, como sucede con el presupuesto 
potestativo de la doble incriminación para los delitos no pertenecientes a la 
lista (artículo 7 número 1 letra d) o la exclusión por inmunidad o privilegio 
(artículo 7 número 1 letra b); o bien porque dependen de una decisión 
facultativa de la autoridad de ejecución como ocurre en el caso de los 
defectos de forma (artículo 7 número 1 letra a)145. A estos motivos no 
imperativos se añade, con una cierta ruptura sistemática, la vulneración del 
principio ne bis in ídem (artículo 7 número 1 letra c), que sin embargo no 
tiene el mismo carácter facultativo ni es una restricción al principio del 




LA EJECUCIÓN DE LA MEDIDA CAUTELAR DE ASEGURAMIENTO DEL 
COMISO 
 
A) LA REGLA DE LA EJECUCIÓN INMEDIATA Y EN SUS PROPIOS 
TÉRMINOS DE LA MEDIDA CAUTELAR 
 Una vez constatado que se cumplen los presupuestos y los requisitos 
y que no concurren causas de excusión, la autoridad judicial de ejecución 
habrá de aceptar la solicitud de transmisión de la medida cautelar, 
reconociendo la resolución cautelar y ordenando su ejecución. A partir de 
ese momento, dicha autoridad vendrá obligada a tomar “de inmediato las 
medidas oportunas para su ejecución inmediata” y la ejecución de la medida 
cautelar “se comunicará sin demora mediante informe a la autoridad 
competente del Estado de emisión por cualquier medio que pueda dejar 
constancia escrita” (artículo 5 nº 1 DM 2003/577).  
El artículo 5 diferencia entre la medida cautelar en sí misma, a la que 
se alude en el número, y la “medidas coercitivas complementarias” que 
pueda requerir sus ejecución, a las que se refiere en el número 2. Respecto 
a la medida cautelar, el texto del número 1 sugiere que ha de acordarse la 
misma medida, siempre que no sea no sea contraria a “los principios 
fundamentales de Derecho en el Estado de ejecución”, o al menos una 
medida sustancialmente coincidente con ella.  
Por el contrario, según el número 2, las medidas coercitivas 
complementarias que procedan “se tomarán según las normas procesales 
aplicables en el Estado de ejecución”. Esta diferenciación entre el núcleo de 
la medida cautelar y las medidas coercitivas para su ejecución contra la 
voluntad del titular de los bienes, es la confirmación de que la regla general 
que preside la ejecución es la de que, tras la aceptación de la transmisión, 
la medida cautelar ha de ser sustancialmente la misma o lo más semejante 
                                                          
145
 En cuanto al efecto del incumplimiento de los requisitos formales, hay que tener en cuenta, 
que su rigor se flexibiliza notablemente, aunque con bastante discrecionalidad, en el artículo 7, 
número 2, de la Decisión Marco, ya que aunque  el certificado previsto en el artículo 9 falte, sea 
incompleto o no corresponda manifiestamente a la resolución de aseguramiento del comiso la 
autoridad judicial competente podrá optar por fijar un plazo para que el certificado sea 
presentado, completado o modificado, aceptar un documento equivalente, o “dispensar a la 
autoridad judicial de emisión de presentarlo si considera suficiente la información suministrada. 





posible a la acordada por la autoridad judicial de emisión. La alteración de 
este régimen constituye la excepción que confirma la regla. 
 La regla de la ejecución íntegra de la medida cautelar exige que esta 
se mantenga durante todo el tiempo necesario para desplegar 
adecuadamente sus efectos y cumplir su función cautelar respecto a la 
petición principal de comiso anunciada o ya formulada. No obstante, la 
duración de la medida puede limitarse, tal como se contempla en el artículo 
6 de la Decisión Marco146. Ha de tenerse en cuenta también la norma 
contenida en el artículo 8 número 3 de la Directiva 2014/42/UE, que limita 
la duración del aseguramiento cautelar a lo estrictamente necesario. 
 
B) EXCEPCIONES A LA REGLA DE LA EJECUCIÓN INMEDIATA Y EN 
SUS PROPIOS TÉRMINOS DE LA MEDIDA CAUTELAR DE 
INCAUTACIÓN PROVISIONAL  
 Las excepciones a la ejecución íntegra e inmediata de una medida 
cautelar transmitida y aceptada vienen referidas, no a la medida misma ni a 
sus presupuestos o a su transmisión, sino a un acontecimiento 
independiente de todo ello, que ocasiona la inejecutabilidad de la medida. 
Tal inejecutabilidad puede derivar de la producción de hechos jurídicos que 
crean una situación incompatible con la medida solicitada, o bien de la 
imposibilidad fáctica de ejecución de la medida.  
a) Imposibilidad fáctica.  
El artículo 7, número 4 de la Decisión Marco contempla como motivo 
de no ejecución, el caso de que “sea imposible en la práctica ejecutar la 
resolución de embargo o aseguramiento, debido a que los bienes o las 
pruebas hayan desaparecido” o “hayan sido destruidos”; o cuando “no se 
hayan encontrado en el lugar indicado en el certificado o no se haya 
indicado con la suficiente precisión dónde se encuentra el bien”.  
Cuando las dificultades de localización puedan ser subsanadas 
mediante ampliación de datos, deberá consultarse al Estado de emisión. Si 
finalmente, pese a las comunicaciones con el Estado de emisión y las 
gestiones practicadas, no pueden encontrarse los bienes, la ejecución será 
                                                          
146 Artículo 6 
Duración de la medida de embargo 
1. En el Estado de ejecución deberá mantenerse el embargo preventivo hasta que dicho 
Estado haya respondido definitivamente a cualquier solicitud que se ajuste a la letra a) o a la 
letra b) del apartado 1 del artículo 10. 
2. Sin embargo, previa consulta al Estado de emisión, el Estado de ejecución, de conformidad 
con su Derecho y procedimientos nacionales, podrá imponer condiciones, adecuadas a las 
circunstancias del caso, para limitar la duración del embargo preventivo del bien. Si, de 
conformidad con esas condiciones, se propusiera dejar sin efecto la medida, deberá informar 
de ello al Estado de emisión y darle la posibilidad de hacer alegaciones. 
3. Las autoridades judiciales del Estado de emisión informarán sin demora a las del Estado de 
ejecución del levantamiento de la medida de embargo preventivo de los bienes o de 
aseguramiento de las pruebas. En este caso será competencia del Estado de ejecución 
levantar la medida lo antes posible. 
 





ya tan imposible como en el caso de destrucción de los mismos, por lo que 
deberá informarse a la autoridad judicial del Estado de emisión.  
b) Imposibilidad jurídica 
 El artículo 8, número 1, de la Decisión Marco regula la imposibilidad 
jurídica de ejecución de la medida cautelar, que puede ser provisional o 
terminar convirtiéndose en definitiva. La facultad de suspender la ejecución 
de la medida podrá ejercitarse en los siguientes casos: 
1-Interferencia con una investigación penal. La autoridad judicial 
competente del Estado de ejecución podrá acordar la suspensión “cuando la 
ejecución pueda impedir el buen desarrollo de una investigación penal en 
curso, durante el tiempo que estime razonable” (artículo 8 nº 1 letra a DM 
2003/577). 
2- Concurrencia con una medida cautelar anterior en el tiempo.  
La versión española del artículo 8, número 1, de la Decisión Marco, 
convierte este artículo en un formidable lío, frente a otras versiones como la 
inglesa o francesa, que tienen una fácil comprensión. Para empezar a 
situarse en el caótico panorama que ofrece la versión española, hay que 
comparar el contenido de las letras b y c, tratando de averiguar cuál es la 
diferencia entre ellas:  
“b) cuando sobre los bienes o pruebas de que se trate haya sido dictada 
una resolución anterior de embargo o aseguramiento en una causa penal y 
hasta que se deje sin efecto la primera resolución”. 
“c) cuando, en el caso de una orden de embargo preventivo o de 
aseguramiento de pruebas en una causa penal con vistas a su posterior 
decomiso, dicho bien ya se encuentre sujeto a una resolución dictada en el 
curso de otras diligencias en el Estado de ejecución y hasta el momento en 
que se deje sin efecto dicha resolución. No obstante, esta disposición se 
aplicará únicamente cuando dicha resolución tuviere prioridad sobre 
posteriores resoluciones de embargo o aseguramiento nacionales dictadas 
en causas penales con arreglo al Derecho nacional”. 
No resulta fácil adivinar la diferencia entre la norma que se contiene 
en los términos de la letra b y la norma contenida en la letra c; además de 
que resulta poco menos que incomprensible la expresión “aseguramiento de 
pruebas en una causa penal con vistas a su posterior decomiso”. No es 
posible comprender cómo un aseguramiento de pruebas ha de serlo “con 
vistas” a la ejecución del comiso.  
La perplejidad que crea la redacción española comienza a disiparse si 
acudimos a la versión inglesa: 
“(b) where the property or evidence concerned have already been subjected 
to a freezing order in criminal proceedings, and until that freezing order is 
lifted; 
(c) where, in the case of an order freezing property in criminal proceedings 
with a view to its subsequent confiscation, that property is already subject 
to an order made in the course of other proceedings in the executing State 
and until that order is lifted. However, this point shall only apply where such 





an order would have priority over subsequent national freezing orders in 
criminal proceedings under national law”147.  
Al trabajar sobre el texto inglés, lo primero que destaca es que en 
esta lengua no es preciso diferenciar entre un vocablo referido al 
aseguramiento del comiso (lo que el texto español alude como “embargo”) 
y otro referido al aseguramiento de la prueba. Todo es freezing o 
aseguramiento, para uno u otro fin.  
Partiendo de esta premisa se observa enseguida que en la letra b se 
habla simplemente de “freezing order”, mientras que en la letra c se habla 
de “freezing property”….. “with a view to its subsequent confiscation”. Es 
decir, la segunda es específicamente la orden de aseguramiento para 
comiso, luego la diferencia es que la primera viene referida a la otra especie 
del aseguramiento, es decir, el aseguramiento de la prueba. La conclusión 
es que la letra c contiene la norma de suspensión de una medida cautelar 
de aseguramiento de comiso, mientras que la letra b contiene una norma 
aplicable sólo al aseguramiento de prueba.  
Centrándonos sólo en la letra c del artículo 8, número 1, podemos 
afirmar que lo que se regula es la concurrencia de una medida cautelar de 
aseguramiento de comiso, con otra medida cautelar o con una ejecución en 
curso en el Estado de ejecución, que por razón de la afectación del bien en 
un momento anterior ha ganado la prioridad temporal. 
Esta norma ha de ser puesta en relación con el contenido del número 
4 del mismo artículo 8, donde se dispone que de los casos de concurrencia 
de la medida solicitada por la autoridad de emisión, con medidas cautelares 
acordadas en el Estado de ejecución, se informará a la autoridad 
competente del Estado de emisión; y tan “pronto como hayan dejado de 
existir los motivos de suspensión, la autoridad judicial competente del 
Estado de ejecución tomará de inmediato las medidas oportunas para 
ejecutar la resolución de embargo o aseguramiento e informará de ello a la 
autoridad competente del Estado de emisión por cualquier medio que pueda 
dejar constancia escrita” (artículo 8 nº 3 DM 2003/577). 
La exactitud de la interpretación que sostenemos se ve corroborada 
por el texto de la Ley española de transposición, en cuyo artículo 15, 
número 1, letra b, contempla esta misma causa de suspensión, formulada 
con estos claros términos: “b) Cuando sobre los bienes o pruebas de que se 
trate se haya dictado una medida anterior en un procedimiento judicial o 
                                                          
147 La coincidencia con el texto francés es absoluta : 
« b) lorsque les biens ou les éléments de preuve concernés ont déjà fait l'objet d'une mesure de 
gel dans le cadre d'une procédure pénale, et jusqu'à ce que cette mesure soit levée; 
c) lorsque, dans le cas d'une décision de gel d'un bien dans le cadre d'une procédure pénale en 
vue de sa confiscation ultérieure, ce bien fait déjà l'objet d'une décision arrêtée dans le cadre 
d'une autre procédure dans l'État d'exécution et jusqu'à ce que cette décision ait été levée. 
Toutefois, le présent point ne s'applique que si une telle décision est prioritaire par rapport aux 
décisions de gel nationales ultérieures dans le cadre d'une procédure pénale, conformément à 
la législation nationale ». 
 





administrativo, hasta que se deje sin efecto ésta, siempre que dicha medida 
tenga prioridad sobre posteriores resoluciones de intervención de efectos e 
instrumentos dictadas en causas penales con arreglo al derecho nacional”.  
El texto de la Ley española, francamente libre de los defectos de la 
versión española de la Decisión Marco, habla de bienes o pruebas, tratando 
la medida cautelar de aseguramiento de comiso conjuntamente con la de 
aseguramiento de prueba, pero no incurre necesariamente en el error de 
sugerir prioridades entre comiso y aseguramiento de prueba. 
 
 
EL REPARTO FUNCIONAL DE POTESTADES  
 La distribución funcional de las intervenciones de la autoridad de 
emisión y de la autoridad de ejecución se lleva a cabo combinando dos 
criterios fundamentales:  
- el de la accesoriedad respecto a la pena de comiso cuya ejecución se trata 
de asegurar;  
- el de la aplicación de las normas de procedimiento del Estado de 
ejecución.  
Esta combinación de criterios conduce a que, en el artículo 11 de la 
Decisión Marco, se combinen las consecuencias de la accesoriedad respecto 
a la pena de comiso con la aplicación de las normas procesales del Estado 
de ejecución, lo cual incide de manera especial en los recursos y en la 
resolución de las tercerías e incidencias procesales.  
Las tercerías y los recursos encaminados a tutelar los intereses 
legítimos de terceros se podrán interponer ante un tribunal del Estado de 
emisión o del Estado de ejecución, quedando la regulación de tales recursos 
o procedimientos incidentales al Derecho interno de los Estados.  En 
cambio, los recursos por motivos de fondo, sólo pueden interponerse ante la 
autoridad judicial del Estado de emisión, como se establece en el número 2. 
Por cuestiones de fondo habrá de entenderse las relativas a las razones en 
las que se sustenta la propia resolución cautelar transmitida: 
fundamentalmente los indicios de delito y la previsibilidad de una futura 
pena de comiso, pero también pueden incluirse otras cuestiones 
relacionadas con la formación misma de la resolución cautelar, como puede 
serlo la proporcionalidad y necesidad de la medida cautelar acordada148. 
                                                          
148 Artículo 11 
Recursos 
1. Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para que todo aquel que tenga un 
interés legítimo, incluidos terceros de buena fe, disponga, para defender sus intereses 
legítimos, de recursos legales sin efecto suspensivo contra las medidas de embargo preventivo 
de bienes o de aseguramiento de pruebas ejecutadas en cumplimiento del artículo 5; el recurso 
se interpondrá ante un tribunal del Estado de emisión o del Estado de ejecución, de acuerdo 
con el Derecho interno de éstos. 





Como puede apreciarse, la Decisión Marco hace una distribución de 
las posibilidades de intervención de la jurisdicción del Estado de emisión y 
de la del Estado de ejecución, con criterios semejantes a los de una 
distribución de competencias: el reexamen de la de la procedencia del 
aseguramiento de una futura o inminente ejecución queda reservado al 
Estado de emisión, como también le queda reservada la valoración de la 
subsistencia de la responsabilidad penal asegurada. Todo ello queda dentro 
del concepto de “motivos de fondo”. La posibilidad de actuación de la 
jurisdicción del Estado de ejecución se limita, aparte del control de los 
presupuestos pasivos, requisitos y exclusiones, al control de la corrección 
del procedimiento y a las garantías de las partes y de los terceros. 
Por lo que se refiere a las garantías, hay que tener en cuenta las 
normas sobre garantías procesales contenidas en el artículo 8 de la nueva 
Directiva 2014/42/UE, cuyo destinatario principal es el Estado de emisión. 
 
 
PRESUPUESTOS DEL ASEGURAMIENTO DE PRUEBAS 
 
A) EL PRESUPUESTO DE LA RESOLUCIÓN EQUIVALENTE 
 En virtud del artículo 1 de la Decisión Marco solo podrán ser 
reconocidas las resoluciones judiciales dictadas por una autoridad judicial de 
otro Estado miembro en el marco de un procedimiento penal, que tengan 
por objeto el aseguramiento de pruebas.  
 Por resolución de aseguramiento de pruebas, según su artículo 2, ha 
de entenderse cualquier medida tomada por una autoridad judicial 
competente del Estado de emisión para impedir provisionalmente la 
destrucción, transformación, desplazamiento, transferencia o enajenación 
de bienes “que pudieran constituir elementos de prueba”. A su vez, los 
elementos de prueba son definidos en el mismo artículo como “los objetos, 
documentos o datos que puedan tener carácter probatorio en un proceso 
penal en relación con una infracción de las previstas en el artículo 3”.  
 El concepto del objeto asegurado rebasa el de las piezas de 
convicción materiales para proyectarse sobre documentos o datos. En 
realidad el concepto amplio del objeto material asegurado no tiene más 
trascendencia que la de permitir que, tratándose de datos, el 
                                                                                                                                                                          
2. Los motivos de fondo por los que se haya dictado la resolución de embargo o de 
aseguramiento únicamente podrán ser impugnados mediante un recurso interpuesto ante un 
tribunal del Estado de emisión. 
3. Si el recurso se interpone en el Estado de ejecución, se informará a la autoridad judicial del 
Estado de emisión sobre dicha acción y sobre sus motivos, para que pueda presentar las 
alegaciones que juzgue oportunas. Asimismo, se le informará del resultado del recurso. 
4. Los Estados de emisión y de ejecución adoptarán las medidas necesarias para facilitar el 
ejercicio del derecho a interponer recurso, tal como se menciona en el apartado 1, en particular 
facilitando toda la información a las partes interesadas. 
5. El Estado de emisión velará por que todos los plazos para interponer recurso, tal como se 
menciona en el apartado 1, se apliquen de un modo que garantice de modo efectivo la 
posibilidad de que las partes interesadas interpongan un efectivo recurso legal. 
 





aseguramiento se lleve a cabo bien  sobre el soporte mismo que contiene 
los datos, o bien custodiando los datos en un soporte diferente.  
 
B) EL PRESUPUESTO DEL ÁMBITO SUSTANTIVO: INFRACCIÓN 
ADECUADA 
 El número 2 del artículo 3 de la Decisión Marco, aplica a la regulación 
del aseguramiento de pruebas el mismo criterio que para el aseguramiento 
del comiso.  
a) Delitos comprendidos en la lista.  
 La infracción que motiva el procedimiento penal se  considerará 
adecuada cuando sea una de las comprendidas en la lista, “tal como se 
definan en la legislación del Estado de emisión”, y su duración máxima sea 
de al menos tres años, sin sujeción a control de la doble tipificación de los 
hechos. 
 b) Delitos no comprendidos en la lista 
 Los delitos no comprendidos en la lista, o que no alcancen el limite 
punitivo mínimo previsto en ella, pueden quedar sometidos, en virtud del 
número 4 del mismo artículo 3, al control de doble incriminación.  
 
C) LA CONEXIÓN TERRITORIAL CON EL ESTADO DE EJECUCIÓN 
Rige también el presupuesto de la conexión territorial, ya que el 
artículo 2 de la Decisión Marco considera Estado de ejecución al “Estado 
miembro en cuyo territorio se halle el bien o elemento de prueba”. 
 
D) EL ANUNCIO O LA FORMALIZACIÓN SIMULTÁNEA DE LA 
PETICIÓN DE TRANSFERENCIA DE LA PRUEBA 
Los presupuestos anteriores se completan con otro, previsto en el 
artículo 10 de la Decisión Marco, consistente en la existencia de dos 
posibles actos procesales alternativos, que han de originarse en el Estado 
de emisión al mismo tiempo que se emite la petición de aseguramiento 
cautelar. Estos dos actos son la formulación de la solicitud de transferencia 
o el anuncio de la futura formulación de la petición de transferencia. 
 La primera posibilidad alternativa que prevé el artículo 10 número 1 
de la Decisión Marco consiste en que la petición de aseguramiento cautelar 
vaya acompañada de la petición principal de transferencia de los elementos 
de prueba. Aunque simultáneamente con la medida cautelar se transmita 
también la petición de transferencia de las piezas de convicción, la medida 
cautelar no carece de sentido. La medida cautelar trata de prevenir las 
consecuencias de la dilación correspondiente al tiempo que ha de invertirse 
en por parte del Estado de ejecución, en recibir y resolver la solicitud de 
transferencia de las pruebas. Esta petición principal puede consistir en la 
transferencia definitiva o sujeta a devolución tras su uso probatorio en el 
juicio. En todo caso, la transferencia se regirá, tanto en cuanto a sus 
condiciones como a la forma y procedimiento para la tramitación de la 
solicitud, por “las normas aplicables en el ámbito de la asistencia judicial en 
materia penal” (artículo 10 nº 2 DM 2003/577). Frente a ella, la petición 





cautelar se regirá estrictamente por la regulación contenida en la Decisión 
Marco de 2003.  
 Si la petición principal de transferencia, aún no puede formularse, por 
ejemplo por no haber concluido la instrucción, bastará con el anuncio de la 
formulación de la solicitud de transferencia en el futuro. Así se contempla, 
como segunda posibilidad alternativa, en la letra c del número 1, del 
artículo 10 de la Decisión Marco149. 
 
 
REQUISITOS DE FORMA Y VÍA DE TRANSMISIÓN DEL 
ASEGURAMIENTO DE PRUEBA 
Se regulan en el artículo 4 de la Decisión Marco. 
a) El título formal y complejo. 
El referido artículo impone como primer requisito formal, la emisión 
de un título complejo, integrado por el certificado y el original o testimonio 
de la resolución de la autoridad judicial solicitante, en la que se ordena la 
conservación y aseguramiento de la pieza de convicción, los soportes 
probatorios o sus contenidos. La forma y contenido del certificado se 
contienen en el artículo 9 de la Decisión Marco. El certificado, emitido en el 
modelo oficial, irá firmado por la autoridad judicial competente del Estado 
de emisión que haya dictado la medida, que también dará fe en el mismo 
de la exactitud de su contenido; y deberá traducirse a la lengua oficial del 
Estado de ejecución. 
 b) Vía de transmisión 
 La vía de transmisión es, normalmente la vía directa (art. 4 nº 1 DM 
2003/577). No obstante, se prevé un régimen especial para el Reino Unido 
y la República de Irlanda. 
 
 
EL RECONOCIMIENTO DE LA MEDIDA CAUTELAR TRANSMITIDA: LOS 
LÍMITES DE LA OBLIGACIÓN DE RECONOCIMIENTO 
De la misma manera que en el aseguramiento del comiso, la 
regulación contenida en la Decisión Marco, relativa al aseguramiento de 
prueba está presidida por un fuerte impacto de la regla de la obligatoriedad 
del re conocimiento. A la vista de los artículos 2, 5 número 1 y 7 número 1 
de la Decisión Marco, se llega a la conclusión de que siempre que se 
cumplan los presupuestos y los requisitos formales, será obligatorio el 
reconocimiento y la aceptación de la transmisión de la medida de 
                                                          
 
149 “o bien 
c) deberá contener una instrucción en el certificado para que el bien permanezca en el Estado 
de ejecución a la espera de la solicitud a que se refieren las letras a) o b). El Estado de emisión 
deberá indicar en el certificado la fecha (estimada) para la presentación de la solicitud. Será de 
aplicación el apartado 2 del artículo 6”. 
 





aseguramiento de prueba, sin que exista más excepción que la exclusión 
por inmunidad o privilegio (artículo 7 nº 1 letra c). A ello haya que añadir el 
control pasivo de la cosa juzgada, de la misma manera que ha quedado 
expuesto para el aseguramiento del comiso. 
 
 
LA EJECUCIÓN DE LA MEDIDA CAUTELAR DE ASEGURAMIENTO DE 
PRUEBA 
 
A) LA REGLA DE LA EJECUCIÓN INMEDIATA Y EN SUS PROPIOS 
TÉRMINOS DE LA MEDIDA CAUTELAR 
Una vez resuelta por la autoridad judicial de ejecución la aceptación 
de la solicitud de la medida cautelar de aseguramiento de prueba, habrán 
de tomarse “de inmediato las medidas oportunas para su ejecución 
inmediata” y la ejecución “se comunicará sin demora mediante informe a la 
autoridad competente del Estado de emisión por cualquier medio que pueda 
dejar constancia escrita” (artículo 5 nº 1).  
La medida cautelar habrá de consistir en la conservación segura del 
bien o de los datos, a la espera de que se reciba la solicitud anunciada de 
transferencia del bien o dato, o bien a la espera de que se resuelva sobre la 
transferencia al Estado de emisión para su uso como prueba y se ejecute 
dicha transferencia. El contenido de la medida se desprende implícitamente 
de la redacción de la letra c, en relación con la letra a, ambas del número 1 
del artículo 10, de la Decisión Marco150. 
 
B) EXCEPCIONES A LA REGLA DE LA EJECUCIÓN INMEDIATA Y EN 
SUS PROPIOS TÉRMINOS DE LA MEDIDA CAUTELAR 
a) Imposibilidad fáctica 
El artículo 7, número 4 de la Decisión Marco contempla como motivo 
de no ejecución, el caso de que sea imposible en la práctica ejecutar la 
resolución de aseguramiento, “debido a que los bienes o las pruebas hayan 
desaparecido” o “hayan sido destruidos”; o cuando “no se hayan encontrado 
                                                          
150 Artículo 10 
Tratamiento subsiguiente de los bienes embargados 
1. La transmisión a que se refiere el artículo 4: 
a) deberá ir acompañada de una solicitud de transferencia de los elementos de prueba al 
Estado de emisión; 
o bien 
b) deberá ir acompañada de una solicitud de decomiso que requiera bien la ejecución de una 
resolución de decomiso dictada en el Estado de emisión, bien el decomiso en el Estado de 
ejecución y la posterior ejecución de la resolución; 
o bien 
c) deberá contener una instrucción en el certificado para que el bien permanezca en el Estado 
de ejecución a la espera de la solicitud a que se refieren las letras a) o b). El Estado de emisión 
deberá indicar en el certificado la fecha (estimada) para la presentación de la solicitud. Será de 
aplicación el apartado 2 del artículo 6. 
 





en el lugar indicado en el certificado o no se haya indicado con la suficiente 
precisión dónde se encuentra el bien”. 
  
b) Imposibilidad jurídica 
1-Interferencia con una investigación penal. 
El artículo 8, número 1, de la Decisión Marco regula la imposibilidad 
jurídica de ejecución de la medida cautelar de aseguramiento de prueba 
que, pese a las apariencias generadas por el texto español de la norma, se 
limita a los casos de interferencia con una investigación penal, cuando ello 
“pueda impedir el buen desarrollo de una investigación penal en curso, 
durante el tiempo que estime razonable” la autoridad de ejecución (artículo 
8 nº 1, letra a, DM 2003/577).  
2-Concurrencia conflictiva con la transferencia de prueba a otro 
Estado. 
En la letra b del artículo 8, número 1, de la Decisión Marco, se alude 
a la concurrencia con una medida cautelar anterior en el tiempo. Se 
describe en la versión española de la siguiente manera: “cuando sobre los 
bienes o pruebas de que se trate haya dictada una resolución anterior de 
embargo o aseguramiento en una causa penal y hasta que se deje sin 
efecto la primera resolución”.  
Puede parecer que el texto sugiere la idea de que la interferencia 
conflictiva puede surgir, tanto entre el aseguramiento de una prueba con el 
aseguramiento de un comiso, como entre el aseguramiento de una fuente 
de prueba para un proceso y el aseguramiento de la misma fuente, 
acordado para otro proceso.  
Para resolver la duda acerca del alcance del conflicto entre medidas 
cautelares, ha de partirse de una consideración elemental: la excepción a la 
regla de la ejecución inmediata ha de entenderse referida sólo a aquellos 
casos de medidas de aseguramiento incompatibles entre sí, por implicar no 
sólo la conservación de bienes, sino también la afectación excluyente a una 
determinada ejecución futura.  
En primer lugar, nos detendremos a considerar la posible 
concurrencia conflictiva entre medidas cuya naturaleza sea de 
aseguramiento de prueba. En realidad, el conflicto no se llegará a producir 
nunca entre medidas de aseguramiento de prueba durante el tiempo de la 
vida de la medida cautelar, en cuanto que la medida se ciñe a conservar los 
bienes o los datos en el Estado de ejecución. El conflicto puede plantearse 
en el momento en que una medida de aseguramiento deba dar paso a la 
ejecución del traslado de la pieza de convicción al territorio de otro Estado, 
para su uso como prueba por un tribunal. La medida cautelar consiste en la 
conservación en el territorio del Estado de ejecución, mientras que la 
transferencia de la pieza de convicción requiere justamente  su salida de 
ese territorio. En este momento es cuando realmente se produce el 
conflicto, que es entre la medida cautelar y la ejecución. 
La transferencia de la pieza de convicción impone el cese de la 
retención de la pieza de convicción para hacer efectivo su traslado de la 





misma. Para armonizar y ordenar los intereses de los distintos Estados que 
reclaman la misma pieza de convicción pueden establecerse prioridades, 
dando prioridad a la transferencia de una pieza y suspendiendo 
temporalmente la conservación de la pieza en el Estado de ejecución.  
Es en este sentido en el que ha de entenderse la suspensión. No 
como posibilidad de denegar temporalmente la solicitud de conservación, 
sino como la facultad de acordar la conservación bajo el poder de la 
autoridad judicial de ejecución y luego, en el momento de la transferencia a 
la disposición de la autoridad de emisión prioritaria, hacer cesar 
temporalmente su custodia en el Estado de ejecución. Ello no ha de implicar 
forzosamente la imposibilidad definitiva de su uso probatorio posterior por 
otra autoridad de emisión, cuya solicitud no goce de la prioridad temporal, 
ya que la transferencia puede perfectamente quedar condicionada a 
devolución.  
Como consecuencia de lo anterior, la suspensión del aseguramiento 
sólo se transforma en una limitación y ordenación temporal de los usos de 
la prueba asegurada. El recto entendimiento de la suspensión que se 
establece en la letra b, hasta que la medida que ha ganado la prioridad sea 
alzada, implica que lo que queda en suspenso en la medida cautelar 
posterior en el tiempo, es la afectación prioritaria a un determinado proceso 
en el que se va a usar la pieza como prueba. Se mantiene la conservación, 
pero sin perjuicio de su salida del territorio del Estado de ejecución para su 
uso probatorio en el Estado de emisión que ganó la prioridad temporal. 
 Podemos pasar ahora a considerar la posible concurrencia conflictiva 
del aseguramiento de prueba con el comiso. El aseguramiento de un comiso 
no está abocado de manera actual o inminente a una ejecución, sino sólo a 
una ejecución futura de un comiso. El aseguramiento de una fuente de 
prueba tampoco está abocado a la desaparición o destrucción de la fuente 
de prueba, sino por el contrario a su conservación, e incluso a su restitución 
después del uso judicial como prueba. 
Las interferencias conflictivas sólo podrían venir de la mano del inicio 
de una ejecución que pudiera acabar con la subasta de los bienes y su paso 
a manos particulares, o por la ejecución de una solicitud principal de 
transferencia de los bienes con renuncia del Estado a la devolución tras su 
uso.  
Es decir, el conflicto entre el aseguramiento de la prueba y el del 
comiso no se producirá nunca por la medida cautelar, sino por la ejecución 
de las peticiones principales de comiso o de transferencia definitiva. Ante 
este panorama si se da prioridad al comiso, el resultado no será una 
suspensión de la posibilidad de usar la prueba, sino la destrucción de la 
prueba. Por el contrario, es fácilmente concebible la conservación de la 
prueba, suspendiendo o demorando la ejecución del comiso, hasta después 
del uso probatorio de la pieza de convicción.  
Las versiones no españolas de la letra b no obligan a entender que la 
medida de aseguramiento de prueba posterior deba ceder ante un 
aseguramiento de comiso anterior. Por lo tanto no siendo forzosa esta 
manera de comprender el texto y siendo además contraria a su sentido y 





finalidad ha de concluirse que la única posibilidad de suspensión regulada es 
la que hace referencia a la concurrencia conflictiva entre aseguramientos de 
prueba. En tal caso la concurrencia se resuelve en un alzamiento temporal 
de la conservación en el Estado de ejecución para permitir su uso ordenado 
como prueba, por orden de prioridad temporal, ordenando su uso sucesivo 
por las diferentes autoridades de emisión151. 
 
 
LA DISTRIBUCIÓN DE LA COMPETENCIA FUNCIONAL DURANTE LA 
EJECUCIÓN 
 Como ya ha quedado expuesto al tratar del aseguramiento del 
comiso, únicamente en el Estado de emisión podrán interponerse recursos 
relativos a la formación misma de la resolución cautelar que se transmite, 
fundamentalmente los indicios de delito y la necesidad del uso probatorio de 
determinados objetos, documentos o datos. Tal como ya se ha dicho en el 
aseguramiento del comiso, los motivos de fondo  quedan excluidos del 
control de la autoridad judicial de ejecución conforme a lo dispuesto en el 
artículo 11 de la Decisión Marco. Por el contrario, en el Estado de ejecución, 
podrán plantearse recursos relativos a la concurrencia de presupuestos 
pasivos para el reconocimiento, sin entrar en la valoración de los 
denominados “motivos de fondo”, así como recursos relativos a la 
resolución de cuestiones incidentales surgidas durante la ejecución de la 
medida cautelar transmitida.  
 Junto a la afirmación de la exclusividad de la jurisdicción del Estado 
de emisión para las cuestiones denominadas “de fondo”, la esencial 
accesoriedad de la medida cautelar de aseguramiento de prueba respecto al 
proceso principal en el que se va a producir el uso probatorio conlleva como 
consecuencia lógica la aplicación de las normas procesales del Estado de 
emisión siempre que sean compatibles con el orden público procesal del 
Estado de ejecución. De esta manera la prueba podrá alcanzar su plena 
validez y eficacia en el Estado de emisión. El artículo 5 de la Decisión Marco 
determina que cuando sea necesario garantizar la validez de las pruebas 
admitidas, “y siempre que esas formalidades y procedimientos no sean 
contrarios a los principios fundamentales de Derecho en el Estado de 
ejecución” la autoridad judicial del Estado de ejecución observará las 
formalidades y los procedimientos expresamente indicados por la autoridad 
judicial del Estado de emisión. No obstante, el orden público no es el único 
límite a la aplicación del Derecho del Estado de emisión ya que las medidas 
coercitivas complementarias se adoptarán según las normas procesales del 
Estado de ejecución, como ya hemos visto anteriormente. 
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Conviene recordar que en la letra c del mismo artículo, como ya ha quedado expuesto al 
tratar de la suspensión del aseguramiento del comiso, no se contiene norma alguna aplicable a 















VIII LA APLICACIÓN DEL RECONOCIMIENTO A LA DETENCIÓN 




OBJETO DE LA DECISIÓN MARCO 
En 2001, avanzando en la línea marcada por el Consejo Europeo de 
Tampere, la Comisión propuso la creación de un mandamiento europeo de 
detención que habría de sustituir en los Estados de la Unión a los 
procedimientos de extradición de personas buscadas o reclamadas por la 
Justicia, proponiéndose que la clave del sistema fuese el reconocimiento 
mutuo de resoluciones judiciales. De esta manera surgió la Propuesta de 
Decisión Marco de 19 de septiembre de 2001. Más tarde fue preciso 
introducir modificaciones para hacer que el texto resultante fuese aceptable 
para todos los Estados miembros de la Unión, lo que condujo a iniciativa del 
Consejo de la Unión Europea, a una nueva Propuesta de Decisión Marco de 
10 de diciembre de 2001152. Sólo unos meses más tarde, era aprobada por 
el Consejo de la Unión Europea la Decisión Marco de 13 de junio de 2002, 
relativa a la Orden de Detención Europea, el primer texto normativo que 
consagra el principio del reconocimiento en la cooperación judicial penal en 
la Unión Europea.   
El término orden detención europea suele utilizarse en diversos 
sentidos. En una primera acepción, se habla de orden de detención europea 
como institución jurídica del Derecho propio de la Unión Europea, con sus 
propios presupuestos, efectos, requisitos y autoridades competentes. Todo 
ello referido no tanto a la petición activa de detención y entrega, o a la 
decisión judicial de entregar, sino a la institución jurídica en sí misma. Sin 
embargo, para ser rigurosos, la institución no es en realidad la orden de 
detención europea, sino la entrega judicial de personas reclamadas entre 
Estados miembros de la Unión Europea. Ésta institución que hemos 
denominado entrega judicial, se articula en torno a dos decisiones judiciales 
fundamentales: una petición activa de detención y entrega y, otra decisión 
de entregar, con o sin condiciones.  
En una segunda y más correcta acepción, el término “orden de 
detención europea” alude a la parte activa de la institución de la entrega 
judicial de personas reclamadas. En este sentido, equivale a la decisión 
judicial, en la que se acuerda solicitar a las autoridades judiciales de otro 
Estado miembro de la Unión Europea, la búsqueda, detención y entrega de 
la persona reclamada. Este sentido es el que se refleja en el artículo 1 
número 1 de la Decisión Marco define qué es la orden de detención 
europea: “La orden de detención europea es una resolución judicial dictada 
por un Estado miembro con vistas a la detención y la entrega por otro 
Estado miembro de una persona buscada para el ejercicio de acciones 
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penales o para la ejecución de una pena o una medida de seguridad 
privativas de libertad”.  
En una tercera acepción del término orden de detención europea, se 
entiende por tal el documento, en el cual se plasma la decisión judicial de 
solicitar a las autoridades competentes la detención y entrega de la persona 
reclamada. En este sentido se utilizan dichos términos en el artículo 8 de la 
Decisión Marco, en cuyo número 1 se establece un contenido uniforme del 
documento que contiene la decisión judicial activa, para todos los Estados 
miembros de la Unión. 
El objeto de la Decisión Marco es regular la entrega de personas 
reclamadas, como institución alternativa a la extradición, basada en el 
reconocimiento de la orden judicial de detención emitida por la autoridad 
judicial de un Estado miembro de la Unión Europea. El contenido central de 
la Decisión Marco es la regulación de la entrega de sujetos procesales, pero 
de la misma manera que la extradición propiamente dicha se complementa 
con la extradición de tránsito, la Decisión Marco regula también la solicitud 
de autorización para el tránsito por el territorio de otro Estado de la Unión 
Europea, bien sea para la ejecución de una entrega en virtud de orden 
europea o bien para ejecución de una extradición concedida por un tercer 
Estado a un Estado miembro de la Unión Europea. La autorización para el 
tránsito se regula en el artículo 25 de la Decisión Marco. Esta norma es 
aplicable, tanto a las entregas que se produzcan por virtud de una orden de 
detención europea, como a las que deriven de una extradición.  
 
 
PRESUPUESTOS DE LA EMISIÓN Y DEL RECONOCIMIENTO DE LA 
ORDEN EUROPEA DE DETENCIÓN 
 
A) EL PRESUPUESTO DE LA RESOLUCIÓN EQUIVALENTE 
 Del artículo 1 de la Decisión Marco se desprende que las únicas 
resoluciones que pueden ser reconocidas para ser ejecutadas como órdenes 
europeas de detención, son las resoluciones judiciales dictadas en proceso 
penal, en las que se acuerda la detención y reclamación a otro Estado de la 
entrega de una persona, buscada para ser sometida a las consecuencias del 
proceso penal en el que se le reclama, bien para que tenga lugar la 
instrucción o para que sea juzgada, o bien para el cumplimiento de la pena 
impuesta.  
La finalidad de que se desarrolle adecuadamente la instrucción, hasta que 
finalmente concluya en el juicio, o de que se cumplan los trámites 
pendientes para poder celebrar el juicio, es aludida en el referido artículo 1 
con la expresión “para el ejercicio de acciones penales”. 
 
B) EL PRESUPUESTO DEL ÁMBITO SUSTANTIVO: INFRACCIÓN 
ADECUADA 
La Decisión Marco recoge una lista de delitos en los que la entrega ha 
de acordarse sin posibilidad alguna de control de doble incriminación. 





a) Lista de delitos sujetos sólo a límite punitivo mínimo, pero no a 
doble incriminación. 
 Basta con que el hecho sea constitutivo de alguno los delitos en de la 
lista en el Estado de emisión de la orden, aunque no sea punible en el 
Estado de ejecución.  
Al requisito de la pertenencia del delito a esa lista se añade el del 
límite punitivo mínimo, de manera que se exige que en el Estado de emisión 
el delito esté castigado con pena privativa de libertad de al menos tres 




                                                          
153 Artículo 2-2 DM: 
“2. Darán lugar a la entrega, en virtud de una orden de detención europea, en las condiciones 
que establece la presente Decisión marco y sin control de la doble tipificación de los hechos, 
los delitos siguientes, siempre que estén castigados en el Estado miembro emisor con una 
pena o una medida de seguridad privativas de libertad de un máximo de al menos tres años, tal 
como se definen en el Derecho del Estado miembro emisor: 
- pertenencia a organización delictiva, 
- terrorismo, 
- trata de seres humanos, 
- explotación sexual de los niños y pornografía infantil, 
- tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, 
- tráfico ilícito de armas, municiones y  explosivos, 
- corrupción, 
- fraude, incluido el que afecte a los intereses financieros de las Comunidades Europeas con 
arreglo al Convenio de 26 de julio de 1995 relativo a la protección de los intereses financieros 
de las Comunidades Europeas, 
- blanqueo del producto del delito, 
- falsificación de moneda, incluida la falsificación del euro, 
- delitos de alta tecnología, en particular delito informático, 
- delitos contra el medio ambiente, incluido el tráfico ilícito de especies animales protegidas y 
de especies y variedades vegetales protegidas, 
- ayuda a la entrada y residencia en situación ilegal, 
- homicidio voluntario, agresión con lesiones graves, 
- tráfico ilícito de órganos y tejidos humanos, 
- secuestro, detención ilegal y toma de rehenes, 
- racismo y xenofobia, 
- robos organizados o a mano armada, 
- tráfico ilícito de bienes culturales, incluidas las antigüedades y las obras de arte, 
- estafa, 
- chantaje y extorsión de fondos, 
- violación de derechos de propiedad industrial y falsificación de mercancías, 
- falsificación de documentos administrativos y tráfico de documentos falsos, 
- falsificación de medios de pago, 
- tráfico ilícito de sustancias hormonales y otros factores de crecimiento, 
- tráfico ilícito de materiales radiactivos o sustancias nucleares, 
- tráfico de vehículos robados, 
- violación, 
- incendio voluntario, 
- delitos incluidos en la jurisdicción de la Corte Penal Internacional, 
-secuestro de aeronaves y buques, 
-sabotaje.” 





b) Delitos sujetos a control de doble incriminación y límite punitivo 
mínimo. 
Cuando la persona reclamada lo sea por algún delito, no incluido en 
la anterior lista o incluido en ella pero que esté castigado con pena privativa 
de libertad inferior a los tres años de prisión, los Estados podrán supeditar 
el reconocimiento y ejecución a que se cumpla el requisito opcional de la 
doble incriminación. No obstante, la exigencia de la doble incriminación 
queda limitada en el artículo 4 número por lo que se refiere a los delitos 
Fiscales, aduaneros y de control de cambios. En estos delitos no podrá 
denegarse la ejecución de la orden de detención invocando que la 
legislación del Estado de ejecución no impone el mismo tipo de tasas o de 
impuestos o no tiene “el mismo tipo de reglamentación en materia de tasas 
o impuestos, de aduana y de cambio” que el Estado de emisión. 
En todo caso, será preciso que la duración de la pena alcance el límite 
punitivo mínimo de 12 meses de privación de libertad, si no ha habido 
condena. Cuando haya recaído sentencia firme y se haya impuesto una 
pena o medida de seguridad , ésta ha de alcanzar los cuatro meses de 
privación de libertad como mínimo, tal como se establece en el artículo 2 nº 
1 de la Decisión Marco. 
 
 
FORMA Y VÍA DE TRANSMISIÓN  
 
A) CONTENIDOS FORMALES DEL DOCUMENTO DE LA ORDEN DE 
DETENCIÓN EUROPEA 
En el artículo 8 de la Decisión Marco se recogen los requisitos 
formales del documento en el que se plasma la orden de detención europea. 
En el número 1 se contienen una serie de menciones formales que han de 
aparecer en el documento y que por otra parte constituyen campos que han 
de rellenarse en el formulario que la propia Decisión Marco incorpora como 
anexo. En el número 2 del mismo artículo se recoge una declaración general 
relativa a la lengua en la que ha de hacerse constar el documento original 
que se remita a la autoridad de ejecución. El principio general es que el 
documento de la orden de detención deberá traducirse a la lengua oficial del 
Estado de ejecución, o en caso de ser varias las oficiales, a una de ellas.  
 
B) TRANSMISIÓN: DIFUSIÓN POLICIAL  Y COMUNICACIÓN A 
AUTORIDAD JUDICIAL  
 Una vez constatada la necesidad de acordar la detención del 
imputado, acusado o condenado, la autoridad judicial de emisión puede 
optar entre acordar la difusión general de la orden de detención a nivel 
policial, lo que implica extender la orden de búsqueda a todas las 
autoridades policiales de la Unión Europea, o dirigirse a la concreta 
autoridad judicial del Estado miembro en cuyo territorio se encuentre la 





persona reclamada154. Evidentemente, si se desconoce el paradero de la 
persona reclamada sólo cabrá la primera opción, ya que previamente será 
preciso hacer una búsqueda policial por todo el territorio de la Unión. Para 
ello se procederá a describir la orden europea en el Sistema de Información 
de Schengen, conforme al número 2 del artículo 9 de la Decisión Marco.  
La descripción en el SIS de la orden europea de detención será título 
suficiente para la detención policial y, según el texto del artículo 9 número 3 
de la Decisión Marco, desde la entrada en funcionamiento del SIS II155 es 
también título suficiente para el reconocimiento de la resolución judicial de 
la autoridad de ejecución156. En relación con ello, el número 3 del mismo 
artículo realiza una afirmación rotunda equiparando la descripción en el 
Sistema de Información Schengen a la orden de detención misma, que 
inmediatamente se encarga de matizar con carácter de norma de Derecho 
transitorio157: se afirma que la descripción en el SIS equivale a la orden de 
detención misma y acto seguido se establece una previsión para suplir las 
insuficiencias del Sistema de Información Schengen, tal como éste era al 
tiempo de la entrada en vigor de la Decisión Marco.  
La citada norma transitoria dispone que mientras el SIS no pueda 
incluir todos los contenidos obligatorios de la orden europea de detención, 
la descripción de la misma con contenidos limitados en el SIS equivaldrá a 
la orden de detención europea “hasta que la autoridad de ejecución reciba 
el original en buena y debida forma”. O dicho de otra manera, la limitada 
descripción en el SIS, habilitará para la detención policial pero la autoridad 
judicial de ejecución tendrá que recibir la orden europea de detención 
original emitida por la autoridad judicial emisora.  
Actualmente el SIS II está ya operativo y tiene capacidad para incluir 
todas la información requerida por la Decisión Marco de la Orden de 
                                                          
154 Esta posibilidad de elección es la que se recoge en los números 1 y 2 del artículo 9 de la 
Decisión Marco: 
“Transmisión de una orden de detención europea 
1. Cuando se conozca el paradero de la persona buscada, la autoridad judicial emisora podrá 
comunicar directamente a la autoridad judicial de ejecución la orden de detención europea. 
2. La autoridad judicial emisora podrá decidir, en cualquier circunstancia, introducir una 
descripción de la persona buscada en el Sistema de Información de Schengen (SIS”) 
. 
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 Sin perjuicio de la obligación de hacer llegar a la autoridad judicial de ejecución su 
traducción, conforme exige el artículo 8 de la Decisión Marco. 
 
157 Artículo 9 nº 3 DM: 
“3. Dicha descripción se efectuará de conformidad con lo dispuesto en el art. 95 del Convenio 
de aplicación del acuerdo de Schengen, de 14 de junio de 1985, relativo a la supresión gradual 
de los controles en las fronteras comunes de 19 de junio de 1990. Una descripción en el SIS 
equivaldrá a una orden de detención europea acompañada de la información que figura en el 
apartado 1 del art. 8. 
Con carácter provisional, hasta el momento en que el SIS tenga capacidad para transmitir toda 
la información que figura en el art. 8, la descripción equivaldrá a una orden de detención 
europea hasta que la autoridad judicial de ejecución reciba el original en buena y debida 
forma”. 





Detención Europea. No sólo eso, sino que además la descripción habrá de ir 
acompañada de “una copia del original de la orden de detención europea”, 
tal como imperativamente se establece en el artículo 27 número 1 de la 
Decisión  2007/533/JAI de 12 de junio de 2007, relativa al establecimiento, 
funcionamiento y utilización del Sistema de Información de Schengen de 
segunda generación. Precisamente en el artículo 31 de esta Decisión Marco 
se reitera el valor de la descripción en el Sistema de Información Schengen, 
como equivalente al de la orden europea de detención original. Podríamos 
decir, incluso, que se reitera con más rotundidad que en la Decisión Marco 
de la Orden de Detención Europea158. 
Sin embargo, muchos Estados parecen haber tomado como una 
norma permanente lo que sólo es una previsión de Derecho transitorio y 
continúan exigiendo que, tras la detención, la autoridad judicial de 
ejecución reciba el original de la orden europea de detención en un 
determinado plazo. No obstante algunos Estados matizan el rigor de esta 
exigencia admitiendo reproducciones del documento original con valor 
equivalente al mismo, transmitidas con arreglo al número 4 del artículo 10 
de la Decisión Marco de la Orden de Detención Europea159. 
 
 
EL RECONOCIMIENTO DE LA MEDIDA CAUTELAR TRANSMITIDA: LOS 
LÍMITES DE LA OBLIGACIÓN DE RECONOCIMIENTO 
A) LA REGLA GENERAL DE OBLIGATORIEDAD DEL RECONOCIMIENTO 
Si se cumplen los presupuestos y requisitos de forma el 
reconocimiento es obligatorio salvo que concurra alguna de los motivos que 
obligatoriamente lo impiden como parte del control pasivo que corresponde 
a la autoridad de ejecución, o como consecuencia de la introducción de 
exclusiones en el Derecho interno del Estado de ejecución. Partiendo de 
esta idean en la Decisión Marco reguladora de la orden europea de 
detención se formulan dos listados diferentes de causas de denegación del 
reconocimiento. El primero, contenido  en el artículo 3, recoge las causas de 
denegación que se denominan “obligatorias”, frente a las del artículo 4, que 
tienen el carácter de causas “facultativas”, que podrán ser incorporadas o 
no por los Estados a su Derecho interno160.  
                                                          
158
 Artículo 31 nº 1 DM 2007/533/JAI: 
“1. Las descripciones introducidas en el SIS II de acuerdo con el artículo 26, en combinación 
con los datos adicionales a que se refiere el artículo 27, constituirán y tendrán los mismos 
efectos que una orden de detención europea dictada de conformidad con la Decisión marco 
2002/584/JAI, cuando esta sea de aplicación”. 
 
159
 Artículo 10 nº 4 DM ODE: 
“4. La autoridad judicial emisora podrá transmitir la orden de detención europea por 
cualesquiera medios fiables que puedan dejar constancia escrita en condiciones que permitan 
al Estado miembro de ejecución establecer su autenticidad”. 
 
160 Artículo 3.  Motivos para la no ejecución obligatoria de la orden de detención europea   





B) LÍMITES OBLIGATORIOS: CONTROL PASIVO DE LA EDAD PENAL Y 
DE LA SUBSISTENCIA DE LA RESPONSABILIDAD PENAL 
Ninguna de las tres causas de denegación obligatorias descritas en el 
artículo 3 de la Decisión Marco es contradictoria con el principio del 
reconocimiento o supone una reducción del mismo. La cosa juzgada en otro 
Estado de la UE constituye una reafirmación del espacio único. La amnistía, 
por su parte es conceptualmente cercana a la cosa juzgada, en cuanto que 
no sería muy diferente a la afirmación de la inexistencia de delito contenida 
en sentencia firme.  
En cuanto a la falta de responsabilidad penal por razón de la edad, en 
principio podría parecer que constituye una exclusión destinada a proteger 
el orden jurídico del Estado de ejecución ante las diferencias existentes en 
orden a la edad penal. Pero se aprecia en la Decisión Marco una importante 
diferencia con las exclusiones: en el caso de la minoría de edad penal no se 
trata de permitir facultativamente a los Estados la inclusión de una norma 
que permita a sus autoridades judiciales rechazar el reconocimiento. Antes 
bien, se impone de manera obligatoria a la autoridad de ejecución el 
rechazo del reconocimiento si el autor del hecho es menor de edad penal en 
el Estado de ejecución. Se trata por tanto de incluir en el control pasivo un 
requisito previo de la responsabilidad penal que difícilmente puede ser 
controlado por la autoridad judicial de emisión. Más que la introducción de 
una exclusión, entendida como reducción potestativa del ámbito del 
reconocimiento, lo que existe es la determinación de uno de los requisitos 
de la resolución equivalente, cuyo contenido es variable de un Estado a otro 
y cuyo control queda confiado a la autoridad de ejecución. Por no ser una 
causa potestativa no puede figurar en el artículo 4 de la Decisión Marco, 
pero al ser una causa variable tampoco es fácil de incluir entre las 
definiciones positivas de los presupuestos. El resultado final es su inclusión 
como causa de denegación obligatoria, dependiente del Derecho Penal 
interno de cada Estado. 
 
C) EXCEPCIONES POTESTATIVAS: LAS EXCLUSIONES DEL ARTÍCULO 
4. 
El listado de causas de denegación potestativa, que se recoge en el 
artículo 4 de la Decisión Marco, reúne siete supuestos  que suponen una 
                                                                                                                                                                          
La autoridad judicial del Estado miembro de ejecución (denominada en lo sucesivo «autoridad 
judicial de ejecución») denegará la ejecución de la orden de detención europea en los casos 
siguientes: 
1) cuando el delito en que se base la orden de detención europea esté cubierto por la amnistía en 
el Estado miembro de ejecución si éste tuviere competencia para perseguir dicho delito según su 
propio Derecho penal;  
2) cuando de la información de que disponga la autoridad judicial de ejecución se desprenda que 
la persona buscada ha sido juzgada definitivamente por los mismos hechos por un Estado 
miembro siempre que, en caso de condena, la sanción haya sido ejecutada o esté en esos 
momentos en curso de ejecución, o ya no pueda ejecutarse en virtud del Derecho del Estado 
miembro de condena;  
3) cuando la persona que sea objeto de la orden de detención europea aún no pueda ser, por 
razón de su edad, considerada responsable penalmente de los hechos en que se base dicha 
orden, con arreglo al Derecho del Estado miembro de ejecución. 
 





cierta desviación respecto del principio del reconocimiento y una limitada 
pervivencia del reconocimiento previa homologación y adaptación al 
Derecho nacional del Estado de ejecución, en una norma regida por el 
principio del reconocimiento como principio predominante. 
Bajo la denominación de causas de denegación facultativa161 se 
recoge un listado que contiene el requisito facultativo de la doble 
incriminación, que se ha tratado anteriormente al hablar de los 
presupuestos162, así como un grupo de exclusiones tendentes a limitar el 
impacto del principio del reconocimiento; unas relacionadas con la extinción 
de la acción o de la responsabilidad penal y otras destinadas a proteger el 
orden público o la singularidad jurídica nacional.    
a) Exclusiones relacionadas con la extinción de la acción o de la 
responsabilidad penal. 
Estas exclusiones permiten reducir la aplicación del principio del 
reconocimiento admitiendo que los Estados puedan incluir en su legislación 
interna ciertas causas de denegación cercanas a la cosa juzgada en la Unión 
                                                          
161 Artículo 4.  Motivos de no ejecución facultativa de la orden de detención europea   
La autoridad judicial de ejecución podrá denegar la ejecución de la orden de detención europea: 
1) cuando, en uno de los casos citados en el apartado 4 del art. 2, los hechos que motiven la orden 
de detención europea no fueren constitutivos de delito de acuerdo con el Derecho del Estado 
miembro de ejecución; no obstante, en materia de tasas e impuesto, de aduana y de cambio, no 
podrá denegarse la ejecución de la orden de detención europea por el motivo de que la legislación 
del Estado miembro de ejecución no imponga el mismo tipo de tasas o de impuestos o no 
contenga el mismo tipo de reglamentación en materia de tasas o impuestos, de aduana y de 
cambio que la legislación del Estado miembro emisor;  
2) cuando la persona que fuere objeto de la orden de detención europea esté sometida a un 
procedimiento penal en el Estado miembro de ejecución por el mismo hecho que el que motive la 
orden de detención europea;  
3) cuando las autoridades judiciales del Estado miembro de ejecución hubieren decidido, o bien no 
incoar acción penal por la infracción que sea objeto de la orden de detención europea, o bien 
concluirla, o cuando sobre la persona buscada pese en un Estado miembro otra resolución 
definitiva por los mismos hechos que obstaculice el posterior ejercicio de diligencias penales;  
4) cuando haya prescrito el delito o la pena con arreglo a la legislación del Estado miembro de 
ejecución y los hechos sean competencia de dicho Estado miembro según su propio Derecho 
penal;  
5) cuando de la información de que disponga la autoridad judicial de ejecución se desprenda que 
la persona buscada ha sido juzgada definitivamente por los mismos hechos por un tercer Estado 
siempre que, en caso de condena, la sanción haya sido ejecutada o esté en esos momentos en 
curso de ejecución, o ya no pueda ejecutarse en virtud del Derecho del Estado de condena;  
6) cuando la orden de detención europea se haya dictado a efectos de ejecución de una pena o de 
una medida de seguridad privativas de libertad contra una persona buscada que sea nacional o 
residente del Estado miembro de ejecución o habite en él y éste se comprometa a ejecutar él 
mismo dicha pena o medida de seguridad de conformidad con su Derecho interno;  
7) cuando la orden de detención europea contemple infracciones que: 
a) el Derecho del Estado miembro de ejecución considere cometidas en su totalidad o en parte en 
el territorio del Estado miembro de ejecución o en un lugar asimilado al mismo;  
b) se hayan cometido fuera del territorio del Estado miembro emisor y el Derecho del Estado 
miembro de ejecución no permita la persecución por las mismas infracciones cuando se hayan 
cometido fuera de su territorio. 
 
162
El presupuesto de la infracción adecuada, como ya se ha dicho, puede ser entendido como un 
presupuesto en parte fijo y en parte modulable por los Estados, al permitirse la exigencia de la 
doble incriminación en los delitos no incluidos en la lista.  





Europea o a la extinción de la responsabilidad penal por amnistía, recogidas 
ambas en el artículo 3 de la Decisión Marco. El principio del reconocimiento, 
de esta manera puede experimentar un cierto retroceso en los Estados que 
incorporen estas causas de denegación. Las exclusiones que corresponden a 
este grupo son: 
1ª- Cosa juzgada en un tercer Estado, no perteneciente a la Unión 
Europea.  
Mientras que el control pasivo de la cosa juzgada por sentencia de 
otro Estado de la Unión Europea se impone como complemento necesario 
de la aplicación del principio del reconocimiento, la sentencia dictada en un 
tercer Estado no goza de la misma eficacia y su control no  se impone 
forzosamente al Estado de ejecución. Sin embargo no se impide a los 
Estados Miembros reconocer el valor de cosa juzgada a las sentencias de 
terceros Estados, pudiendo hacerlo por vía de introducción de la 
correspondiente exclusión.  
 2ª- Agotamiento de la acción penal sin sentencia en el Estado de 
ejecución o en otro Estado miembro de la UE.  
Según el tenor literal del número 3 del artículo 4, los Estados pueden, 
facultativamente y por vía de exclusión, denegar el reconocimiento cuando 
las autoridades judiciales del Estado miembro de ejecución “hubieren 
decidido, o bien no incoar acción penal por la infracción que sea objeto de la 
orden de detención europea, o bien concluirla, o cuando sobre la persona 
buscada pese en un Estado miembro otra resolución definitiva por los 
mismos hechos que obstaculice el posterior ejercicio de diligencias penales”. 
Sin embargo la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea 
ha declarado la obligatoriedad de aplicar la regla del ne bis in ídem, 
conforme al Convenio de Aplicación de Schengen, también en aquellos 
casos en los que la extinción de la acción penal no se haya producido en 
virtud de sentencia163. En los casos de sobreseimiento libre o resolución 
distinta de sentencia en la que se disponga de la acción penal sin posibilidad 
de reapertura o continuación futura no es facultativo aplicar el ne bis in 
ídem, sino obligatorio y por tanto nos encontramos en presencia del control 
obligatorio de la cosa juzgada previsto en el artículo 3 número 2 de la 
Decisión Marco. La Exclusión facultativa quedará limitada a aquellos casos 
en los que la decisión de no continuación del procedimiento tiene carácter 
provisional y no impide una futura reapertura164. 
3ª- Prescripción del delito o la pena en el Estado de ejecución. 
La prescripción de la pena o del delito se configura como una 
exclusión potestativa, y en todo caso condicionada a que los hechos 
pudieran haber sido conocidos por los Tribunales de ese Estado, por 
extenderse a ellos la jurisdicción nacional conforme a sus propias normas 
procesales. 
b) Exclusiones de salvaguarda del orden público procesal nacional.  
                                                          
163
 Casos Gözütök y Brüegge (C-187/01 y C-385/01) del TJUE anteriormente citados. 
 
164
 Caso Turansky (C-491/07) del TJUE 





1ª- Pendencia de un proceso penal en el Estado de ejecución por el 
mismo hecho que el que motive la orden de detención europea (artículo 4 
nº 2). 
2ª- Nacionalidad o residencia de la persona reclamada.  
El artículo 4 número 6 de la Decisión Marco permite la denegación 
“cuando la orden de detención europea se haya dictado a efectos de 
ejecución de una pena o de una medida de seguridad privativas de libertad 
contra una persona buscada que sea nacional o residente del Estado 
miembro de ejecución o habite en él y éste se comprometa a ejecutar él 
mismo dicha pena o medida de seguridad de conformidad con su Derecho 
interno”. La nacionalidad o residencia de la persona reclamada en el Estado 
de ejecución sólo puede constituir causa de denegación si viene referida al 
condenado que es reclamado para la ejecución de la sentencia impuesta, y 
siempre que el Estado de ejecución, que deniega la entrega, asuma la 
ejecución. Además ha de tenerse presente que la nacionalidad o residencia 
en el Estado de ejecución no puede utilizarse como motivo para la 
denegación de la ejecución, cuando la persona reclamada sea el imputado o 
acusado que aún no ha sido juzgado. En tal caso los Estados miembros de 
la Unión Europea, al hacer la transposición de la Decisión Marco, sólo 
pueden elegir entre recoger en su legislación la entrega de nacionales o 
residentes, sin más condiciones, o condicionarla a la devolución de la 
persona entregada, después de ser juzgada, para el cumplimiento de la 
condena impuesta en el Estado de su residencia o nacionalidad, como 
veremos más adelante. 
3- Extraterritorialidad del delito respecto al Estado de emisión 
(artículo 4 número 7) cuando el delito haya sido cometido, en su totalidad o 
en parte, en el territorio del Estado de ejecución o en un lugar asimilado al 
mismo; o cuando se haya cometido fuera del territorio del Estado de 
emisión y el Derecho del Estado de ejecución no permita la persecución por 
“las mismas infracciones cuando se hayan cometido fuera de su territorio”. 
4- Sentencia en rebeldía, salvo que se den determinadas condiciones 
previstas en el artículo 4 bis, añadido a la Decisión Marco de la OED por la 
Decisión Marco 2009/299 sobre juicios sin comparecencia del imputado. 
 
D) PROHIBICIÓN DE LA REVISIÓN DE LA ORDEN DE DETENCIÓN EN 
EL ESTADO DE EJECUCIÓN 
La limitación del examen judicial de la solicitud de entrega, derivada 
del principio del reconocimiento y del principio de confianza, también 
implica que la autoridad judicial de ejecución no puede entrar a valorar la 
solidez o suficiencia de los indicios de delito apreciados por la autoridad 
judicial emisión. Esta misma idea ha sido expresada con claridad por la 
Cámara de los Lores británica, actuando como tribunal supremo, en el caso 
Hilali (recurso de habeas corpus UKHL 3, 30 de enero de 2008), lo cual 
tiene un especial valor, al tratarse de un país con una de las legislaciones 
internas aparentemente más vinculada a los viejos conceptos de la 
extradición.  





Según expresó Lord Hope of Craighead, en la referida sentencia 
(apartado 26), refiriéndose al contenido del artículo 8, número 1, letra e: 
“En las palabras de ese apartado, se deben describir las circunstancias en 
las que se cometieron los delitos, incluida la hora, el lugar y el grado de 
participación en los delitos por parte de la persona requerida. No es 
necesario incluir un relato de las pruebas que se emplearán para probar los 
delitos. No cabe en la descripción, dado que no es relevante para la decisión 
de la autoridad judicial encargada de la ejecución el hecho de que una 
persona tenga que ser entregada: véase el artículo 15. La finalidad para la 
que se necesita la información es permitir a la autoridad judicial encargada 
de la ejecución decidir si los delitos son delitos de extradición, no si pueden 
imputarse a la persona requerida.”165 La sentencia y sus argumentos, con 
independencia de que hayan sido formulados por el que entonces era el 
más alto Tribunal británico, sirven perfectamente como interpretación de la 
norma común, contenida en la Decisión Marco.  
El mismo razonamiento se encuentra en la base de la afirmación 
contenida en la sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea 
dictada en el caso C-396/11, en la que se dice que “los Estados miembros 
sólo pueden negarse a ejecutar tal orden en los supuestos de no ejecución 
obligatoria contemplados en su artículo 3 y en los casos de no ejecución 
facultativa enunciados en sus artículos 4 y 4 bis”166. En consecuencia, las 
autoridades de ejecución no pueden ir más allá de las causas de denegación 
previstas en la propia Decisión Marco. 
 
 
LA EJECUCIÓN DE LA ORDEN DE DETENCIÓN: REGLAS DE LA 
EJECUCIÓN 
A) LA EJECUCIÓN SIN DEMORA Y SUS EXCEPCIONES 
 La ejecución de la orden europea de detención consiste en la entrega 
de la persona, como es obvio. La regla general, contenida en el artículo 23 
de la Decisión Marco, es la de que la persona buscada deberá ser entregada 
lo antes posible, en una fecha acordada entre las autoridades implicadas. En 
todo caso la entrega se producirá, a más tardar, diez días después de la 
decisión definitiva sobre la ejecución de la orden de detención europea. 
Transcurrido este plazo, si la persona reclamada se encuentra detenida, 
deberá ser puesta en libertad. No obstante, el plazo es prorrogable por 
acuerdo entre las autoridades de los Estados de emisión y de ejecución.  
                                                          
165 Puede consultarse el texto de la sentencia en inglés, en la siguiente dirección web, de la 
Cámara de los Lores: 
http://www.publications.parliament.uk/pa/ld200708/ldjudgmt/jd080130/hilali.pdf 
166
 Sentencia T.J.U.E. de 29 de enero de 2013, caso C-396/11: 
 “los Estados miembros sólo pueden negarse a ejecutar tal orden en los supuestos de no 
ejecución obligatoria contemplados en su artículo 3 y en los casos de no ejecución facultativa 
enunciados en sus artículos 4 y 4 bis (véanse, en este sentido, las sentencias de 1 de 
diciembre de 2008, Leymann y Pustovarov, C-388/08 PPU, Rec. p. I-8983 apartado 51, y de 16 
de noviembre de 2010, Mantello, C-261/09, Rec. p. I-11477 apartado 37). Además, la autoridad 
judicial de ejecución únicamente puede supeditar la ejecución de una orden de detención 
europea a los requisitos establecidos en el artículo 5 de dicha Decisión marco”. 





 Si bien, en lo esencial, la entrega de la persona reclamada da 
cumplimiento a la orden europea emitida, en ocasiones la ejecución puede 
extenderse a la entrega de objetos. La decisión de entrega podrá 
extenderse, conforma al artículo 29 de la Decisión Marco, por propia 
iniciativa de la autoridad de ejecución o a petición de la autoridad de 
emisión, a la entrega de los objetos ocupados con ocasión de la ejecución 
de la orden de detención, que puedan constituir pruebas contra la persona 
imputada o acusada, o a los bienes que la persona reclamada posea, que 
constituyan productos del delito. 
La regla de la ejecución sin demora, tiene excepciones, que son los 
supuestos de imposibilidad definitiva de ejecución, que son causa de 
inejecución; y los supuestos de imposibilidad temporal, que son causa de 
suspensión de la entrega. 
a) Imposibilidad definitiva de ejecución:  
1- Concurrencia de solicitudes. 
 La Decisión Marco regula expresamente, en el artículo 16 la situación 
de concurrencia de varias órdenes europeas de detención, o incluso de una 
orden europea de detención y una solicitud de extradición por parte de un 
tercer Estado. En el caso de que dos o más Estados miembros hubieran 
emitido una orden de detención europea en relación con la misma persona, 
la elección sobre cuál de las órdenes de detención europeas será ejecutada 
será adoptada por la autoridad judicial de ejecución, teniendo en cuenta 
todas las circunstancias, y en particular el lugar y la gravedad relativa de 
los delitos, las respectivas fechas de las distintas órdenes, así como el 
hecho de que la orden se haya dictado a efectos de la persecución penal o a 
efectos de ejecución de una pena o una medida de seguridad privativas de 
libertad. Si lo considera preciso, la autoridad de ejecución podrá solicitar el 
dictamen de Eurojust. La decisión de ejecución de una de las órdenes 
concurrentes supone la imposibilidad de ejecución de las restantes.  
Exactamente el mismo criterio se aplica al caso de conflicto entre una 
orden de detención europea y una solicitud de extradición presentada por 
un tercer Estado, sin que necesariamente haya de prevalecer una orden 
europea sobre una extradición. No obstante, en el número 4 del artículo 16 
parece contenerse una regla de prioridad de las demandas de extradición 
presentadas por la Corte Penal Internacional: “El presente artículo se 
entiende sin perjuicio de las obligaciones de los Estados miembros en virtud 
del Estatuto de la Corte Penal Internacional.” 
 2- Obligaciones internacionales derivadas de extradición precedente, 
que impiden la entrega.  
El  Estado de ejecución puede hacer obtenido previamente la entrega 
de la persona reclamada  por una previa extradición, de manera que la 
posterior orden europea convierte en una situación asimilada a la 
reextradición. El Estado ahora requerido, que obtuvo antes la entrega de la 
persona por extradición, asume obligaciones internacionales frente al 
Estado que concedió la extradición, que pueden hacer inejecutable la orden 
europea de detención, mientras el Estado que entregó por extradición no 





autorice la reentrega. Esta situación se encuentra prevista en el artículo 21 
de la Decisión Marco167. 
b) Imposibilidad temporal: suspensión de la entrega y entrega 
temporal alternativa a la suspensión 
 La entrega decidida por la autoridad de ejecución, en virtud de una 
orden europea  reconocida y aceptada, puede sin embargo quedar en 
suspenso por razones humanitarias, admisibles en ciertos casos como causa 
de suspensión, o  debido a la existencia de responsabilidades criminales de 
la persona reclamada, pendientes en el Estado de Ejecución. 
 1- Suspensión por razones humanitarias.  
Según el artículo 23 nº 4 de la Decisión Marco, podrá suspenderse de 
manera excepcional y con carácter provisional la entrega por motivos 
humanitarios graves, por ejemplo, cuando existan razones válidas que 
hagan pensar que podría poner en peligro la vida o la salud de la persona 
buscada. La ejecución de la orden de detención europea deberá producirse 
en cuanto dichos motivos dejen de existir. Desde que se produzca la 
desaparición de los motivos contemplados, la autoridad judicial de ejecución 
informará inmediatamente a la autoridad judicial emisora, y acordará con 
ésta una nueva fecha para la entrega. La entrega tendrá que producirse 
dentro de los diez días siguientes a la nueva fecha acordada.  Si llegase a 
expirar el plazo de diez sin días, sin que la entrega haya tenido lugar, la 
persona reclamada será puesta en libertad, si se hallase aún detenida. 
 2- Suspensión por responsabilidades criminales pendientes.  
La autoridad judicial de ejecución, tras haber decidido la ejecución de 
la orden de detención europea, podrá suspender la entrega de la persona 
buscada para que pueda ser enjuiciada en el Estado miembro de ejecución 
o, si estuviese ya condenada, para que pueda cumplir en su territorio la 
pena que se le hubiere impuesto por otros hechos distintos del que 
motivare la orden de detención europea (artículo 24 nº 1). 
 3- Entrega temporal condicionada en caso de suspensión.  
                                                          
167 Artículo 21. 
Concurrencia de obligaciones internacionales 
La presente Decisión marco se entenderá sin perjuicio de las obligaciones que incumban al 
Estado miembro de ejecución en caso de que la persona buscada hubiere sido extraditada a 
dicho Estado miembro desde un Estado tercero, y de que dicha persona estuviere protegida 
por disposiciones del acuerdo en virtud del cual hubiere sido extraditada relativas al principio de 
especialidad. El Estado miembro de ejecución adoptará las medidas necesarias para solicitar 
de inmediato el consentimiento del Estado que haya extraditado a la persona buscada, para 
que pueda ser entregada al Estado miembro emisor. Los plazos contemplados en el art. 17 
empezarán a contar únicamente en la fecha en que dichas reglas relativas al principio de 
especialidad dejen de aplicarse. A la espera de la decisión del Estado al que la persona 
buscada ha sido extraditada, el Estado miembro de ejecución garantizará que siguen dándose 
las condiciones materiales necesarias para una entrega efectiva. 
 





El mismo artículo 24 de la Decisión Marco contempla la posibilidad de 
que la autoridad de ejecución recurra a una entrega temporal sujeta a 
determinadas condiciones, para evitar la pura y simple suspensión: “En 
lugar de suspender la entrega, la autoridad judicial de ejecución podrá 
entregar provisionalmente al Estado miembro emisor a la persona buscada, 
en condiciones que se determinarán de común acuerdo entre las 
autoridades judiciales de ejecución y emisora. Dicho acuerdo se formalizará 
por escrito y las condiciones serán vinculantes para todas las autoridades 
del Estado miembro emisor”. Lógicamente, las condiciones que se pacten 
irán encaminadas a permitir la instrucción de la causa o el juicio en el 
Estado de emisión, asegurando la pronta devolución de la persona 
entregada provisionalmente, al Estado de ejecución para la instrucción de la 
causa o el  enjuiciamiento por el delito por el que se sigue procedimiento en 
el Estado de ejecución, o para el cumplimiento de la pena ya impuesta por 
los tribunales de este último.  
    
B) LA REGLA DE LA EJECUCIÓN INCONDICIONADA Y SUS 
EXCEPCIONES: ENTREGA SUJETA A CONDICIONES 
 En principio, la entrega de la persona reclamada ha de ser pura y 
simple, no sometida a condiciones. Excepcionalmente los artículos 4 bis168 y 
5 de la Decisión Marco permiten a los Estados establecer en su legislación 
una serie de supuestos en los que la entrega puede válidamente someterse 
a ciertas condiciones. No se permite a los Estados miembros denegar la 
ejecución, pero a cambio se les faculta para establecer condiciones que 
deberá cumplir el Estado de emisión de la orden de detención. 
a) Sentencias dictadas en rebeldía. 
Cuando la sentencia haya sido dictada en rebeldía, salvo que se 
hayan cumplido ciertas condiciones que permiten entender suficientemente 
garantizado el derecho a la defensa, podrá someterse la ejecución de la 
orden de detención a la condición de que se garantice que la posibilidad de 
un nuevo proceso o un recurso, con presencia personal del condenado en la 
vista. 
b) Condenas a perpetuidad. 
 Podrá imponerse la condición  que se garantice que la pena podrá ser 
revisada, o incluso sustituida, al menos cuando hayan transcurrido veinte 
años. 
c) Nacionalidad o residencia del imputado o acusado. 
 Cuando la persona reclamada fuese nacional del Estado de ejecución 
o residiese en él, la entrega podrá supeditarse a la condición de que la 
persona, tras ser juzgada, sea devuelta al Estado miembro de ejecución 
para cumplir en éste la pena o la medida de seguridad que se le imponga. 
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 Artículo redactado conforme a la Decisión Marco 2009/299 sobre juicios sin comparecencia 
personal del imputado. 





DISTRIBUCIÓN DE LA COMPETENCIA FUNCIONAL DURANTE LA 
EJECUCIÓN 
A) LA SUJECIÓN DE LA AUTORIDAD DE EMISIÓN A DECISIONES DE 
LA AUTORIDAD DE EJECUCIÓN 
 
a) La decisión sobre la prisión preventiva y sus efectos en el Estado 
de emisión 
La entrega de la persona reclamada lleva como consecuencia en el 
Estado de emisión del tiempo pasado en prisión en el Estado de ejecución. 
Para ello, la autoridad judicial de ejecución, o la autoridad central 
competente en su caso, remitirá a la autoridad judicial emisora, en el 
momento de la entrega, toda la información relativa a la duración de la 
privación de libertad de la persona buscada, acordada a efectos de la 
ejecución de la una orden de detención europea (artículo 26). 
b) Principio de especialidad  
 Entendemos que el principio de especialidad ha de ser incluido en la 
distribución de potestades porque implica la limitación de las facultades de 
la autoridad de emisión, que queda sujeta a las consecuencias de la 
decisión de la autoridad de ejecución. Esta es la que tiene la potestad de 
determinar los delitos por los que puede ser perseguida la persona 
entregada. 
 El principio de especialidad, formulado tradicionalmente en la doctrina 
de la extradición, se recoge en el artículo 27 de la Decisión Marco. Implica 
que la persona entregada no podrá ser procesada, condenada o privada de 
libertad por una infracción cometida antes de su entrega distinta de la que 
hubiere motivado su entrega. Sin embargo, la Decisión Marco aspira a 
reducir al mínimo posible, y para ello ofrece a los Estados la posibilidad de 
excluir, con carácter general, en sus relaciones recíprocas la aplicación de 
dicho principio.  
Además del caso de que la entrega se haya acordado entre países 
que han establecido la presunción de exclusión de la especialidad, sin que 
se haya impuesto expresamente su aplicación por la autoridad de ejecución, 
la especialidad no operará en los siguientes casos: 
a) cuando, habiendo tenido la oportunidad de salir del territorio del 
Estado miembro al que haya sido entregada, la persona no lo haya hecho 
en un plazo de cuarenta y cinco días desde su puesta en libertad definitiva, 
o haya vuelto a dicho territorio después de haber salido del mismo; 
b) la infracción no sea punible con una pena o medida de seguridad 
privativas de libertad; 
c) el proceso penal no concluye con la aplicación de una medida 
restrictiva de la libertad individual de la persona; 
d) cuando la persona esté sujeta a una pena o medida no privativas 
de libertad, incluidas las sanciones pecuniarias, o a una medida equivalente, 
aun cuando dicha pena o medida pudieren restringir su libertad individual; 
e) cuando la persona hubiere dado su consentimiento, en su caso 
junto con la renuncia al principio de especialidad, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 13; 





f) cuando la persona hubiere renunciado expresamente, después de 
la entrega, a acogerse al principio de especialidad en relación con 
determinadas infracciones anteriores a su entrega. La renuncia se efectuará 
ante la autoridad judicial competente del Estado miembro emisor, y se 
levantará acta de la misma con arreglo al Derecho interno de éste. La 
renuncia se efectuará en condiciones que pongan de manifiesto que la 
persona lo ha hecho voluntariamente y con plena conciencia de las 
consecuencias que ello acarrea. Con este fin, la persona tendrá derecho a la 
asistencia de un abogado; 
g) cuando la autoridad judicial de ejecución que hubiere entregado a 
la persona dé su consentimiento. 
c) Limitación de las reentregas y reextradiciones  
 1-Limitación de las reentregas en virtud de órdenes de detención 
europeas posteriores.  
La Decisión Marco contiene una regulación para un supuesto 
semejante a lo que en términos de extradición se denomina reextradición, 
distinguiendo entre Estados que hayan formulado una declaración de 
aplicación recíproca de la presunción de consentimiento. Entre éstos se 
presumirá siempre hecha la entrega con autorización para reentrega 
posterior a otro Estado, si no se dice expresamente lo contrario en la 
decisión de entrega del Estado de ejecución inicial al de emisión, al cual 
posteriormente otro Estado le pide la reentrega. Para los Estados no 
vinculados por la declaración recíproca de presunción de autorización, será 
necesario solicitar dicha autorización, en los términos previstos en el 
artículo 28 de la Decisión Marco. No obstante, en determinadas 
circunstancias desaparece esta limitación, en función del transcurso de un 
plazo con posibilidad efectiva de eludir la persecución penal en el Estado 
que con anterioridad obtuvo su entrega, o por el consentimiento de la 
persona reclamada. 
 2- Efectos sobre decisiones de extradición pasiva posteriores. 
 Para proceder a una entrega posterior a otro Estado, como 
consecuencia de una solicitud de extradición, siempre será preciso obtener 
el consentimiento del Estado que inicialmente hizo la entrega.  
 
B) LA OBLIGACIÓN DE COLABORACIÓN CON LA AUTORIDAD DE 
EMISIÓN EMISORA PARA LOS FINES DE LA INSTRUCCIÓN A LA 
ESPERA DE LA DECISIÓN SOBRE LA ENTREGA 
 Mientras se sustancia el procedimiento pasivo para la entrega, la 
autoridad de emisión viene obligada o bien a aceptar que se reciba 
declaración a la persona reclamada o bien aceptar una entrega temporal al 
Estado de emisión. Así se establece en el artículo 18 de la Decisión Marco, 
que en lo tocante a la declaración se remite al artículo 19. En este artículo, 
la Decisión Marco contempla la cooperación entre las autoridades de 
emisión y de ejecución para evitar demoras en la causa penal de la que 
deriva orden de detención en el caso de que aquella se haya dictado “para 
el ejercicio de acciones penales. La autoridad de ejecución viene así 









LA REGULACIÓN DEL PROCEDIMIENTO PASIVO COMO GARANTÍA 
PARA LA PERSONA RECLAMADA 
 La Decisión Marco regula con cierto detalle el procedimiento 
instrumental en el cual ha de tomarse la decisión sobre el reconocimiento y, 
en su caso sobre la posible imposibilidad temporal o definitiva de ejecución. 
En ella se contempla un procedimiento ordinario y otro simplificado. Éste 
último tiene lugar cuando la personada reclamada y ya detenida consiente 
ante la autoridad judicial competente del Estado de ejecución en ser 
entregada. El consentimiento, que ha de ser voluntario y consciente, se 
encuentra regulado en el artículo 13 de la Decisión Marco. Al consentimiento 
deberá seguir la decisión definitiva sobre la entrega, en el plazo máximo de 
10 días (artículo 17 nº 2).  
El procedimiento ordinario incluye la audiencia de la persona detenida 
(artículo 14), que normalmente se encontrará privado de libertad, aunque 
también podrá haber sido puesta en libertad provisional a la espera de la 
decisión (artículo 12). Si la autoridad de ejecución considera que la 
información proporcionada por la autoridad de emisión no es suficiente para 
poder pronunciarse sobre la entrega, solicitará información complementaria. 
Así mismo, la autoridad de emisión podrá remitir, por su propia iniciativa, 
cuanta información complementaria considere oportuno, en cualquier 
momento (artículo 15).  
El artículo 17 de la Decisión Marco regula los plazos máximos de 
duración del procedimiento para la decisión sobre la entrega. La decisión 
deberá adoptarse antes de que hayan transcurrido 60 días desde la 
detención de la persona buscada. El número 4 del referido artículo 17 prevé 
la posibilidad de prórroga del plazo para dictar la resolución, pero lo hace de 
forma incorrecta ya que literalmente se refiere al caso de que “la orden de 
detención europea no pueda ejecutarse” dentro del plazo previsto169. Sin 
                                                          
169 Artículo 17 DM: 
Plazos y procedimiento de la decisión de ejecución de la orden de detención europea 
1. La orden de detención europea se tramitará y ejecutará con carácter de urgencia. 
2. En los casos en que la persona buscada consienta en su entrega, la decisión definitiva 
sobre la ejecución de la orden de detención europea debería tomarse en el plazo de diez 
días tras haberse manifestado el consentimiento. 
3. En los demás casos, la decisión definitiva sobre la ejecución de la orden de detención 
europea debería tomarse en el plazo de sesenta días tras la detención de la persona 
buscada. 
4. En determinados casos, cuando la orden de detención europea no pueda ejecutarse 
dentro de los plazos previstos en los apartados 2 y 3, la autoridad judicial de ejecución 
informará inmediatamente a la autoridad judicial emisora de los motivos de la demora. En 
ese caso, podrán prorrogarse los plazos en otros treinta días. 
5. Mientras la autoridad judicial de ejecución no haya adoptado una decisión definitiva sobre 
la ejecución de la orden de detención europea, dicho Estado miembro velará por que sigan 
cumpliéndose las condiciones materiales necesarias para la entrega efectiva de la persona. 
6. Toda denegación de ejecución de la orden de detención europea deberá justificarse. 
7. Cuando, en circunstancias excepcionales, un Estado miembro no pueda cumplir los plazos 
previstos en el presente artículo, informará a Eurojust precisando los motivos de la demora. 





embargo no se trata de la imposibilidad de ejecución de la decisión dentro 
del plazo preceptivo, sino de la imposibilidad de resolver dentro de los 
límites temporales establecidos. Como ya hemos visto antes, los plazos 
para la ejecución de la decisión de entregar no se contemplan en este 
artículo, sino en el artículo 23 de la Decisión Marco.  El artículo 17 número 4 
ha de interpretarse en el sentido de que si la decisión sobre la entrega no 
pudiese adoptarse en el tiempo previsto, el plazo podrá prorrogarse por 
otros 30 días, si bien la autoridad de ejecución deberá informar de ello a la 
de emisión. Si tampoco pudiese respetarse el plazo de la prórroga, entonces 
deberá informarse de ello a EUROJUST precisando el motivo de la demora. 
En caso de demoras reiteradas por un mismo Estado miembro, el Estado de 
ejecución informará al Consejo de la Unión Europea.  Si la resolución fuese 
denegatoria, deberá ser motivada (artículo 17 nº  6). 
  
                                                                                                                                                                          
Además, un Estado miembro que haya sufrido de forma repetida demoras en la ejecución de 
órdenes de detención europeas por parte de otro Estado miembro, informará al Consejo con 
el objetivo de evaluar la aplicación por parte de los Estados miembros de la presente 
Decisión marco”. 
 





IX LA APLICACIÓN DEL RECONOCIMIENTO A LA TRANSMISIÓN 
DE LAS PENAS DE COMISO: LA DECISIÓN MARCO 
2006/783/JAI Y LA DIRECTIVA 2014/42/UE DE 3 DE ABRIL 
DE 2014, SOBRE EL EMBARGO Y EL DECOMISO DE LOS 




OBJETO DE LA DECISIÓN MARCO 2006/783/JAI 
 
 La finalidad de la Decisión Marco 2006/783/JAI de 6 de octubre de 
2006, es establecer una regulación uniforme, en toda la Unión Europea, que 
garantice el reconocimiento y ejecución de las resoluciones judiciales firmes 
en la que se acuerda el comiso de bienes determinados por su condición de 
instrumentos o efectos del delito, como pena impuesta en el seno de un 
proceso penal. Mientras la Decisión Marco 2003/577/JAI del Consejo de la 
Unión Europea regula la medida cautelar de comiso provisional, la Decisión 
Marco 2006/783 regula la ejecución del comiso definitivo.  
La Decisión Marco reduce la variedad terminológica existente en el 
español jurídico y prescinde de la diferencia entre comiso y decomiso, 
utilizando únicamente el término decomiso. Sin embargo, no por ello 
debemos renunciar a la riqueza lingüística del español, que diferencia entre 
ambos términos. El comiso, en nuestro Derecho Penal, es la pena 
consistente en la privación de determinados bienes por su relación con el 
delito. El decomiso es el resultado de la ejecución de la pena de comiso. 
Decomiso coincide, por tanto, con la idea de privación de bienes por la 
aplicación de una pena de comiso. Las resoluciones que imponen la pena de 
comiso, son “de comiso” por su contenido, de la misma manera que existen 
autos o sentencias “de prisión”, o de la misma manera que una sentencia es 
“de absolución” o “de condena”.  
  Las definiciones contenidas en el artículo 1 de la Decisión Marco, han 
quedado parcialmente modificadas con la entrada en vigor de la nueva 
Directiva El concepto de bienes a los que se extiende la ejecución de la 
pena de comiso se extiende, según la letra d), a “cualquier tipo de bienes, 
ya sean materiales o inmateriales, muebles o inmuebles, así como los 
documentos con fuerza jurídica u otros documentos acreditativos de un 
título o derecho sobre esos bienes respecto de los cuales el órgano 
jurisdiccional del Estado de emisión haya decidido”. En realidad, la Decisión 
Marco incurre en una cierta incorrección, ya que sobre los títulos 
justificativos de la propiedad sobre los bienes podrán recaer actuaciones 
accesorias o instrumentales para asegurar su ocupación y garantizar la 
adecuada eficacia del comiso. Pero en sentido estricto la pena de comiso no 
recae sobre los títulos, sobre los que no puede hablarse en realidad de 
propiedad, sino sobre los bienes mismos. 
 Los bienes sobre los que se llevará a cabo la ejecución, han de tener 
el carácter de instrumentos, efectos del delito, o asimilados a los mismos. 
En términos generales, podemos afirmar que el contenido normativo de la 





Decisión Marco se ciñe a la persecución específica de bienes, vinculados al 
delito por relación de causalidad o instrumentalidad. Sin embargo, en 
ocasiones el comiso se extiende a otros bienes en los que en sentido 
estricto no se da una relación de esa clase, como sucede en el comiso de 
valor, en el que se sustituyen los bienes desaparecidos por una suma 
representativa de su valor. 
El artículo 2 de la Decisión Marco 2006/783, anteriormente referido contiene 
una definición extensiva, detallada, de los bienes sobre los que puede 
recaer la ejecución: 
a) Instrumentos del delito. 
La relación de causalidad, en el caso de los instrumentos es medial: 
son los medios utilizados para cometer el delito.  
b) Efectos del delito.  
Tienen esta consideración: 
   1.-Los productos del delito.  
Se entiende por producto todo beneficio económico resultante de 
infracciones penales. Podrá tener forma de cualquier tipo de bien, dando 
cabida a cualquier clase de bienes (muebles, inmuebles, valores, dinero, 
etc.), así como a las posibles transformaciones que haya sufrido el producto 
inicial, hasta convertirse en el provecho económico final.  
2.-Bienes culturales pertenecientes al patrimonio cultural nacional, 
que hayan salido de forma ilegal del territorio de un Estado miembro.  
La letra g del artículo 2 de la Decisión Marco, atribuye expresamente 
a estos bienes la condición de efectos del delito, remitiéndose a la definición 
del artículo 1, apartado 1, de la Directiva 93/7/CEE del Consejo, de 15 de 
marzo de 1993, relativa a la restitución de bienes culturales que hayan 
salido de forma ilegal del territorio de un Estado miembro. 
c) Bienes asimilados a productos del delito 
1.-Las sumas equivalentes total o parcialmente al valor del producto 
del delito.  
 2.-Las ganancias presuntas.  
Además de los bienes anteriores, las legislaciones de los Estados 
contemplan diversos supuestos de extensión del comiso a bienes que ni son 
ganancias probadamente procedentes del delito, ni tampoco instrumentos ni 
bienes asimilados a productos del delito. En estos casos nos encontramos 
en presencia del llamado comiso ampliado o comiso derivado de la potestad 
ampliada de comiso. Habitualmente se trata de bienes que presuntamente 
tienen origen ilícito, pero las legislaciones de los Estados pueden ampliar el 
comiso, como pena por ciertos delitos, más allá de las ganancias presuntas. 
Incluso, como pone de manifiesto la Comisión Europea en su informe de 
2007, relativo a la Decisión Marco 2005/212, algunos Estados van aún más 
allá y llegan a “prever la posibilidad de que los tribunales impongan una 





pena de decomiso total o parcial de los bienes de la persona condenada sin 
necesidad de demostrar que proceden de actividades delictivas”.  
La característica definitoria del comiso ampliado, en términos 
generales, es la extensión de la privación de bienes más allá de los 
instrumentos y efectos del delito. Para la Comisión Europea, en su informe 
citado, la característica esencial del Comiso es que la privación de bienes 
procedentes de actividades delictivas “que no están directamente 
relacionadas con la infracción por la que ha sido condenada la persona”, o lo 
que es lo mismo, que “no existe ningún vínculo entre la infracción que da 
lugar a la condena y el bien decomisado; en lo que respecta a la naturaleza 
y a la cuantía”. Sin embargo, aún sin ser incorrecta, esta definición del 
comiso ampliado ha de ser matizada.  
La Decisión Marco 2005/212 diferencia claramente entre el comiso de 
productos y de instrumentos, cuya relación causal o instrumental con el 
delito haya sido probada, y el comiso ampliado o de las ganancias 
presuntas. Ambas clases de comiso están sujetas a un régimen jurídico 
diferente. A su vez se contemplan distintos modos posibles de concebir el 
comiso ampliado, anudando a ello importantes consecuencias jurídicas.  
La característica central del comiso ampliado170 es, desde esta 
perspectiva, que la pena de privación de los bienes se extiende más allá de 
los bienes que probadamente proceden del delito, pudiéndose establecer su 
origen ilícito como consecuencia del juego de ciertas presunciones, o incluso 
sin aplicar presunción alguna como ocurriría en el caso de la confiscación 
total de los bienes del condenado171.  
Aun siendo correcta esta definición del comiso ampliado, sin embargo 
no es exacta para describir el comiso ampliado apto para generar la 
obligatoriedad del reconocimiento que establece la Decisión Marco 
2006/783, como a continuación veremos. Sólo el comiso de ciertas 
ganancias presuntamente delictivas, que se ajuste a determinados 
requisitos,172 surte plenos efectos obligatorios en la Unión Europea; y sólo 
ciertas ganancias presuntamente delictivas constituyen bienes 
obligatoriamente decomisables por extensión en la Decisión Marco de 2006.  
Aunque en términos generales la definición del comiso ampliado lo 
equipare a aquel en el que la privación de bienes se extiende más allá de 
los instrumentos o productos directos del delito, sin embargo la esencia del 
comiso ampliado contemplado en la Decisión Marco 2005/212 como 
                                                          
170
 En el artículo 3 de la versión española de la DM 2005/212 se habla de “potestad de 
decomiso ampliada”. En la versión inglesa se habla de “Extended powers of confiscation”, 
mientras que en la francesa se habla de “Pouvoirs de confiscation élargis”. 
 
171 
De hecho en el informe de la Comisión Europea se pone de manifiesto que al “menos tres 
Estados miembros (BG, CZ, FR) prevén la pena de decomiso total o parcial de bienes para la 




 Los requisitos del artículo 3 de la Decisión Marco 2005/212, a la que se remite la Decisión 
Marco 2006/783, 
 





obligatorio para los Estados miembros de la Unión Europea, no puede 
definirse simplemente por la ausencia de relación directa entre el delito y 
los bienes decomisados. Más bien ha de ser definido por la característica 
común de constituir una extensión a bienes que presuntamente (sin 
conexión probada por prueba directa) proceden del delito que motiva la 
condena, o bien a otros que tienen origen delictivo pero vinculado a 
actividades delictivas diferentes.  
Al comiso ampliado que responde a la idea de extensión a las 
ganancias presuntas del delito conforme a la Decisión Marco 2005/212, lo 
podemos llamar comiso ampliado regular o normativo. Al comiso ampliado 
contemplado sólo en legislación interna, pero no amparado en la Decisión 
Marco de 2005, se refiere la letra d, apartado iv, del artículo 2 de la 
Decisión Marco de 2006173. Estos comisos ampliados no son de obligado 
reconocimiento y ejecución, en virtud de lo que se dispone en el artículo 7 
número 5 de la Decisión Marco 2006/783. 
 Al contrario de lo que sucede con el comiso ampliado ajeno a la 
Decisión Marco de 2005, la letra d, apartado iii, del artículo 2 de la Decisión 
Marco 2006/783/JAI, asimila al concepto de efectos del delito, los bienes 
que “que pueden ser decomisados con motivo de la aplicación en el Estado 
de emisión de cualquiera de los supuestos de potestad de decomiso 
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 A esta clase de comiso ampliado se refiere al aludir al establecido sobre aquellos  bienes 
“que pueden ser decomisados a tenor de cualesquiera otras disposiciones relacionadas con 
una potestad de decomiso ampliada de conformidad con el Derecho del Estado de emisión”. 
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 Ha de tenerse presente que en mayo de 2014 ha entrado en vigor la nueva Directiva 
2014/42/UE de 3 de abril de 2014, sobre el embargo y el decomiso de los instrumentos y del 
producto del delito en la Unión Europea. Esta norma, cuyo plazo de transposición vence el 4 de 
octubre de 2015, introduce modificaciones en la Decisión Marco 2005/212/JAI, relativa al 
comiso ampliado cuyos artículos 1 y 3 quedan modificados. En consecuencia, las legislaciones 
nacionales deberán adaptarse al nuevo texto de dichos artículos, antes del vencimiento del 
plazo de transposición de la Directiva. Lamentablemente, como viene sucediendo con más 
frecuencia de lo que puede resultar admisible, la versión española contiene un error de 
traducción que hace muy difícil comprender el alcance de la modificación del artículo 3 de la 
Decisión Marco de 2005, operado por la Directiva, si no se tienen presente otras versiones, 
como la francesa. En el texto español, el artículo 14 de la Directiva declara derogados “los 
cuatro primeros guiones de los artículos 1 y 3 de la Decisión Marco 2005/212/JAI”, lo cual es 
una incorrecta traducción de la versión inglesa. En la versión francesa, sin embargo se despeja 
toda duda, al referir la derogación a “les quatre premiers tirets de l'article 1 er et l'article 3 de la 
décision-cadre 2005/212/JAI”. Es decir, que el artículo 3 de la Decisión Marco queda derogado 
por completo, siendo sustituido por el artículo 5 de la Directiva, como se puede apreciar yendo 
al contenido de dicho artículo 5. 
 
 





LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DEL RECONOCIMIENTO AL COMISO 
AMPLIADO EN LA DECISIÓN MARCO 2006/783 Y EN LA DIRECTIVA 
2014/42/UE DE 3 DE ABRIL DE 2014 
 
 
A) EL COMISO AMPLIADO DE OBLIGATORIO RECONOCIMIENTO: 
COMISO DE GANANCIAS PRESUNTAS AMPARADO EN LA DECISIÓN 
MARCO 2005/212 (COMISO AMPLIADO REGULAR O NORMATIVO) 
CON ARREGLO A LA DIRECTIVA 2014/42/UE DE 3 DE ABRIL DE 
2014 
 
A efectos del reconocimiento  y ejecución transfronteriza de 
resoluciones judiciales, la Decisión Marco 2006/783 sólo reconoce eficacia 
obligatoria transfronteriza al comiso ampliado que cumple los presupuestos 
y requisitos de la Decisión Marco 2005/212, tal como ha quedado redactada 
tras su modificación por la Directiva 2014/42/UE de 3 de abril de 2014, 
sobre el embargo y el decomiso de los instrumentos y del producto del 
delito en la Unión Europea. La Decisión Marco de 2006 regula la 
obligatoriedad del reconocimiento del comiso ampliado pero se remite a la 
Decisión Marco de 2005, modificada por la directiva referida, para integrar 
el concepto de lo que se considera el comiso ampliado que ha de ser 
reconocido obligatoriamente. Es precisamente el comiso ampliado que se 
contempla en la Decisión Marco de 2005 y en la Directiva de 2014, al que 
llamaremos comiso ampliado regular o normativo, el que es de obligado 
reconocimiento. 
 
B) LOS REQUISITOS DEL COMISO AMPLIADO CONFORME A LA 
DECISIÓN MARCO 2005/212 (COMISO AMPLIADO REGULAR O 
NORMATIVO) ANTES Y DESPUÉS DE LA NUEVA DIRECTIVA DE 2014 
 
A la hora de fijar los requisitos del comiso ampliado regular, la 
Decisión Marco 2005/212, en su redacción anterior a la Directiva de 2014, 
diferenciaba entre un requisito relativo al ámbito material de delitos y otro 
que se refería a la configuración legal de la presunción de ilicitud de los 
bienes. El requisito relativo al ámbito material de delitos estaba regulado 
hasta la modificación operada por la Directiva de 2014 en el número 1 del 
artículo 3 de la Decisión Marco 2005/212. Actualmente el texto que lo 
reemplaza hay que buscarlo en en el artículo 5 número 2 de la Directiva. 
Por lo que respecta al requisito de la configuración legal de la presunción de 
ilicitud de los bienes, la norma contenida anteriormente en el artículo 3 
número 2 de la Decisión Marco se ha simplificado extraordinariamente, 
sustituyendo el sistema basado en tres modelos de configuración de la 
presunción de ilicitud de los bienes, por un requisito consistente en que la 
procedencia ilícita de los bienes haya sido declarada judicialmente, bien 
basándose en una prueba indirecta o indiciaria, sin que se pretenda imponer 
a los Estados el modo como deben regular la prueba indirecta o el 
establecimiento de presunciones legales de ilicitud de los bienes. 
El requisito de la procedencia ilícita de los bienes conlleva 
lógicamente un tercero, consistente en la aptitud de la actividad delictiva 
para generar ganancias. Actualmente aparece ya explícitamente reflejado 





en el número 1 del artículo 5 de la Directiva de 2014. Como acertadamente 
señalaba el informe citado de la Comisión Europea, la obligación de prever 
una potestad de decomiso ampliada sólo existe cuando el delito sea 
susceptible de generar beneficios. Por lo mismo, el comiso ampliado sólo 
será regular, y por tanto de reconocimiento y ejecución obligatorios, cuando 
concurra esta característica en el delito sancionado con pena de comiso por 
las autoridades del Estado de emisión.  
 
a) El ámbito material de delitos del comiso ampliado regular 
El ámbito material de los delitos en los que se aplica el comiso 
ampliado regular de la Decisión Marco 2005/212 queda actualmente 
delimitado de manera clara en el artículo 5 número 2 de la Directiva de 
2014, que sustituye al artículo 3 número 1 de la Decisión Marco de 2005, 
cuya redacción era sumamente confusa, hasta el punto de resultar un 
laberinto incomprensible si no se tenía a la vista el informe de la Comisión 
europea de 17/12/2007, relativo a esa Decisión marco175.  
La interpretación que daba del texto la Comisión Europea, constituía 
un intento de explicación verosímil y razonable de lo que se quiso decir al 
redactar esta norma, que aparecía oculto tras una sintaxis y una forma de 
estructurar el texto, sumamente oscuras y lejanas, especialmente para un 
jurista de formación continental y latina. A ello había que añadir una 
despiadada y caótica cadena de remisiones a normas que a su vez remitían 
a otras, de manera no siempre coherente ni fácil de asimilar. 
Afortunadamente, tras la entrada en vigor de la Directiva de 2014, que 
suprime el texto conflictivo, han quedado resueltos los problemas que aquel 
suscitaba176.  
La nueva Directiva determina de manera más simple el ámbito 
material del comiso ampliado, al establecer en el número 2 de su artículo 5 
que han de considerarse como infracciones relevantes las siguientes: 
a) Sin sujeción a límite punitivo mínimo  
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 En el informe de la Comisión Europea se explicaba el sentido del anteriormente vigente 
artículo 3 número 1 de la Decisión Marco de 2005 en los siguientes términos: 
“Ámbito de aplicación – artículo 3 - apartado 1: 
Con el fin de garantizar que la pena es proporcionada a la gravedad de la infracción, la 
Decisión marco limita la obligación de prever una potestad de decomiso ampliada como sigue: 
– por una parte, tal obligación sólo se prevé para una lista restringida de infracciones 
armonizadas, elaborada en aplicación de seis Decisiones marco (falsificación del euro, 
blanqueo de capitales, trata de seres humanos, inmigración ilegal, explotación sexual, 
pornografía infantil, tráfico de drogas y terrorismo), para las que los Estados miembros tienen la 
obligación de prever penas privativas de libertad de una duración máxima de 5 a 10 años como 
mínimo y de 4 años como mínimo en materia de blanqueo; 
– por otra parte, salvo en los actos de terrorismo, la obligación de prever una potestad de 
decomiso ampliada sólo se aplica a las infracciones cometidas en el marco de una 
organización delictiva. 
Hay que precisar que la obligación de prever una potestad de decomiso ampliada sólo existe 
en la medida en que la infracción pueda generar beneficios”. 
 





1.- Corrupción activa y pasiva en el sector privado, a las que se refiere el 
artículo 2 de la Decisión Marco 2003/568/JAI, así como la corrupción activa 
y pasiva en que estén implicados funcionarios de las instituciones de la 
Unión o de los Estados miembros, a las que se refieren los artículos 2 y 3, 
respectivamente, del Convenio relativo a la lucha contra los actos de 
corrupción en los que estén implicados funcionarios. 
2.- Delitos relativos a la participación en una organización delictiva, de 
conformidad con el artículo 2 de la Decisión Marco 2008/841/JAI, al menos 
en los casos en que hayan producido un beneficio económico; 
3.- Participación de menores en espectáculos pornográficos, captación 
para que tal fin, obtención de lucro por medio de tales espectáculos, o 
explotación de algún otro modo a un menor para esos fines, si el menor ha 
alcanzado la edad de consentimiento sexual tal como se dispone en el 
artículo 4, apartado 2, de la Directiva 2011/93/UE; la distribución, difusión 
o transmisión de pornografía infantil, a que se refiere el artículo 5, apartado 
4, de dicha Directiva; el ofrecimiento, suministro o puesta a disposición de 
pornografía infantil, a que se refiere el artículo 5, apartado 5, de dicha 
Directiva; la producción de pornografía infantil a que se refiere el artículo 5, 
apartado 6, de la citada Directiva. 
4.- La interferencia ilegal en los sistemas de información y la 
interferencia ilegal en los datos, a que se refieren los artículos 4 y 
5,respectivamente, de la Directiva 2013/40/UE, cuando haya resultado 
afectado un número significativo de sistemas de información mediante la 
utilización de un instrumento, de los mencionados en el artículo 7 de dicha 
Directiva, concebido o adaptado principalmente con tal finalidad; la 
producción intencional, venta, adquisición para el uso, importación, 
distribución u otra forma de puesta a disposición de instrumentos utilizados 
con el fin de cometer infracciones, al menos en los casos que no sean de 
menor gravedad, previstos en el artículo 7 de dicha Directiva. 
 b) Con sujeción a límite punitivo mínimo 
La letra e del artículo 5 número 2 de la Directiva contiene otro listado 
de infracciones que se consideran infracciones relevantes siempre que 
cumplan determinados requisitos de límite punitivo mínimo. Para ello se 
remite al listado general más amplio contenido en el artículo 3 de la misma 
Directiva, que recoge la totalidad de los delitos a los que es aplicable la 
Directiva. El resultado final es que ha de entenderse establecido un listado 
reducido, formado con los 4 supuestos que se acaban de mencionar en las 
líneas anteriores, integrado por delitos no sujetos a límite punitivo. Y 
finalmente un listado residual, integrado por el resto de los delitos a los que 
es aplicable la Directiva, contemplado en su artículo 3, que sólo serán 
punibles cuando se alcancen determinados límites punitivos previstos en las 
respectivas normas europeas que los regulan, o a falta de límite punitivo en 
tales normas, será exigible que la pena prevista alcance al menos los cuatro 
años de privación de libertad177.  
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 Según el artículo 5 nº 2 letra e Directiva 2014/42/UE, se considera infracción sujeta a límite 
punitivo mínimo: 





b) La declaración judicial de la ilicitud del origen de los bienes 
 Como ya se ha dicho, el artículo 3 número 2 de la Decisión Marco de 
2005 contenía un requisito, consistente en que la procedencia ilícita de los 
bienes, en caso de no haberse determinado por prueba directa, debía de 
haberse establecido judicialmente como consecuencia de una prueba 
indirecta o combinada con una presunción legal de ilicitud configurada 
según tres únicos sistemas posibles que se ofrecían como opcionales a los 
Estados178. Dos de las tres opciones consistían en una prueba indirecta de la 
                                                                                                                                                                          
“e)  una infracción penal que sea punible, de conformidad con el instrumento correspondiente 
del artículo 3 o, en caso de que el instrumento de que se trate no contenga un umbral de pena, 
de conformidad con el Derecho nacional aplicable, con una pena privativa de libertad de al 
menos cuatro años”. 
El listado general del artículo 3 de la misma Directiva, al que se remite la referida letra e 
del artículo 5 número 2, es el siguiente: 
“Artículo 3  Ámbito de aplicación   
La presente Directiva se aplicará a las infracciones penales contempladas en:  
a)  el Convenio establecido sobre la base del artículo K.3, apartado 2, letra c), del Tratado de la 
Unión Europea, relativo a la lucha contra los actos de corrupción en los que estén implicados 
funcionarios de las Comunidades Europeas o de los Estados miembros de la Unión Europea  
(12)  («el Convenio relativo a la lucha contra los actos de corrupción en los que estén 
implicados funcionarios»);  
b)  la Decisión Marco 2000/383/JAI del Consejo, de 29 de mayo de 2000, sobre el 
fortalecimiento de la protección, por medio de sanciones penales y de otro tipo, contra la 
falsificación de moneda con miras a la introducción del euro  (13) ;  
c)  la Decisión Marco 2001/413/JAI del Consejo, de 28 de mayo de 2001, sobre la lucha contra 
el fraude y la falsificación de los medios de pago distintos del efectivo  (14) ;  
d)  la Decisión Marco 2001/500/JAI del Consejo, de 26 de junio de 2001, relativa al blanqueo de 
capitales, la identificación, seguimiento, embargo, incautación y decomiso de los instrumentos y 
productos del delito  (15) ;  
e)  la Decisión Marco 2002/475/JAI del Consejo, de 13 de junio de 2002, sobre la lucha contra 
el terrorismo  (16) ;  
f)  la Decisión Marco 2003/568/JAI del Consejo, de 22 de julio de 2003, relativa a la lucha 
contra la corrupción en el sector privado  (17) ;  
g)  la Decisión Marco 2004/757/JAI del Consejo, de 25 de octubre de 2004, relativa al 
establecimiento de disposiciones mínimas de los elementos constitutivos de delitos y las penas 
aplicables en el ámbito del tráfico ilícito de drogas  (18) ;  
h)  la Decisión Marco 2008/841/JAI del Consejo, de 24 de octubre de 2008, relativa a la lucha 
contra la delincuencia organizada  (19) ;  
i)  la Directiva 2011/36/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de abril de 2011, 
relativa a la prevención y lucha contra la trata de seres humanos y a la protección de las 
víctimas y por la que se sustituye la Decisión marco 2002/629/JAI del Consejo  (20) ;  
j)  la Directiva 2011/93/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de diciembre de 2011, 
relativa a la lucha contra los abusos sexuales y la explotación sexual de los menores y la 
pornografía infantil y por la que se sustituye la Decisión Marco 2004/68/JAI del Consejo  (21) ;  
k)  la Directiva 2013/40/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de agosto de 2013, 
relativa a los ataques contra los sistemas de información y por la que se sustituye la Decisión 
Marco 2005/222/JAI del Consejo  (22) , 
así como cualquier otro acto jurídico, si en el acto de que se trate se establece expresamente 
que la presente Directiva se aplica a las infracciones penales que se armonicen en el mismo”.   
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 El texto anteriormente vigente del número 2 del artículo 3 de la Decisión Marco 2005/212 
establecía, de manera confusa y con un uso del presente de indicativo impropio de la lengua 
española, lo siguiente: 
“2. Cada Estado miembro tomará las medidas necesarias para que se pueda proceder al 
decomiso al amparo del presente artículo como mínimo cuando: 
a) un órgano jurisdiccional nacional, basándose en hechos concretos, está plenamente 
convencido de que los bienes de que se trata provienen de actividades delictivas desarrolladas 





procedencia ilícita obtenida a partir de la apreciación de la continuidad de la 
actividad delictiva generadora de ganancias, durante un determinado 
tiempo, mientras que la tercera constituía más bien una presunción legal de 
ilicitud, centrada en la existencia de bienes cuyo valor no se corresponde 
con la actividad legal desarrollada por el autor del delito y apoyada también 
en indicios o prueba indirecta. La insistencia del texto de la Decisión Marco 
en que el tribunal ha de estar “plenamente convencido”, estaba apuntando 
a la idea de una convicción moral razonable basada en la siempre delicada y 
escurridiza prueba indirecta. Justamente por ello, el legislador europeo 
adopta una actitud cautelosa y parece subrayar la necesidad del rigor en la 
formación de esa convicción, que además ha de basarse “en hechos 
concretos”179, a partir de los cuales está “plenamente convencido de que los 
bienes de que se trata provienen de actividades delictivas”. 
 El número 2 del artículo 3 de la Decisión Marco de 2005 ha quedado 
sustituido por el artículo 5 número 1 de la Directiva de 2014 que simplifica 
el requisito y simplemente exige que los “un órgano jurisdiccional haya 
resuelto, considerando las circunstancias del caso, incluidos los hechos 
específicos y las pruebas disponibles, tales como que el valor del bien no 
guarda proporción con los ingresos lícitos de la persona condenada, que el 
bien de que se trata procede de actividades delictivas”. Es decir, 
simplemente se exige que se haya declarado judicialmente la ilicitud de la 
procedencia de los bienes por prueba indiciaria, sin tratar de fijar las 
maneras en las que los Estados han de regular la prueba indiciaria. 
La Decisión Marco 2005/212, en su redacción anterior, seleccionaba 
un determinado modelo de regulación legal de la presunción de ilicitud del 
comiso, concebido en términos flexibles, e imponía a los Estados de la 
Unión Europea la obligación de incorporarlo a su Derecho interno. 
Actualmente la nueva Directiva ha simplificado esta norma suprimiendo los 
modelos obligatorios de configuración de la presunción de ilicitud.  
Al modelo de comiso ampliado previsto en la Decisión Marco de 2005, 
se remite la Decisión Marco 2006/783, de manera que los Estados son libres 
de añadir a su Derecho interno otras configuraciones legales del comiso 
ampliado, pero sólo el comiso ampliado que responda al modelo de la 
Decisión Marco de 2005, conforme a la redacción actualmente vigente 
desde mayo de 2014, será de ejecución obligatoria en todos los Estados de 
la Unión Europea. 
                                                                                                                                                                          
por la persona condenada durante un período anterior a la condena por la infracción a que se 
refiere el apartado 1, que el órgano jurisdiccional considere razonable a la vista de las 
circunstancias del caso concreto, o bien 
b) un órgano jurisdiccional nacional, basándose en hechos concretos, está plenamente 
convencido de que los bienes de que se trata provienen de actividades delictivas similares 
desarrolladas por la persona condenada durante un período anterior a la condena por la 
infracción a que se refiere el apartado 1 del presente artículo, que el órgano jurisdiccional 
considere razonable a la vista de las circunstancias del caso concreto, o bien 
c) se tenga constancia de que el valor de la propiedad es desproporcionado con respecto a los 
ingresos legales de la persona condenada y un órgano judicial nacional, basándose en hechos 
concretos, esté plenamente convencido de que los bienes en cuestión provienen de la actividad 
delictiva de la persona condenada”. 
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 En la versión inglesa: “based on specific facts”. En la francesa:”sur la base d’éléments 
concrets » 





La amplitud, e incluso disparidad, de las distintas legislaciones 
nacionales en lo referente al comiso ampliado ya se identificaron como 
causa de problemas durante la vigencia del texto anterior de la Decisión 
Marco de 2005180. Puesto que las consecuencias prácticas de las diferentes 
opciones de los Estados, dentro del comiso ampliado regular cuyas tres 
fórmulas alternativas se ofrecían a los Estados podían ser notoriamente 
divergentes, en el artículo 8 número 3 de la Decisión Marco 2006/783 se 
permite que si “la resolución de decomiso excede del ámbito de aplicación 
de la opción adoptada por el Estado de ejecución con arreglo al artículo 3, 
apartado 2, de la Decisión marco 2005/212/JAI”, entonces el Estado de 
ejecución “ejecutará la resolución de decomiso, al menos, en la medida en 
que se haría en un asunto nacional análogo con arreglo a la ley nacional”, o 
lo que es lo mismo, podrá válidamente ejecutarla sólo en la medida y con la 
extensión que se impondría en su Derecho interno, con arreglo a la opción 
elegida e introducida en su propio Derecho. Actualmente esta norma sigue 
siendo aplicable, aunque se hayan suprimido los tres modelos obligatorios, 
o justamente aún más necesaria a causa de tal supresión, ya que se ha 
renunciado a limitar la posible variedad de los sistemas adoptados por los 
Estados con relación a la determinación de la ilicitud del origen. 
Probablemente esta norma va a continuar operando en los casos en los que 
a la prueba indiciaria se le superpone una presunción legal que impone al 
juez la consideración de ilicitud de las ganancias, en todo o en parte, 
durante un periodo de tiempo legalmente predeterminado, más allá de lo 
que indique la prueba indiciaria. Es decir, que la limitación al 
reconocimiento se va a aplicar no tanto a lo que resulte de la apreciación 
judicial, sino a las presunciones legales, moderando la extensión en el 
tiempo de la presunción legal cuando la duración prevista en el Estado de 
ejecución sea menor que la del Estado de emisión. 
 
C) EL TRATAMIENTO DEL COMISO AMPLIADO IRREGULAR 
 
 El comiso ampliado no ajustado a los requisitos de la Decisión Marco 
de 2005 recibe un tratamiento singular, ya que no se obliga a los Estados a 
reconocer obligatoriamente las resoluciones judiciales que impongan un 
comiso ampliado no ajustado a los requisitos del comiso ampliado regular o 
normativo, pero sí se permite que puedan reconocer tales comisos no 
normativos.  
 Conforme a la idea que se acaba de exponer, el artículo 8 número 2, 
letra g, permite a los Estados que impongan a sus autoridades judiciales, 
como autoridades de ejecución, el deber de denegar lo solicitado si “la 
resolución de decomiso, en opinión de dicha autoridad, fue dictada en 
circunstancias en las que el decomiso de los bienes se ordenó en aplicación 
de las disposiciones sobre la potestad de decomiso ampliada a que se 
refiere el artículo 2, letra d), inciso iv)”. A su vez, el artículo 2, letra d, 
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 En el informe de la Comisión al que ya hemos hecho referencia anteriormente, se ponía de 
manifiesto que la “aplicación del apartado 2 del artículo 3 parece haber causado el mayor 
número de dificultades. Tales dificultades están relacionadas principalmente con las tradiciones 
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derecho a un juicio justo y la proporción entre la pena y los hechos del caso”. 





inciso iv, se refiere a los bienes que “pueden ser decomisados a tenor de 
cualesquiera otras disposiciones relacionadas con una potestad de decomiso 
ampliada de conformidad con el Derecho del Estado de emisión”, es decir, 
no amparada en los requisitos de regularidad de la Decisión Marco 
2005/212, sino conforme únicamente con en el Derecho interno del Estado 
de emisión.  
 La regla de no obligatoriedad de esta clase de comiso queda así 
formulada en el artículo 8 número 2, pero también concurre otra regla 
permisiva, que faculta a los Estados para reconocer el comiso ampliado 
irregular. Por esta razón se contempla que unos Estados reconozcan las 
resoluciones que los impongan y otros no, lo que lleva a la conveniencia de 
elaborar un listado expresivo de los Estados que reconocen el comiso 
ampliado irregular y de los que no lo reconocen. Esta es la razón de ser de 
la previsión del número 5 del artículo 7 de la Decisión Marco de 2006: 
“Cada Estado miembro podrá hacer constar en una declaración depositada 
en la Secretaría General del Consejo que sus autoridades competentes no 
reconocerán ni ejecutarán las resoluciones de decomiso que hayan sido 
dictadas en circunstancias en las que el decomiso de los bienes se ordenó 
en aplicación de las disposiciones sobre la potestad de decomiso ampliada 
contemplada en el artículo 2, letra d), inciso iv). Toda declaración de este 
tipo podrá ser retirada en cualquier momento”.  
 Previsiblemente, los estados que acepten el comiso ampliado 




PRESUPUESTOS DEL RECONOCIMIENTO Y EJECUCIÓN DE LA 
SANCION  
 
A) EL PRESUPUESTOS DE LA RESOLUCIÓN EQUIVALENTE 
 
a) Resolución adecuada: sentencia penal firme dictada en proceso 
penal.  
 El presupuesto de la resolución equivalente se desprende de las 
definiciones del artículo 2 de la Decisión Marco, que contiene los requisitos 
relativos a la naturaleza de resolución y al proceso en el que se dicta.  
 La Decisión Marco sólo contempla la transmisión de la ejecución de 
sentencias penales condenatorias o resoluciones judiciales equivalentes, 
dictadas en proceso penal. No tienen cabida en su texto las resoluciones 
judiciales acordadas en procesos no penales, que en el Convenio relativo al 
blanqueo pueden dar lugar a una transmisión del procedimiento para 
obtener un título ejecutable en el Estado destinatario de la petición.  
 La limitación exclusiva a los procesos penales se desprende 
claramente de las letras a y c del artículo.  
 La sentencia o resolución equivalente ha de ser ya firme para poder 
ser transmisible. 
 






b) Sanción adecuada. 
 El presupuesto de la resolución equivalente, según la definición 
contenida en el artículo 2 de la Decisión Marco, incluye también una 
referencia a la clase de sanción impuesta: la pena de comiso.  
 Al hablar de la existencia de una auténtica pena de comiso como 
presupuesto del reconocimiento y ejecución de las resoluciones de comiso, 
hay que hacer una doble afirmación que delimita este requisito integrante 
del presupuesto. La primera afirmación es la de que sólo las penas de 
comiso pueden dar lugar a una orden de comiso obligatoriamente 
ejecutable en otro Estado de la Unión Europea. La segunda consiste en que 
no todos los comisos pueden dar lugar a una orden de comiso 
obligatoriamente ejecutable en otro Estado, sino sólo constituyen sanción 
adecuada los comisos ordinarios y los comisos ampliados regulares, y estos 
últimos con limitaciones. 
 1- Comiso ordinario (causalidad o instrumentalidad directamente 
probada).  El comiso ordinario, por contraposición al comiso ampliado, recae 
únicamente sobre bienes que mantienen una relación de causalidad o de 
instrumentalizad con el delito, establecida por prueba directa. Los bienes se 
decomisan por ser probadamente efectos o producto del delito o bien 
instrumentos para su comisión. El comiso ordinario integra plenamente el 
requisito de la sanción adecuada, que forma parte del presupuesto de la 
resolución equivalente. 
 2- Comiso ampliado regular (causalidad acreditada por prueba 
indiciaria). El comiso ampliado es regular o normativo cuando se ajusta a lo 
determinado en la Decisión Marco 2005/212 y a la Directiva 2014/42/UE. 
Para ello han de concurrir tres elementos: 
 -Ha de haberse impuesto como consecuencia de alguno de los delitos 
contemplados en el artículo 5 número 2 de la Directiva, sin sujeción a límite 
punitivo en algunos casos (determinados delitos de corrupción, criminalidad 
organizada, pornografía infantil, delitos informáticos y tecnológicos) o 
sujetos a límites punitivos variables (el resto de los delitos contenidos en la 
lista del artículo 3 de la misma Directiva).  
 - La infracción ha de ser apta para generar un beneficio económico. 
- La presunción ilicitud de origen de los bienes ha de haberse 
declarado judicialmente a partir de prueba indirecta. 
 El comiso ampliado regular es en principio sanción adecuada, pero no 
hay que olvidar que si la prueba indiciaria se haya combinada con una 
presunción legal, entendemos que puede entrar en juego la limitación 
prevista en el artículo el artículo 8 número 3 de la Decisión Marco 
2006/783, reduciendo la aplicación de la presunción legal de conformidad 
con lo previsto en la legislación del Estado de ejecución. 
 3- Comiso ampliado irregular. Los comisos ampliados irregulares no 
tienen garantizado el reconocimiento, siendo facultativo para los Estados 
aceptar su reconocimiento y ejecución. 






B) EL PRESUPUESTO GENÉRICO DEL ÁMBITO SUSTANTIVO: LA 
INFRACCIÓN ADECUADA  
Como es habitual, la Decisión Marco diferencia, en su artículo 6, entre 
los delitos comprendidos en una lista, y los no incluidos en ella. Los delitos 
comprendidos en la lista gozan de una presunción iuris et de iure de 
proporcionalidad y de correspondencia entre la legislación del Estado de 
emisión y la del Estado de ejecución, de manera que se presumen 
adecuados y resulta proporcionados anudar a ellos la consecuencia del 
comiso. Por ello los incluidos en la lista no pueden ser sometidos a más 
control que el del límite mínimo punitivo (la pena ha de alcanzar al menos, 
en su límite máximo, los tres años de privación de libertad en el Estado de 
emisión), mientras que para los no pertenecientes a esa lista, o que no 
alcancen el límite punitivo mínimo, puede exigirse la doble incriminación181.  
Como se trata de un presupuesto mínimo, nada impide a los Estados 
superarlo y no exigir el límite punitivo mínimo para la ejecución de las 
                                                          
181 La lista contenida en el artículo 6 número 1 de la Decisión Marco es la siguiente: 
- pertenencia a una organización delictiva, 
- terrorismo, 
- trata de seres humanos, 
- explotación sexual de menores y pornografía infantil, 
- tráfico ilícito de drogas y sustancias psicotrópicas, 
- tráfico ilícito de armas, municiones y explosivos, 
- corrupción, 
- fraude, incluido el que afecte a los intereses financieros de las Comunidades    Europeas con 
arreglo al Convenio de 26 de julio de 1995 relativo a la protección de los intereses financieros 
de las Comunidades Europeas, 
- blanqueo de los productos del delito, 
- falsificación de moneda, con inclusión del euro, 
- delitos informáticos, 
- delitos contra el medio ambiente, incluido el tráfico ilícito de especies animales protegidas y 
de especies y variedades vegetales protegidas, 
- ayuda a la entrada y a la estancia irregulares, 
- homicidio y agresión con lesiones graves, 
- tráfico ilícito de órganos y tejidos humanos, 
- secuestro, retención ilegal y toma de rehenes, 
- racismo y xenofobia, 
- robos organizados o a mano armada, 
- tráfico ilícito de bienes culturales, incluidas las antigüedades y las obras de arte, 
- estafa, 
- chantaje y extorsión de fondos, 
- violación de derechos de propiedad intelectual o industrial y falsificación de mercancías, 
- falsificación de documentos administrativos y tráfico de documentos falsos, 
- falsificación de medios de pago, 
- tráfico ilícito de sustancias hormonales y otros factores de crecimiento, 
- tráfico ilícito de materias nucleares y radiactivas, 
- tráfico de vehículos robados, 
- violación, 
- incendio provocado, 
- delitos ilegal de aeronaves y buques, 
- sabotaje. incluidos en la jurisdicción de la Corte Penal Internacional, 
- apoderamiento ilegal de aeronaves y buques, 
— sabotaje. 
 





resoluciones de comiso por delitos de la lista, o incluso establecer una regla 
general de reconocimiento de toda resolución de comiso, cualquiera que sea 
el delito por el que se haya impuesto en el Estado de emisión, sin exigir la 
doble incriminación.  
 
C) LA CONEXIÓN TERRITORIAL CON EL ESTADO DE EJECUCIÓN 
 
 La Decisión Marco establece en el número 1 del artículo 4 un 
presupuesto de conexión territorial con el Estado de ejecución, con dos 
conexiones posibles, a modo de fueros de competencia territorial. Al igual 
que ocurre con la competencia territorial en el Derecho procesal penal 
español, si en el curso de las gestiones para la ejecución se comprueba que 
no se cumple realmente la conexión territorial, el presupuesto desaparece, 
incluso aunque inicialmente se hubiese aceptado el reconocimiento y 
acordado la ejecución. 
a) Existencia de bienes de la persona condenada en el Estado de 
ejecución.  
1.- Comiso de cantidad de dinero.  
Cuando se trate del comiso de una cantidad de dinero, el título para 
la ejecución se transmitirá a la autoridad competente del Estado miembro 
en el que existen “motivos fundados para creer que la persona física o 
jurídica contra la que se ha dictado la resolución de decomiso tiene bienes o 
ingresos”. Si el dinero existe en el territorio de ese Estado, se cumplirá la 
conexión territorial.  
2.- Comiso de bienes específicos.  
Cuando el comiso se refiera a bienes concretos la solicitud se 
transmitirá a la autoridad competente del Estado en el que se encuentren 
“los bienes concretos objeto de la resolución de decomiso”. 
b) Domicilio o residencia habitual del condenado, en caso de 
desconocer donde se encuentran los bienes.  
En el párrafo 3 del citado artículo 4 número 1 se dice: “Si no existen 
motivos fundados que permitan al Estado de emisión determinar el Estado 
miembro al que pueda transmitirse la resolución de decomiso, dicha 
resolución podrá transmitirse a la autoridad competente del Estado 
miembro donde la persona física o jurídica contra la que se ha dictado la 
resolución de decomiso resida habitualmente o tenga su domicilio social, 
respectivamente”. Esta situación parece más bien anómala y fruto de una 
deficiente investigación previa al juicio en el que se impone el comiso. 
Deberá conducir a la necesidad de llevar a cabo búsquedas de bienes por 














REQUISITOS DE FORMA DEL TÍTULO EJECUTIVO  
Y TRANSMISIÓN DEL MISMO 
 
A) TÍTULO, SOPORTE Y VÍA DE TRANSMISIÓN 
Al igual que en otras decisiones, el título ejecutivo en la Decisión 
Marco 2006/783, tiene carácter complejo, al estar compuesto por dos 
elementos: la resolución de decomiso o su testimonio y el certificado, según 
se dispone en el artículo 4 de la Decisión Marco.  
El “certificado deberá ir firmado por la autoridad competente del 
Estado de emisión, que dará fe en el mismo de la exactitud de su contenido. 
Como norma general, deberá enviarse traducido al idioma oficial del Estado 
de ejecución, tal como se determina en el artículo 19 número 1 de la 
Decisión Marco. Los documentos que integran el título no han de 
transmitirse necesariamente en soporte de papel, ya que se permite su 
transmisión por cualquier medio que pueda dejar constancia escrita en 
condiciones que permitan al Estado de ejecución establecer su autenticidad. 
La regla general es la transmisión directa entre las autoridades judiciales. 
Sin embargo, en el número 2 del artículo 3 de la Decisión Marco, se permite 
que los Estados que organizan la cooperación judicial internacional de 
manera centralizada  puedan designar autoridades centrales.  
 
B) LA LIMITACIÓN DEL NÚMERO DE TÍTULOS EMITIDOS 
SIMULTÁNEAMENTE 
a) Regla general: prohibición de la emisión de títulos simultáneos. 
En el artículo 5 de la Decisión Marco se formula se formula una regla 
general, con carácter de requisito formal y dos grupos de excepciones.  
La regla general, contenida en el número 1, aparentemente consiste 
en que “una resolución de decomiso solo podrá transmitirse con arreglo al 
artículo 4 a un solo Estado de ejecución”, sin que pueda transmitirse a más 
de uno al mismo tiempo; mientras que las excepciones se contienen en los 
números 2 y 3 del mismo artículo.  
Al analizar la versión española del artículo 1 número 5, enseguida se 
aprecia, en primer lugar que la redacción de la regla en el texto español de 
la Decisión Marco es gramaticalmente incorrecta; y en segundo lugar, que 
la extensión de las excepciones es tal que desvirtúa la propia regla; y esto 
no es un defecto de la versión española sino del texto en sí mismo.  
La dicción literal del artículo 5 número 1 de la Decisión Marco resulta 
evidentemente incorrecta, como ya hemos dicho. Literalmente se dice: “una 
resolución de decomiso solo podrá transmitirse con arreglo al artículo 4 a un 
solo Estado de ejecución al mismo tiempo”. Si sólo puede transmitirse a un 
Estado, es obvio que sobra el inciso “al mismo tiempo”182. Lo que ha 
                                                          
182 La incorrección gramatical sugiere nuevamente un error de traducción, lo que se ve 
inmediatamente confirmado al comparar la versión española con la inglesa: "1. Subject to 





querido decirse es que, como regla general, sólo podrá transmitirse a un 
Estado miembro y únicamente cuando sea preciso proseguir con la actividad 
ejecutiva para afectar nuevos bienes o completar las tareas de afección y 
ejecución sobre los bienes, se podrá enviar de nuevo un título ejecutivo, 
basado en la misma resolución de comiso, a otro Estado diferente. 
Conforme a la anterior regla general, la formación de diversos títulos 
derivados de una misma resolución judicial de comiso, para su envío a 
diferentes Estados, no puede ser simultánea sino sucesiva.  
 
b) Excepciones referidas al comiso de bienes específicos: posibilidad 
de emisión de títulos simultáneos 
El primer grupo de excepciones viene constituido por aquellas que se 
refieren al comiso de bienes específicos. Están recogidas en el número 2 del 
artículo 5, que permite expedir y transmitir simultáneamente, varios títulos 
a más de un Estado de ejecución cuando se hay ordenado el comiso de una 
pluralidad de bienes específicos que se encuentren en distintos Estados de 
ejecución; cuando el comiso requiera la intervención en más de un Estado 
de ejecución; o cuando el bien incluido en la resolución de decomiso esté 
localizado más de un Estado (por ejemplo un inmueble transfronterizo).  
En cuanto al extraño supuesto de que el comiso requiera la 
intervención en más de un Estado de ejecución, quizás pueda pensarse en 
supuestos en los que se trata de sociedades, en las que no se ha producido 
una incautación o intervención provisional de la empresa con carácter 
previo, con respecto a las cuales es preciso desencadenar actuaciones 
simultáneas en diferentes Estados; no tanto para ocupar bienes sino para 
incautar la información necesaria para conocer el patrimonio real de la 
sociedad que ha de decomisarse y asegurar dichos bienes. Este puede ser 
un supuesto análogo al previsto en el número 3 del mismo artículo, con 
relación al comiso de sumas de valor.  
A lo anterior se añade aún otra situación más: aquellos casos en los 
que se desconoce exactamente donde se encuentra el bien que ha de 
confiscarse, existiendo sospechas que apuntan a que se pueda encontrar en 
uno de entre varios Estados.  
Teniendo en cuenta la extensión de las excepciones, que cubren 
razonablemente todos los supuestos de conexión con varios Estados, cabe 
concluir que lo que en realidad se establece, para el comiso de bienes 
específicos, es una regla diferente de la proclamada en el número 1 del 
artículo 5: la norma general no consiste en realidad en la prohibición de la 
expedición simultánea de más de un título, basado en una misma resolución 
de comiso, a más de un Estado al mismo tiempo. La verdadera regla, para 
el decomiso de bienes específicos, consiste en que podrán expedirse y 
transmitirse simultáneamente, un título por cada uno de los Estados en los 
que se encuentren, o puedan encontrarse los diferentes bienes 
contemplados en la resolución judicial de decomiso, o por cada uno de los 
                                                                                                                                                                          
paragraphs 2 and 3, a confiscation order may only be transmitted pursuant to Article 4 to one 
executing State at any one time”. El texto en inglés es claro y correcto. Traducido al español 
significa que, con sujeción a (las excepciones) de los números 2 y 3, la orden de confiscación 
sólo podrá transmitirse cada vez a un Estado de ejecución. 





Estados que deban cooperar de modo sincronizado para la ejecución de la 
orden de decomiso. 
 
c) Excepciones referidas al comiso de sumas de dinero.  
Las excepciones aplicables al comiso de sumas de dinero, es decir, el 
comiso de valor, están recogidas en el número 3 del artículo 5. La 
resolución de comiso, referente a una cantidad de dinero, podrá 
transmitirse simultáneamente a más de un Estado de ejecución “cuando la 
autoridad competente del Estado de emisión considere que hay motivos 
específicos para hacerlo”, añadiendo a título de ejemplo el caso de que “los 
bienes afectados no hayan sido embargados con arreglo a la Decisión marco 
2003/577/JAI”, o cuando el valor de los bienes que pueden ser decomisados 
en un sólo Estado “probablemente no sea suficiente para ejecutar la 
cantidad total objeto de la resolución de decomiso”.  
La propia regla se reformula y se aparta ya abiertamente del inexacto 
principio formulado en el número 1 del citado artículo 5. En realidad, la 
regla para el comiso de sumas de valor pasa a ser, la de que podrán 
expedirse tantos títulos como Estados deban colaborar para decomisar 
bienes, hasta cubrir la cantidad objeto de la ejecución, cuando la autoridad 
de emisión lo considere necesario.  
La decisión sobre cuándo se pueden emitir varios títulos 
simultáneamente, para diferentes Estados, se deja a la discreción de la 
autoridad de emisión y los dos supuestos que se describen en el número 3 
del artículo 5, lo son sólo a título de ejemplo, sin que constituyan realmente 
un catálogo de supuestos. El más evidente de los supuestos ofrecidos como 
ejemplo de casos en los que puede considerarse necesaria la expedición 
simultánea de varios títulos, es aquel caso en el que probablemente los 
bienes del condenado, existentes en uno sólo de los Estados, no sean 
suficientes para cubrir la suma de valor que ha de ser decomisada.  
El otro de los supuestos, resulta algo más difícil de entender: se 
alude a los casos en los que no se haya acordado previamente el 
aseguramiento conforme a la Decisión Marco 2003/577/JAI. También en 
este otro supuesto subyace la situación de existencia de bienes en más de 
un Estado. Probablemente, lo que se está tratando de hacer es conjurar el 
riesgo de que iniciada la ejecución en uno de los Estados, el condenado 
haga desaparecer otros bienes no asegurados con el oportuno embargo, 
situados en un tercer Estado, y que será necesario afectar también para 
alcanzar la suma de valor perseguida con el comiso.  
 
 
LA OBLIGACIÓN DEL RECONOCIMIENTO Y SUS LÍMITES 
 
A) LA REGLA GENERAL DE LA OBLIGATORIEDAD DEL 
RECONOCIMIENTO. 
 La obligatoriedad del reconocimiento se hace patente en cuanto que 
la Decisión Marco sólo contempla, como regla general, la posibilidad de 
rechazo del reconocimiento y de la transmisión cuando no concurran los 





presupuestos y los requisitos formales obligatorios. A esta idea obedece la 
previsión del artículo 7, número 1, de la Decisión Marco de 2006: “Las 
autoridades competentes del Estado de ejecución reconocerán sin más 
trámite toda resolución de decomiso transmitida con arreglo a los artículos 
4 y 5 y tomarán de inmediato todas las medidas oportunas para su 
ejecución”.  
 
B) LÍMITES OBLIGATORIOS: NE BIS IN IDEM 
 La única causa de denegación de las contenidas en el artículo 8 
número 2 de la Decisión Marco, que puede ser calificada de un límite 
obligatorio al reconocimiento, no contradictoria con el principio del 
reconocimiento, es la determinada por el control pasivo del ne bis in ídem. 
Las demás causas de denegación, o bien no afectan realmente al 
reconocimiento sino a la ejecución, o constituyen reducciones facultativas 
del principio del reconocimiento, es decir exclusiones.  
 Con relación al control del ne bis in ídem, el número 2, letra a, del 
artículo 8 de la Decisión Marco permite escuetamente la denegación cuando 
“la ejecución de la resolución de decomiso resultaría contraria al principio de 
ne bis in idem”.   
  
C) EXCEPCIONES FACULTATIVAS: CONCURRENCIA DE EXCLUSIONES  
Mientras que la limitación de las posibilidades de denegación 
constituye la afirmación de la regla general, la regulación de las causas de 
exclusión establece las excepciones a esa regla, de manera que los Estados 
podrán incorporar a su Derecho interno, todas o parte de las causas de 
exclusión contempladas en la Decisión Marco, como motivos que 
legítimamente permitirán el rechazo de la solicitud de reconocimiento y 
transmisión de la ejecución. 
a) Extraterritorialidad de la infracción 
1.- Comisión en territorio del Estado de ejecución. 
 Conforme  al artículo 8, número 2, letra f de la Decisión Marco podrá 
denegarse la ejecución cuando la infracción haya sido cometida total o 
parcialmente en el territorio del Estado de ejecución o en un lugar 
equivalente a su territorio. 
 2.- Comisión fuera del territorio del Estado de emisión 
 Podrá también establecerse la denegación de la ejecución cuando los 
hechos se hayan cometido fuera del territorio del Estado de emisión,  si la 
legislación del Estado de ejecución no permite a sus propios tribunales la 
persecución extraterritorial de infracciones de la misma clase que aquella 
que motivó la imposición de la pena de comiso. Esta causa de exclusión 
está también permitida el mismo artículo 8, número 2, letra f. 
b) Exclusiones por razón de garantías procesales y orden público 
procesal: exclusión del proceso en ausencia. 





Los Estados podrán denegar el reconocimiento de la resolución de 
comiso, si  el proceso se celebró sin la comparecencia personal de la 
persona que resultó condenada, a no ser que se haya  cumplido ciertos 
requisitos, previstos en la Decisión Marco, que permiten tener por 
suficientemente cumplido el derecho a la defensa, o que se garantice un 
nuevo juicio o recurso con asistencia personal del condenado (artículo 8, nº 
2, letra e, DM 2006/783)183. 
c) Prescripción. 
El reconocimiento puede ser denegado por aplicación de las normas 
sobre prescripción del Estado al que se le ha solicitado la ejecución. Se 
contempla en la letra h del número 2 del artículo 8 de la Decisión Marco. No 
obstante, no se acepta de manera incondicionada la aplicación de las 
normas propias más restrictivas del Estado el que se le solicita la ejecución. 
La posibilidad de aplicar tales normas queda condicionada, en la referida 
letra h, a que los Tribunales del Estado al que se solicita la ejecución 
hubieran podido ejercer jurisdicción sobre la infracción que motivó la 
condena en el Estado de ejecución. Es decir, a que, conforme a la 
legislación procesal del Estado requerido, los hechos hubieran podido ser 
perseguidos por sus Tribunales.  
Por esta vía se extiende la aplicación de la ley penal más beneficiosa 
del Estado de ejecución, como cautela frente a la extensión de la ley penal 
más punitiva del Estado de emisión, siempre que el Estado de ejecución 
hubiera podido declararse competente para perseguir el delito. Esta norma 
trata de evitar lo que las tesis críticas del principio del reconocimiento han 
denominado punibilidad híbrida en perjuicio del ciudadano, pero se lleva a 
cabo buscando un equilibrio entre la efectividad del principio del 
reconocimiento y lo que podríamos llamar un pacto penal entre el Estado y 
los ciudadanos, incluso extranjeros, basado en la previsibilidad de la sanción 
conforme a la norma penal previa que se presume conocida por el 
ciudadano. 
d) Inmunidad conforme al Derecho interno del Estado de ejecución.  
Está contemplada en la letra c del número 2 del artículo 8, que 
admite que se deniegue el reconocimiento si en virtud de la legislación del 
Estado de ejecución, existe inmunidad o privilegio que impide la ejecución.   
La amplia redacción del texto permite amparar tanto los supuestos de 
inmunidades o privilegios vinculados a los bienes, como los vinculados a la 
persona del condenado. Las inmunidades o privilegios del primer tipo 
pueden venir establecidos en el Derecho interno del Estado de ejecución por 
razón de las características propias de los bienes, su función u otras. No es 
difícil de imaginar la posibilidad de que se protejan ciertos bienes, como el 
lecho cotidiano los instrumentos de trabajo o  ciertas porciones del salario o 
pensiones, frente a la afección al pago de un comiso de valor.  
 
                                                          
183
 Artículo redactado conforme a la Decisión Marco 2009/299 sobre juicios sin comparecencia 
personal del imputado. 
 





Las inmunidades personales pueden no existir en el Estado de 
emisión, pero sí en el de ejecución. Tal puede ser el caso, por ejemplo, de 
los miembros de fuerzas armadas de un tercer país, residentes en el 
territorio del Estado de ejecución, que gocen por convenio internacional 
bilateral de inmunidades de las que no gozan en el Estado en el que fueron 
condenados.  
 
D) EXCEPCIÓN TEMPORAL AL RECONOCIMIENTO: LA SUSPENSIÓN 
DE LA DECISIÓN POR NECESIDAD DE TRADUCCIÓN DE LA 
RESOLUCIÓN TRANSMITIDA 
 El artículo 10 número 1, letra d, de la Decisión Marco, contiene una 
causa de suspensión del procedimiento para el reconocimiento, referida a 
los casos en que la autoridad de ejecución “considere necesario que la 
resolución de decomiso o partes de ella se traduzcan, a expensas del Estado 
de ejecución, por el tiempo necesario para obtener su traducción”. Ha de 
destacarse que la traducción de la que se habla, es la de la “resolución de 
comiso”. Con ello se quiere aludir a la resolución judicial, dictada en el 
Estado de emisión, en la que se impone la pena de comiso.  
El certificado ha de enviarse traducido al idioma del Estado de 
ejecución, puesto que así se dispone expresamente en el artículo 19 
número 1 de la Decisión Marco. Sin embargo la obligación de la traducción, 
como requisito de forma, no se extiende también a la resolución judicial 
integrada en el título. Por ello, si la autoridad de ejecución considera 
necesario traducir también la resolución, para añadir esa información a la 
que ya posee en el certificado, podrá hacerlo; pero a su costa y acordando 
la suspensión de la ejecución, por el tiempo estrictamente necesario para 
llevar a cabo la traducción. 
 El número 2 del mismo artículo 10 impone la obligación de adoptar 
medidas cautelares durante el tiempo de la suspensión184. En el artículo 8 
número 4 de la Decisión Marco, se establecen además determinadas 
formalidades, aplicables a los supuestos de suspensión para traducción de 
la resolución. Con una redacción que la que los juristas españoles nos 
resulta evidentemente extraña, diferencia entre supuestos en los que es 
recomendable, pero no preceptiva la consulta con la autoridad de emisión, y 
otros en las que tal consulta tiene carácter preceptivo, sin que pueda 
denegarse la ejecución de la pena de comiso sin haber escuchado antes a la 
autoridad emisora.  
 
 
LA EJECUCIÓN DE LA RESOLUCIÓN RECONOCIDA Y SUS 
EXCEPCIONES 
A) LA REGLA DE LA EJECUCIÓN EN SUS PROPIOS TÉRMINOS 
 La regla de la ejecución de la resolución transmitida y en sus propios 
términos implica que, salvo las excepciones permitidas en la Decisión 
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 “La autoridad competente del Estado de ejecución tomará durante el período de suspensión 
todas las medidas que hubiera adoptado en un asunto nacional análogo para impedir que los 
bienes dejen de estar disponibles con vistas a la ejecución de la resolución de decomiso”. 





Marco, la ejecución ha de desarrollarse sobre los mismos bienes 
determinados por la autoridad de ejecución, en caso de comiso ordinario, 
sujetándose estrictamente a la naturaleza y extensión de la sanción cuya 
ejecución se ha transmitido; y en el caso de comiso de valor, la ejecución 
ha de llevarse a cabo sin reducciones sobre lo establecido en el título 
transmitido y sin excesos sobre lo acordado por la autoridad de ejecución.  
 La ejecución en sus propios términos implica, en primer lugar que los 
comisos que recaigan sobre bienes específicos (forma ordinaria del comiso), 
deberán ejecutarse sobre los mismos bienes identificados en la resolución 
transmitida. Los bienes designados en la resolución transmitida, no podrán 
sustituirse por otros, como regla general, ni un comiso ordinario (sobre 
bienes específicos) podrá transformarse en comiso de valor.  
 Por lo que se refiere al comiso de valor, la ejecución en sus propios 
términos se traduce en primer lugar en ejecución íntegra por la suma 
establecida por la autoridad de emisión, pero también sin excesos sobre 
dicha suma. En este sentido, la ejecución habrá de desarrollarse regida por 
el principio de prohibición del exceso, conforme se determina en el artículo 
12 de la Decisión Marco. En el segundo inciso de su texto se formula, de 
manera algo imprecisa, la prohibición del exceso, referida al comiso de valor 
al disponerse que en “caso de decomiso de productos de un delito, toda 
porción del valor de los bienes afectados que se recupere en virtud de la 
resolución de decomiso en cualquier Estado distinto del Estado de ejecución 
se deducirá en su totalidad del valor de los bienes que se han de decomisar 
en el Estado de ejecución”. La misma regla se refleja en el artículo 14, 
número 2: “En caso de transmisión a uno o más Estados de ejecución de 
una resolución de decomiso referente a una cantidad de dinero, el valor 
total derivado de su ejecución no podrá exceder del importe máximo 
especificado en dicha resolución”. 
 El comiso de valor no conlleva la afección de bienes específicos e 
individualizados por su relación con la actividad delictiva, sino que consiste 
en la fijación de una suma de valor, para cuya obtención han de afectarse 
los bienes, de cualquier clase y origen, que le sean encontrados al 
condenado. Si en el Estado en el que se impone la condena no existen 
bienes suficientes del condenado para cubrir esa suma, entonces habrá de 
emitirse una solicitud a otro u otros Estados de la Unión Europea, en los 
cuales existan bienes de propiedad del condenado.  En consecuencia, la 
transmisión de un comiso de valor puede dar lugar a ejecuciones que se 
desarrollen simultánea y paralelamente, bien sea en varios Estados de 
ejecución, o bien sea en el Estado de ejecución y el de emisión, al mismo 
tiempo. Hay que tener en cuenta que la transmisión no impide que si 
existen bienes en el Estado de emisión, aunque lo sean por  cantidad 
insuficiente, se continúe la actividad ejecutiva sobre ellos. La regla de 
prohibición del exceso  se resume en que en la ejecución de un comiso de 
valor no se deberá producir la desposesión de bienes por un valor o importe 
económico superior a la cifra correspondiente a la suma de valor fijada en la 
resolución de la autoridad judicial del Estado de emisión que impuso el 
comiso de valor. Por ello, si como consecuencia de la emisión de una 
solicitud de ejecución se afectan bienes cuyo valor total excede de la suma 
referida, teniendo en cuenta tanto los bienes afectados en el Estado de 





emisión como los afectados en el Estado o los Estados de ejecución, 
entonces deberá procederse a reducir el comiso.  
 La consecuencia lógica del principio de prohibición del exceso es la 
regulación de la reducción de la ejecución, como vicisitud o incidencia que 
puede acontecer. Esta contingencia viene regulada en el artículo12 número 
2 de la Decisión Marco, cuya redacción en la versión española difiere algo 
de la versión inglesa. El texto de la versión española dice: “En caso de que 
la persona afectada pueda facilitar la prueba del decomiso, total o parcial, 
efectuado en cualquier Estado, la autoridad competente del Estado de 
ejecución consultará a la autoridad competente del Estado de emisión por 
cualquier vía adecuada. En caso de decomiso de productos de un delito, 
toda porción del valor de los bienes afectados que se recupere en virtud de 
la resolución de decomiso en cualquier Estado distinto del Estado de 
ejecución se deducirá en su totalidad del valor de los bienes que se han de 
decomisar en el Estado de ejecución”.  
 El texto español de la norma habla literalmente de deducir de la 
“totalidad del valor de los bienes”, o de “porción del valor de los bienes”, 
destacando la idea de que la norma de la reducción viene referida al comiso 
de valor. Por su parte la versión inglesa subraya otro matiz complementario 
del anterior y también propio del comiso de valor, al utilizar el término 
amount, equivalente a cantidad, suma o importe185. Uniendo los matices 
puestos de manifiesto en la versión española a los que se resaltan en la 
inglesa, podemos reconstruir la idea oscuramente formulada, que podría 
expresarse en los siguientes términos: en caso de comiso del valor de los 
productos del delito, toda porción del valor de los bienes afectados que se 
obtenga en cualquier Estado, se deducirá del valor perseguido en el Estado 
que haya de completar la ejecución, para alcanzar la suma de valor fijada 
en la resolución judicial de comiso de la autoridad emisora, sin incurrirse en 
exceso. 
 El hecho de haberse llevado a cabo ya actos de ejecución, 
persiguiendo la misma suma establecida en la resolución judicial de 
decomiso transmitida, puede detectarse de oficio por las autoridades del 
Estado de ejecución, o bien por actividad de la persona interesada, dirigida 
a tratar de evitar el exceso en la ejecución. Desde esta perspectiva cobra 
sentido el inciso primero del número 2 del referido artículo 12, en el que se 
alude a “la prueba del decomiso, total o parcial, efectuado en cualquier 
Estado”, facilitada por “la persona afectada”. En tal caso, la autoridad de 
ejecución tendrá que consultar a la de emisión antes de resolver sobre la 
reducción. Formulada la consulta y obtenida la respuesta, la autoridad de 
ejecución podrá adoptar la decisión procedente. Si esta es de denegación o 
reducción, deberá proceder a comunicarla por escrito, sin demora a la 
autoridad de emisión, dando cumplimiento a la obligación impuesta en este 
sentido por el artículo 17, letra c, de la Decisión Marco de 2006. 
 La regla de prohibición del exceso, referida a la transmisión 
simultánea de la ejecución de un comiso de valor a varios Estados, se 
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 “Any part of the amount, in the case of confiscation of proceeds, that is recovered pursuant to 
the confiscation order in any State other than the executing State shall be deducted in full from 
the amount to be confiscated in the executing State”. 





reitera en el número 2 del artículo 14 de la Decisión Marco: “En caso de 
transmisión a uno o más Estados de ejecución de una resolución de 
decomiso referente a una cantidad de dinero, el valor total derivado de su 
ejecución no podrá exceder del importe máximo especificado en dicha 
resolución”. 
 En cuanto a la forma como se ejecuta un comiso, este se ejecuta 
conforme a la legislación del Estado de ejecución. La Decisión Marco regula 
en su artículo 16 el destino de los bienes decomisados. Las reglas sobre el 
destino de los bienes, contenidas en este artículo, tienen carácter 
dispositivo, ya que pueden ser sustituidas por acuerdos entre los Estados. 
Salvo para las pequeñas cuantías, el criterio es el del reparto del producto 
del comiso entre el Estado de emisión y el Estado de ejecución, lo que 
obliga a convertir en dinero los bienes decomisados que no sean sumas de 
dinero. El Estado de ejecución retendrá la totalidad de la suma decomisada, 
si su importe es inferior a 10.000 euros. La autoridad de ejecución podrá 
optar también por transferir directamente al Estado de emisión la titularidad 
de los bienes, sin previa conversión en dinero. No obstante, no podrá 
acudirse a este procedimiento sin el consentimiento del Estado de emisión, 
si la pena impuesta era un comiso de valor.  
 Determinados bienes tienen un tratamiento especial, ya que su 
decomiso no implica su conversión en dinero. En el artículo 16, número 3 de 
la Decisión Marco se establece que el Estado de ejecución “no estará 
obligado a enajenar o a restituir bienes concretos objeto de la resolución de 
decomiso que formen parte de su patrimonio cultural o nacional”. El comiso 
se ejecuta pero los bienes pasan a la titularidad del Estado de ejecución. 
 A diferencia del comiso ordinario, el comiso de valor no afecta a 
bienes predeterminados. Por ello el inicio de la actividad ejecutiva es un 
requerimiento de pago que, si es atendido voluntariamente por el 
condenado, no tiene más repercusión sobre el patrimonio del condenado. Si 
el pago no se hace voluntariamente, entonces entrará en juego la previsión 
del artículo 7, número 3, de la Decisión Marco de 2006 y las autoridades 
competentes del Estado de ejecución ejecutarán la resolución de decomiso  
sobre cualquier bien disponible. 
La nueva Directiva de 2014 contiene también algunas normas sobre 
garantías procesales en la ejecución del comiso, en los números 6 y 7 de su 
artículo 8. En el número 10 del mismo artículo contiene también una regla 
de salvaguarda del derecho de la víctima a la indemnización. 
 
B) EXCEPCIONES A LA REGLA DE LA EJECUCIÓN ÍNTEGRA Y EN SUS 
PROPIOS TÉRMINOS 
 La regla de la ejecución íntegra y en sus propios términos tiene 
excepciones, por virtud de las cuales, después de aceptada la transmisión 
de la ejecución, ésta puede no llevarse a cabo o puede reducirse o 
modificarse la sanción que se ejecuta. Se trata de los casos de imposibilidad 
de ejecución de la resolución de comiso o casos en los que la autoridad de 
ejecución se aparta de la ejecución del comiso en los propios términos de la 
resolución transmitida. En ellos, la resolución de comiso no está 
intrínsecamente viciada, ni fuera del ámbito de los supuestos cubiertos por 





la DM, de modo absoluto o de modo relativo para determinados Estados. 
Sin embargo concurre un hecho o circunstancia externa a la propia 
resolución de comiso, que hace imposible la ejecución, completamente, o 
sobre determinados bienes. 
a) Imposibilidad material por no subsistencia o no localización del 
bien.  
Está contenida en el artículo 8, número 5 de la Decisión Marco 
2006/783 y opera en caso de que el bien “haya sido ya decomisado, haya 
desaparecido, haya sido destruido o no se haya encontrado en la 
localización indicada en el certificado o a que no se haya indicado con la 
suficiente precisión dónde se encuentra el bien”. 
b) Imposibilidad jurídica por derechos legítimos de terceros  
 El artículo 8, número 2, letra d de la Decisión Marco de 2006, permite 
denegar el reconocimiento y ejecución cuando “los derechos de las partes 
interesadas, incluidos los terceros de buena fe con arreglo a la legislación 
del Estado de ejecución” impidan la ejecución de la resolución de 
decomiso186. La ejecución resulta imposible cuando los bienes a los que se 
refiere el título ejecutivo han pasado legítimamente a poder de terceros 
conforme a la legislación del Estado de ejecución. En nuestra opinión, se 
trata de una situación de imposibilidad de ejecución del título, normalmente 
sobrevenida, aunque en algún caso puede también suceder que la 
adquisición legítima de los bienes no haya podido ser conocida por la 
autoridad de emisión. Posiblemente, a efectos puramente teóricos pueda 
diferenciarse entre las situaciones existentes ya al tiempo de dictarse la 
sentencia de comiso y las situaciones sobrevenidas como consecuencia de 
adquisiciones posteriores. Las primeras podrían configurarse como un límite 
necesario del reconocimiento,  semejante en su naturaleza al control de ne 
bis in ídem, y las segundas como imposibilidad sobrevenida de ejecución.  
Con arreglo a lo dispuesto en el artículo 9 de la Decisión Marco, los Estados 
tienen la obligación de establecer este control para la protección de los 
derechos legítimos de terceros y de articular las vías procesales para 
llevarlo a cabo187.  
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 Esta norma contempla, además de la tercería, el control judicial encaminado a impedir la 
extensión indebida de la ejecución a bienes del condenado respecto a los cuales su posición es 
similar a la de un tercero. En el caso de la oposición del condenado a la ejecución sobre 
determinados bienes no puede suponer una revisión de la resolución dictada por la autoridad 
judicial de emisión, puesto que lo impide el artículo 9 número 2 de la Decisión Marco. La 
impugnación por motivos de fondo sólo podrá llevarse a cabo ante el Estado de emisión. Desde 
esta perspectiva, no podrá cuestionarse ante el Estado de ejecución la condena, ni la pena 
impuesta en sí misma. Tampoco podrá discutirse el carácter de instrumento del delito que se 
haya declarado en la sentencia, respecto a determinados bienes, ni el carecer de efecto del 
delito de determinados bienes. En consecuencia lo único que puede fundamentar esta 
oposición del condenado es la existencia de un error en la identificación de los bienes cometida 
por la autoridad de ejecución, que no se corresponda con lo determinado en el título. No se 
trata por tanto realmente de un motivo de imposibilidad de ejecución. 
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 Se dice en la letra d del número 2 del artículo 8 de la Decisión Marco de 2006 que esta 
posibilidad existirá “incluso cuando ello sea el resultado de la aplicación de recursos legales de 
conformidad con el artículo 9”. 
En el artículo 9 se dispone: 





La protección de los derechos de terceros ha de ponerse también en 
relación con lo dispuesto en el artículo 6 de la Directiva 214/42/UE que 
matiza y delimita los derechos de terceros188. 
c) Imposibilidad jurídica temporal 
1- Existencia de incidentes o recursos pendientes que puedan afectar 
a la ejecución.  
En la letra b del número 1 del artículo 10 citado, se prevé la 
suspensión “en los casos de recursos que se mencionan en el artículo 9”,  
es decir recursos ante el Estado de emisión por motivos de fondo, o 
recursos ante el Estado de ejecución por otros motivos. Puesto que 
conforme al artículo 2, letra c, de la Decisión Marco, ha de entenderse por 
resolución de comiso “la sanción o medida firme”, si el recurso ha sido 
interpuesto por el condenado, sólo puede tratarse de algún recurso 
excepcional de revisión o amparo constitucional, compatible con la situación 
de firmeza de la sentencia, o de un incidente relacionado con la aplicación 
de presunciones de ilicitud de ganancias en ejecución de sentencia, o 
relativo a tercerías.  
Normalmente, la situación contemplada en el artículo 9 será la de la 
existencia de incidentes promovidos por terceros con derechos legítimos. Se 
establece también la obligación de adoptar medidas cautelares durante el 
tiempo de la suspensión, conforme al número 2 del mismo artículo 10. Tan 
pronto como se hayan resuelto los recursos o incidentes, si no se han 
declarado derechos de terceros que generen una imposibilidad definitiva, 
habrá de reanudarse la ejecución, informando de ello a la autoridad de 
emisión, conforme a lo previsto en el segundo inciso del número 4 del 
referido artículo 10. 
                                                                                                                                                                          
Recursos contra el reconocimiento y la ejecución en el Estado de ejecución 
1. Cada uno de los Estados miembros adoptará las medidas necesarias para que toda persona 
que tenga un interés legítimo, incluidos terceros de buena fe, disponga, para defender sus 
derechos, de recursos legales contra el reconocimiento y ejecución de una resolución de 
decomiso en cumplimiento del artículo 7. El recurso se interpondrá ante un órgano 
jurisdiccional del Estado de ejecución, de acuerdo con el Derecho interno de dicho Estado. El 
recurso podrá tener efecto suspensivo en virtud del Derecho del Estado de ejecución. 
2. Contra los motivos de fondo por los que se haya dictado la resolución de decomiso no cabrá 
recurso ante un órgano jurisdiccional del Estado de ejecución. 
3. Si se interpone recurso ante un órgano jurisdiccional del Estado de ejecución, se informará 
de ello a la autoridad competente del Estado de emisión. 
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 Artículo 6 Directiva 2014/42/UE 
1.  Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para posibilitar el decomiso de 
productos del delito u otros bienes cuyo valor corresponda a productos que, directa o 
indirectamente, hayan sido transferidos a terceros por un sospechoso o un acusado, o que 
hayan sido adquiridos por terceros de un sospechoso o un acusado, al menos cuando esos 
terceros tuvieran o hubieran debido tener conocimiento de que el objetivo de la transferencia o 
adquisición era evitar el decomiso, basándose en hechos y circunstancias concretas, entre 
ellas la de que la transferencia o adquisición se haya realizado gratuitamente o a cambio de un 
importe significativamente inferior al valor de mercado.  
2.  El apartado 1 no perjudicará los derechos de terceros de buena fe. 
 





 2-Interferencia con actuaciones penales en curso en el Estado de 
ejecución.  
La letra c del artículo 10 número 1 se refiere a los supuestos en los 
que la ejecución del comiso podría repercutir negativamente entorpeciendo 
actuaciones en curso en el Estado de ejecución189. Conforme a lo previsto 
en el segundo inciso del número 4 del referido artículo 10 y tan pronto 
como hayan dejado de existir los motivos de suspensión, la autoridad 
competente del Estado de ejecución “tomará de inmediato las medidas 
oportunas para ejecutar la resolución de decomiso”.  
 3-Concurrencia con la ejecución de otra pena de comiso.  
 Se contiene en la letra e del artículo 10 número 1, en la que se prevé 
la suspensión “en los casos en los que el bien ya es objeto de un 
procedimiento de decomiso en el Estado de ejecución”.  
 Lógicamente, lo normal es que la ejecución preferente por prioridad 
temporal produzca ya por sí sola el efecto de la privación del bien sobre el 
que recae; lo cual hace inviable, de modo definitivo la ejecución y es causa 
de denegación, tal como se prevé en el artículo 8, número 5 de la Decisión 
Marco. Usualmente la suspensión actuará como una etapa temporal, 
que concluirá con una imposibilidad definitiva cuando el bien haya sido ya 
decomisado. Pero en algunas ocasiones la ejecución de la pena de comiso 
en suspenso podrá continuarse. Además del supuesto evidente del caso en 
el que la ejecución prioritaria temporalmente no llegue a su consumación 
por cualquier motivo, también pueden darse otras situaciones en las que la 
ejecución suspendida pueda reanudarse. Tal es el caso de la ejecución 
prioritaria de un comiso de valor, en el cual quede un sobrante después de 
llevarse a cabo la ejecución forzosa sobre el bien afectado por la ejecución 
suspendida. En este caso la ejecución suspendida se continuará respecto al 
producto sobrante de la venta forzosa del bien.  
 Es aplicable la obligación de informar sobre la suspensión contenida 
en el número 4 del artículo 10 de la Decisión Marco, así como también la 
obligación de adoptar medidas cautelares durante el tiempo de la 
suspensión, conforme al número 2 del artículo 10 de la Decisión Marco y la 
obligación de reanudar la ejecución en cuanto desaparezcan las razones de 
la suspensión, informando de ello a la autoridad de emisión. 
 4.-Situación temporal de riesgo de exceso en la ejecución: comiso de 
valor en ejecución en diferentes Estados   
 Según el artículo 10 número 1, letra a, podrá válidamente acordarse 
el aplazamiento de la ejecución de una resolución de decomiso “cuando, en 
el caso de una resolución de decomiso referente a una cantidad de dinero, 
considere que hay riesgo de que el valor total derivado de su ejecución 
pueda exceder del importe especificado en la resolución como consecuencia 
de su ejecución simultánea en más de un Estado miembro”.  
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 Se faculta a la autoridad judicial competente del Estado de ejecución, para acordar la 
suspensión “cuando la ejecución de la resolución de decomiso pueda impedir el buen 
desarrollo de una investigación o actuación penal en curso, durante el tiempo que estime 
razonable”. 





El ámbito de esta causa de suspensión se ciñe al comiso de valor, en 
el cual se establece una cantidad de dinero, equivalente al valor del 
producto del delito desparecido, de manera que la ejecución se realizará 
sobre los bienes del condenado que sean hallados, cualquiera que sea su 
origen. Si el condenado tiene bienes en diferentes países y la ejecución se 
va a desarrollar simultáneamente en varios Estados, podrían resultar 
finalmente afectados más bienes de los necesarios para cubrir la suma 
perseguida. Este es el supuesto contemplado en el artículo 10 número 1 
letra a.  
La suspensión tiene como finalidad detener la ejecución para 
determinar la cantidad correcta que ha de obtenerse en cada Estado, 
mediante la actividad ejecutiva sin incurrirse en exceso respecto a lo 
establecido en la sentencia o resolución equivalente transmitida. Tras la 
paralización y el cruce de consultas entre las autoridades de emisión y de 
ejecución, la autoridad de emisión puede retirar parcialmente su solicitud, 
pidiendo a las diferentes autoridades que ejecuten por una cantidad inferior, 
si ya está cubierta parte de la suma total en el Estado de emisión o en otro 
Estado de ejecución. Si el Estado de emisión no realiza esa retirada parcial 
o reducción de la solicitud, la autoridad de ejecución acordará la reducción 
unilateral o rechazo parcial de la solicitud de ejecución, para evitar el 
exceso de ejecución, tal como veremos más adelante.  
El artículo 14, número 3, letra a, de la Decisión Marco de 2006, 
establece incluso lo que parece una comunicación previa ante la sospecha 
de riesgo de exceso en la ejecución, imponiendo la obligación a la autoridad 
de emisión de informar inmediatamente a la autoridad de ejecución, 
“cuando considere que hay riesgo de que la ejecución supere el importe 
máximo especificado, por ejemplo, basándose en la información notificada 
por cualquier Estado de ejecución con arreglo al artículo 10, apartado 3”. 
Una vez adoptada la decisión de suspender provisionalmente la ejecución, 
deberá darse la comunicación de la suspensión, prevista en el número 3 del 
artículo 10 de la Decisión Marco. Más tarde, para mantener continuamente 
actualizada la información, a la autoridad del Estado de ejecución, se le 
impone la obligación de informar sin demora de todos aquellos nuevos 
acontecimientos que permitan determinar la desaparición de la situación de 
riesgo.  
También en este caso es aplicable la obligación de adoptar medidas 
cautelares durante el tiempo de la suspensión, conforme al número 2 del 
artículo 10 de la Decisión Marco.   
d) Imposibilidad definitiva por concurrencia de comisos 
 1.- Concurrencia de solicitudes de ejecución de comiso de valor 
 Al consistir el comiso de valor en la persecución genérica de bienes 
del condenado hasta alcanzar cierta suma, las solicitudes concurrentes solo 
entran en conflicto si el condenado carece de bienes suficientes para cubrir 
las sumas perseguidas por cada uno de los Estados de emisión. La norma 
para resolver esta concurrencia conflictiva se contiene en el artículo 11 de la 
Decisión Marco, que prevé que la autoridad de ejecución decidirá cuál o 
cuáles de las resoluciones de decomiso habrán de ejecutarse, con arreglo a 





su Derecho nacional y “tras considerar debidamente todas las 
circunstancias, que podrán incluir la existencia de un embargo preventivo, 
la gravedad relativa y el lugar de la infracción, las fechas de las resoluciones 
respectivas y las fechas de su transmisión”. 
 2.- Concurrencia de solicitudes de ejecución de comiso de bienes 
específicos 
 La concurrencia de solicitudes de ejecución de bienes específicos es 
necesariamente conflictiva, puesto que, salvo que alguno se transforme en 
comiso de valor, las diferentes ejecuciones deberían ser realizadas sobre un 
mismo bien. La solución prevista en el artículo 11 de la Decisión Marco es la 
misma prevista para la concurrencia conflictiva en el comiso de valor, es 
decir, la remisión a los criterios del Derecho interno. 
e) Transformación del comiso 
 1-Transformación del comiso específico en comiso de valor, 
autorizada por el estado de emisión.  
Normalmente la pena de comiso específico ha de ejecutarse en sus 
propios términos,  es decir, en forma específica sobre determinados bienes, 
sin que quepa su conversión en una ejecución genérica de suma de valor. 
Sin embargo, el artículo 7, número 2, de la Decisión Marco 2006/783 hace 
posible la transformación del comiso específico en comiso de valor cuando 
las autoridades de ejecución y de emisión así lo acuerden, siempre que la 
legislación de ambos Estados así lo permita.  
 2-Transformación de la pena de comiso en responsabilidad personal. 
 El número 4 del artículo 12 de la Decisión Marco de 2006, formula de 
forma negativa una regla de prohibición de la transformación del comiso en 
privación de libertad, como responsabilidad sustitutoria. Pero esa misma 
regla negativa contiene a su vez una regla positiva que autoriza esa 
transformación, siempre que lo permita la autoridad competente del Estado 
de emisión.  
  
  
LA DISTRIBUCIÓN DE LA COMPETENCIA FUNCIONAL DURANTE LA 
EJECUCIÓN: LA REGLA DE LA AUTONOMÍA DE LA EJECUCIÓN  
 
A) LA REGLA GENERAL: AUTONOMÍA DE LA EJECUCIÓN E 
IMPOSIBILIDAD DE REVISIÓN DE LA RESOLUCIÓN DE COMISO 
 La segunda de las reglas que rigen la actividad ejecutiva, en la 
Decisión Marco, es la de la autonomía de la ejecución transmitida: la 
ejecución transmitida se desarrolla conforme a las normas del Estado de 
ejecución y, como norma general, pierde toda vinculación con los 
acontecimientos procesales que puedan producirse en el Estado de emisión.  
 La regla general se formula de manera explícita en el artículo 12, 
número 1 de la Decisión Marco, con una doble vertiente. Se determina, en 
primer lugar que las normas procesales aplicables serán las del Estado de 





ejecución y además se atribuye ordinariamente al Estado de ejecución la 
resolución de recursos e incidentes durante la ejecución. No obstante, se 
prevé la posibilidad de que la persona condenada pueda impugnar ante el 
Estado de emisión la decisión sobre el comiso por “motivos de fondo”, para 
dar acogida a los efectos de los posibles recursos de revisión o 
impugnaciones de la determinación de bienes hecha en ejecución de 
sentencia por las autoridades del Estado de emisión. Esta potestad de las 
autoridades del Estado de emisión se reitera también en el artículo 13 
número 2 de la Decisión Marco, en el que se dispone que sólo “el Estado de 
emisión podrá decidir sobre las solicitudes de revisión de la resolución de 
decomiso”. 
 La decisión de fondo sobre la imposición de la pena de comiso y su 
extensión, que tuvo lugar en el Estado de emisión, no puede ser 
reexaminada en el Estado de ejecución. Por esta razón, en  el artículo 9, 
número 2, de la Decisión Marco de 2006 se dispone que contra los “motivos 
de fondo por los que se haya dictado la resolución de decomiso” no cabrá 
recurso ante el Estado de ejecución. Ante el Estado de ejecución 
únicamente podrán plantearse recursos contra la decisión relativa al 
reconocimiento de la resolución y al inicio de la actividad de ejecución, y 
sólo por los posibles incumplimientos de la normativa nacional de 
transposición de la Decisión Marco; o promoverse incidentes como 
consecuencia de incidencias en la ejecución si en la actividad ejecutiva se 
desborda el título de ejecución, o si no se respetan las normas de 
procedimiento del Estado de ejecución, produciéndose vicios de nulidad, o si 
se lesionan derechos legítimos de terceros. Estos recursos o incidentes, 
interpuestos por el propio condenado y las tercerías o incidentes 
promovidos por terceros, se contemplan en el artículo 9, número 1, de la 
Decisión Marco.  
 El Estado de ejecución podrá otorgar amnistía o indulto, según el 
artículo 13, número 1, de la Decisión Marco, lo cual es plenamente 
coherente con la autonomía de la ejecución transmitida.  
 
B) EXCEPCIONES A LA REGLA DE LA AUTONOMÍA DE LA EJECUCIÓN  
a) Extinción de la responsabilidad criminal o de la pena en el Estado 
de emisión 
 La regla general de la autonomía de la ejecución cede en el caso de la 
extinción de la responsabilidad criminal en el Estado de emisión. La Decisión 
Marco, en su artículo 13, atribuye al Estado de emisión una potestad, 
concurrente con el Estado de ejecución, para extinguir la responsabilidad 
criminal o poner fin a la ejecución mediante amnistía o indulto.  
La posibilidad de una despenalización retroactiva, en el Estado de 
emisión, del delito por el que se impuso el comiso no está expresamente 
prevista, en el artículo 13 de la Decisión Marco, pero sí está implícitamente 
contenida en los amplios términos del artículo 15 de la misma Decisión 
Marco. Claramente queda incluida en la expresión “toda decisión o medida 
que tenga por efecto anular el carácter ejecutorio de la resolución o retirar 
la resolución del Estado de ejecución por cualquier” motivo.  





b) Anulación o revisión de la sentencia condenatoria 
Constituye el elemento central del motivo de cese de la ejecución 
contemplado en el artículo 15 de la Decisión Marco, al que nos acabamos de 
referir. Da cobertura, tanto a una revisión de la sentencia firme como a una 
anulación de la sentencia en recurso de amparo constitucional o semejante. 
El artículo 15 de la Decisión Marco establece la obligación, para el 
Estado de emisión, de comunicar las incidencias con efecto extintivo de la 
ejecución y la correlativa obligación del Estado de ejecución, de poner fin a 
la ejecución190. 
c) La revocación unilateral de la transmisión por el Estado de emisión 
 1.-Reversión de la ejecución por localización de bienes del condenado 
en el Estado de emisión: la regla de la conservación de la potestad ejecutiva 
en el Estado de emisión.  
 La transmisión de la ejecución del comiso, tal como se regula en la 
Decisión Marco, no implica una disposición completa y definitiva  de la 
potestad de ejecución por parte de las autoridades del Estado de emisión, 
ya que existe la posibilidad de reversión de la ejecución. 
 Si se trata de un comiso de cosa específica y los bienes ocultados o 
expatriados son hallados en el territorio del Estado de emisión, después de 
haber transmitido la ejecución, las autoridades del Estado de emisión 
podrán continuar la actividad ejecutiva que en su momento no pudieron 
llevar a cabo. Lo mismo sucede en caso de un comiso de valor, si son 
hallados bienes del condenado que eran desconocidos, en el territorio del 
Estado de emisión. La regla de la conservación de la potestad ejecutiva se 
plasma en el número 1 del artículo 14 de la Decisión Marco. 
 2.- Revocación unilateral por cese de la ejecución 
El artículo 15 de la Decisión Marco, que hemos citado anteriormente 
como concordante del artículo 13, da pie a considerar incluida una 
excepción más a la autonomía de la ejecución, al atribuirse al Estado de 
emisión la facultad de retirar la solicitud de reconocimiento y ejecución; o lo 
que es lo mismo, la facultad de revocar unilateralmente la transmisión de la 
ejecución.  
A esta conclusión conduce el tenor literal de dicho artículo al ordenar 
imperativamente que el “Estado de ejecución pondrá fin a la ejecución de la 
resolución tan pronto como la autoridad competente del Estado de emisión 
le informe”, de la adopción de la decisión de “retirar la resolución del Estado 
de ejecución por cualquier otro motivo”. Por retirar la resolución hay que 
                                                          
190
 Artículo 15: 
“La autoridad competente del Estado de emisión informará de inmediato a la autoridad 
competente del Estado de ejecución, por cualquier medio que pueda dejar constancia escrita, 
de toda decisión o medida que tenga por efecto anular el carácter ejecutorio de la resolución o 
retirar la resolución del Estado de ejecución por cualquier otro motivo. El Estado de ejecución 
pondrá fin a la ejecución de la resolución tan pronto como la autoridad competente del Estado 
de emisión le informe de una decisión o medida en ese sentido”. 





entender la revocación de la transmisión de la ejecución de la resolución en 
la que se impuso la pena de comiso.  
La comparación con el contenido del número 1 del artículo 14 de la 
Decisión Marco, que acabamos de examinar, sugiere que la revocación 
unilateral prevista en el artículo 15 se refiere a los supuestos en los que se 
retira la solicitud de transmisión debido a que no va a continuar tampoco en 
el Estado de emisión, por ejemplo, por la estimación de un recurso de 
revisión. 
d) Pago voluntario en el Estado de emisión  
 El Estado de emisión puede válidamente recibir una cantidad de 
dinero en pago del comiso de valor o en sustitución de los bienes específicos 
cuyo comiso se ordenó.  
 La regla general de prohibición del exceso y de reducción de la 
ejecución se aplica también cuando la persona condenada haya procedido a 
hacer voluntariamente el pago en el Estado de emisión. Según la letra c del 
artículo 14, número 3 de la Decisión Marco de 2006 “si una vez transmitida 
una resolución de decomiso de conformidad con lo dispuesto en los artículos 
4 y 5, una autoridad del Estado de emisión recibe una cantidad de dinero 
pagada voluntariamente por el interesado en cumplimiento de la resolución 
de decomiso; en dicho caso será de aplicación el artículo 12”.  
 La comunicación del pago, por las autoridades del Estado de emisión 
a la autoridad encargada de la ejecución en el Estado de ejecución, tiene 
carácter preceptivo y ha de hacerse efectiva de manera inmediata y “por 
cualquier medio que pueda dejar constancia escrita” (artículo 14 nº3 DM 
2006/783). 











X LA APLICACIÓN DEL RECONOCIMIENTO A LA TRANSMISIÓN 




OBJETO DE LA DECISIÓN MARCO 
El objeto de la Decisión Marco 2005/214/JAI del Consejo, de 24 de 
febrero de 2005, relativa a la aplicación del principio del reconocimiento 
mutuo de sanciones pecuniarias, es determinar las normas que los Estados 
deben incorporar para la ejecución de penas pecuniarias, que en principio 
habrán de tener la naturaleza de multas impuestas por sentencia judicial 
firme por delito o falta. Decimos en principio porque tanto el concepto de 
resolución que puede ser reconocida como el concepto de pena pecuniaria 
ejecutable, experimentan una considerable extensión en la definición del 
artículo 1 de la Decisión Marco, que desborda la multa en sentido estricto y 
la sentencia firme por delito. La definición del objeto de esta Decisión como 
la regulación de la ejecución de las penas de multa entre los Estados de la 
Unión Europea, tiene el valor de una aproximación al núcleo de su objeto, a 
la que han de añadirse no pocas matizaciones. 
a) Resolución ordinaria y resoluciones asimiladas 
  Analizando detenidamente la definición del objeto de la Decisión 
Marco, contenida el artículo 1, por lo que se refiere a las resoluciones que 
habrán de ser reconocidas, podemos diferenciar entre la resolución básica 
ordinaria y la extensión a otras resoluciones asimiladas. 
 a) Resolución ordinaria contemplada: sentencia firme por infracción 
penal. 
Con arreglo a la definición de resolución que se da en el artículo 1, 
letra a, de la Decisión Marco, ha de tratarse de una resolución firme; y 
según el apartado i de dicha letra a, ha de haber sido dictada por “un 
órgano jurisdiccional del Estado de emisión respecto de una infracción penal 
contemplada en la legislación del Estado de emisión”. Por lo tanto, las 
resoluciones ordinariamente contempladas son las sentencias firmes por 
delito o falta.  
 b) Resoluciones asimiladas a sentencia judicial firme por delito. 
En la mayoría de los casos las resoluciones reconocidas serán 
sentencias firmes por delito o falta, pero la Decisión Marco incluye también 
otras resoluciones que van más allá del supuesto normal o estadísticamente 
mayoritario. Expresamente se incluye en su artículo 1 la obligatoriedad de 
reconocer y ejecutar las resoluciones siguientes: 
1.- Resolución administrativa sancionadora por delito, sustitutiva y 
preventiva de proceso penal. Es el supuesto contemplando en el apartado ii 
de la letra a, referido a la resolución dictada por “una autoridad del Estado 
de emisión distinta de un órgano jurisdiccional respecto de una infracción 
penal contemplada en la legislación del Estado de emisión, siempre que la 
persona interesada tenga la oportunidad de que su caso sea juzgado por un 





órgano jurisdiccional que tenga competencia, en particular, en asuntos 
penales”. Se trata aquí de dar cobertura a ciertas resoluciones que, 
conforme al Derecho procesal de algunos Estados, se dictan en 
procedimientos administrativos que crean una suerte de título de función 
semejante a los títulos de los procesos monitorios, de manera que si el 
destinatario de la sanción se aquieta, se convierte en firme y ejecutiva sin 
que intervenga la jurisdicción penal. 
2.- Resolución administrativa sancionadora por una infracción legal no 
constitutivo de delito, pero equiparada a infracción penal. Este supuesto es 
el contemplando en el apartado iii de la letra a que consiste en “la 
resolución de una autoridad del Estado de emisión distinta de un órgano 
jurisdiccional respecto de hechos punibles con arreglo al Derecho nacional 
del Estado de emisión por constituir infracción a normas legales, siempre 
que la persona afectada haya tenido la oportunidad de que su caso sea 
juzgado por un órgano jurisdiccional que tenga competencia, en particular, 
en asuntos penales”. Claramente se habla de resolución administrativa, 
dictada en un procedimiento administrativo sometido al control de la 
jurisdicción penal.  
La diferencia entre el apartado ii y el partado iii estriba en que el caso 
del apartado ii se habla de “infracción penal”, mientras que en el caso del 
apartado iii se alude a “infracción a normas legales”. La del párrafo ii es 
abiertamente un título ejecutivo penal, formado en un procedimiento 
monitorio, mientras que la del párrafo iii es una resolución administrativa, 
consecutiva a una infracción de esta clase, asimilada a infracción penal.  La 
alusión no se comprende fácilmente desde la perspectiva del Derecho 
español, pero desde la perspectiva comparada puede comprenderse como 
un medio de dar cobertura a ciertas resoluciones administrativas, dictadas 
por infracciones tipificadas en el Derecho administrativo sancionador, pero 
equiparadas por su gravedad y por la entidad de la sanción a las 
infracciones penas, de manera que su impugnación tiene lugar ante 
tribunales penales. De esta manera se está haciendo referencia a normas 
de Policía o contravenciones, derivadas a menudo de infracciones de las 
normas de la circulación de vehículos de motor. No ha de perderse de vista 
que en la exposición de motivos de la Decisión Marco se recalca la intención 
de dar cobertura a las sanciones impuestas como consecuencia de 
infracciones de tráfico. En consonancia con ello, en el catálogo de 
infracciones no sujetas a control de doble incriminación del artículo 5 se 
incluye la “conducta contraria a la legislación de tráfico, incluidas las 
infracciones a la legislación sobre tiempos de conducción y de descanso y a 
las normas reguladoras del transporte de mercancías peligrosas”, como 
también se incluye el contrabando de mercancías o las “infracciones 
establecidas por el Estado de emisión e incluidas en las obligaciones de 
aplicación que se derivan de los instrumentos adoptados en virtud del 
Tratado de la CE (TCE) o del título VI del Tratado de la UE (TUE)”. 
3. Resolución de autoridad judicial del orden penal competente para 
la impugnación de resoluciones de autoridad administrativa sancionadora. 
El párrafo iv contempla las resoluciones “de un órgano jurisdiccional 
que tenga competencia, en particular, en asuntos penales, siempre que la 
resolución se dicte conforme a una resolución correspondiente a lo 
establecido en el inciso iii)”, se trata justamente de las resoluciones que 





dicte la autoridad judicial penal que conozca de las impugnaciones de las 
resoluciones administrativas sancionadoras, equiparadas a penales en 
cuanto su control corresponde a autoridades judiciales penales. Si en el 
párrafo iii se daba cobertura a las resoluciones de tales autoridades 
administrativas, en este párrafo iv se da cobertura a las dictadas por 
tribunales penales en procedimientos de impugnación de aquellas. 
b) Sanción ordinariamente ejecutable y sanciones asimiladas 
 a) Sanción ordinariamente ejecutable. 
 La sanción básica cuya ejecución se regula en la Decisión Marco es la 
multa, que queda descrita en el apartado i de la letra b del artículo 1 como 
la », la obligación de pagar “una cantidad de dinero en virtud de una 
condena por una infracción, impuesta mediante una resolución”.  
b) Sanciones asimiladas. 
 Además de las multas, quedan incluidas en el objeto de la Decisión 
Marco las siguientes sanciones: 
 1º- Compensaciones a víctimas no consecutivas al ejercicio de 
acciones civiles acumuladas al proceso penal. Se contiene en el apartado ii 
de la letra b, referido a “una compensación impuesta en la misma 
resolución en beneficio de las víctimas, siempre que la víctima no pueda ser 
parte civil en el procedimiento y el órgano jurisdiccional actúe en el ejercicio 
de su competencia penal”. 
 2º- Condenas al pago de una cantidad de dinero a beneficio de 
fondos públicos u organizaciones de apoyo a las víctimas. Se contemplan en 
el apartado iv: “una cantidad de dinero a un fondo público o a una 
organización de apoyo a las víctimas, que imponga la misma resolución”. 
3º- Costas judiciales o del procedimiento administrativo. Se incluyen 
en el párrafo iii: “una cantidad de dinero en costas judiciales o gastos 
administrativos originados por los procedimientos que conducen a la 
resolución. 
c) Condenas pecuniarias excluidas. 
 Quedan expresamente excluidas en la misma letra b del artículo 1 las 
siguientes condenas: 
 1º- Condenas al comiso de los productos o instrumentos del delito. 
Las condenas que, aunque consistan en la obligación de pago de una suma 
de dinero impuesta como consecuencia de delito, tengan la naturaleza de 
comiso de los productos e instrumentos del delito, aunque se trate de 
comiso de valor. Ello es lógico puesto que tales condenas son objeto de una 
Decisión Marco diferente, como ya sabemos, y del Convenio relativo al 
Blanqueo, mientras esa Decisión Marco no haya sido incorporada al Derecho 
interno.   
2º- Responsabilidad civil subsiguiente al ejercicio de acción civil 
acumulada a la acción penal. A esta clase de pronunciamientos se refiere la 
Decisión Marco como “resoluciones de carácter civil derivadas de una 





demanda por daños y perjuicios o una restitución y que deban ejecutarse de 
acuerdo con el Reglamento (CE) no 44/2001 del Consejo, de 22 de 
diciembre de 2000, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la 
ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil”. 
 
 
PRESUPUESTOS DEL RECONOCIMIENTO Y EJECUCIÓN 
 
A) EL PRESUPUESTO DE LA RESOLUCIÓN EQUIVALENTE 
a) Resolución adecuada. 
 Conforme al artículo 1 de la Decisión marco, las resoluciones que 
pueden ser reconocidas son las sentencias firme de condena por infracción 
penal y las resoluciones asimiladas a ellas.  
 A la sentencia firme por infracción penal quedan equiparadas 
determinadas resoluciones judiciales o administrativas: 
 1- Resolución administrativa sancionadora por delito, sustitutiva y 
preventiva de proceso penal. Como ya sabemos, es la resolución dictada 
por “una autoridad del Estado de emisión distinta de un órgano 
jurisdiccional respecto de una infracción penal contemplada en la legislación 
del Estado de emisión, siempre que la persona interesada tenga la 
oportunidad de que su caso sea juzgado por un órgano jurisdiccional que 
tenga competencia, en particular, en asuntos penales”. 
 2- Resolución administrativa sancionadora por una infracción penal no 
constitutiva de delito, pero equiparada a infracción penal. Es “la resolución 
de una autoridad del Estado de emisión distinta de un órgano jurisdiccional 
respecto de hechos punibles con arreglo al Derecho nacional del Estado de 
emisión por constituir infracción a normas legales, siempre que la persona 
afectada haya tenido la oportunidad de que su caso sea juzgado por un 
órgano jurisdiccional que tenga competencia, en particular, en asuntos 
penales”. 
3- Resolución de autoridad judicial del orden penal competente para 
la impugnación de resoluciones de autoridad administrativa sancionadora. 
Esta es la resolución “de un órgano jurisdiccional que tenga competencia, 
en particular, en asuntos penales, siempre que la resolución se dicte 
conforme a una resolución correspondiente a lo establecido en el inciso iii)”. 
b) Sanción adecuada.  
 Tal como queda descrita en la letra b del artículo 1 de la Decisión 
Marco, la sanción impuesta ha de consistir en una multa o una de las 
sanciones o condenas asimiladas a ella en la Decisión Marco.  
Son sanciones asimiladas: 
1- Las compensaciones a víctimas no consecutivas al ejercicio de 
acciones civiles acumuladas al proceso penal, “siempre que la víctima no 





pueda ser parte civil en el procedimiento y el órgano jurisdiccional actúe en 
el ejercicio de su competencia penal”. 
 2- Condenas al pago de una cantidad de dinero a beneficio de fondos 
públicos u organizaciones de apoyo a las víctimas. 
 3- Costas judiciales o del procedimiento administrativo. 
 
B) EL PRESUPUESTO DEL ÁMBITO SUSTANTIVO: INFRACCIÓN 
ADECUADA. 
 En términos generales, podemos afirmar que el presupuesto referido 
a la calificación jurídica de los hechos por los que se ha procedido en el 
Estado de emisión, es que estos han de ser constitutivos de infracción penal 
(delito o falta) o de infracción administrativa adecuada.  
 Para determinar la adecuación de la infracción penal o administrativa 
asimilada, es decir la habilidad para desencadenar la ejecución 
transnacional de una pena o sanción de multa, la Decisión Marco sigue el ya 
conocido criterio de diferenciar entre las infracciones comprendidas en una 
lista, recogida en la propia Decisión Marco, y las infracciones no incluidas en 
dicha lista. Para las primeras, el reconocimiento de la resolución la 
sancionadora no podrá supeditarse al requisito de la doble incriminación. 
Para las infracciones no incluidas en la lista, la Decisión Marco permite que 
los Estados establezcan el control de la doble incriminación. Así lo regula el 
artículo 5 de la Decisión Marco191. 
                                                          
191 La lista de delitos, que necesariamente ha de constituir un presupuesto para el 
reconocimiento, viene recogida en el artículo 5 nº 1 de la Decisión Marco: 
“1. Siempre que el Estado de emisión las castigue y según las defina la legislación del Estado 
de emisión, darán lugar a reconocimiento y ejecución de resoluciones, según lo dispuesto en la 
presente Decisión marco y sin control de la doble tipificación del hecho, las infracciones 
siguientes: 
- pertenencia a una organización delictiva, 
- terrorismo, 
- trata de seres humanos, 
- explotación sexual de menores y pornografía infantil, 
- tráfico ilícito de drogas y sustancias psicotrópicas, 
- tráfico ilícito de armas, municiones y explosivos, 
- corrupción, 
- fraude, incluido el que afecte a los intereses financieros de las Comunidades Europeas con 
arreglo al Convenio de 26 de julio de 1995 relativo a la protección de los intereses financieros 
de las Comunidades Europeas, 
- blanqueo del producto del delito, 
- falsificación de moneda, con inclusión del euro, 
- delitos informáticos, 
- delitos contra el medio ambiente, incluido el tráfico ilícito de especies animales protegidas y 
de especies y variedades vegetales protegidas, 
- ayuda a la entrada y a la estancia irregulares, 
- homicidio voluntario y agresión con lesiones graves, 
- tráfico ilícito de órganos y tejidos humanos, 
- secuestro, retención ilegal y toma de rehenes, 
- racismo y xenofobia, 
- robos organizados o a mano armada, 





La lista recoge los delitos que aparecen en la Decisión Marco sobre la 
Orden Europea de Detención, que aparecen también en otras Decisiones 
Marco que toman aquella como modelo. Pero incluye además otros delitos 
no recogidos en aquél listado modelo. Estos delitos que no aparecen en 
otros listados son los siguientes: 
- conducta contraria a la legislación de tráfico, incluidas las infracciones a la 
legislación sobre tiempos de conducción y de descanso y a las normas 
reguladoras del transporte de mercancías peligrosas, 
- contrabando de mercancías, 
- infracciones a los derechos de propiedad intelectual e industrial, 
- amenazas y actos de violencia contra las personas, incluida la violencia 
durante los acontecimientos deportivos, 
- vandalismo, 
- robo, 
- infracciones establecidas por el Estado de emisión e incluidas en las 
obligaciones de aplicación que se derivan de los instrumentos adoptados en 
virtud del Tratado de la CE (TCE) o del título VI del Tratado de la UE (TUE). 
  Resulta llamativa la inclusión de la “conducta contraria a la legislación 
de tráfico”, con referencia expresa las infracciones a la legislación sobre 
tiempos de conducción y de descanso y a las normas reguladoras del 
transporte de mercancías peligrosas. Estas infracciones, a aunque no sean 
constitutivas de delito, sino de falta o de infracción administrativa, podrán 
dar lugar a la ejecución, siempre que la resolución en la que se impone la 
sanción sea una de las asimiladas a sentencia judicial firme, como hemos 
visto anteriormente. 
                                                                                                                                                                          
- tráfico ilícito de bienes culturales, incluidas las antigüedades y las obras de arte, 
- estafa, 
- chantaje y extorsión de fondos, 
- violación de derechos de propiedad intelectual o industrial y falsificación de mercancías, 
- falsificación de documentos administrativos y tráfico de documentos falsos, 
- falsificación de medios de pago, 
- tráfico ilícito de sustancias hormonales y otros factores de crecimiento, 
- tráfico ilícito de materias nucleares y radiactivas, 
- tráfico de vehículos robados, 
- violación, 
- incendio provocado, 
- delitos incluidos en la competencia de la Corte Penal Internacional, 
- apoderamiento ilícito de aeronaves y buques, 
- sabotaje, 
- conducta contraria a la legislación de tráfico, incluidas las infracciones a la legislación sobre 
tiempos de conducción y de descanso y a las normas reguladoras del transporte de 
mercancías peligrosas, 
- contrabando de mercancías, 
- infracciones a los derechos de propiedad intelectual e industrial, 




- infracciones establecidas por el Estado de emisión e incluidas en las obligaciones de 
aplicación que se derivan de los instrumentos adoptados en virtud del Tratado de la CE (TCE) 
o del título VI del Tratado de la UE (TUE). 
 
 





Las amenazas y actos de violencia, incluyen también a las faltas 
dentro de su ámbito. 
 
C) LA CONEXIÓN TERRITORIAL CON EL ESTADO DE EJECUCIÓN 
 La Decisión Marco establece un presupuesto procesal, equivalente a 
la competencia territorial, en virtud del cual la aceptación de la solicitud de 
reconocimiento y ejecución de la condena pecuniaria se vincula a la 
existencia de alguno de los puntos de conexión con el territorio del Estado 
requerido contemplados en su artículo 4 número 1. Según esta norma, sólo 
podrá transmitirse la resolución, a las autoridades competentes del Estado 
miembro en el que la persona física o jurídica contra la que se haya dictado 
resolución posea propiedades, obtenga ingresos o tenga la residencia 
habitual o, en el caso de una persona jurídica, esté ubicada su sede. 
 
 
REQUISITOS DE FORMA DEL TÍTULO EJECUTIVO  
Y TRANSMISIÓN DEL MISMO 
 
 El título ejecutivo es también aquí complejo, ya que está integrado 
por dos elementos diferentes: el testimonio de la resolución que declara e 
impone la responsabilidad pecuniaria, y el certificado.  
El carácter complejo del título se desprende de modo inequívoco del 
artículo 4 número 1. En el mismo artículo, en su número 2 se determina 
que el certificado “deberá ir firmado por la autoridad competente del Estado 
de emisión, dando fe así de la exactitud de su contenido”.  
 El certificado, según se determina en el artículo 16 de la Decisión 
Marco, deberá traducirse a la lengua oficial o a una de las lenguas oficiales 
del Estado de ejecución. En lo referente a la vía de transmisión, en el 
artículo 4 número 3 se impone la transmisión directa, “por cualquier medio 
que deje constancia escrita, en condiciones que permitan al Estado de 
ejecución establecer su autenticidad”, añadiendo que el original de la 
resolución, o la copia certificada de la misma, y el original del certificado, se 
enviarán al Estado de ejecución si éste lo solicita. Para Gran Bretaña y para 
la República de Irlanda se autoriza, en el número 7 del mismo artículo, la 
vía indirecta, a través de autoridad central.  
Cuando una autoridad del Estado de ejecución que reciba una 
resolución no sea competente para reconocerla y adoptar las medidas 
necesarias para su ejecución, la transmitirá de oficio a la autoridad 
competente e informará de ello a la autoridad competente del Estado de 
emisión. Con esta previsión se da una respuesta a los posibles errores en la 
identificación de la autoridad competente del Estado de ejecución. Con 
arreglo a lo dispuesto en el artículo 14, letra a, la autoridad no competente 
del Estado de ejecución, informará a la autoridad de emisión del reenvío de 
la solicitud a la autoridad competente para el reconocimiento y ejecución. 
El artículo 4 número 4 de la Decisión Marco prohíbe que se remita el 
título ejecutivo a varios Estados simultáneamente para su ejecución. Esta 
norma aspira a impedir que se afecten bienes en diferentes Estados y se 
apliquen todos ellos a cubrir la misma suma sin mantenerse un control que 





impida que dicha suma sea excedida. Como es posible que los bienes 
existentes en el territorio de un Estado no sean suficientes para cubrir todas 
las responsabilidades que se están ejecutando, no cabrá más alternativa 
que iniciar ejecuciones sucesivas en los distintos Estados donde puedan 
encontrarse bienes, emitiendo para ello sucesivamente un título por cada 
Estado, por el importe restante de las responsabilidades no cubiertas. 
 
 
LA OBLIGATORIEDAD DEL RECONOCIMIENTO Y SUS LÍMITES  
A) LA REGLA GENERAL DE LA OBLIGATORIEDAD Y EL LÍMITE 
OBLIGATORIO DEL CONTROL DE COSA JUZGADA 
El reconocimiento es forzoso y obligatorio, incluso aunque se trate de 
una sanción impuesta a una persona jurídica, “aun cuando el Estado de 
ejecución no reconozca el principio de responsabilidad penal de las personas 
jurídicas”, según lo dispuesto en el artículo 9 número 3 de la Decisión 
Marco.  
 Los motivos para la denegación del reconocimiento, consistentes en 
la falta de presupuestos o de requisitos de forma del título no suponen una 
excepción al principio del reconocimiento, sino que constituyen la afirmación 
de este mismo principio. El control de cosa juzgada constituye una 
excepción a la regla de la obligatoriedad del reconocimiento, pero es una 
excepción que no es contradictoria conceptualmente con el mismo, sino más 
bien una garantía para su correcta aplicación.  Sin embargo, la Decisión 
Marco trata esta causa de denegación conjuntamente con las exclusiones, 
utilizando una expresión que sugiere que es un motivo de denegación 
facultativo, como lo son las exclusiones, que suponen una reducción del 
ámbito de aplicación del principio del reconocimiento. 
 La letra a del número 2 del artículo 7 de la Decisión Marco, contempla 
la posibilidad de denegar la ejecución una sanción por los mismos hechos 
que aquella que motiva la petición de reconocimiento y ejecución pretendida 
por el Estado de emisión, si “se ha dictado una resolución contra la misma 
persona respecto de los mismos hechos en el Estado de ejecución o en un 
Estado distinto del de emisión y del de ejecución, y, en este último caso, 
que dicha resolución ha sido ejecutada”.  
 Como podemos apreciar, se diferencia entre si la condena se ha 
dictado en el Estado de ejecución o en otro. En el primer caso, la 
denegación puede operar, incluso aunque no se haya ejecutado todavía la 
sanción. En el caso de que haya sido impuesta por otro Estado, la condición 
es que la pena haya sido ya ejecutada. 
 
B) EXCEPCIONES POTESTATIVAS: EXCLUSIONES 
 Las exclusiones previstas en la Decisión Marco, por las que los 
Estados pueden reducir la aplicación del principio del reconocimiento, son 
las que figuran a continuación. 
1- Comisión en territorio del estado de ejecución. En la letra d, 
apartado i, del número 2 del artículo 7 de la Decisión Marco, se permite que 





los Estados puedan establecer una exclusión para el caso de que la 
infracción no se haya cometido en el territorio del Estado de emisión, sino 
en el territorio del Estado de ejecución.  
2- Infracción no perseguible extraterritorialmente. Se podrá 
establecer el rechazo del reconocimiento y ejecución cuando la infracción se 
haya cometido fuera del territorio del Estado de emisión, es decir, en 
territorio de un tercer Estado, pero la legislación del Estado requerido no 
permita la persecución extraterritorial de las infracciones de esa clase. Así 
se desprende de la letra d del artículo 7 número 2 de la Decisión marco.  
3- Minoría de edad en el estado de ejecución. Queda excluidas del 
ámbito de la Decisión Marco las infracciones cometidas por menores que, 
por razón de su edad, estén exentos de responsabilidad penal conforme a la 
legislación del Estado de ejecución. Se recoge en la letra f del número 2 del 
artículo 7 DM y está tratada esta causa de denegación con carácter de 
exclusión, ya que su aplicación es facultativa para los Estados.  
 4- Prescripción de la pena en el Estado de ejecución. Esta causa de 
exclusión se contiene en la letra c del número 2 y es aplicable si la 
resolución se refiere a hechos que son competencia de dicho Estado según 
su propio Derecho.  
 5- Proporcionalidad. Con arreglo a la previsión de la letra h, podrá 
excluirse el reconocimiento y ejecución si “la sanción pecuniaria es inferior a 
70 EUR o a un importe equivalente”. 
 6- Ausencia de información sobre recursos. Se contempla como causa 
de exclusión la falta de información sobre recursos, si el condenado o 
sancionado, en caso de procedimiento escrito, no hubiera sido informado, 
“en virtud de la legislación del Estado miembro de emisión, personalmente 
o por medio de un representante competente con arreglo a la legislación 
nacional, de su derecho a impugnar la resolución y de los plazos para la 
interposición de dicho recurso”. Se trata de una exclusión relacionada con el 
derecho al acceso a la Justicia y por lo tanto a la tutela judicial efectiva192. 
 7- Condena en rebeldía. En el artículo 7 número 2 letra i, se permite 
el establecimiento de una causa de exclusión para el caso de que el 
sancionado o condenado no hubiera comparecido personalmente en el juicio 
en el que se haya impuesto la sanción, salvo que concurran ciertos 
requisitos que permitan dejar constancia de que se ha cumplido 
suficientemente el derecho a la defensa o quede garantizado el derecho a 
un nuevo juicio o a la interposición de un recurso que se haya de sustanciar 
con su comparecencia personal193. 
  8- Rechazo por vulneración de derechos fundamentales del Tratado 
de la Unión Europea. El artículo 20, entre una serie de normas que más bien 
                                                          
192
Artículo redactado conforme a la Decisión Marco 2009/299 sobre juicios sin comparecencia 
personal del imputado. 
  
193
 Artículo redactado conforme a la Decisión Marco 2009/299 sobre juicios sin comparecencia 
personal del imputado. 
 





son disposiciones transitorias y adicionales, introduce en su número 3 una 
relevante causa de rechazo del reconocimiento y ejecución de la resolución. 
Literalmente se dice: “Cualquier Estado miembro podrá, toda vez que el 
certificado a que se refiere el art. 4 suscite la cuestión de una presunta 
violación de los derechos fundamentales o de los principios jurídicos 
fundamentales consagrados en el art. 6 del Tratado, oponerse al 
reconocimiento y a la ejecución de resoluciones. 
Se aplicará el procedimiento previsto en el apartado 3 del art. 7”. 
 En el origen de esta norma estaría la desconfianza hacia los sistemas 
legales y judiciales de algunos Estados y su colocación sistemática en el 
artículo 20 podría obedecer a que es una más de las salvaguardas de que 
los Estados del núcleo anterior a las ampliaciones hacia el este han querido 
dotarse. Este carácter de salvaguarda de las propias normas fundamentales 
de la Unión es lo que le diferencia del resto de las exclusiones. Por esta 
razón se habría emplazado aquí en ese lugar. También puede subyacer la 
idea de que la desigualdad de estándares en lo relativo a derechos 
fundamentales es algo temporal y tenderá a desaparecer por completo en 
unos años. Por esa razón tampoco resulta extraño encontrarla entre 
disposiciones transitorias y salvaguardas temporales194.  
Como vemos, se trata de una defensa de los derechos fundamentales 
y de los principios jurídicos fundamentales consagrados en el art. 6 del 
Tratado de la Unión Europea195. El artículo 6 del TUE no es el final de 
nuestro itinerario en la búsqueda de esas normas objeto de especial 
protección, sino que en su contenido encontramos, en primer lugar, una 
formulación o enumeración de principios jurídicos; en segundo lugar, la 
remisión al Convenio Europeo de Derechos Humanos; y en tercer lugar la 
novedosa referencia a las tradiciones constitucionales comunes de los 
Estados miembros. Tanto los principios enumerados en el artículo 6 número 
                                                          
194 El carácter singular de esta salvaguarda se aprecia también en la obligación seguimiento del 
uso que se haga de ella, que se impone al Consejo y a la Comisión Europea en el artículo 20 
número 8: 
“Todo Estado miembro que durante un año civil haya aplicado el apartado 3 informará al 
Consejo y a la Comisión, al inicio del siguiente año civil, de los casos en los que se han 
aplicado las razones recogidas en esa disposición para el no reconocimiento o no ejecución de 
una resolución”. 
Además, en el número 9 se añade: “Dentro de los siete años siguientes a la entrada en vigor 
de la presente Decisión marco, la Comisión elaborará un informe basado en la información 
recibida, acompañado de toda iniciativa que pueda considerar apropiada. El Consejo, 
basándose en dicho informe, analizará este artículo para determinar si es preciso conservar el 
apartado 3 o sustituirlo por una disposición más específica”. 
  
195 Artículo 6 del TUE: 
“1. La Unión se basa en los principios de libertad, democracia, respeto de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales y el Estado de Derecho, principios que son 
comunes a los Estados miembros. 
2. La Unión respetará los derechos fundamentales tal y como se garantizan en el Convenio 
Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales 
firmado en Roma el 4 noviembre 1950, y tal como resultan de las tradiciones constitucionales 
comunes a los Estados miembros como principios generales del Derecho comunitario. 
3. La Unión respetará la identidad nacional de sus Estados miembros. 
4. La Unión se dotará de los medios necesarios para alcanzar sus objetivos y para llevar a 
cabo sus políticas”. 





1, como los derechos fundamentales reconocidos en el Convenio Europeo de 
Derechos Humanos, como las tradiciones constitucionales comunes, reciben 
el valor de “principios generales del Derecho comunitario”.  
El Convenio Europeo de Derechos Humanos, al que se remite el 
artículo 6 número 2 del Tratado de la Unión Europea que, por su gran 
importancia, es asumido y elevado al rango constitucional y de principio 
general del Derecho por el Tratado de la Unión Europea. Cuando se aprecie 
una posible vulneración de alguno de estos principios y derechos 
fundamentales, antes de adoptar la decisión de rechazar el reconocimiento 
y ejecución solicitado, deberá consultarse preceptivamente a la autoridad 
emisora, dándole la oportunidad de subsanar el defecto, si ello es posible o 
remitiendo la documentación que justifique que se han respetado 
adecuadamente los derechos fundamentales.  Así se desprende del inciso 
final del artículo 20.  
 9- Inmunidad en el Estado de ejecución de la persona sancionada. 
Creemos que la inmunidad de la persona es una exclusión porque impide, 
facultativamente para el Estado de ejecución el reconocimiento de la 
resolución recurrida. Viene recogida en el artículo 7 número 2 letra e de la 
Decisión Marco. 
  
C) LA CONSECUENCIA DEL RECHAZO: LA REVERSIÓN DE LA 
EJECUCIÓN 
 
a) La reversión en caso del rechazo del reconocimiento conforme al 
listado de causas de denegación del artículo 7 de la Decisión Marco.  
Según el oscuro y complejo texto del artículo 15 número 2, letra a, 
de la Decisión Marco, el derecho de ejecución de una resolución volverá al 
Estado de emisión cuando el Estado de ejecución informe “del no 
reconocimiento o la no ejecución en el caso del art. 7, con la excepción de 
la letra a) del apartado 2 del art. 7”196.  Esta norma incluye el rechazo del 
reconocimiento como una causa de reversión de la ejecución, pero en 
realidad la falta de aceptación provoca que la transmisión nunca se haya 
llegado a producir. 
Se hace además una salvedad para el caso de que el rechazo se deba 
a la existencia de cosa juzgada (la letra a del número 2 del artículo 7). Esta 
salvedad a la posibilidad de reinicio de la ejecución en el Estado de emisión, 
deriva del hecho de que para el legislador europeo, el Estado de emisión no 
debería ejecutar una sanción que ya se ha ejecutado en un tercer Estado o 
                                                          
196
 La versión española del número 2 la letra a del artículo 15 resulta algo confusa, siendo más 
clara la inglesa. Fundamentalmente por un uso inadecuado de los signos de puntuación. 
Comencemos por examinar el texto en español. Según el artículo 15 número 2 de la Decisión 
Marco, el derecho de ejecución de una resolución volverá al Estado de emisión:  
“a) cuando el Estado de ejecución le informe de la no ejecución total o parcial de la resolución, 
o del no reconocimiento o la no ejecución en el caso del art. 7, con la excepción de la letra a) 
del apartado 2 del art. 7, en el caso del apartado 1 del art. 11 y en el caso del apartado 3 del 
art. 20, o bien 
b) cuando el Estado de emisión haya informado al Estado de ejecución de que la resolución se 
ha retirado del Estado de ejecución en virtud del artículo 12”. 





que presumiblemente va a ser ejecutada en el Estado destinatario de la 
solicitud de transmisión, pero no por la transmisión, sino porque un tribunal 
propio impuso una sanción por los mismos hechos. 
b) La reversión en caso del rechazo del reconocimiento por violación 
de los derechos fundamentales o de los principios jurídicos fundamentales 
consagrados en el artículo 6 del Tratado. 
Esta causa de reversión constituye el cuarto término de la 
enumeración contenida en la letra a del número 2 del artículo 15, a la que 
se alude como “el caso del apartado 3 del artículo 20”. Su naturaleza es 
idéntica a la del supuesto anteriormente considerado. Se trata de un motivo 
de denegación del reconocimiento y, por lo tanto, la transmisión de la 
ejecución no se ha llegado a consumar. Por lo tanto, no constituye una 
excepción a la irreversibilidad del reconocimiento. 
 
 
LA EJECUCIÓN DE LA RESOLUCIÓN RECONOCIDA  
 
A) LA REGLA DE LA EJECUCIÓN PECUNIARIA INMEDIATA, ÍNTEGRA 
E IRREVERSIBLE 
El reconocimiento lleva como consecuencia la obligación de acordar 
“de inmediato” la ejecución197 y por el importe íntegro determinado por la 
autoridad de emisión.  
La ejecución queda transferida al Estado de ejecución y concluye 
cuando se de al dinero obtenido en la ejecución el destino previsto en la 
Decisión Marco. Ésta continúa recogiendo todavía la antigua regla general 
del ingreso en el Tesoro Público del Estado de ejecución de las cantidades 
obtenidas en el transcurso de la ejecución forzosa o como consecuencia del 
pago voluntario. Pero esta regla, como es tradicional, tiene en el artículo 13 
como excepción el acuerdo entre los dos Estados implicados, que pueden 
acordar repartirse el producto de la ejecución.  
A este mismo régimen se someten también sorprendentemente las 
compensaciones a favor de la víctima, las costas y las sumas destinadas a 
organizaciones de víctimas o fondos públicos. Realmente no se impone 
ninguna corrección al automatismo del destino que ha de darse a los fondos 
si no hay acuerdo bilateral entre los Estados, a pesar de que ello resulta 
escasamente compatible con la naturaleza de la condena en estos casos. El 
artículo 14 impone a las autoridades de ejecución la obligación de informar 
a la autoridad de emisión del resultado de la ejecución. 
                                                          
197 Artículo 6.  Reconocimiento y ejecución de las resoluciones   
Las autoridades competentes del Estado de ejecución reconocerán sin más trámite una 
resolución que haya sido transmitida con arreglo al art. 4 y adoptarán de inmediato todas las 
medidas necesarias para su ejecución, a no ser que la autoridad competente decida alegar 
alguno de los motivos para el no reconocimiento o la no ejecución que se contemplan en el art. 
7. 
 





 El artículo 15 de la Decisión Marco enuncia además un principio de 
transmisión irreversible de la ejecución, de manera que desde el momento 
mismo en que solicitud de reconocimiento y ejecución de una resolución 
condenatoria es aceptada por las autoridades judiciales del Estado de 
ejecución la transmisión es ya irreversible y por lo tanto la actividad 
ejecutiva se va a desarrollar únicamente en el Estado de ejecución, sin 
posibilidad de reanudación en el Estado de emisión. 
 
B) EXCEPCIÓN A LA EJECUCIÓN ÍNTEGRA: LA REDUCCIÓN POR 
EXTRATERRITORIALIDAD  
Como excepción a la regla de la ejecución íntegra, el artículo 8 de la 
Decisión Marco contempla una posibilidad de reducción de la sanción por 
parte de las autoridades del Estado de ejecución. La resolución transmitida 
es reconocida, pero su ejecución se reduce. Esta posibilidad se reconoce a 
los Estados cuando la infracción haya sido cometida fuera del territorio del 
Estado de emisión. En ese caso la autoridad de ejecución podrá reducir el 
importe de la condena a la cuantía máxima prevista en su propia 
legislación, aunque esta facultad viene condicionada a que el acto sea 
competencia del Estado de ejecución.  
La redacción no es muy afortunada, pero lo que se está estableciendo 
es una condición consistente en que el propio Estado de ejecución hubiera 
podido juzgar extraterritorialmente esos mismos hechos, por ser también 
competente para ello. 
 Fuera de este caso de reducción de la cuantía de la sanción, no existe 
ninguna causa que permita no ejecutar la sanción impuesta en sus propios 
términos y cuantía. 
 
C) EXCEPCIONES A LA IRREVERSIBILIDAD DE LA TRANSMISIÓN 
a) Negativa a ejecutar por amnistía o indulto otorgada por el Estado 
de ejecución.  
Como ya se ha dicho, el Estado de ejecución puede poner fin a la 
ejecución por amnistía o indulto. Sin embargo este hecho no extingue de 
modo definitivo la ejecución, puesto que en el artículo 15 número 2 letra a 
de la Decisión Marco se dispone que la amnistía o el indulto provocarán la 
reversión de la ejecución al Estado de emisión.  
Este supuesto de reversión de la ejecución sí constituye una 
excepción a la irreversibilidad de la ejecución, e incluso en cierta manera, a 
su autonomía misma. El artículo 15 número 2, en el tercero de los casos 
previstos en su letra a se remite al artículo 11 número 1. De ello se deduce 
que el otorgamiento de amnistía o indulto de la pena pecuniaria, por parte 
del Estado al que fue transmitida la ejecución, determina su recuperación 
para el Estado de emisión. 
b) La reversión de la ejecución por inexistencia de bienes. 
La actividad ejecutiva en el Estado de ejecución puede no alcanzar el 
objetivo previsto, si no se le encuentran bienes a la persona condenada o 
estos no resultan suficientes para cubrir la suma prevista. En este caso, la 
imposibilidad fáctica de ejecución conlleva como consecuencia la reversión 





de la ejecución al Estado de emisión, con objeto de permitir la búsqueda de 
bienes en el territorio de otro Estado o de reiniciar la ejecución más 
adelante si la persona condenada mejora de fortuna.  
La reversión por imposibilidad fáctica de ejecución se contempla en el 
artículo 15 número 2, letra a de la Decisión Marco. En la referida letra a se 
contemplan dos supuestos de reversión que parecen difíciles de distinguir 
por la defectuosa redacción de la norma. El supuesto de reversión de la 
ejecución que aparece mencionado en primer lugar  se refiere al caso de 
que el Estado de ejecución “informe de la no ejecución total o parcial de la 
resolución”. Frente a este primer supuesto en el que solo se habla de “no 
ejecución”, en el segundo supuesto de reversión recogido en la letra a del 
mismo artículo se alude a la reversión en caso de “no reconocimiento o la 
no ejecución” por alguna de las causas de denegación contenidas en el 
artículo 7, que como ya hemos visto son todas de denegación del 
reconocimiento. Pese a la escasa precisión terminológica podemos deducir 
que la reversión a la que se refiere el primero de los supuestos es la que se 
produce en caso de imposibilidad fáctica de la ejecución por inexistencia de 
bienes, total o parcial. La terminología empleada en el texto de la versión 
inglesa de la Decisión Marco confirma esta interpretación ya que se 
diferencia perfectamente entre el no reconocimiento y la no ejecución198. 
                                                          
198 Artículo 15 número 2: 
“2. The right of execution of the decision shall revert to the issuing State: 
(a) upon it being informed by the executing State of the total or partial non-execution or the non-
recognition or the non-enforcement of the decision in the case of Article 7, with the exception of 
Article 7(2)(a), in the case of Article 11(1), and in the case of Article 20(3); or  
(b) when the executing State has been informed by the issuing State that the decision has been 
withdrawn from the executing State pursuant to Article 12”.  
La misma expression “total or partial non-execution”, que aparece diferenciada de “non-
enforcement”, es también utilizada en la letra c del precedente artículo 14, referida a las 
informaciones que el Estado de ejecución ha de proporcionar al Estado de emisión, entre otras 
finalidades, para hacer efectiva la reversión. Los tres artículos a los que se remite el artículo 14, 
suponen casos en los que la resolución ha sido reconocida pero la ejecución no es íntegra 
(artículo 8), o bien casos en los que la ejecución de la resolución reconocida concluye sin 
completarse por las razones previstas ordinariamente en el Derecho interno del Estado de la 
ejecución (artículo 9 nº 1), o bien por pago en otro Estado (artículo 9 nº 2); o incluso por 
amnistía o indulto, que en el artículo 15 número 2 constituyen una causa diferenciada de 
reversión: 
Artículo 14, versión inglesa: 
“Information from the executing State  
The competent authority of the executing State shall without delay inform the competent 
authority of the issuing State by any means which leaves a written record: 
(a) of the transmission of the decision to the competent authority, according to Article 4(6); 
(b) of any decision not to recognise and execute a decision, according to Articles 7 or 20(3), 
together with the reasons for the decision; 
(c) of the total or partial non-execution of the decision for the reasons referred to in Article 8, 
Article 9(1) and (2), and Article 11(1); 
(d) of the execution of the decision as soon as the execution has been completed; 
(e) of the application of alternative sanction, according to Article 10”. 
 





Obviamente no existiendo causas de inejecutabilidad, la única causa sólo 
puede ser la imposibilidad fáctica por ausencia de bienes suficientes.  
 
 
LA DISTRIBUCIÓN DE LA COMPETENCIA FUNCIONAL DURANTE LA 
EJECUCIÓN: LA REGLA DE LA AUTONOMÍA DE LA EJECUCIÓN Y SUS 
EXCEPCIONES 
 
A) LA REGLA DE LA AUTONOMÍA DE LA EJECUCIÓN TRANSMITIDA 
La distribución funcional de potestades entre la autoridad de emisión 
y la de ejecución, se construye a partir de la idea de que una vez que se ha 
producido el reconocimiento de la resolución transmitida, el Estado de 
ejecución la hace suya y la autoridad judicial competente del Estado de 
ejecución es la que pasa a ostentar todas las potestades para llevar a 
término la ejecución. El Estado de emisión se desprende de la ejecución al 
transmitirla y la enajena a favor del Estado de ejecución, que se convierte 
en el “dueño” de la misma desde la aceptación de la transmisión y adquiere 
la disposición sobre ella. La ejecución transmitida se desarrollará de manera 
autónoma, ya independizada del procedimiento seguido en el Estado de 
emisión, conforme a las reglas del Derecho del Estado de ejecución.  
La ejecución se regirá, no sólo en lo referente a las normas 
puramente procedimentales, sino en la totalidad de las normas procesales 
por la legislación del Estado de ejecución “del mismo modo que si se tratara 
de una sanción pecuniaria del Estado de ejecución”. Así se establece en el 
artículo 9 número 1 de la Decisión Marco. Este criterio se extiende también 
a la regulación de la responsabilidad personal sustitutoria, ya que conforme 
al artículo 10 de la Decisión Marco, se regirá por la legislación del Estado de 
ejecución, si bien, como veremos a continuación, la aplicación de la 
legislación del Estado de ejecución en este punto también está sujeta a 
límites. El Estado de ejecución puede incluso poner fin a la ejecución 
mediante amnistía o indulto, puesto que así se establece expresamente en 
el artículo 11 número 1. 
 
B) EXCEPCIONES A LA AUTONOMÍA DE LA EJECUCIÓN 
a) Los límites de la responsabilidad personal sustitutoria.  
 La regulación de la responsabilidad personal sustitutoria para caso de 
insolvencia en el artículo 10 de la Decisión Marco, contiene un límite a la 
autonomía de la ejecución transmitida, en la medida en que el Estado de 
ejecución sólo puede sustituir la ejecución en dinero por la responsabilidad 
personal sustitutoria, si se ha solicitado expresamente la ejecución personal 
sustitutoria, por la autoridad de emisión, incluyéndolo en el certificado. 
Además, se limita la cuantía de la pena sustitutoria con una remisión a la 
legislación del Estado de emisión, ya que la pena sustitutoria no podrá ser 
superior a la prevista en la legislación del Estado de emisión. También 
contiene un límite para el Estado de emisión, por cuanto sólo procederá si la 
legislación del Estado de ejecución así lo permite.  





b) Cese de la ejecución por pago en el Estado de emisión. 
  En el artículo 9 número 2 de la Decisión Marco, al cual se remite el 
artículo 15 número 3 de la misma, se hace equivalente el pago hecho total 
o parcialmente en el Estado de emisión al hecho en el Estado de ejecución. 
Como excepción a la autonomía de la ejecución, el Estado de emisión puede 
aceptar válidamente el pago, con efectos extintivos de la sanción 
enajenada.  
c) Pérdida de la fuerza ejecutiva de la resolución transmitida en el 
Estado de emisión. 
Se contiene en el artículo 12 de la Decisión Marco, en la que se 
contempla el cese de la ejecución cuando el Estado de emisión comunique 
la adopción de una “resolución o medida” que tenga por efecto “anular el 
carácter ejecutorio de la resolución”. Normalmente se tratará de la 
estimación de un recurso de revisión contra resoluciones judiciales firmes, o 
bien de un pronunciamiento judicial en un proceso extraordinario de amparo 
constitucional, pero también puede tratarse de una despenalización con 
aplicación del efecto retroactivo favorable.  
El principio del reconocimiento conlleva la distribución de atribuciones 
entre las autoridades judiciales del Estado de emisión y las del Estado de 
ejecución, conforme a la regla general de que, puesto que el Estado de 
ejecución carece de facultades para llevar a cabo un reexamen de la 
resolución recurrida, fuera del ámbito determinado por los presupuestos y 
exclusiones, también le queda vedada posteriormente la posibilidad de 
revisión de la resolución. Por ello sólo las autoridades judiciales del Estado 
de emisión pueden conocer de un recurso de revisión extraordinario de la 
resolución transmitida, tal y como se establece en el artículo 11, número 2 
de la Decisión Marco. Pero cuando las autoridades del Estado de emisión 
usan esta potestad y dan lugar a la revisión de la resolución transmitida, 
obviamente se produce una decisiva interferencia en la ejecución 
transmitida, que constituye una alteración fundada de la autonomía de la 
ejecución. 
d) Amnistía e indulto en el Estado de emisión. 
 Conforme al artículo 11 número 1, tanto el Estado de ejecución como 
el Estado de ejecución podrán conceder amnistía o indulto, lo cual 
constituye evidentemente una excepción a la autonomía de la ejecución 
transmitida. 
e) Declaración formal de retirada de la solicitud de ejecución. 
En la letra b del artículo 15 número 2 de la Decisión Marco se 
contempla la reversión de la Ejecución “cuando el Estado de emisión haya 
informado al Estado de ejecución de que la resolución se ha retirado del 
Estado de ejecución en virtud del art. 12”. Los supuestos de reversión por 
declaración de retirada unilateral vienen referidos a los casos previstos en el 
artículo 12 de la Decisión Marco199.  
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 En el artículo 12 número 1, literalmente se dice: 





Cabe plantearse si la remisión a los casos del artículo 12 supone 
algún límite a las posibilidades de retirar la transmisión de la ejecución o 
no. Puede entenderse en primer lugar que tal remisión permite la 
declaración de retirada unilateral de la solicitud, en cualquier caso, habida 
cuenta de que el artículo 12 literalmente habla de la “retirada de la 
resolución por cualquier otro motivo”. Sin embargo, de aceptarse esta 
interpretación, la excepción tiene tal extensión que vacía por completo de 
contenido la regla general de irreversibilidad de la transmisión, proclamada 
en el número 1 del artículo 15.  
Otra posibilidad consiste en entender que la facultad de retirar la 
transmisión viene referida únicamente a aquellos casos en los que la 
ejecución revierte al Estado de ejecución, pero para ponerle fin, sin que 
vaya a continuarse la actividad ejecutiva. Este sería el sentido del primer 
inciso del artículo 12 número 1, que aludiría a la anulación o revisión de la 
resolución transmitida en el Estado de ejecución. Parece más razonable 
interpretar desde esta perspectiva la retirada “por cualquier otro motivo”, 
que adquiriría así el sentido de cualquier otro supuesto semejante en el que 
la ejecución revierta al Estado de emisión para concluirla o dejarla sin 
efecto. Sólo de esta manera la previsión del artículo 12 resulta compatible 
con la regla general de irreversibilidad de la transmisión.  
La consecuencia de la retirada de la solicitud de transmisión de la 
ejecución es la inmediata conclusión de la ejecución en el Estado de 
ejecución. De nuevo un lamentable error en la traducción, en el artículo 12 
de la Decisión Marco pervierte el sentido del texto en español, ya que 
después de prever la retirada de la solicitud de ejecución por la pérdida de 
fuerza ejecutiva u otro motivo (equivalente), se dice que el Estado de 
ejecución “suspenderá la ejecución de la resolución tan pronto como la 
autoridad competente del Estado de emisión le informe de la adopción de 
dicha resolución o medida”. Sin embargo el texto inglés no habla de 
suspensión sino de finalización de la ejecución200.  
Resulta llamativo que el número 2 del artículo 12 sólo prevea la 
finalización de la ejecución y no establezca procedimiento alguno para 
coordinar los actos de ejecución ya llevados a cabo en el Estado de 
ejecución con el Estado de ejecución. Pero justamente esta falta de 
previsión es coherente con la idea de que la causa de la retirada de la 
ejecución es la pérdida de fuerza ejecutiva de la resolución transmitida, por 
revisión extraordinaria o por otros motivos de efectos semejantes. 
                                                                                                                                                                          
“La autoridad competente del Estado de emisión informará de inmediato a la autoridad 
competente del Estado de ejecución de toda resolución o medida adoptada que tenga por 
efecto anular el carácter ejecutorio de la resolución o la retirada de la resolución del Estado 
de ejecución por cualquier otro motivo”. 
 
200  Article 12 Termination of enforcement 
1. The competent authority of the issuing State shall forthwith inform the competent authority of 
the executing State of any decision or measure as a result of which the decision ceases to be 
enforceable or is withdrawn from the executing State for any other reason. 
2. The executing State shall terminate enforcement of the decision as soon as it is informed by 
the competent authority of the issuing State of that decision or measure. 
 





Precisamente en el artículo 11, inmediatamente precedente se contempla la 
posibilidad de que en el Estado de emisión se otorgue amnistía o indulto o 
se de lugar a la revisión extraordinaria de la resolución transmitida. Estas 
tres causas, expresamente previstas constituyen el presupuesto de la 
aplicación de la norma del artículo 12, inmediatamente siguiente.  
La previsión que se hace en el artículo 12 de “otros motivos”, además 
de estos expresamente previstos, cobra todavía más sentido si se piensa 
que pueden ocurrir supuestos como la despenalización de la infracción que 
motivó la condena, que producen efectos prácticos semejantes, consistentes 
en la pérdida de fuerza ejecutiva de la resolución transmitida. Ello viene a 
confirmar la idea de que la retirada prevista no es simplemente una decisión 
unilateral discrecional del Estado de emisión, sino que ha de estar basada, 
necesariamente, en la pérdida de fuerza ejecutiva de la resolución 
transmitida.   
  





XI LA APLICACIÓN DEL RECONOCIMIENTO A LA TRANSMISIÓN 




OBJETO DE LA DECISIÓN MARCO 2008/909 DE 27 DE NOVIEMBRE 
 
 La Decisión Marco 2008/909, tiene por objeto sustituir para los 
Estados de la Unión Europea la normativa convencional que viene rigiendo 
hasta ahora para la regulación de la transmisión de la ejecución de 
sentencias penales en las que se imponen penas privativas de libertad y el 
traslado de condenados. En su artículo 26 se afirma claramente la 
sustitución de dicha normativa por el contenido de la Decisión Marco. La 
Decisión Marco regula tanto la transmisión de la ejecución sin traslado de la 
persona condenada, como la transmisión de la ejecución con traslado del 
condenado. Y dentro de este último ámbito, se refiere tanto a la transmisión 
de la ejecución con traslado del condenado acordada en defensa del interés 
público, como a la transmisión de la ejecución y traslado del condenado en 
interés y beneficio del propio condenado. La voluntad de los redactores de 
la norma de dar un tratamiento conjunto en la Decisión Marco a todas las 
modalidades de la transmisión de la ejecución de penas privativas de 
libertad, se aprecia también en su artículo 3201.  
Si se atiende a la delimitación del objeto que se hace en el número 1 
del artículo 3, se diría que la transmisión de la ejecución que se regula es 
sólo aquella que tiene como finalidad esencial facilitar la rehabilitación del 
condenado, siendo secundarias otras consideraciones. Así parece 
reafirmarse también en los números 2, 3 y 4 del artículo 4. Sin embargo, la 
afirmación de que la reinserción constituye la esencia de la transmisión de 
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Artículo 3 
Objetivo y ámbito de aplicación 
1. La presente Decisión Marco tiene por objeto establecer las normas con arreglo a las cuales 
un Estado miembro, para facilitar la reinserción social del condenado, reconocerá una 
sentencia y ejecutará la condena. 
2. La presente Decisión Marco se aplicará cuando el condenado se encuentre en el Estado de 
emisión o en el Estado de ejecución. 
3. La presente Decisión Marco solo se aplicará al reconocimiento de sentencias y a la 
ejecución de condenas en el sentido de la presente Decisión Marco. El hecho de que, además 
de la condena, se haya impuesto multa y/o resolución de decomiso, que todavía no se hayan 
abonado, cobrado o ejecutado, no impedirá la transmisión de la sentencia. El reconocimiento y 
la ejecución de dichas multas y resoluciones de decomiso en otro Estado miembro se basarán 
en los instrumentos aplicables entre Estados miembros, en particular la Decisión Marco 
2005/214/JAI del Consejo, de 24 de febrero de 2005, relativa a la aplicación del principio de 
reconocimiento mutuo de sanciones pecuniarias (1), y la Decisión Marco 2006/783/JAI del 
Consejo, de 6 de octubre de 2006, relativa a la aplicación del principio de reconocimiento 
mutuo de resoluciones de decomiso (2). 
4. La presente Decisión Marco no podrá tener por efecto el de modificar la obligación de 
respetar los derechos fundamentales y los principios jurídicos fundamentales consagrados en 
el artículo 6 del Tratado de la Unión Europea. 
  





la ejecución que se regula en la Decisión Marco, ha de ser matizada. No en 
todos los casos la reinserción se encuentra en el origen de la transmisión de 
la ejecución. Cuando se transmite la ejecución de forma forzosa, 
especialmente cuando se trata de una expulsión, no puede afirmarse que el 
origen o la causa de la transmisión sea la búsqueda de la reinserción. Este 
último criterio puede ser decisivo para elegir un Estado u otro entre varios 
posibles (el Estado de su residencia efectiva, por ejemplo, frente al de 
nacionalidad) en los supuestos de transmisión forzosa prevista en el artículo 
6, número 2. La reinserción puede constituir la razón por la que se elija un 
Estado u otro para el cumplimiento de la condena, pero no es la razón 
misma por la que se procede a transmitir la ejecución.  
 
 
CLASES DE TRANSMISIÓN DE LA EJECUCIÓN CONTEMPLADAS EN LA 
DECISIÓN MARCO 
 
La Decisión Marco regula un abanico de modalidades de transmisión 
de la ejecución más amplio y complejo que en los convenios 
internacionales. A la diferenciación entre transmisión con traslado del 
condenado y la transmisión sin traslado de la persona condenada, la 
Decisión Marco superpone otra clasificación en función de la posición o 
facultades decisorias de los distintos sujetos que intervienen en la 
transmisión, especialmente el Estado de emisión y el condenado. En función 
de ello, podemos distinguir entre transmisión de oficio forzosa para el 
condenado, la transmisión de oficio consentida por el condenado y la 
transmisión instada por el condenado. Superponiendo estas categorías a la 
clasificación antes aludida relativa al traslado o no del condenado, 
obtendremos un cuadro completo comprensivo de todas las modalidades de 
transmisión reguladas en la Decisión Marco. 
a) Transmisión con traslado de la persona condenada 
1-Transmisión con traslado acordada de oficio sin necesidad de 
consentimiento del condenado. 
Las referencias a la transmisión de oficio, con traslado del condenado 
sin su consentimiento, las encontramos en el las letras a y b del número 2 
del artículo 6.  
La transmisión de oficio con traslado del condenado, a instancia del 
Estado de emisión o del de ejecución, se le impone obligatoriamente al 
condenado sin su consentimiento en dos casos: 
- cuando la transmisión se realice a favor del Estado en el que coinciden su 
nacionalidad y residencia efectiva (letra a); 
- cuando la transmisión se realice a favor del Estado de nacionalidad del 
condenado, en el cual no reside, pero al que va a ser expulsado (letra b). 
Cuando la nacionalidad y la residencia coinciden, la transmisión con 
traslado se le imponen forzosamente al condenado sin su consentimiento. Si 
el condenado no tiene residencia en el Estado de su nacionalidad, entonces 
será preciso que el Estado de emisión haya acordado la expulsión del 
condenado y su entrega al Estado de su nacionalidad. En tal caso, la 





expulsión puede anticiparse y llevarse a cabo sin esperar al cumplimiento 
de la condena, transmitiendo la misma al Estado de nacionalidad, en el cual 
cumplirá loa condena en virtud de la transmisión. 
Al condenado no se le pide su consentimiento e incluso el traslado se 
puede llevar a cabo contra su voluntad. No obstante, tal como se recoge en 
el artículo 6 de la Decisión Marco, tiene derecho a ser consultado sobre el 
posible Estado de destino y más tarde informado de la decisión adoptada.  
Para la elección de uno u otro Estado de destino, el Estado que va a 
llevar a cabo la expulsión y la transmisión de la ejecución con traslado del 
condenado, habrá de valorar especialmente las mejores condiciones para la 
reinserción. Según el artículo 4 de la Decisión Marco, el criterio central es la 
reinserción del condenado.  
La expulsión con transmisión de la ejecución es de obligatoria 
aceptación para el Estado de nacionalidad del condenado, aunque no sea el 
Estado de residencia efectiva, conforme se desprende del artículo 4 número 
1 de la Decisión Marco, al comparar las letras a y b con la letra c. De la letra 
c  se desprende la condición de la aceptación discrecional por parte del 
Estado de cumplimiento, si no es el de nacionalidad y residencia efectiva o 
el de nacionalidad y destino de expulsión. A contrario sensu, si se trata del 
Estado en el que coinciden la nacionalidad y la residencia o el Estado de 
nacionalidad al que va a ser expulsado el condenado, la aceptación por 
parte del Estado destinatario de la transmisión no es facultativa, sino que es 
obligatoria.  
El carácter facultativo para terceros Estados (o para el Estado de 
nacionalidad sin resolución de expulsión) y obligatorio para el Estado en el 
que coincidan la conexión de nacionalidad y residencia o que sea el de la 
nacionalidad y destino de expulsión se corrobora también en los números 3 
y 2 del mismo artículo: la decisión se atribuye al Estado de emisión, 
dejando a salvo la discrecionalidad en la aceptación de los terceros Estados, 
contemplada en el número 3. Igualmente se reitera el carácter facultativo 
sólo para los terceros o para el Estado de nacionalidad sin expulsión en el 
número 6 del mismo artículo.  
2- Transmisión de oficio y traslado, con consentimiento necesario del 
condenado. 
Puede acordarse también la transmisión y traslado al territorio de un 
Estado, que no es aquel en el que coinciden la nacionalidad y la residencia 
efectiva previa, sin que la transmisión esté vinculada a una expulsión 
forzosa y entrega al Estado de nacionalidad, cuando proceda con arreglo a 
la legislación interna del Estado de condena. En estos casos, la transmisión 
de la ejecución y el traslado del condenado requerirán su consentimiento, 
tal como se deduce del artículo 6, número 1, de la Decisión Marco, en 
relación con su número 2.  
La transmisión de oficio tendrá que estar orientada esencialmente a 
la reinserción del condenado y a que la sentencia se ejecute en las 
condiciones más favorables para el condenado.  





Los Estados pueden, actuando de oficio, adelantarse a su petición 
para iniciar la tramitación de la transmisión de la ejecución y el traslado, sin 
tener que esperar forzosamente a qué él mismo lo inste. La transmisión de 
oficio puede ser instada por el Estado de emisión, es decir el Estado de 
condena, o por el Estado de ejecución, que asume como propio el interés de 
que el condenado cumpla la pena en su territorio.  
En el primer inciso del número 5 del artículo 4, se contempla la 
transmisión, a iniciativa del Estado de ejecución, que  solicita que la pena se 
cumpla en su territorio. En este caso, como se prevé en el último inciso de 
este número 5, la solicitud del Estado que pide o propone convertirse en 
Estado de cumplimiento, no surte efecto vinculante alguno para el Estado 
de condena, que podrá aceptarla o no. En todo caso, los Estados acudirán a 
la transmisión de la ejecución, e incluso la preparará por medio de consultas 
previas entre ellos, atendiendo al criterio de la reinserción del condenado, 
conforme al artículo 4, número 2 de la Decisión Marco y sus concordantes, 
que ya hemos visto.  
La aceptación de la transmisión por parte del Estado de ejecución, 
una vez que ha sido acordada por el Estado de emisión, es facultativa para 
los terceros Estados o para el Estado de nacionalidad sin residencia efectiva, 
cuando no exista resolución de expulsión.  
Los Estados que se encuentren en la situación que les permita 
rechazar facultativamente la transmisión pueden renunciar anticipadamente 
a la posibilidad de oponerse a la transmisión de la ejecución, cuando se den 
determinadas circunstancias o vínculos de la persona condenada con el 
Estado al que va a ser trasladada. Esta renuncia o supresión del requisito 
del consentimiento del Estado de cumplimiento, puede formularse por 
medio de declaración de los Estados, conforme a lo previsto en el número 7 
del referido artículo 4.  
 3-Transmisión con traslado, a instancia del condenado.  
El traslado por solicitud del condenado, que solicita el desplazamiento 
a determinado lugar de su interés en el territorio de otro Estado, se recoge 
en el segundo inciso del artículo 4, número 5. El condenado podrá instar el 
traslado tanto del Estado al que quiere que se transfiera la ejecución, como 
del Estado en el que se ha emitido la condena.  
El Estado de emisión no está obligado a aceptar la solicitud de 
traslado formulada por el condenado, tal como se aprecia claramente en el 
artículo 4, número 5 de la Decisión Marco.  
También en la transmisión a instancia del condenado, la aceptación 
de la transmisión, una vez decidida por el Estado de emisión, se impone 
forzosamente al Estado de ejecución, si es aquel en el que nacionalidad y 
residencia coinciden. 
b) Transmisión sin traslado de la persona condenada 
La transmisión se llevará a cabo sin traslado del condenado cuando 
este se encuentre, en el momento en el que se plantea la posibilidad de la 
transmisión, en el territorio del Estado que va a ser el de ejecución. Esta 





situación está expresamente contemplada en el artículo 3 número 2 de la 
Decisión Marco y se contiene también implícitamente en el artículo 4 
número 1.  
A esta modalidad de transmisión de la ejecución se refiere también el 
artículo 6 número 2 letra c, en el que se recoge como uno de los supuestos 
de transmisión de la ejecución sin consentimiento del condenado, el caso de 
la transmisión “al Estado miembro al que el condenado se haya fugado o al 
que haya regresado ante el proceso penal abierto contra él en el Estado de 
emisión o por haber sido condenado en el Estado de emisión”.  
Como ya hemos visto anteriormente al estudiar el artículo 4 de la 
Decisión Marco, el Estado en el que coincidan la nacionalidad y la residencia 
del condenado, en cuyo territorio se haya refugiado, no podrá negarse a 
aceptar la transmisión. El Estado que no es el de la nacionalidad, en 
principio, puede o no aceptar la transmisión, conforme al artículo 4, número 
1, letra c. Si el Estado en cuyo territorio se ha refugiado el condenado no es 
el de su nacionalidad y residencia, el Estado de condena podrá optar entre 
emitir una orden europea de detención (salvo cuando se trate del 
cumplimiento de la condena y el Estado de refugio no entregue a sus 
nacionales para ejecución) o transmitir la ejecución si el Estado donde el 
condenado se encuentra está dispuesto a aceptar la transmisión de la 
ejecución. El Estado de nacionalidad del condenado, que no entregue sus 
nacionales para ejecución de la pena, estará obligado a aceptar la 
transmisión, conforme a lo previsto en el artículo 4 número 6 de la Decisión 
Marco de la Orden Europea de Detención. 
 La transmisión de la ejecución sin traslado de la persona condenada 
es siempre forzosa para el condenado, cuyo consentimiento no se requiere 
y cuya solicitud es irrelevante. Esto se debe a que siempre que el 
condenado se ausenta del Estado de condena, bien porque se fuga o bien 
porque se traslada al territorio de otro Estado, se produce la situación 
contemplada en el artículo 6, número 2, letra c de la Decisión Marco.  
Tampoco tendrá el derecho a ser oído antes de la transmisión de la 
ejecución, ya que el derecho a ser consultado se establece para “todos los 
casos en que el condenado se encuentre aún en el Estado de emisión”, en 
cuyo caso “se le dará la oportunidad de formular verbalmente o por escrito 
su opinión”. Sí se mantiene, en el número 4 del artículo 6, el derecho a ser 
informado de la decisión de transmitir la ejecución mediante el formulario 
oficial establecido para ello en la Decisión Marco.  
 
 
PRESUPUESTOS DE LA TRANSMISIÓN 
 
A) PRESUPUESTOS DE LA TRANSMISIÓN Y TRASLADO DE 
ACEPTACIÓN OBLIGATORIA 
  
a) Presupuesto relativo a la resolución equivalente 
El presupuesto de la resolución equivalente se desdobla en dos 
requisitos: el relativo a la naturaleza de la resolución adecuada y el de la 
sanción adecuada. 





1- Resolución adecuada. 
De conformidad con la definición del artículo 1 letra a, la resolución 
que puede ser transmitida y ha de ser reconocida es la sentencia, entendida 
como “resolución u orden firme de un órgano jurisdiccional del Estado de 
emisión que impone una condena a una persona física”. Se trata por tanto 
de sentencias penales firmes condenatorias o resoluciones de la jurisdicción 
penal equivalentes a esta definición.  
2- Sanción adecuada. 
Conforme a la definición de la letra b del mismo artículo, la condena 
impuesta ha de consistir en una “pena o medida privativa de libertad, de 
duración limitada o indeterminada, impuesta por razón de una infracción 
penal como consecuencia de un proceso penal”. 
b) El ámbito sustantivo del reconocimiento: infracción adecuada. 
 En la Decisión Marco se observa claramente la aspiración a instaurar 
el mismo sistema común que rige en el resto de las decisiones marco de la 
cooperación judicial internacional en la Unión Europea. Este sistema gira en 
torno a la idea de una lista de delitos no sometidos a control de doble 
incriminación, pero que sí pueden tener una exigencia de límite punitivo 
mínimo, manteniéndose la posibilidad del control de doble incriminación 
para los delitos no comprendidos en la lista.  
La lista de delitos no sometidos a doble incriminación, pero si a límite 
punitivo mínimo se contiene en el artículo 7, número 1, que recoge el 
listado estándar que se repite desde la decisión marco de la orden de 
detención europea. El límite mínimo punitivo para los delitos de la lista se 
cifra en al menos tres años, según el Derecho del Estado de emisión. No 
obstante, en el número 4 del mismo artículo, se permite a los Estados 
desvincularse del sistema de lista de delitos, y por tanto, mantenerse en el 
sistema de la doble incriminación.  
En todo caso, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9, 
número 1, letra d, “en materia de impuestos o derechos, de aduana y de 
cambio, no podrá denegarse la ejecución de la sentencia aduciendo que la 
legislación del Estado de ejecución no impone el mismo tipo de impuestos o 
derechos o no contiene el mismo tipo de reglamentación en materia de 
impuestos, de derechos, de aduana o de cambio que la legislación del 
Estado de emisión. 
  
c) El presupuesto de la conexión con el estado de emisión y con el 
estado de ejecución 
 La Decisión Marco contempla dos conexiones superpuestas con los 
Estados involucrados en la transmisión o el traslado: 
1-La conexión de estancia en uno de ellos.  
Este presupuesto habrá de entenderse en el sentido de que la 
transmisión o el traslado obligatorios han de tener como presupuesto la 
finalidad pretendida de transmitir la ejecución desde el Estado en el que se 





encuentra el condenado en el momento de la condena, a otro Estado al que 
debe ser trasladado; o por el contrario para que la condena impuesta en un 
Estado en cuyo territorio no se encuentra el condenado sea ejecutada en 
otro Estado, en el que sí se encuentra. La persona condenada ha de 
encontrarse en el Estado de emisión en el primer caso o en el Estado al que 
se va a transmitir la ejecución, en el segundo caso. 
2-Conexión específica con el Estado de ejecución: nacionalidad más 
residencia o nacionalidad más Estado de expulsión.  
Para que la aceptación de la transmisión sea obligatoria para el 
Estado de ejecución, en ésta ha de darse una de estas dos conexiones: ser 
el Estado de nacionalidad del condenado y además también el de su 
residencia efectiva, o ser el Estado de su nacionalidad, al cual va a ser 
expulsado o deportado por el Estado de emisión. 
El complejo presupuesto de las conexiones superpuestas queda 
establecido en el artículo 4, número 1. 
3- Las conexiones de residencia sin nacionalidad o nacionalidad sin 
residencia ni resolución de expulsión del artículo 4 número 7 de la Decisión 
Marco, para los Estados que hayan renunciado al carácter facultativo de la 
aceptación. 
Como ya hemos visto, los Estado pueden renunciar al carácter 
potestativo de la transmisión cuando concurran la conexión de residencia 
durante determinado plazo pero sin nacionalidad, o cuando concurra la 
conexión de nacionalidad sin residencia y sin que exista resolución de 
expulsión. En estos casos, establecida la renuncia en su Derecho interno y 
formulada la notificación prevista en el artículo 4 número 7, la transmisión 
pasa a ser obligatoria cuando concurran las conexiones referidas (residencia 
sin nacionalidad o nacionalidad sin residencia ni resolución de expulsión). 
 
B) PRESUPUESTOS DE LA TRANSMISIÓN Y TRASLADO POTESTATIVO 
 
 Para las modalidades no obligatorias, en las cuales la aceptación de la 
transmisión es discrecional y potestativa, los presupuestos funcionan como 
una previsión de viabilidad de la petición de transmisión o traslado. Si no se 
cumplen no será viable y si se cumplen cabrá la posibilidad de que sea 
aceptada. Los presupuestos son los mismos que los anteriores, sin que rija 
el de la conexión con el Estado de ejecución. En todo caso actuarán dentro 




REQUISITOS DE FORMA Y VÍA DE TRANSMISIÓN  
 
a) Audiencia del condenado e información sobre la decisión. 
Cuando no sea necesario el consentimiento del condenado, sí será 
preciso al menos darle audiencia y consignar su opinión, según se ordena 
en el número 3 del mismo artículo. Una vez adoptada la decisión, la 
“autoridad competente del Estado de emisión informará al condenado, en 





una lengua que comprenda, de que ha decidido transmitir la sentencia junto 
con el certificado utilizando el formulario normalizado de notificación que 
figura en el anexo II. Cuando el condenado se encuentre en el Estado de 
ejecución en el momento de la decisión, dicho formulario se transmitirá al 
Estado de ejecución, que informará de ello al condenado” (artículo 6 nº 4 
DM 2008/909)202.  
  
b) El requisito del consentimiento del condenado  en determinados 
casos.  
Cuando concurra la conexión de residencia durante determinado 
plazo pero sin nacionalidad, o cuando concurra la conexión de nacionalidad 
sin residencia y sin que exista resolución de expulsión, si el Estado de 
ejecución hubiera renunciado al carácter facultativo de la aceptación, la 
transmisión deberá contar con el consentimiento del condenado, que se 
convierte así en presupuesto. 
Este presupuesto se deduce del número 2 del artículo 6, según el cual 
la transmisión de oficio podrá llevarse a cabo sin consentimiento del 
condenado en tres supuestos:  
a) cuando la transmisión se realice al Estado miembro de 
nacionalidad en que viva el condenado. 
b) Cuando se realice al Estado miembro al que el condenado vaya a 
ser expulsado una vez puesto en libertad sobre la base de una orden de 
expulsión o traslado contenida en la sentencia o en una resolución judicial o 
administrativa o cualquier otra medida derivada de la sentencia. 
c) Cuando se transmita al Estado miembro al que el condenado se 
haya fugado o al que haya regresado ante el proceso penal abierto contra él 
en el Estado de emisión o por haber sido condenado en el Estado de 
emisión. 
 Fuera de estos tres casos, para la transmisión de la ejecución de 
oficio se requerirá el consentimiento del condenado, conforme se establece 
en el artículo 6, número 1203.  
En cuando al traslado instado por el condenado, en su interés, no se 
plantea problema alguno de consentimiento, por razones obvias. 
 
c) Título: Certificado y testimonio de la sentencia. 
 La transmisión de oficio y el traslado a instancias del condenado, 
requerirán que se genere el título de que permite el reconocimiento y 
ejecución de la sentencia, formado por el certificado y el testimonio de la 
                                                          
202
 El número 5 contiene, sin embargo. Una excepción para Polonia: “El apartado 2, letra a), no 
será aplicable a Polonia, cuando este sea el Estado de emisión o el Estado de ejecución, en los 
casos en que la sentencia haya sido dictada antes de un período de cinco años a partir del 5 de 
diciembre de 2011. Polonia podrá notificar en cualquier momento a la Secretaría General del 
Consejo su deseo de no recurrir más a esta excepción”. 
203 No obstante, se prevé también, en el número 7 del artículo 6, que los Estados puedan 
ampliar los supuestos de dispensa del consentimiento, en algunos casos y para sus relaciones 
recíprocas con Estados que también eximan del requisito del consentimiento del condenado.  
 





sentencia, conforme se exige en el artículo 5, números 1 y 2. En virtud de 
lo dispuesto en el artículo 23 de la Decisión Marco, deberá enviarse 
traducido al idioma oficial del Estado de ejecución. En principio la obligación 
de traducción se refiere sólo al certificado, no a la sentencia. Sin embargo, 
los Estados pueden hacer la transposición al Derecho interno exigiendo la 
traducción también de la sentencia. 
  
d) Vía de transmisión y soporte. 
 Conforme al artículo 5, número 1, la vía de transmisión ha de ser 
directa, por cualquier medio que deje constancia escrita. Cuando una 
autoridad del Estado de ejecución que reciba una sentencia junto con un 
certificado no sea competente para reconocerla y adoptar las medidas 
necesarias para su ejecución, transmitirá de oficio la sentencia y el 
certificado a la autoridad competente del Estado de ejecución e informará 
de ello a la autoridad competente del Estado de emisión (artículo 5 nº 5 DM 
2008/909). 
 La transmisión simultánea a más de un Estado está prohibida por el 
artículo 5, número 3, aparte de que resulta ilógica e imposible de ejecutar.  
 
 
EL RECONOCIMIENTO OBLIGATORIO Y SUS LÍMITES 
 
A) RECONOCIMIENTO OBLIGATORIO Y RECONOCIMIENTO 
POTESTATIVO 
Como ya hemos podido ir viendo, la Decisión Marco  diferencia 
entre supuestos en los que la aceptación de la transmisión es obligatoria, 
con aplicación del principio del reconocimiento, y supuestos los en los que el 
reconocimiento no es obligatorio.  
Los supuestos de aceptación obligatoria, para el Estado destinatario 
de la petición, son los siguientes: 
1-Transmisión de oficio, instada por el Estado de condena (Estado de 
emisión), para el cumplimiento de la condena:  
a) En el Estado cuya nacionalidad ostente el condenado y en el que tenga 
su residencia efectiva (artículo 4 nº 1, letra a). 
b) En el Estado cuya nacionalidad ostente el condenado y en el que no 
tenga su residencia efectiva, pero al cual va a ser expulsado o deportado 
(artículo 4 nº 1, letra b). 
2- Traslado instado por el condenado en su interés, una vez que haya 
sido aceptada su solicitud por el Estado de condena. Es obligatoria la 
aceptación del traslado y la transmisión de la ejecución, que acuerde el 
Estado de condena,  para el Estado en el que coincidan la conexión de 
nacionalidad y residencia previa a la condena (artículo 4 nº 1, letra a, en 
relación con el nº 5 del mismo artículo, a contrario sensu).  
Los supuestos de aceptación potestativa, excluidos por lo tanto de la 
regla de la obligatoriedad de la aceptación de la transmisión de la ejecución 
y del traslado, son los siguientes:  





1-Transmisión de oficio a tercer Estado, como Estado de ejecución, 
que no sea el de coincidencia de la nacionalidad más la residencia, o que no 
sea aquel Estado cuya nacionalidad ostenta el condenado, aunque no 
residiese en él, y al cual va a ser expulsado. La aceptación para el tercer 
Estado que no se encuentre en una de estas dos situaciones, es puramente 
potestativa y basada, en todo caso en la reinserción (artículo 4 nº 1, letra c, 
en relación con el nº 6). 
2-Transmisión de oficio instada por un Estado que solicita convertirse 
en Estado de ejecución, o traslado solicitado por el condenado a través del 
Estado en el cual desea cumplir la condena, y que acepta su solicitud 
(artículo 4 nº 5). La aceptación es potestativa para el Estado de condena. 
3-Traslado solicitado en su interés por el condenado ante el Estado de 
condena (artículo 4 nº 5). La aceptación es potestativa para el Estado de 
condena. Pero si acepta la solicitud del condenado y resuelve transmitir la 
ejecución y el traslado, la aceptación será obligatoria para el Estado de 
ejecución si es aquel en el que nacionalidad y residencia coinciden y 
potestativa para cualquier otro. 
En los supuestos potestativos, el rigor de los presupuestos y de las 
exclusiones pierde su relevancia, y lo que destaca es la posibilidad de ligar 
determinadas consecuencias jurídicas, a una decisión discrecional de las 
autoridades que han de resolver pasivamente.  
Frente al laxo régimen jurídico de la transmisión de aceptación 
potestativa, los supuestos de aceptación obligatoria se caracterizan por la 
vigencia de la regla común de la obligatoriedad del reconocimiento y la 
aceptación de la transmisión, si se cumplen los presupuestos y requisitos de 
forma. La regla de la obligatoriedad del reconocimiento y aceptación se 
plasma en los artículos 8 y 12 de la Decisión Marco. En este último artículo, 
en su número 2, se dispone que “la resolución firme sobre el 
reconocimiento de la sentencia y la ejecución de la condena se tomará en 
un plazo de 90 días a partir de la recepción de la sentencia y el certificado”. 
Para asegurar la efectividad del cumplimiento de la condena cuya 
transmisión está pendiente de resolver, en el artículo 14 se prevé la 
posibilidad de que el Estado de emisión solicite cautelarmente la detención 
preventiva del condenado, a la espera de que se concluya el procedimiento 
para la transmisión.  
 En sentido estricto, la transmisión de la ejecución de la condena 
configurada conforme al principio del reconocimiento es la transmisión que 
hemos denominado de aceptación obligatoria. En los supuestos de 
aceptación obligatoria, la denegación por falta de presupuestos o por el 
incumplimiento de requisitos formales no supone una excepción204, sino 
más bien la afirmación misma del principio del reconocimiento. Tampoco es 
                                                          
204 Con respecto a los defectos de forma hay que tener presente que la subsanación de 
defectos formales se regula en el artículo 11 de la Decisión Marco: “Cuando el certificado a que 
se refiere el artículo 4 esté incompleto o manifiestamente no corresponda a la sentencia, el 
reconocimiento de la sentencia en el Estado de ejecución podrá aplazarse durante un plazo 
razonable, fijado por el Estado de ejecución, para que el certificado se complete o se corrija”. 
 





una excepción la denegación como consecuencia del control pasivo de la 
cosa juzgada. Se contempla en la causa de la letra c del artículo 9 número 
1, que alude al caso de que la ejecución de la condena vulnere el principio 
ne bis in idem. 
 
B) EXCEPCIONES A LA OBLIGATORIEDAD DEL RECONOCIMIENTO: 
EXCLUSIONES APLICABLES A LA TRANSMISIÓN Y TRASLADO 
OBLIGATORIOS 
Las causas de exclusión por las que los Estados pueden reducir la 
aplicación del principio del reconocimiento aparecen formuladas en el 
artículo 9, número 1, junto con causas de denegación que no son realmente 
exclusiones.  
Las exclusiones que válidamente pueden establecer los Estados son 
las siguientes: 
1- Prescripción, cuando la ejecución de la condena haya prescrito con 
arreglo a la legislación del Estado de ejecución(letra e). 
2-Minoría de edad en el Estado de ejecución. Se podrá denegar el 
reconocimiento cuando la condena haya sido impuesta a una persona física 
que, debido a su edad, no habría podido ser considerada penalmente 
responsable con arreglo a la legislación del Estado de ejecución (letra g). 
3-Proporcionalidad: duración mínima de la condena pendiente de 
ejecutar. Es admisible la denegación si a la recepción de la sentencia por la 
autoridad competente del Estado de ejecución, la parte de condena sin 
cumplir es inferior a seis meses (letra h). 
4- Sentencia en rebeldía. Se prevé la denegación si la sentencia se ha 
dictado en rebeldía, a no ser que en el certificado conste que la persona se 
han cumplido ciertas condiciones que permiten tener por suficientemente 
cumplido el derecho de defensa o que se garantice el derecho a un nuevo 
juicio o recurso con asistencia personal del condenado (letra i)205. 
5- Comisión en territorio del Estado de ejecución. La causa atiende al 
caso de que la sentencia transmitida se refiera a delitos que, con arreglo al 
Derecho interno del Estado de ejecución, se consideran cometidos en su 
integridad o en su mayor o fundamental parte en su territorio, o en un lugar 
equivalente al mismo (letra l). 
6- Inmunidad. En el artículo 9 número 1 letra f, se recoge el caso de 
que en el Derecho del Estado de ejecución exista inmunidad que impida la 
ejecución de la condena. 
7- Inexistencia de la pena o medida privativa de libertad en el Estado 
de ejecución. En el mismo artículo 9 número 1, en su letra k, se contempla 
como causa válida para denegar el reconocimiento el hecho de que la 
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 Artículo redactado conforme a la Decisión Marco 2009/299 sobre juicios sin comparecencia 
personal del imputado. 
 





condena impuesta incluya “una medida de carácter psiquiátrico o sanitario o 
cualquier otra medida privativa de libertad, que, no obstante lo dispuesto 
en el artículo 8, apartado 3, el Estado de ejecución no puede ejecutar de 
conformidad con su sistema jurídico o sanitario”. Cuando esa imposibilidad 
es de carácter jurídico, por no existir en el Estado de ejecución la medida 
privativa de libertad que se pretende transmitir, entonces opera como una 
exclusión, que reduce la aplicación del principio del reconocimiento.  
 
 
LAS REGLAS DE LA EJECUCIÓN DE LA CONDENA TRANSMITIDA Y 
SUS EXCEPCIONES 
 
 La regulación de la transmisión de la ejecución y el traslado en la 
Decisión Marco sigue, en buena medida las pautas comunes presentes en 
las decisiones marco anteriores de la cooperación judicial internacional en la 
Unión Europea, si bien se aprecia un mayor peso del Derecho nacional y de 
lo que podríamos denominar el orden público del Estado de ejecución, de la 
misma manera que la obligatoriedad del reconocimiento está más matizada 
que en otras decisiones Marco.  
 
A) EJECUCIÓN SIN DEMORA Y EN SUS PROPIOS TÉRMINOS DE LA 
RESOLUCIÓN TRANSMITIDA.   
Conforme a lo establecido en el artículo 8 número 1 la autoridad 
competente del Estado de ejecución “adoptará sin dilación las medidas 
necesarias para la ejecución de la condena”. Con respecto al traslado del 
condenado, el artículo 15 fija el plazo ordinario de ejecución del traslado en 
30 días tras la adopción de la resolución firme del Estado de ejecución sobre 
el reconocimiento de la sentencia y la ejecución de la condena. El plazo es 
excepcionalmente prorrogable.  
En la Decisión Marco se prevé la solicitud de la detención preventiva 
para asegurar el éxito de la transmisión sin traslado de la persona 
condenada, que se ha ausentado del Estado de condena: “En aquellos casos 
en los que la persona condenada se encuentre en el Estado de ejecución, 
este podrá, a petición del Estado de emisión y antes de que se reciba la 
sentencia y el certificado o antes de que se adopte la resolución de 
reconocimiento de la sentencia y ejecución de la condena, detener al 
condenado o adoptar cualquier otro tipo de medida destinada a garantizar 
su permanencia en su territorio hasta que se resuelva sobre el 
reconocimiento de la sentencia y la ejecución de la condena. La duración de 
esta última no se verá aumentada como consecuencia del tiempo de 
detención motivado por la presente disposición (Artículo 14 DM2008/909). 
La regla general de la ejecución de la condena en sus propios 
términos, se plasma en la Decisión Marco como ejecución de la pena 
privativa de libertad en toda su duración y en forma sustancialmente 
coincidente con la correspondiente a la condena impuesta en el Estado de 
ejecución. Esta regla general se aprecia, a contrario sensu, en los números 
2, 3 y 4 del artículo 8 de la Decisión Marco, que prevén como excepciones la 
adaptación de la condena al Derecho del Estado de ejecución, modificando 





su duración o la forma o condiciones de la ejecución de la privación de 
libertad. La regla general se desdibuja notablemente en el número 3,  
debido a la extensión de la excepción que se contempla, aunque su último 
inciso trata de mantener la correspondencia con la pena impuesta en el 
Estado de emisión, en la medida en que sea posible.  
La ejecución en sus propios términos supone la necesidad de respetar 
la naturaleza y la duración de la pena, pero no implica la sujeción al 
Derecho del Estado de emisión. Según el artículo 17, número 1, la ejecución 
de una condena se regirá por la legislación del Estado de ejecución. Una 
consecuencia de la ejecución en sus propios términos es el abono del 
tiempo pasado en situación de privación de libertad en el Estado de 
emisión. Según el artículo 17 nº 2 “La autoridad competente del Estado de 
ejecución deducirá del período total de privación de libertad que haya de 
cumplirse en el Estado de ejecución todo el período de privación de libertad 
ya cumplido en relación con la condena a la que se refiera la sentencia”. 
   
B) EXCEPCIONES A LA REGLA DE LA EJECUCIÓN SIN DEMORA Y EN 
SUS PROPIOS TÉRMINOS. 
 
a) Excepciones a la regla de la ejecución sin demoras 
1- Imposibilidad fáctica. La causa prevista en la letra k del artículo 9 
número 1, puede ser entendida también como una causa de inejecución por 
mera imposibilidad fáctica, si el Estado de ejecución no dispone de los 
medios para ejecutar la medida de seguridad cuya transmisión se pretende. 
Esta previsión es aplicable a las medidas de seguridad de carácter 
psiquiátrico o sanitario “o cualquier otra medida privativa de libertad”, que 
el Estado de ejecución “no puede ejecutar de conformidad con su sistema 
jurídico o sanitario”. No se pone en duda la regularidad jurídica de la 
resolución transmitida, ni existe un obstáculo legal en el Estado de 
ejecución, pero sin embargo, el obstáculo es práctico e insalvable. 
2-Imposibilidad fáctica por paradero desconocido del condenado. En 
el artículo 21, letra b, se contempla “la imposibilidad práctica de ejecutar la 
condena, tras la transmisión de la sentencia y del certificado al Estado de 
ejecución, por no haberse logrado encontrar al condenado en el territorio 
del Estado de ejecución, en cuyo caso no habrá obligación de ejecutar la 
condena por parte del Estado de ejecución”. 
 
b) Las excepciones a la regla de la ejecución en sus propios 
términos: adaptación de la condena. 
Conforme a lo establecido en el artículo 10 de la Decisión Marco, la 
adaptación de la condena constituye una alternativa a la denegación de la 
solicitud de transmisión. Se prevé que, ante la existencia de obstáculos que 
válidamente puedan impedir el reconocimiento y la aceptación de la 





transmisión, se opte por una aceptación parcial, pactada entre los Estados, 
aunque ello implique una modificación sustancial de la pena impuesta206. 
Los supuestos de adaptación son dos: adaptación por razón de la 
duración de la pena y adaptación por razón de la naturaleza de la pena 
impuesta. 
1-Adaptación por razón de la duración de la pena: “En caso de que la 
condena, por su duración, sea incompatible con la legislación del Estado de 
ejecución, la autoridad competente del Estado de ejecución podrá tomar la 
decisión de adaptar la condena únicamente cuando supere la pena máxima 
contemplada por su legislación nacional para delitos del mismo tipo. La 
duración de la condena adaptada no podrá ser inferior a a pena máxima 
contemplada por la legislación del Estado de ejecución para delitos del 
mismo tipo (artículo 8 nº 2 DM2008/909). 
2-Adaptación de la por razón de la naturaleza de la pena impuesta. 
En caso de que la condena, por su naturaleza, sea incompatible con la 
legislación del Estado de ejecución, la autoridad competente del Estado de 
ejecución podrá adaptarla a la pena o medida contemplada en su propia 
legislación para delitos similares. Esta pena o medida deberá corresponder 
siempre que sea posible a la condena impuesta en el Estado de emisión y 
por consiguiente la condena no podrá transformarse en una sanción 
pecuniaria (artículo 8 nº 3 DM 2008/909). Tanto en este caso, como en el la 
adaptación por razón de la duración de la condena, la “condena adaptada 
no podrá agravar por su naturaleza o por su duración la condena impuesta 
en el Estado de emisión”. (artículo 8 nº 4 DM2008/909). 
 
 
LA DISTRIBUCIÓN DE LA COMPETENCIA FUNCIONAL DURANTE LA 
EJECUCIÓN: LA REGLA DE LA AUTONOMÍA DE LA EJECUCIÓN  
  
A) LA AUTONOMÍA DE LA EJECUCIÓN  
 La regla de la autonomía de la ejecución tiene a su vez dos aspectos 
característicos: la asimilación a las ejecuciones propias del Estado de 
ejecución y la asunción irreversible de la ejecución. 
a) Asimilación a las ejecuciones propias. 
La regulación de la transmisión de la ejecución y del traslado del 
condenado implica una combinación de normas, inspiradas unas en el 
                                                          
206 “1. Si la autoridad competente del Estado de ejecución pudiese considerar el reconocimiento 
de la sentencia y la ejecución de la condena de forma parcial, podrá consultar, antes de decidir 
que deniega el reconocimiento de la sentencia y la ejecución de la condena en su totalidad, a la 
autoridad competente del Estado de emisión con vistas a llegar a un acuerdo con arreglo a lo 
dispuesto en el apartado 2. 
2. Las autoridades competentes de los Estados de emisión y de ejecución podrán 
acordar, caso por caso, el reconocimiento y ejecución parcial de una condena, bajo las 
condiciones por ellas establecidas, siempre que dicho reconocimiento y ejecución no acarree el 
aumento de la duración de la condena. A falta de tal acuerdo, el certificado será retirado”. 
 





criterio del mantenimiento de la vinculación con el proceso seguido en el 
Estado de emisión; y otras inspiradas en el criterio de la vinculación 
exclusiva al Estado de ejecución y a sus normas, es decir a la autonomía de 
la ejecución transmitida. La regla predominante es la de la autonomía de la 
ejecución, por virtud de la cual, el Estado de ejecución asume la condena 
transmitida, respetando su existencia207, su naturaleza y su duración, pero 
esta se independiza ya del Estado de emisión.  
La autoridad de ejecución la asume como propia, desvinculándose ya 
de la autoridad de emisión, que definitivamente queda apartada de la 
ejecución. Las autoridades del Estado de ejecución serán ya las únicas 
competentes para determinar el procedimiento de ejecución y todas las 
medidas conexas, incluidos los motivos de concesión de libertad anticipada 
o condicional. Esto no impide que puedan aplicarse determinadas normas 
del Estado de emisión, pero en todo caso será imprescindible la aceptación 
de su aplicación por la autoridad de ejecución. Coherentemente con la 
autonomía de la ejecución, esta autoridad retiene la potestad de decidir 
sobre la aplicación o no de determinadas normas del Estado de emisión. En 
el artículo 17 nº 4 de la Decisión Marco se contempla la posibilidad de que 
el Estado de emisión solicite que se apliquen, como normas 
complementarias, las que rigen la “libertad condicional o anticipada” en el 
Derecho del Estado de emisión, “en virtud de las cuales la persona tenga 
derecho a la concesión de libertad anticipada o condicional en una fecha 
determinada”, pero es preciso que el Estado de ejecución acepte la 
aplicación de tales normas.  
 b) Asunción irreversible de la ejecución. 
La transmisión de la ejecución implica su asunción irreversible por el 
Estado de ejecución, y paralelamente su pérdida por el Estado de emisión. 
Ello implica la pérdida definitiva de la ejecución transmitida por el Estado de 
emisión y consiguientemente la imposibilidad de proseguir la ejecución en el 
Estado de emisión, después de la transmisión: “el Estado de emisión no 
podrá proseguir la ejecución de la condena una vez iniciada su ejecución en 
el Estado de ejecución” (artículo 22 nº1 DM2008/909). La posibilidad de 
retirada del certificado sólo existe mientras no haya comenzado la 
ejecución. El momento límite, a partir del cual se produce el efecto 
irreversible de la enajenación, es el del inicio de la ejecución de la condena 
en el Estado de ejecución, es decir el inicio del cumplimiento de la pena 
privativa de libertad: “Mientras no haya comenzado la ejecución de la 
condena en el Estado de ejecución, el Estado de emisión podrá retirar el 
certificado a dicho Estado, indicando las razones de su proceder. Una vez 
retirado el certificado, el Estado de ejecución ya no ejecutará la condena” 
(artículo 13 DM 2008/909). 
  
B) EXCEPCIONES A LA AUTONOMÍA DE LA EJECUCIÓN 
 a) Amnistía e indulto en el Estado de emisión.  
                                                          
207
 La autoridad competente del Estado de emisión es la única que puede revisar o dejar sin 
efecto la sentencia transmitida, como se desprende del artículo 9 nº 2 de la DM. 





La facultad de otorgar amnistía o indulto no sólo se reconoce al 
Estado de ejecución, por la adquisición de la ejecución de la condena 
transmitida, sino que también se reconoce al Estado de emisión, con pleno 
poder extintivo de la condena, incluso después de la consumación de la 
transmisión: “Podrán conceder amnistía o indulto tanto el Estado de emisión 
como el Estado de ejecución” (artículo 19 nº 1 DM2008/909). 
b) Pérdida de la fuerza ejecutiva de la sentencia en el Estado de 
emisión.  
En el artículo 20 de la Decisión Marco se contempla una excepción a 
la autonomía de la ejecución, ya que en el caso previsto en esta norma la 
autoridad de ejecución queda vinculada por un hecho procesal ocurrido en 
el Estado de emisión, después de la transmisión y aceptación de la 
ejecución. En este artículo se contempla el supuesto de la pérdida de la 
fuerza ejecutiva de la sentencia en el Estado de emisión. La primera razón 
puede ser por la estimación de un recurso o demanda de revisión 
excepcional de sentencias firmes. En este sentido el artículo 9 número 2, 
dispone que únicamente el Estado de emisión podrá decidir sobre un 
recurso de revisión de la sentencia por la que se haya impuesto la condena 
que deba ejecutarse. 
La pérdida de fuerza ejecutiva de la sentencia también puede deberse 
a algún otro motivo, como por ejemplo la despenalización del delito que 
motivó la condena208. 
 c) Excepción a la irreversibilidad de la transmisión: reversión en caso 
de fuga.  
La única razón por la que se puede producir la reversión de la 
ejecución, una vez que se ha iniciado ya el cumplimiento de la pena en el 
Estado de ejecución, es el caso de fuga del condenado, previsto en el 
número 2 del artículo 22. 
 d) La regla de la especialidad.  
  Las facultades de la autoridad de ejecución quedan limitadas como 
consecuencia de la regla de la especialidad, siendo la autoridad judicial de 
emisión la única facultada para autorizar que a la persona condenada se le 
impongan otras penas o sea perseguida por otros delitos. La especialidad se 
regula en los números 1 a 3 del artículo 18, de manera similar a la orden 
europea de detención209. 
                                                          
208
Por ello, en el artículo 20 se dispone: 
“1. La autoridad competente del Estado de emisión informará de inmediato a la autoridad 
competente del Estado de ejecución de toda resolución o medida adoptada que tenga por 
efecto anular, de inmediato o en un plazo determinado, el carácter ejecutorio de la condena. 
2. La autoridad competente del Estado de ejecución suspenderá la ejecución de la condena tan 
pronto como la autoridad competente del Estado de emisión le informe de la adopción de la 
resolución o medida contemplada en el apartado 1”. 
  
209 “1. La persona trasladada al Estado de ejecución en virtud de la presente Decisión marco no 
podrá, sin perjuicio del apartado 2, ser procesada, condenada ni privada de libertad de ninguna 





TRANSMISIÓN DE LA EJECUCIÓN DE LA PENA PRIVATIVA DE 
LIBERTAD Y ORDEN DE DETENCIÓN EUROPEA 
 
 El artículo 25 de la Decisión Marco declara aplicable la regulación de 
la transmisión de la ejecución contenida en ella, a las transmisiones de la 
ejecución derivadas de la denegación de una orden de detención europea 
para ejecución de una condena dictada contra un nacional o de la entrega 
condicionada a devolución para cumplimiento en el Estado de 
nacionalidad.210  
 Por su parte la Decisión Marco 2002/584, reguladora de la orden de 
detención europea, en su artículo 4 número 6, contempla la posibilidad de 
emisión de una orden europea de detención encaminada, no a obtener la 
entrega de la persona reclamada, sino a iniciar una transmisión de la 
ejecución. Éste es el caso, previsto en dicho artículo, de que “la orden de 
detención europea se haya dictado a efectos de ejecución de una pena o de 
                                                                                                                                                                          
otra forma por una infracción cometida antes de su traslado salvo por la que hubiere motivado 
el traslado. 
2. El apartado 1 no se aplicará en los siguientes casos: 
a) cuando, habiendo tenido la oportunidad de salir del territorio del Estado de ejecución, la 
persona no lo haya hecho en un plazo de 45 días desde su puesta en libertad definitiva, o haya 
vuelto a dicho territorio después de haber salido del mismo; 
b) cuando la infracción no sea punible con una pena privativa de libertad o un auto de 
internamiento; 
c) cuando el proceso penal no concluya con la aplicación de una medida que restrinja la 
libertad individual; 
d) cuando la persona condenada pueda estar sometida a una sanción o medida no privativa de 
libertad, en particular una sanción pecuniaria o medida sustitutoria de esta, aun cuando dicha 
sanción o medida sustitutoria pudieren restringir su libertad individual; 
e) cuando el condenado haya dado su consentimiento al traslado; 
f) cuando la persona condenada hubiere renunciado expresamente, después del traslado, a 
acogerse al principio de especialidad en relación con determinadas infracciones anteriores a su 
traslado. La renuncia se efectuará ante las autoridades judiciales competentes del Estado de 
ejecución y se levantará acta de la misma con arreglo al Derecho interno de este. La renuncia 
se efectuará en condiciones que pongan de manifiesto que la persona lo ha hecho 
voluntariamente y con plena conciencia de las consecuencias que ello acarrea. Con este fin, la 
persona detenida tendrá derecho a la asistencia de 
un abogado; 
g) en los casos no señalados en las letras a) a f), cuando el Estado de emisión dé su 
consentimiento con arreglo al apartado 3. 
3. Se presentará la solicitud de consentimiento a la autoridad competente del Estado de 
emisión, acompañada de la información mencionada en el artículo 8, apartado 1, de la Decisión 
Marco 2002/584/JAI y de una traducción tal como se establece en su artículo 8, apartado 2. Se 
dará el consentimiento siempre que exista una obligación de entrega de la persona en virtud de 
la citada Decisión Marco. La resolución se adoptará en un plazo máximo de treinta días desde 
la recepción de la solicitud. En las situaciones mencionadas en el artículo 5 de dicha Decisión 
Marco, el Estado de ejecución deberá dar las garantías que en 
el mismo se prevén”. 
 
210
 “Sin perjuicio de la Decisión Marco 2002/584/JAI, lo dispuesto en la presente Decisión Marco 
se aplicará, mutatis mutandis y en la medida en que sea compatible con lo dispuesto en dicha 
Decisión Marco, a la ejecución de condenas cuando un Estado miembro se comprometa a 
ejecutar la condena en virtud del artículo 4, apartado 6, de dicha Decisión Marco, o cuando un 
Estado miembro, en aplicación del artículo 5, apartado 3, de la citada Decisión Marco, haya 
impuesto la condición de que la persona condenada sea devuelta para cumplir la condena en el 
Estado miembro de que se trate, a fin de impedir la impunidad de la persona de que se trate”. 





una medida de seguridad privativas de libertad contra una persona buscada 
que sea nacional o residente del Estado miembro de ejecución o habite en 
él y éste se comprometa a ejecutar él mismo dicha pena o medida de 
seguridad de conformidad con su Derecho interno”.  
El artículo 5, número 3, prevé el caso de que “la persona que fuere 
objeto de la orden de detención europea a efectos de entablar una acción 
penal fuere nacional del Estado miembro de ejecución o residiere en él, la 
entrega podrá supeditarse a la condición de que la persona, tras ser oída, 
sea devuelta al Estado miembro de ejecución para cumplir en éste la pena o 
la medida de seguridad privativas de libertad que pudiere pronunciarse en 

























XII LA APLICACIÓN DEL RECONOCIMIENTO A LA 
TRANSMISIÓN DE LA EJECUCIÓN DE PENAS SUSTITUTORIAS Y 
MEDIDAS PRIVATIVAS DE LIBERTAD 
 
 
OBJETO DE LA DECISIÓN MARCO 
 
Mientras que la Decisión Marco 2008/909 se proyecta sobre 
transmisión de la ejecución de las penas privativas de libertad, con o sin 
traslado del condenado, la Decisión Marco 2008/947 se proyecta sobre las 
condenas suspendidas o sustituidas por determinadas medidas de vigilancia 
o control del condenado, quien no ha de ingresar en prisión para el 
cumplimiento de la condena.  
El concepto de medidas de libertad vigilada se precisa en el artículo 2 
de la Decisión Marco, definiendo como tales “las obligaciones impuestas e 
instrucciones dictadas por una autoridad competente a una persona física 
de conformidad con el Derecho nacional del Estado de emisión en relación 
con una pena suspendida, una condena condicional o una libertad 
condicional”. 
Los objetivos perseguidos por la Decisión Marco, al establecer esta 
regulación son facilitar la reinserción de los condenados y la protección de 
las víctimas, cosa que se logra con la transmisión de las medidas de control. 
Estos objetivos se declaran en su artículo 1, número 1. Para alcanzarlos, la 
Decisión Marco establece normas con arreglo a las cuales un Estado 
miembro, distinto de aquel en el que se ha impuesto la condena, reconocerá 
las sentencias y las resoluciones de libertad vigilada y asumirá la 
supervisión de las medidas de vigilancia y control del condenado. 
 
 
PRESUPUESTOS DE LA TRANSMISIÓN  
 
a) El presupuesto de la resolución equivalente 
1- La naturaleza de la resolución 
Este primer requisito del presupuesto se contiene en el artículo 1, 
número 2 de la Decisión Marco, en el que se declara que solo se aplicará al 
reconocimiento de sentencias y de resoluciones de libertad vigilada y a las 
decisiones relacionadas con las medidas de libertad vigilada y penas 
sustitutivas. Así pues, las resoluciones transmisibles serán sentencias 
penales condenatorias, pero también resoluciones dictadas en ejecución de 
la sentencia, cuyo contenido obedezca al objeto de la Decisión Marco.  
2- El contenido de la resolución: sanción adecuada 
Para ser reconocidas como equivalentes y transmisibles, el contenido 
de la sentencia o de la resolución, ha de corresponderse con el objeto 
determinado en el artículo 2 de la Decisión Marco, de farragosa redacción. 





De sus oscuras definiciones se desprende que los contenidos de la 
resolución transmitida sólo pueden ser uno de los siguientes: 
a) La transmisión de la ejecución de penas o medidas privativas de 
libertad, cuando se haya acordado la concesión del beneficio penitenciario 
de libertad condicional o de libertad vigilada. 
b) La transmisión de penas suspendidas y de condenas condicionales, 
en las que se acuerda como condición la sumisión a medidas de libertad 
vigilada, que pueden determinarse en la misma sentencia o en una 
resolución posterior. 
c) La transmisión de penas sustitutivas. Por pena sustitutiva se 
entiende la pena que no consiste en privación de libertad y que impone una 
obligación o instrucción. 
 En todos estos casos, lo relevante no es la pena en sí misma, sino las 
medidas de control por las que se ha sustituido o en las que en definitiva 
consiste la pena alternativa a la privación de libertad o sustitutiva de ella, o 
el beneficio penitenciario de que disfruta la persona condenada. Por ello, la 
definición necesita ser completada con la descripción de las medidas de 
vigilancia o control que se transfieren al Estado de ejecución, cosa que se 
precisa en el artículo 4, en el que se recoge el siguiente listado de medidas 
transmisibles: 
a) obligación de la persona condenada de comunicar a una autoridad 
específica todo cambio de domicilio o lugar de trabajo; 
b) obligación de no entrar en determinadas localidades, lugares, o 
zonas definidas del Estado de emisión o del Estado de ejecución; 
c) imposición de limitaciones respecto a la salida del territorio del 
Estado de ejecución; 
d) requerimientos relativos a la conducta, la residencia, la educación 
y la formación o las actividades de ocio, o que establezcan límites al 
ejercicio de una actividad profesional o determinen modalidades de tal 
ejercicio; 
e) obligación de presentarse en determinadas fechas ante una 
autoridad específica; 
f) obligación de evitar todo el contacto con personas específicas; 
g) obligación de evitar todo el contacto con objetos específicos que la 
persona condenada ha utilizado o podría utilizar para cometer infracciones 
penales; 
h) obligación de reparar económicamente los daños causados por la 
infracción o de presentar pruebas del cumplimiento de esta obligación; 
i) obligación de realizar trabajos en beneficio de la comunidad; 
j) obligación de cooperar con un agente de vigilancia o con un 
representante de un servicio social que tenga responsabilidades con 
respecto a la persona condenada; 





k) obligación de someterse a tratamiento terapéutico o a tratamiento 
de deshabituación. 
 
b) El presupuesto de la infracción adecuada: lista de delitos o 
control de doble incriminación 
 En el artículo 10 se recoge la lista de delitos estándar, para los cuales 
no se exigirá el control de la doble incriminación. No obstante, tendrá que 
tratarse de infracciones “que estén castigadas en el Estado miembro de 
emisión con pena privativa de libertad o medida de privación de libertad de 
un máximo de al menos tres años”. Los delitos no incluidos en la lista 
podrán quedar sujetos al control de doble incriminación. 
  
c) El presupuesto de la conexión territorial 
 La transmisión de la ejecución de las medidas se hará, en principio a 
favor del Estado de residencia habitual del condenado, pero puede también 
hacerse la transmisión a favor de otro Estado de la Unión, a solicitud del 
condenado, tal como se prevé en el artículo 5. No obstante, la aceptación 
de la transmisión sólo es obligatoria para el Estado de la residencia 
habitual, pero no para otros Estados. 
 
 
REQUISITOS FORMALES: TÍTULO Y VÍA DE TRANSMISIÓN 
  
El título tiene carácter complejo, ya que está formado por el 
certificado y la resolución judicial. La vía de transmisión es la directa, por 
cualquier medio que deje constancia escrita y en condiciones que permitan 
al Estado de ejecución determinar su autenticidad, por lo tanto pueden ser 
válidos medios como el fax o el correo electrónico con envío de imagen 
escaneada. Pero si la autoridad competente del Estado de ejecución así lo 
solicita, se le transmitirá el original de la sentencia y, en su caso, de la 
resolución de libertad vigilada, o copias certificadas de las mismas, así como 
el original del certificado, tal como se prevé en el artículo 6.  
El certificado mencionado en el apartado 1 deberá estar firmado por 
la autoridad competente del Estado de emisión, que deberá certificar la 
autenticidad de su contenido. 
 
 
LA OBLIGATORIEDAD DEL RECONOCIMIENTO Y SUS LÍMITES 
 
A) LA REGLA GENERAL Y SUS LÍMITES OBLIGATORIOS 
El reconocimiento es obligatorio y sujeto a plazo, ya que según el 
artículo 12 la autoridad competente del Estado de ejecución tendrá que 
resolver sobre el reconocimiento lo antes posible y, a más tardar, dentro de 
un plazo de 60 días desde la recepción de la sentencia y del certificado. Este 
plazo es prorrogable. Sólo podrá denegarse el reconocimiento si no 
concurren los presupuestos o los requisitos formales (artículos 1, 2, 4, 5 y 
10 de la Decisión Marco) o si concurren razones para la denegación por 





razón del control pasivo de cosa juzgada. No obstante, la autoridad de 
ejecución podrá aplazar la decisión sobre el reconocimiento si el certificado 
mencionado está incompleto o no corresponde manifiestamente a la 
sentencia o a la resolución de libertad vigilada (artículo 8), para permitir la 
subsanación por parte de la autoridad emisora. 
 El único límite obligatorio del reconocimiento no contradictorio con la 
afirmación del principio del reconocimiento lo encontramos en la regulación 
del control pasivo de la aplicación del ne bis in ídem. La denegación del 
reconocimiento por aplicación del principio ne bis in idem está prevista en la 
letra c del artículo 11 número 1 de la Decisión Marco.   
 
B) EXCEPCIONES AL PRINCIPIO DEL RECONOCIMIENTO: 
EXCLUSIONES 
 
 Las exclusiones que los Estados pueden incluir en la normativa de 
transposición, para salvaguardar las peculiaridades de su propio 
ordenamiento jurídico son las que taxativamente se recogen en lista del 
artículo 11 número 1, mezcladas con las referidas a defectos de forma o 
falta de presupuestos. La lista de las causas que constituyen realmente 
exclusiones es la que figura a continuación: 
 a) Prescripción según el Derecho del Estado de ejecución, siempre 
que la pena “se refiera a hechos que sean competencia del Estado de 
ejecución conforme a su Derecho nacional” (letra e). 
 b) Inmunidad en el Estado de ejecución (letra f). 
 c) Minoría de edad penal del condenado en el Estado de ejecución 
(letra g). 
 d) Inexistencia insalvable de la medida impuesta. Podrá denegarse el 
reconocimiento si la resolución transmitida incluye medidas médicas o 
terapéuticas que “el Estado de ejecución no puede vigilar debido a su 
sistema jurídico o sanitario”. Cuando esta imposibilidad es un impedimento 
jurídico, entonces operará como una exclusión. Cuando sea simplemente de 
orden práctico, operará como causa de inejecución (letra i). 
 e) Sentencia en rebeldía, a no ser que en el certificado conste que se 
cumplieron ciertas condiciones que permiten afirmar que el derecho de 
defensa ha quedado suficientemente cumplido, o que se garantice el 
derecho a un nuevo juicio o recurso con asistencia de la persona condenada 
(letra h)211. 
 f) Límite punitivo mínimo. Podrá excluirse el reconocimiento si la 
duración de la medida de libertad vigilada o de la pena sustitutiva es 
inferior a seis meses (letra j). 
 g) Extensión extraterritorial de la jurisdicción del Estado de emisión. 
Podrá denegarse el reconocimiento si la sentencia se refiere a infracciones 
penales que, con arreglo a la legislación del Estado de ejecución, se 
consideran cometidas en su totalidad o en su mayor parte dentro de su 
territorio, o en un lugar considerado equivalente a su territorio (letra k). No 
obstante se prevé expresamente una limitación a la aplicación de esta 
                                                          
211
 Artículo redactado conforme a la Decisión Marco 2009/299 sobre juicios sin comparecencia 
personal del imputado. 
 





exclusión, disponiéndose que los Estados harán un uso excepcional de esta 
posibilidad si la mayor parte o una parte esencial de los hechos ha tenido 
lugar en el Estado de emisión. 
 
 
LA EJECUCIÓN DE LA RESOLUCIÓN RECONOCIDA 
 
A) LA REGLA DE LA EJECUCIÓN INMEDIATA Y EN SUS PROPIOS 
TÉRMINOS  
 
 Esta regla se desprende del artículo 8, en el que se dispone que una 
vez reconocida la resolución “adoptará sin demora todas las medidas 
necesarias para la vigilancia de las medidas de libertad vigilada y penas 
sustitutivas”. Es decir la ejecución se ha de llevar a cabo sin demora y lo 
ejecutado han de ser justamente las medidas de de libertad vigilada y 
penas sustitutivas transmitidas. 
 
B) EXCEPCIONES A LA REGLA DE LA EJECUCIÓN INMEDIATA Y EN 
SUS PROPIOS TÉRMINOS 
 a) Excepción a la ejecución en sus propios términos: adaptación de la 
resolución transmitida. 
Se prevé en el artículo 9. En caso de que las medidas de libertad 
vigilada o las penas sustitutivas, sean por su naturaleza o duración 
incompatibles con el Derecho del Estado de ejecución, la autoridad podrán 
ser adaptadas a la naturaleza o duración de a las medidas de libertad 
vigilada o penas sustitutivas, o a la duración del período de libertad 
vigilada, que se apliquen en el Derecho nacional del Estado de ejecución a 
infracciones equivalentes.  
Las medidas de libertad vigilada o las penas sustitutivas o la duración 
del período de libertad vigilada, una vez adaptadas, deberán corresponder, 
en la medida de lo posible, a las acordadas por la autoridad de emisión. En 
todo caso, las medidas o penas adaptadas no deberán ser más severas ni 
más largas que las medidas de libertad vigilada, las penas sustitutivas o el 
período de libertad vigilada inicialmente impuestos. 
b) Reconocimiento y ejecución de las medidas de vigilancia o de las 
condiciones impuestas pero no de las consecuencias en caso de 
incumplimiento. 
Esta excepción a la ejecución íntegra y en sus propios términos, 
deriva en realidad de un reconocimiento parcial de la resolución transmitida, 
puesto que se reconocen las medidas principalmente transmitidas, de 
vigilancia de la conducta del condenado y del cumplimiento de las 
condiciones impuestas, pero no se reconocen las medidas sancionadoras 
que entrarían en juego en caso de incumplimiento de las obligaciones que el 
condenado asume para mantener el beneficio de la suspensión o sustitución 
de la condena. Esta posibilidad de reconocimiento parcial se encuentra 





contenida en los números 3,4 y 5 del oscuro artículo 14 de la Decisión 
Marco212. 
Como se menciona en el número 5 de dicho artículo 14, la resolución 
transmitida es reconocida, pero la ejecución se limita: no se extiende a la 
ejecución de las sanciones que lleve aparejado el incumplimiento de las 
condiciones impuestas. 
c) Excepción a la ejecución misma: imposibilidad práctica de 
ejecución.  
                                                          
212 Artículo 14 
Competencia respecto de cualquier decisión ulterior y Derecho aplicable 
1. La autoridad competente del Estado de ejecución tendrá competencia para adoptar cualquier 
decisión ulterior relacionada con la pena suspendida, la libertad condicional, la condena 
condicional y la pena sustitutiva, en particular en caso de incumplimiento de una medida de 
libertad vigilada o pena sustitutiva o si la persona condenada comete una nueva infracción 
penal. 
Entre tales decisiones ulteriores figuran, en particular, las siguientes: 
a) la modificación de las obligaciones o instrucciones contenidas en la medida de libertad 
vigilada o pena sustitutiva, o la modificación de la duración del período de libertad vigilada; 
b) la revocación de la suspensión de la ejecución de la sentencia o de la resolución de la 
puesta en libertad condicional, y 
c) la imposición de una pena privativa de libertad o medidas de privación de libertad en caso de 
una pena sustitutiva o de una condena condicional. 
2. El Derecho del Estado de ejecución será aplicable a las decisiones adoptadas con arreglo al 
apartado 1 y a todas las consecuencias subsiguientes de la sentencia, incluida, si ha lugar, la 
ejecución de la pena privativa de libertad o la medida de privación de libertad y, en caso 
necesario, la adaptación de dicha pena o medida.  
3. Cada Estado miembro podrá declarar, en el momento de la adopción de la presente Decisión 
Marco o en una fecha posterior, que en su condición de Estado de ejecución se negará a 
asumir la responsabilidad indicada en el apartado 1, letras b) y c), en los casos o categorías de 
casos que especifique, en particular: 
a) con respecto a las penas sustitutivas, cuando la sentencia no imponga una pena privativa de 
libertad o medida de privación de libertad que deba aplicarse en caso de incumplimiento de las 
obligaciones o requerimientos de que se trate; 
b) con respecto a las condenas condicionales; 
c) en los casos en que la sentencia se refiera a hechos que no constituyan infracción según el 
Derecho del Estado de ejecución, sean cuales fueren sus elementos constitutivos o su 
calificación. 
4. Cuando un Estado miembro se acoja a alguna de las posibilidades contempladas en el 
apartado 3, la autoridad competente del Estado de ejecución volverá a transferir la 
competencia a la autoridad competente del Estado de emisión en los casos de incumplimiento 
de una medida de libertad vigilada o pena sustitutiva si la autoridad competente del Estado de 
ejecución considera que debe adoptarse una decisión ulterior a tenor del apartado 1, letras b) o 
c). 
5. En los casos a que se refiere el apartado 3 del presente artículo, no se verán afectadas ni la 
obligación de reconocer la sentencia y, en su caso, la resolución de libertad vigilada, ni la 
obligación de adoptar sin demora todas las medidas necesarias para la vigilancia de las 
medidas de libertad vigilada o las penas sustitutivas, como establece el artículo 8, apartado 1. 
6. Las declaraciones contempladas en el apartado 3 se realizarán mediante notificación a la 
Secretaría General del Consejo. 
Estas declaraciones podrán retirarse en cualquier momento. Las declaraciones y retiradas de 
declaraciones mencionadas en el presente artículo se publicarán en el Diario Oficial de la 
Unión Europea. 
 





 Si la resolución transmitida incluye medidas médicas o terapéuticas 
que “el Estado de ejecución no puede vigilar debido a su sistema jurídico o 
sanitario” y esta imposibilidad no deriva de un impedimento jurídico, sino 
que es simplemente de orden práctico, la causa prevista en la letra i del 
artículo 11 número 1 operará como causa de inejecución. 
 
 
LA DISTRIBUCIÓN DE LA COMPETENCIA FUNCIONAL DURANTE 
LA EJECUCIÓN: LA REGLA DE LA AUTONOMÍA DE LA EJECUCIÓN  
 
A) LA REGLA GENERAL DE LA AUTONOMÍA DE LA EJECUCIÓN 
  
a) Asimilación a la ejecución de resoluciones propias. 
La ejecución transmitida se ejecuta de manera autónoma en el 
Estado de ejecución, conforme a sus propias normas, tal como se establece 
en el artículo 13. Pero no sólo se trata de la aplicación de normas de 
procedimiento, sino que ello implica también la asunción de la potestad para 
“adoptar cualquier decisión ulterior relacionada con la pena suspendida, la 
libertad condicional, la condena condicional y la pena sustitutiva, en 
particular en caso de incumplimiento de una medida de libertad vigilada o 
pena sustitutiva o si la persona condenada comete una nueva infracción 
penal” (artículo 14). Podrá por tanto acordar la modificación de las 
obligaciones o instrucciones contenidas en la medida de libertad vigilada o 
pena sustitutiva, o la modificación de la duración del período de libertad 
vigilada; la revocación de la suspensión de la ejecución de la sentencia o de 
la resolución de la puesta en libertad condicional, y la imposición de una 
pena privativa de libertad o medidas de privación de libertad en caso de una 
pena sustitutiva o de una condena condicional. 
 
  b) Irreversibilidad de la transmisión. 
 Del artículo 20 a contrario sensu se desprende que la transmisión de 
la ejecución será irrevocable, salvo los supuestos excepcionales 
expresamente previstos en la Decisión Marco. 
 
B) EXCEPCIONES A LA AUTONOMÍA DE LA EJECUCIÓN 
 
a) Vinculación al cese de las medidas acordada por decisión del 
Estado de emisión. 
Del texto del artículo 16 de la Decisión Marco se puede deducir que la 
autoridad competente del Estado de emisión podrá poner fin a la ejecución 
transmitida, sin asumir su continuación en el Estado de emisión, en una 
serie de casos213. Estos supuestos implican una excepción a la autonomía de 
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Artículo 16 
Obligaciones de las autoridades afectadas cuando la competencia respecto de las resoluciones 
ulteriores corresponde al Estado de ejecución. 





la transmisión, puesto que suponen una vinculación de la autoridad de 
ejecución a decisiones de la autoridad de emisión, posteriores a la 
transmisión. Tales supuestos son los siguientes: 
1.- Modificación de las medidas de libertad vigilada o de las penas 
sustitutivas por la autoridad de emisión. 
2.- Revocación de la suspensión de la ejecución de la sentencia o la 
revocación de la resolución de puesta en libertad anticipada por parte de la 
autoridad de emisión.  
3.- Ejecución de una pena privativa de libertad o de una medida de 
privación de libertad por incumplimiento de una medida de libertad vigilada 
o una pena sustitutiva. La revocación del beneficio de la libertad vigilada o 
de la pena sustitutiva por incumplimiento de condiciones constituye, en 
virtud de lo establecido en la norma citada, una competencia compartida 
entre el Estado de emisión y el de ejecución, lo que entraña una excepción 
a la autonomía de la ejecución. 
4.- Extinción de las medidas de libertad vigilada o de las penas 
sustitutivas conforme al Derecho del Estado de emisión, lo que puede 
deberse tanto a despenalización como a amnistía o indulto. La amnistía o el 
indulto pueden concederse tanto por el Estado de emisión como por el 
Estado de ejecución (artículo 19 nº 1).  
 
b) Competencia exclusiva del Estado de emisión para la revisión de 
sentencias firmes.  
Solo el Estado de emisión podrá decidir sobre las solicitudes de 
revisión de la sentencia en que se basen las medidas de libertad vigilada o 
las penas sustitutivas que hayan de vigilarse en virtud de la presente 
Decisión Marco (artículo 19 nº 2). 
 
c) Reversión de la ejecución. 
La ejecución puede revertir al Estado de emisión en tres casos: 
1.- A petición del Estado de emisión, con acuerdo del Estado de 
ejecución. Si en el Estado de emisión se siguen nuevas causas penales 
contra la persona misma persona contra la que se sigue la ejecución 
transmitida, las autoridades del Estado de emisión podrán solicitar a la 
autoridad competente del Estado de ejecución que le vuelva a transferir la 
                                                                                                                                                                          
1. La autoridad competente del Estado de ejecución informará sin demora a la autoridad 
competente del Estado de emisión, por cualquier medio que deje constancia escrita, de todas 
las decisiones relativas a: 
a) la modificación de las medidas de libertad vigilada o de las penas sustitutivas; 
b) la revocación de la suspensión de la ejecución de la sentencia o la revocación de la 
resolución de puesta en libertad anticipada; 
c) la ejecución de una pena privativa de libertad o de una medida de privación de libertad por 
incumplimiento de una medida de libertad vigilada o una pena sustitutiva; 
d) la extinción de las medidas de libertad vigilada o de las penas sustitutivas. 
  





competencia respecto de la vigilancia de las medidas de libertad vigilada y 
las penas sustitutivas (artículo 20 nº 2). La autoridad competente del 
Estado de ejecución podrá aceptar o no la reversión. 
2.- Reversión al Estado de emisión, por decisión unilateral del Estado 
de ejecución: fuga o cambio de residencia. La ejecución volverá al Estado 
de emisión, por decisión unilateral facultativa de la autoridad judicial del 
Estado de ejecución, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 20 número 1, 
si la persona condenada se fuga o deja de tener una residencia legal 
habitual en el Estado de ejecución. 
3.- Reversión de la ejecución transmitida en caso de incumplimiento 
de condiciones. Cuando la persona condenada no ha cumplido las 
condiciones impuestas, si el Estado de ejecución no ha aceptado ejecutar de 
las sanciones que se deberán imponer en caso de incumplimiento, entonces 
la ejecución debe volver al Estado de emisión, para que sea éste el que 
ejecute las penas que procedan. Esta reversión, aplicable sólo a los Estados 
que limitan la ejecución de la resolución transmitida a su esencia 
fundamental, se prevé en el artículo 14.  
En todos los casos de reversión de la ejecución, el número 3 del 
artículo 20 obliga al Estado de ejecución a tomar en cuenta el tiempo de 
cumplimiento de las medidas impuestas y cumplidas en el Estado de 
ejecución: “Cuando, en aplicación del presente artículo, se devuelva la 
competencia al Estado de emisión, la autoridad competente de dicho Estado 
reasumirá dicha competencia. Para la ulterior vigilancia de las medidas de 
libertad vigilada o la aplicación de las penas sustitutivas, la autoridad 
competente del Estado de emisión tendrá en cuenta el período y grado de 
cumplimiento de las medidas de libertad vigilada o de las penas sustitutivas 
en el Estado de ejecución”. 











XIII LA APLICACIÓN DEL RECONOCIMIENTO A LA TRANSMISIÓN  
DE MEDIDAS DE VIGILANCIA SUSTITUTORIAS DE LA PRISIÓN 
PROVISIONAL: LA DECISIÓN MARCO 2009/829, DE 23 DE OCTUBRE 
DE 2009  
 
 
OBJETO DE LA DECISIÓN MARCO 
 
 Tal como se refleja en su artículo 1, esta Decisión tiene por objeto 
regular el reconocimiento de las resoluciones sobre medidas de vigilancia y 
control de imputados o acusados que se encuentran en situación de libertad 
provisional. Ello implicará la transmisión de la supervisión de las medidas de 
vigilancia que se hayan impuesto a una persona física y la entrega del 
imputado o condenado en caso de incumplimiento de dichas medidas.  
Por medidas de vigilancia se entiende en la Decisión Marco las 
obligaciones impuestas e instrucciones dictadas a una persona física con 
arreglo al Derecho del Estado de emisión. Las medidas pueden consistir no 
sólo en el control de la disponibilidad del imputado o acusado para 
comparecer cuando sea requerida su presencia, sino también puede tratarse 
de medidas de protección a la víctima. Por ello, la protección a las víctimas 
se incluye entre los objetivos que persigue, junto al objetivo de favorecer la 
adopción de medidas que eviten la prisión provisional de los imputados o 
acusados, cuando esta medida no sea estrictamente indispensable. La 
Decisión Marco especifica en su artículo 8 el catálogo de medidas que 
pueden transmitirse. 
 La Decisión Marco regula dos especies diferentes de transmisión: una 
obligatoria en la que rige el principio del reconocimiento y otra de 
aceptación potestativa. La transmisión de aceptación obligatoria es la que 
se realiza al Estado de residencia del imputado o acusado, lugar al cual 
desea regresar. La de aceptación potestativa es la transmisión a cualquier 
otro Estado. Ha de ser solicitada por el interesado y aceptada por el Estado 
distinto del de residencia. 
 
 
PRESUPUESTOS DE LA TRANSMISIÓN 
a) El presupuesto de la resolución equivalente 
 La resolución que se transmite ha de haberse acordado, en proceso 
penal, por la autoridad competente conforme al Derecho del Estado de 
emisión. El contenido de esta resolución ha de consistir en la imposición de 
determinadas medidas a la persona acusada o imputada, como alternativa a 
la prisión provisional. Pero no cualquier medida es transmisible, ya que sólo 
son transmisibles las contempladas en el catálogo del artículo 8, las del 
número 1 con carácter obligatorio y las del número 2 de asunción 
potestativa por el Estado de ejecución.   
 Las medidas de ejecución obligatoria son las siguientes: 





1.- Obligación de la persona de comunicar a la autoridad competente 
del Estado de ejecución cualquier cambio de domicilio, en particular para 
poder recibir las citaciones a comparecer en unas diligencias de prueba o 
vistas en el transcurso de las actuaciones penales. 
2.- Obligación de no entrar en determinadas localidades, lugares, o 
zonas definidas del Estado de emisión o del Estado de ejecución. 
3.- Obligación de permanecer en un lugar determinado, cuando 
proceda, en períodos determinados. 
4.- Imposición de limitaciones respecto a la salida del territorio del 
Estado de ejecución. 
5.- Obligación de presentarse en determinadas fechas ante una 
autoridad específica. 
6.- Prohibición de aproximación a personas específicas relacionadas 
con los delitos presuntamente cometidos. 
 Las medidas de asunción potestativa son: 
1.- Obligación de no realizar determinadas actividades relacionadas 
con los delitos presuntamente cometidos, lo que podrá incluir ejercer 
determinadas profesiones o trabajar en determinados sectores. 
2.- Obligación de no conducir vehículos. 
3.- Obligación de depositar una suma determinada o dar otro tipo de 
garantía, en un número determinado de plazos o en un pago único. 
4.- Obligación de someterse a tratamientos terapéuticos o a 
tratamientos contra las adicciones; 
5.- Obligación de evitar todo contacto con objetos específicos 
relacionados con los delitos presuntamente cometidos. 
 
b) Ámbito sustantivo 
 Para delimitar el ámbito sustantivo en el que se desenvuelve el 
principio del reconocimiento, se diferencia entre los delitos de la lista, que 
en esta Decisión Marco se recoge en el artículo 14, y los delitos no 
pertenecientes a la lista. Para los primeros, el reconocimiento será 
obligatorio siempre que el delito alcance un mínimo punitivo de al menos 
tres años de privación de libertad, sin que pueda exigirse el control de doble 
incriminación. Para los delitos no pertenecientes a la lista, o que no rebasen 
el límite mínimo punitivo, se permite su sujeción al control de doble 
incriminación.   
 
c) Conexión con el Estado de ejecución 
La ejecución obligatoria de las medidas de control podrá ser 
transmitida al Estado en cuyo territorio tenga su residencia la persona 
acusada o condenada. Podrá transmitirse la ejecución a otros Estados 
distintos del Estado de residencia, pero el Estado que no sea el de 
residencia no está obligado a aceptar la transmisión214. 
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 Artículo 9 
Criterios relativos al Estado miembro al que puede transmitirse la resolución sobre medidas de 
vigilancia 






d) Consentimiento o solicitud del interesado 
Tanto en la transmisión de aceptación obligatoria, como en la 
potestativa, el imputado o acusado deberá aceptar o solicitar la transmisión. 
 
 
REQUISITOS DE FORMA Y VÍA DE TRANSMISIÓN 
El título está formado por la resolución o su testimonio y el certificado 
previsto en la Decisión Marco (artículo 10). Se transmitirá directamente a la 
autoridad competente. Excepcionalmente algunos Estados pueden prever la 
transmisión a través de autoridad central. El título sólo podrá transmitirse a 
un Estado cada vez, sin que quepa la transmisión simultánea a más de uno. 
En cuanto al soporte en el que ha de transmitirse el título, el artículo 
10 de la Decisión Marco permite que este se transmita “por cualquier medio 
que deje constancia escrita y en condiciones que permitan al Estado de 
ejecución determinar su autenticidad”. Ello permite la transmisión sin 
soporte de papel. No obstante, si el Estado de ejecución así lo solicita, “se le 
transmitirá el original de la resolución sobre medidas de vigilancia, o copia 
certificada de este, así como el original del certificado”. El certificado ha de 
extenderse en el formulario obligatorio contenido en el anexo de la Decisión 
Marco y necesariamente ha de contener determinadas menciones que se 
recogen en los números 4 y 5 del artículo 10 de la Decisión Marco. 
 
 
LA OBLIGATORIEDAD DEL RECONOCIMIENTO Y SUS LÍMITES 
 
 Cuando se cumplan los presupuestos y los requisitos de forma, el 
reconocimiento será obligatorio siempre que la ejecución de las medidas de 
control se transmita al Estado de la residencia habitual, al cual va a 
regresar la persona imputada o acusada. La obligatoriedad se proclama en 
el artículo 12 de la Decisión Marco, debiendo producirse la decisión sobre el 
                                                                                                                                                                          
1. La resolución sobre medidas de vigilancia podrá transmitirse a la autoridad competente del 
Estado miembro en el que el interesado tenga su residencia legal y habitual, siempre que este, 
tras haber sido informado de las medidas de que se trata, consienta en regresar a dicho 
Estado. 
2. La autoridad competente del Estado de emisión podrá, a solicitud del interesado, transmitir la 
resolución sobre medidas de vigilancia a la autoridad competente de un Estado miembro 
distinto del Estado miembro en que el interesado tenga su residencia legal habitual, siempre 
que esta última autoridad haya dado su consentimiento a dicha transmisión. 
3. Cuando incorporen la presente Decisión marco a su ordenamiento interno, los Estados 
miembros determinarán en qué condiciones sus autoridades competentes pueden dar su 
consentimiento a la transmisión de una resolución sobre medidas de vigilancia, en los casos 
contemplados en el apartado 2. 
4. Los Estados miembros presentarán una declaración a la Secretaría General del Consejo 
para informarla de la decisión adoptada con arreglo a lo dispuesto en el apartado 3. Los 
Estados miembros podrán modificar esta declaración en cualquier momento. La Secretaría 
General del Consejo pondrá a disposición de todos los Estados miembros y de la Comisión la 
información recibida. 
 





reconocimiento en el plazo de 20 días desde la recepción del título, sin 
perjuicio de la posibilidad de prórroga.  
Como sucede en otras decisiones marco, en el listado de causas de 
denegación del artículo 15, se reiteran algunos de los supuestos de falta de 
presupuestos (conexión con el Estado destinatario, doble incriminación en 
delitos no exentos de ese control), así como los defectos en el certificado.  
Se contempla también la denegación por vulneración del principio ne 
bis in ídem y se detallan las exclusiones que los Estados pueden 
válidamente adoptar para limitar la aplicación del principio del 
reconocimiento.  
Las exclusiones son: la prescripción, condicionada a que el hecho sea 
de la competencia de los Tribunales del Estado de ejecución; la minoría de 
edad penal en el Estado de ejecución y la inmunidad o privilegio. 
 
 
LAS REGLAS DE LA EJECUCIÓN 
 
 La ejecución sin demora de la resolución reconocida se contempla 
expresamente en el artículo 12. 
La regla de la ejecución en sus propios términos, es decir, de la 
misma medida transmitida, se desprende a contrario sensu del artículo 13 
que prevé la adaptación de las medidas transmitidas, únicamente cuando 
sean incompatibles con el Derecho del Estado de ejecución.  
En caso de compatibilidad, la autoridad de ejecución no puede 
cambiar las medidas por otras. Si se procede a la adaptación, la medida 
adaptada deberá ser equivalente, en todo lo posible, a la medida 
transmitida. El uso de la potestad de adaptación de las medidas 
transmitidas ha de comunicarse al Estado de emisión, cuya autoridad 
competente podrá decidir dejar sin efecto la transmisión si la adaptación de 
la medida no es considerada adecuada o suficientemente satisfactoria para 
la autoridad de emisión. La posibilidad de adaptación de las medidas 
constituye la única excepción a la regla de la ejecución de la resolución en 
sus propios términos. 
La ejecución de las medidas en sus propios términos, si bien no se 
exceptúa,  sí se matiza en lo relativo a la duración de las medidas. La 
duración máxima de las medidas se fijará conforme al Derecho nacional del 
Estado de ejecución. Por ello, están sujetas a plazo e incluso pueden 
caducar si no son renovadas (artículo 17). 
 
 
LA DISTRIBUCIÓN DE LA COMPETENCIA FUNCIONAL DURANTE LA 
EJECUCIÓN: LA ACCESORIEDAD RESPECTO AL PROCESO PRINCIPAL 
 
 La transmisión que se regula en la Decisión Marco viene referida a 
medidas cautelares, sustitutorias de la prisión preventiva. El proceso 
cautelar en el curso de cual se van a ejecutar las medidas de vigilancia 





transmitidas es, como todo proceso cautelar instrumental del proceso 
principal, lo que supone una total dependencia de una situación 
eventualmente  cambiante que se está desarrollando en el proceso 
principal.  
La medida cautelar, como consecuencia de su instrumentalidad, es 
siempre accesoria con respecto del proceso principal y por lo tanto la 
subsistencia de las medidas cautelares depende siempre del proceso 
principal y de sus vicisitudes. Aunque la ejecución de las medidas se rija por 
las normas del Estado de ejecución (artículo 16), sin embargo las medidas 
mismas están vinculadas al proceso principal. Por ello la autoridad de 
emisión tiene plenas facultades para poner fin a la ejecución de las medidas 
transmitidas, simplemente para dejarlas sin o efecto o para sustituirlas por 
otras o dictar una orden europea de detención (artículo 18). 
Sin embargo, la accesoriedad de las medidas se matiza o se 
excepciona en determinadas situaciones en las que pueden pasar a ser 
instrumentales no del proceso que ha provocado la transmisión sino de un 
eventual e hipotético proceso futuro. Esta es la situación que se contempla 
en el artículo 15 letra h de la Decisión Marco, que viene referida a la 
imposibilidad de entrega en caso de incumplimiento de las condiciones 
fijadas por la autoridad de emisión. Esta situación podría darse en el caso 
de que el delito por el que se sigue procedimiento fuera de tal naturaleza 
que pudiera dar lugar a la denegación de una eventual orden europea de 
detención, al amparo de una exclusión incorporada a su Derecho interno por 
el Estado de ejecución (por ejemplo por extraterritorialidad o por 
prescripción). En tal caso, el Estado de ejecución informará de ello al Estado 
de emisión, cuyas autoridades decidirán si continúan adelante con la 
transmisión, asumiendo el riesgo de que en caso de incumplimiento de las 
condiciones sea inviable la orden europea de detención. 
  











XIV LA APLICACIÓN DEL RECONOCIMIENTO A LA 
TRANSMISIÓN DE MEDIDAS DE PROTECCIÓN: LA DIRECTIVA 
2011/99/UE DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO DE 




OBJETO DE LA DIRECTIVA 
 
La forma jurídica de directiva se utiliza por primera vez en la 
Directiva 2011/99 sobre la orden europea de protección, para regular un 
sector de la cooperación judicial penal. Tiene por objeto regular la 
transmisión de la orden europea de protección, destinada a transmitir a la 
autoridad competente de otro Estado miembro “una medida de protección 
destinada a proteger a una persona contra actos delictivos de otra que 
puedan poner en peligro su vida, su integridad física o psicológica y su 
dignidad, su libertad individual o su integridad sexual”, dictada como 
consecuencia de un delito (artículo 1 Directiva 2011/99). La finalidad de la 
Directiva y de la orden europea de protección es proteger a la víctima que 
ha de desplazarse del Estado de emisión al territorio de otro Estado 
miembro de la Unión Europea. 
Según las definiciones contenidas en el artículo 2 de la Directiva, por 
orden de protección se entiende “una resolución adoptada por una 
autoridad judicial o autoridad equivalente de un Estado miembro en relación 
con una medida de protección, en virtud de la cual una autoridad judicial o 
equivalente de otro Estado miembro adopta la medida o medidas oportunas 
con arreglo a su propio Derecho nacional a fin de mantener la protección de 
la persona protegida”. 
Por medida de protección se entiende “una resolución en materia 
penal, adoptada en el Estado de emisión con arreglo a su legislación y 
procedimientos nacionales, por la cual se impone a una persona causante 
de peligro una o más de las prohibiciones o restricciones previstas en el 
artículo 5, a fin de proteger a la persona protegida de actos delictivos que 
puedan poner en peligro su vida, su integridad física o psicológica, su 
dignidad, su libertad individual o su integridad sexual”. 
El concepto de víctima no se restringe a la mujer víctima de violencia 
de género ni a las víctimas de violencia intrafamiliar, sino que se extiende a 
cualquier víctima que se encuentre amparada por una orden de protección, 
tal como se confirma en la exposición de motivos. 
  La orden europea de protección puede contener tanto una medida 
cautelar como una sanción penal. Así se reconoce en el punto 10 de la 





exposición de motivos de la Directiva, así como también en el expositivo 
16215 o en el 26216 y en muchos otros artículos de la Directiva.  
A pesar de que no se refiera sólo a medidas cautelares, sino también 
a penas, es importante destacar que por su finalidad, la transmisión de 
medidas de protección regulada en la Directiva tiene siempre un carácter 
instrumental, lo que puede parecer paradójico o al menos llamativo a 
primera vista en el caso de la transmisión de sanciones penales. Pero esta 
configuración de la orden de protección como un procedimiento 
instrumental, resulta plenamente lógica. Las finalidades de la orden de 
protección pueden ser las siguientes: 
1ª Proteger a la víctima que se encuentra o va a encontrarse en un 
Estado distinto del Estado de emisión, cuyos tribunales conocen o han 
conocido del delito, cuando el autor del delito reside en el Estado de 
emisión. El riesgo que se trata de precaver en este caso es el de que el 
autor de los hechos pueda burlar las restricciones que le han sido impuestas 
en el Estado donde reside, con carácter de medida cautelar o como penas 
accesorias, sustitutorias o alternativas a la prisión o como condiciones de la 
suspensión de la condena. La medida de protección contenida en la orden 
europea tiene en este caso carácter instrumental con respecto al proceso 
principal en el que se ha acordado una medida cautelar o en el que está 
teniendo lugar la ejecución de la pena impuesta al autor del delito. 
2ª Proteger a la víctima frente al riesgo que provenga del autor de los 
hechos que se encuentra en un tercer Estado que no es el de emisión 
(cuyos tribunales conocen o han conocido del delito) ni el de ejecución o 
que va a trasladar su residencia próximamente a un tal tercer Estado. Para 
la eficacia de las restricciones protectoras impuestas al autor del delito 
resultará indispensable que la medida cautelar acordada en el Estado de 
emisión o la pena alternativa o sustitutoria o las condiciones de la 
suspensión de la condena se transmitan al Estado en el que se encuentra o 
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 “(16) A efectos de la aplicación de la presente Directiva, las medidas de protección pueden 
haberse dictado a raíz de una sentencia según la definición de la Decisión marco 2008/947/JAI 
del Consejo, de 27 de noviembre de 2008, relativa a la aplicación del principio de 
reconocimiento mutuo de sentencias y resoluciones de libertad vigilada con miras a la vigilancia 
de las medidas de libertad vigilada y las penas sustitutivas ( 1 ), o bien a raíz de una resolución 
sobre medidas de vigilancia según la definición de la Decisión marco 2009/829/JAI del 
Consejo, de 23 de octubre de 2009, relativa a la aplicación, entre Estados miembros de la 
Unión Europea, del principio de reconocimiento mutuo a las resoluciones sobre medidas de 
vigilancia como sustitución de la prisión provisional ” 
 
216
 (26) En el marco de la cooperación entre las autoridades encargadas de asegurar la 
protección de la persona protegida, la autoridad competente del Estado de ejecución debe 
comunicar a la autoridad competente del Estado de emisión cualquier incumplimiento de las 
medidas adoptadas en aquel para ejecutar la orden europea de protección. Esta comunicación 
debe permitir a la autoridad competente del Estado de emisión decidir con rapidez la reacción 
oportuna en relación con la medida de protección impuesta por ese Estado a la persona 
causante del peligro. Si procede, dicha reacción puede incluir la aplicación de una medida 
privativa de libertad en sustitución de una medida no privativa de libertad inicialmente adoptada 
como alternativa, por ejemplo, a la prisión preventiva o como consecuencia de la suspensión 
condicional de una pena. Se entiende que tal resolución, al no imponer ex novo una sanción 
por una nueva infracción penal, no afecta a la facultad del Estado de ejecución de imponer, si 
procede, sanciones en caso de incumplimiento de las medidas adoptadas para ejecutar la 
orden europea de protección. 





al que se va a trasladar el autor del delito. En tal caso, la Directiva 
contempla una cooperación triangular que consiste en la transmisión de la 
medida cautelar, la pena sustitutoria de la prisión o las condiciones de la 
suspensión al Estado competente, de conformidad con la Decisión marco 
2009/829 (resoluciones sobre medidas de vigilancia como sustitución de la 
prisión provisional) o con la Decisión marco 2008/947 (sentencias y 
resoluciones de libertad vigilada); y al mismo tiempo la transmisión de la 
orden europea de protección a un tercer Estado diferente de los anteriores, 
pero en el cual la víctima puede residir o encontrarse durante un cierto 
tiempo. La emisión de la orden europea de protección en la cooperación 
triangular puede ser incluso previa a la transmisión de la medida cautelar o 
de la pena sustitutoria de la prisión al Estado correspondiente217. La 
cooperación triangular tiene una regulación detallada en los artículos 13 y 
14 de la Directiva al llevar a cabo la distribución funcional de las potestades 
entre el Estado de emisión, el Estado de ejecución y el Estado de 
supervisión218. En la cooperación triangular, la medida de protección 
contenida en la orden europea tiene carácter instrumental con respecto al 
proceso principal en el Estado de emisión, pero está también relacionada 
con la medida o la pena transmitida al tercer Estado donde se encuentra el 
autor de los hechos. 
3ª Proteger provisionalmente a la víctima que se encuentra en un 
Estado distinto del Estado de aquel cuyos tribunales conocen o han conocido 
del delito, cuando el autor de los hechos reside o va a trasladar su 
residencia al mismo Estado en el que se encuentra la persona protegida, a 
la espera de que el Estado de emisión pueda formalizar la transmisión de 
una medida cautelar o de una pena alternativa a la prisión o de las 
condiciones de la suspensión de la pena. En este caso, la medida contenida 
en la orden europea de protección reviste el carácter de medida cautelar 
instrumental, bien sea de la transmisión próxima de una medida cautelar o 
bien sea de la transmisión de una pena o de las medidas que constituyen 
las condiciones de la suspensión de una pena privativa de libertad. Esta 
situación se contempla en la letra d del artículo 14 número de la 
Directiva219, en donde se regula el cese de la medida de protección 
sustituida por la medida cautelar o la pena transmitida. Una de las razones 
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 Así se contempla, por ejemplo, en el artículo 13 número 4 de la Directiva: 
“Cuando la medida de protección esté contenida en una sentencia, según la definición del 
artículo 2 de la Decisión marco 2008/947/JAI, que ya se haya transmitido o se vaya a transmitir 
tras la emisión de la orden europea de protección a otro Estado miembro, y la autoridad 
competente del Estado de supervisión haya tomado ulteriormente decisiones que afecten a las 
obligaciones o instrucciones contenidas en la medida de protección de conformidad con el 
artículo 14 de dicha Decisión marco, la autoridad competente del Estado de emisión procederá 
sin demora a prorrogar, revisar, modificar, revocar o anular en consecuencia la orden europea 
de protección”.  
 
218
 Según la definición del artículo 2, el Estado de supervisión es el Estado al que, en la 
cooperación triangular, se ha transmitido la medida cautelar o la pena alternativa a la prisión, 
de conformidad con la correspondiente decisión marco. 
 
219
 “cuando, tras el reconocimiento de la orden europea de protección, se haya transmitido al 
Estado de ejecución una sentencia, según la definición del artículo 2 de la Decisión marco 
2008/947/JAI, o una resolución sobre medidas de vigilancia, según la definición del artículo 4 
de la Decisión marco 2009/829/JAI”. 
 





que pueden aconsejar esta combinación de la orden de protección con la 
posterior transmisión de una pena o medida puede ser la mayor agilidad y 





A) EL PRESUPUESTO DE LA RESOLUCIÓN EQUIVALENTE 
 
a) Resolución Judicial que impone medidas restrictivas para la 
protección de la víctima 
La orden europea de protección consiste en esencia en la transmisión 
a la autoridad competente de otro Estado de una orden de protección 
dictada a nivel nacional. Del artículo 5 de la Directiva220 se desprende que la 
resolución equivalente, que constituye el presupuesto del reconocimiento es 
aquella en la cual la autoridad competente del Estado de emisión acuerda 
determinadas medidas de protección, que necesariamente han de consistir 
en alguna de las siguientes prohibiciones o restricciones:  
a) prohibición de entrar en determinadas localidades, lugares o zonas 
definidas en las que la persona protegida reside o que frecuenta;  
b) prohibición o reglamentación de cualquier tipo de contacto con la 
persona protegida, incluidos los contactos telefónicos, por correo electrónico 
o postal, por fax o por cualquier otro medio, o 
c) prohibición o reglamentación del acercamiento a la persona 
protegida a una distancia menor de la indicada en la medida. 
 
b) Dictada en proceso penal o como consecuencia de un proceso 
penal por delito por autoridad judicial o equivalente 
La orden de protección ha de dictarse en un proceso penal por delito, 
tal como se exige en los artículos 1 y 2 de la Directiva, o como 
consecuencia de un proceso penal por delito, por una autoridad 
competente, aunque ésta autoridad tenga carácter civil o administrativo. Lo 
esencial es que la medida no sea simplemente civil sino que sea 
consecuencia del proceso penal y esté vinculada al mismo, aunque la 
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Artículo 5   
Necesidad de existencia previa de una medida de protección con arreglo al 
ordenamiento nacional.  
Solo se podrá dictar una orden europea de protección cuando previamente se haya adoptado 
en el Estado de emisión una medida de protección que imponga a la persona causante del 
peligro una o varias de las siguientes prohibiciones o restricciones: 
 a) prohibición de entrar en determinadas localidades, lugares o zonas definidas en las que la 
persona protegida reside o que frecuenta;  
b) prohibición o reglamentación de cualquier tipo de contacto con la persona protegida, 
incluidos los contactos telefónicos, por correo electrónico o postal, por fax o por cualquier otro 
medio, o 
c) prohibición o reglamentación del acercamiento a la persona protegida a una distancia menor 
de la indicada en la medida. 
 





autoridad de emisión no tiene por qué el juez o el fiscal del proceso penal 
mismo. Así parece desprenderse del expositivo 10 de la exposición de 
motivos de la Directiva221. 
La orden europea ha de emanar de una autoridad judicial o asimilada a 
la misma, tal como que se dispone en el artículo 6 número 2 de la Directiva 
y en el artículo 3 número 1. 
 
c) Con carácter cautelar o de sanción penal protectora 
Como ya se ha dicho, las medidas pueden haberse acordado, tanto con 
carácter cautelar mientras concluye la tramitación del procedimiento, como 
con carácter de sanción impuesta en sentencia o como medida penal 
alternativa o condición para la suspensión del procedimiento o la pena. 
En el punto 11 de la exposición de motivos de la Directiva se excluye 
de su ámbito la protección de testigos. Se especifica también en el punto 9 
que el ámbito de la Directiva se extiende a toda clase de víctimas y no sólo 
a las de violencia de género. 
B) LA CONEXIÓN CON EL ESTADO DE EJECUCIÓN 
 
 Según se establece en el artículo 6 número 1, la orden europea de 
protección solo es procedente “cuando la persona protegida decida residir o 
resida ya en otro Estado miembro, o cuando decida permanecer o 
permanezca ya en otro Estado miembro”. Como acabamos de exponer, 
cabe la posibilidad de cooperaciones triangulares, transmitiendo a un Estado 
en el que se encuentra el autor del riesgo una medida cautelar sustitutoria 
de prisión preventiva o una pena alternativa a la prisión, y a otro en el que 
se encuentra la víctima, una orden europea de protección.  
 
C) EL PRESUPUESTO DEL ÁMBITO SUSTANTIVO: LA EXISTENCIA DE 
DELITO CON CONTROL FACULTATIVO DE DOBLE INCRIMINACIÓN 
 Al repasar el texto de la Directiva llama la atención inmediatamente 
la inexistencia de una lista de delitos en los que se impone el 
reconocimiento. Podría pensarse que en la Directiva se refuerza el impacto 
del principio del reconocimiento imponiéndolo en todos los delitos. Sin 
embargo pronto se aprecia que no hay tal avance sino más bien retroceso. 
La desaparición de la lista de delitos supone que no existe ninguno en el 
que el reconocimiento se imponga, con independencia del Derecho penal del 
Estado de ejecución ni que se presuponga iuris et de iure la coincidencia 
entre el Derecho del Estado de emisión y el del Estado de ejecución. Por el 
contrario, lo que ocurre es que se expande la exigencia de la doble 
incriminación, que queda configurada en la letra c del artículo 10 número 1 
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 “La presente Directiva se aplica a las medidas de protección adoptadas en asuntos penales, 
y no cubre por tanto las medidas del mismo tipo adoptadas en materia civil. Para que una 
medida de protección pueda ejecutarse de conformidad con la presente Directiva, no es 
necesario que se haya declarado mediante resolución firme la existencia de un delito penal. 
También carece de importancia la naturaleza penal, civil o administrativa de la autoridad que 
adopte la medida de protección”.  





como un presupuesto facultativo del que la legislación de transposición 
puede prescindir, renunciando a exigir la doble incriminación para reconocer 
la transmisión de las medidas protectoras. 
 
 
FORMA Y VÍA DE TRANSMISIÓN 
 
a) Solicitud de la víctima 
 Según el artículo 6 número 2 de la Directiva, la autoridad competente 
del Estado de emisión “solo podrá dictar una orden europea de protección a 
instancia de la persona protegida y previa comprobación de que la medida 
de protección cumple los requisitos previstos en el artículo 5”. En 
consecuencia la solicitud de la víctima adquiere el rango de requisito 
imperativo de procedimiento, sin que la medida pueda acordarse de oficio. 
No obstante, la autoridad que dicte una medida protectora conforme al 
Derecho interno está obligada a informar a la víctima de la posibilidad de 
solicitar que se dicte la orden europea, conforme se prevé en el artículo 6 
número 5222. 
 Aunque no se mencione el incumplimiento de esta previsión 
normativa como causa de denegación del reconocimiento, el tenor 
claramente imperativo del artículo 6 número 2 parece sugerir que se trata 
de un requisito de forma elevado a la categoría de presupuesto y que por 
tanto deberá formar parte también del control pasivo. No obstante, también 
puede entenderse que se trata de un requisito atribuido únicamente al 
control activo sin posibilidad de su consideración por la autoridad de 
ejecución. La solicitud puede presentarse tanto ante la autoridad 
competente del Estado de emisión como ante la del Estado de ejecución, en 
cuyo caso esta transmitirá urgentemente la solicitud a la autoridad del 
Estado de emisión (artículo 6 nº 3). 
  
b) Audiencia al causante del peligro 
 En el número 4 del mismo artículo 6 se impone como requisito de 
procedimiento necesario la audiencia a la persona causante del peligro. Esta 
audiencia ha de tener lugar en algún momento del procedimiento, con 
anterioridad a la emisión de la orden europea de protección223.  
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 “5. Cuando una autoridad competente adopte una medida de protección que contenga una o 
más de las prohibiciones o restricciones previstas en el artículo 5, informará a la persona 
protegida por cualquier medio adecuado, conforme a los procedimientos previstos en su 
Derecho nacional, de la posibilidad de solicitar que se dicte una orden europea de protección 
en caso de que decida trasladarse a otro Estado miembro, así como de las condiciones básicas 
para presentar dicha solicitud. La autoridad aconsejará a la persona protegida que presente su 
solicitud antes de salir del territorio del Estado de emisión”. 
 
223 
Art 6 n 4: 
“4. Antes de emitir la orden europea de protección, se dará a la persona causante del peligro el 
derecho a ser oída y a impugnar la medida de protección, en caso de que no hubiera tenido 
esos derechos en el curso del procedimiento que haya conducido a la adopción de la medida 
de protección”. 






c) Vía de comunicación y soporte de la información 
La regla general prevista en el artículo 8 número 1 de la Directiva es 
la de comunicación directa entre las autoridades judiciales o asimiladas del 
Estado de emisión y del Estado de ejecución. Sin embargo, en el artículo 4 
número 2 se permite que los Estados para los que resulte “necesario debido 
a la organización de su ordenamiento jurídico interno”, puedan establecer 
una autoridad central como autoridad encargada de recibir o transmitir las 
órdenes europeas.  
En cuanto al soporte en el que ha de llevarse a cabo su comunicación, 
según el número 1 del citado artículo 8, la orden europea de protección se 
transmitirá “por cualquier medio que deje constancia escrita y en 
condiciones que permitan a la autoridad competente del Estado de 




Según se dispone en el artículo 7, la “orden europea de protección se 
emitirá con arreglo al modelo que figura en el anexo I” de la Directiva. El 
título es por tanto, el formulario correspondiente, firmado por la autoridad 
emisora. Este documento en sí mismo es denominado orden europea de 
protección, en sentido de documento que exterioriza la decisión judicial de 
transmitir la medida de protección. Si la autoridad de ejecución recibe una 
orden europea de protección con defectos de forma relativos a las 
menciones o informaciones que han de contenerse en el título, deberá 
comunicarlo a la autoridad de emisión para su subsanación (artículo 9 
número 4). 
La orden europea deberá enviarse traducida al idioma del Estado de 
ejecución (artículo 17). 
 
 
LA OBLIGATORIEDAD DEL RECONOCIMIENTO Y SUS LÍMITES 
 
 La regla general de reconocimiento obligatorio se recoge en el 
artículo 9 número 1 de la Directiva que determina que la autoridad 
competente del Estado de ejecución, reconocerá sin demora la orden 
europea, salvo que concurra alguno de los motivos para denegar el 
reconocimiento comprendidos en el artículo 10. En este último se contienen, 
con la acostumbrada falta de sistemática y exhaustividad, los defectos en la 
solicitud así como los límites obligatorios y las excepciones facultativas al 
reconocimiento. Se contempla la denegación por falta de presupuestos 
(letras b y c del artículo 10), aunque no todos los presupuestos se incluyen, 
y los defectos de forma (letra a). El control de ne bis in ídem, se recoge en 
la letra g, mezclado de manera indiferenciada con las exclusiones, que 
constituyen excepciones facultativas al reconocimiento. También se incluye 
                                                                                                                                                                          
 
 





como causa de denegación la minoría de edad penal del autor del delito que 
motiva la orden de protección, conforme al Derecho penal del Estado de 
ejecución (letra h). Esta exclusión solo operará como tal para los Estados 
que hayan renunciado a la exigencia del presupuesto de la doble 
incriminación, ya que en otro caso, la denegación podría ya directamente 
fundarse en la falta del presupuesto del ámbito sustantivo. Otras 
exclusiones que se prevén son la amnistía en el Estado de ejecución en caso 
de que las autoridades judiciales de este Estado sean competentes para la 
persecución del delito, inmunidad,  prescripción si la persecución del delito 
fuera de su competencia, y por último, la comisión del delito en territorio 
del Estado de ejecución, en todo o en su mayor parte.  
 El número 2 del artículo 10 de la Directiva prevé también 
determinadas obligaciones para la autoridad de ejecución, en caso de tener 
que denegar la medida solicitada en la euroorden224. 
 
 
LAS REGLAS DE LA EJECUCIÓN 
 
A) LA REGLA DE LA EJECUCIÓN INMEDIATA Y PRIORITARIA DE LA 
MEDIDA TRANSMITIDA O UNA EQUIVALENTE CONFORME AL 
DERECHO DEL ESTADO DE EJECUCIÓN 
 La regla de la ejecución inmediata y prioritaria se formula en los 
artículos 9 número 1 y 15 de la Directiva. En el artículo 9 número 1 se 
determina que, recibida la orden europea de protección, la autoridad 
competente del Estado de ejecución “reconocerá, sin demora indebida, la 
orden y adoptará una resolución en la que dicte cualquiera de las medidas 
previstas en su Derecho nacional para un caso análogo a fin de garantizar la 
protección de la persona protegida”. Al reconocimiento inmediato ha de 
seguir, la adopción de las medidas, no solo de manera inmediata, sino 
prioritaria, tal como se dispone en el artículo 15 de la Directiva225. 
 La regla de la ejecución en sus propios términos de la resolución de la 
autoridad de emisión, se sustituye aquí por le ejecución de la medida que 
proceda conforme al Derecho del Estado de ejecución. Incluso la naturaleza 
de la medida puede ser distinta de la que tiene en el Derecho del Estado de 
emisión, ya que se prevé expresamente que el “Estado de ejecución podrá 
aplicar medidas penales, administrativas o civiles, en función de lo que 
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 “2. Cuando la autoridad competente del Estado de ejecución deniegue el reconocimiento de 
una orden europea de protección aplicando uno de los motivos mencionados anteriormente: 
a) informará sin dilación al Estado de emisión y a la persona protegida de la denegación y de 
los motivos de la misma; 
b) informará, cuando proceda, a la persona protegida de la posibilidad de solicitar la adopción 
de una medida de protección de conformidad con su Derecho nacional; 
c) informará a la persona protegida de todas las posibles vías de recurso que sean de 
aplicación en el Derecho nacional para oponerse a dicha decisión”. 
 
225
  “Una orden europea de protección se reconocerá con la misma prioridad que sería aplicable 
en un caso nacional similar, teniendo en cuenta las circunstancias particulares del caso, 
incluida su urgencia, la fecha prevista de llegada de la persona protegida al territorio del Estado 
de ejecución y, en la medida de lo posible, la gravedad del riesgo que corre la persona 
protegida”. 





disponga el Derecho nacional”. No obstante, la medida de protección deberá 
corresponderse “en la mayor medida posible a la medida de protección 
ordenada por el Estado de emisión” (artículo 9 número 2). 
 La ejecución consistirá en la puesta en marcha de la medida 
protectora acordada por la autoridad de ejecución, quien además asume la 
obligación de informar “a la persona causante del peligro, a la autoridad 
competente del Estado de emisión y a la persona protegida de las medidas 
que haya adoptado conforme al apartado 1, y de las posibles consecuencias 
jurídicas de la infracción de tales medidas, con arreglo a lo dispuesto en el 
Derecho nacional y en el artículo 11, apartado 2” (artículo 9 número 3). 
Como precaución obligatoria, no se darán a conocer a la persona causante 
del peligro “la dirección ni otros datos de contacto de la persona protegida, 
a menos que ello sea necesario para la ejecución de la medida adoptada”. 
 
B) TRANSFORMACIÓN DE LA MEDIDA O CESE DE LA EJECUCIÓN 
 
a) Modificación de la medida acordada en el Estado de emisión 
La letra a del artículo 13 número 1 atribuye al Estado de emisión la 
competencia para modificar la medida de protección, lo que provoca la 
consiguiente modificación de la medida o el cese de la ejecución con 
carácter inmediato (artículo 13 número 6). Con arreglo al número 2 de este 
artículo, el Derecho del Estado de emisión será el aplicable a la 
modificación, de la medida de protección. 
La medida modificada ha de corresponder también al ámbito de 
medidas contemplado en el artículo 5 de la Directiva, que son las únicas que 
pueden transmitirse conforme a la Directiva (artículo 13 número 7) y el 
título en el que se contiene la nueva medida modificada ha de contener 
todas las informaciones preceptivas contenidas en el artículo 7 de la 
Directiva. 
 El Estado de emisión es el competente para modificar la orden 
europea de protección pero en caso de cooperación triangular el Estado de 
supervisión (aquel que está ejecutando la pena sustitutoria o alternativa a 
la prisión preventiva226) también puede adoptar medidas que incidan sobre 
la ejecución de la orden de protección en el Estado de ejecución. Ante esta 
eventualidad, el artículo 13 número 4 prevé que cuando “la autoridad 
competente del Estado de supervisión haya tomado ulteriormente 
decisiones que afecten a las obligaciones o instrucciones contenidas en la 
medida de protección de conformidad con el artículo 14 de dicha Decisión 
marco, la autoridad competente del Estado de emisión”, que es el único 
competente para ello, procederá sin demora a modificar la orden europea 
de protección, a no ser que lo que proceda sea su anulación si la 
modificación de la medida es incompatible con la ejecución de la orden de 
protección. Las decisiones a las que se refiere el artículo 14 de la Decisión 
                                                          
226
 Según la definición contenida en el artículo 2 de la Directiva, el Estado de supervisión es “el Estado 
miembro al que se haya transmitido una sentencia según la definición del artículo 2 de la Decisión marco 
2008/947/JAI, o una resolución sobre medidas de vigilancia según la definición del artículo 4 de la 
Decisión marco 2009/829/JAI”. 





Marco son aquellas medidas que la autoridad competente del Estado de 
ejecución puede adoptar en caso de incumplimiento de las restricciones 
impuestas al condenado. 
 
b) Extinción de la medida por revocación, revisión, anulación o cese 
en el Estado de emisión. 
La referida letra a del artículo 13 número 1 también atribuye al 
Estado de emisión la competencia exclusiva para la revocación, revisión, 
anulación o cese de la medida, lo que se efectuará de acuerdo con su propio 
Derecho nacional (artículo 13 número 2). El ejercicio de estas potestades 
conlleva necesariamente la extinción de la medida. 
Una de las razones de la revocación o cese de la medida puede ser el 
agravamiento del riesgo para la víctima o el incumplimiento de condiciones 
protectoras o el quebrantamiento de prohibiciones por parte de del 
imputado o condenado. Ello puede conducir a que se revoque la libertad 
provisional y se sustituya por prisión preventiva, se ponga fin a la 
suspensión de la condena o se revoque el beneficio de la pena sustitutoria 
de la pena de prisión, lo que hace ya innecesaria la medida de protección.  
Coherentemente con la afirmación de la potestad exclusiva para la 
revocación o anulación en la letra b del mismo artículo y número 1 se 
reitera que el Estado de emisión es el único competente para “la imposición 
de una medida privativa de libertad como consecuencia de la revocación de 
la medida de protección, siempre que la medida de protección se haya 
aplicado con motivo de una sentencia, según la definición del artículo 2 de 
la Decisión marco 2008/947/JAI, o de una resolución sobre medidas de 
vigilancia, según la definición del artículo 4 de la Decisión marco 
2009/829/JAI”.  
 
c) Extinción por no permanencia de la víctima en el Estado de 
ejecución227. 
  En caso de que desaparezca la conexión de la víctima con el Estado 
de ejecución porque ya no resida o ya no permanezca en él, la autoridad de 
ejecución podrá acordar el cese de la ejecución (artículo 14 número 1 letra 
a) 
 d) Expiración del plazo de vigencia de la medida con arreglo al 
Derecho del Estado de ejecución. 
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 Nuevamente se observa un error de traducción en la versión española de la Directiva. La 
rúbrica del artículo 14 en la que se regula la modificación o el cese de la ejecución reza 
“Motivos para la suspensión de las medidas adoptadas en virtud de una orden europea de 
protección”. Sin embargo no es la suspensión lo que se regula en él. En la versión inglesa se 
habla de “discontinuation”, que puede ser traducido como suspensión pero también como 
abandono o interrupción, que es lo que ralmente corresponde en este caso. La versión 
francesa no cae en el mismo error que la española y habla de fin de las medidas: “Motifs 









 El cese de la ejecución por esta causa se recoge en el artículo 14 
número 1 letra b. 
 e) Extinción de la medida por modificación que no se ajusta al ámbito 
de medidas transmisibles o defecto de forma en el título de la transmisión 
de la medida modificada. 
 El artículo 14 número 1 letra c prevé la extinción de la medida por 
rechazo de la modificación, decidido por la autoridad de ejecución, basado 
en el incumplimiento del requisito de pertenencia de la medida al listado 
contemplado en el artículo 5 de la Directiva o por no contener el título de 
transmisión de la nueva medida todas las informaciones preceptivas 
exigidas por el artículo 7 de la Directiva. 
 e) Extinción de la medida de protección al ser sustituida por la 
transmisión al Estado de ejecución de una medida cautelar o de una pena 
alternativa a la prisión o de las condiciones de la suspensión de la pena de 
prisión.  
 Cuando el autor de los hechos se encuentra en el Estado de 
ejecución, una vez que la transmisión de la pena o de la medida cautelar a 
este Estado ha podido consumarse, la medida de protección contenida en la 
orden europea desaparece sustituida por la medida cautelar o la pena o 
condiciones de la suspensión transmitidas, por disposición expresa del 
artículo 14 número 1 letra d228. 
 
 
LA DISTRIBUCIÓN DE LA COMPETENCIA FUNCIONAL  DURANTE LA 
EJECUCIÓN: LA ACCESORIEDAD RESPECTO AL PROCESO PRINCIPAL 
 Como ya se ha expuesto al hablar del objeto de la Directiva, tanto las 
medidas cautelares como las penas protectoras cuya transmisión se regula 
se someten al mismo régimen en el que predomina la accesoriedad respecto 
al proceso principal y la esencial dependencia de las decisiones de la 
autoridad de emisión. La razón es, por un lado, que las tanto las medidas 
cautelares como las penas protectoras se conciben como fundamentalmente 
variables y dependientes de la evolución de la situación de peligro, 
valoración que se atribuye a la autoridad de emisión y así queda reflejado 
en el punto 24 de la exposición de motivos: “(24) Dado que la presente 
Directiva trata de situaciones en las que la persona protegida se traslada a 
otro Estado miembro, la emisión o ejecución de una orden europea de 
protección no implica transferencia alguna al Estado de ejecución de 
competencias en cuanto a las penas principales, en suspenso, sustitutivas, 
condicionales o accesorias, o en cuanto a las medidas de seguridad 
impuestas a la persona causante del peligro, siempre que esta persona siga 
residiendo en el Estado que haya adoptado la medida de protección”. 
 La distribución funcional de competencias se lleva a cabo desde esta 
perspectiva, fundamentalmente en los artículos 11 y 13 de la Directiva, 
                                                          
228 “cuando, tras el reconocimiento de la orden europea de protección, se haya transmitido al Estado de 
ejecución una sentencia, según la definición del artículo 2 de la Decisión marco 2008/947/JAI, o una 
resolución sobre medidas de vigilancia, según la definición del artículo 4 de la Decisión marco 
2009/829/JAI”. 





donde se habla claramente de competencias del Estado de emisión y 
competencias del Estado de ejecución, formulándose de manera explícita la 
idea de una distribución funcional de competencias. No obstante, también 
se pueden encontrar algunas otras normas de distribución de competencias 
en otros artículos. 
 
A) LA SUJECIÓN DE LA AUTORIDAD DE EJECUCIÓN A DECISIONES 
DE LA AUTORIDAD DE EMISIÓN: COMPETENCIAS EXCLUSIVAS DE LA 
AUTORIDAD DE EMISIÓN 
 
a) La competencia exclusiva de la autoridad de emisión para valorar 
el riesgo para la víctima y la necesidad de la protección. 
El número 1 del artículo 6 contiene un requisito construido de forma 
que únicamente está llamado a operar en el control activo, pero sin que 
pueda ser valorado en el control pasivo del reconocimiento. En el referido 
número 1 se dice que cuando la autoridad competente haya de decidir 
sobre la emisión de  una orden europea de protección “tendrá en cuenta, 
entre otros criterios, la duración del período o períodos en que la persona 
protegida tiene intención de permanecer en el Estado de ejecución, así 
como la importancia de la necesidad de protección”.  
 El tenor literal de este artículo viene referido únicamente a la 
autoridad de emisión, a la que le confía la misión de valorar la necesidad de 
la protección. A contrario sensu, de esta norma se deduce la atribución 
exclusiva de esta potestad a la autoridad de emisión y la consiguiente 
imposibilidad de valorar el riesgo o la necesidad de la protección por parte 
de la autoridad de ejecución. Esta interpretación se confirma también al 
acudir al listado de causas de denegación del reconocimiento, contenido en 
el artículo 10 de la Directiva, en el que no se contempla la denegación por 
la falta de necesidad de protección o por la duración de la estancia de la 
víctima u otros motivos semejantes. 
 
b) Prórroga, revisión, modificación, revocación y anulación de la 
medida de protección. 
 El artículo 13 número 1 letra a atribuye en exclusiva al Estado de 
emisión la competencia para la la prórroga, revisión, modificación, 
revocación y anulación de la medida de protección y, por consiguiente, de la 
orden europea de protección. Al mismo tiempo esto implica que al Estado 
de ejecución le está vedado resolver recursos sobre la orden de protección 
misma o anularla o dejarla sin efecto. El Estado de emisión será el 
competente para todo ello y estas decisiones se tomarán con arreglo a su 
Derecho interno (artículo 13 número 2). 
c) La sustitución de la medida acordada por una medida cautelar o 
pena privativa de libertad 
 Tanto si la orden europea de protección se ha dictado en el marco de 
una cooperación triangular, como si el autor de los hechos se encuentra 





sometido a una medida cautelar o una pena alternativa a la prisión en el 
Estado de emisión o en el Estado de ejecución, “la imposición de una 
medida privativa de libertad como consecuencia de la revocación de la 
medida de protección” ante el agravamiento del riesgo o los 
incumplimientos por parte del autor de los hechos, es competencia 
exclusiva del Estado de emisión (artículo 13 número 1 letra b), lo que se 
llevará a cabo conforme al Derecho de este mismo Estado. 
 
B) COMPETENCIAS EXCLUSIVAS DEL ESTADO DE SUPERVISIÓN EN 
LA COOPERACIÓN TRIANGULAR DEBIDA A TRANSMISIÓN DE UNA 
SENTENCIA 
 En el caso de la cooperación triangular ocasionada por la transmisión 
a un tercer Estado de una pena alternativa a la prisión o de las condiciones 
de la suspensión (no de una medida cautelar) el Estado de supervisión será 
el competente para adoptar las medidas que sean procedentes conforme a 
su Derecho nacional, en caso de incumplimiento de las condiciones o 
restricciones impuestas, lo que implica que “la autoridad competente del 
Estado de emisión procederá sin demora a prorrogar, revisar, modificar, 
revocar o anular en consecuencia la orden europea de protección” (artículo 
13 número 4). Como consecuencia de ello, el Estado “de emisión informará 
sin demora a la autoridad competente del Estado de ejecución” de la 
resolución adoptada (artículo 13 número 5), que en última instancia 
quedará vinculado por esta cadena de decisiones judiciales. Si la decisión 
del Estado de emisión ha sido la de anulación o revocación de la orden de 
protección, el Estado de ejecución deberá poner fin a la ejecución (artículo 
13 número 6) o procederá a adaptar la medida de protección a las 
decisiones adoptadas, salvo que tenga motivo para poner fin a la ejecución 
conforme a la situación si la nueva medida desborda el ámbito de las 
medidas transmisibles según la Directiva o si se producen defectos no 
subsanados de forma previstos en el número 7 del mismo artículo.  
 
C) COMPETENCIAS EXCLUSIVAS DEL ESTADO DE EJECUCIÓN 
 
a) Facultad de dejar sin efecto las medidas de protección en caso de 
modificación inadecuada en el Estado de emisión. 
Si se produce la modificación de las medidas en el Estado de emisión, 
la autoridad competente del Estado de ejecución “se negará a hacer cumplir 
la prohibición u obligación modificadas, en caso de que no correspondan a 
los tipos de prohibiciones o restricciones previstos en el artículo 5, o en caso 
de que la información transmitida con la orden europea de protección con 
arreglo al artículo 7 sea incompleta y no se haya completado dentro del 
plazo fijado por la autoridad competente del Estado de ejecución con 
arreglo a lo dispuesto en el artículo 9, apartado 4” (artículo 13 número 7 
letra b). 
 
b) Extinción por ausencia de la víctima del Estado de ejecución.   





  La extinción por esta causa es competencia exclusiva del Estado de 
ejecución, al que corresponde por lo tanto valorar la realidad de la 
presencia de la víctima, en virtud de lo dispuesto en el artículo 14 número 1 
letra a. 
 c) Extinción por expiración del plazo de duración de la medida 
conforme al Derecho del Estado de ejecución. 
 El plazo de duración de la medida se regirá por la ley del Estado de 
ejecución según lo establecido en la letra b del mismo artículo y número, lo 
cual no impide que antes del vencimiento del plazo, el Estado de emisión 
pueda prorrogarla, cosa que es competencia exclusiva suya. Para facilitar la 
prórroga de la medida en caso de continuar siendo necesaria, en el número 
3 del artículo 14 se dispone que antes de poner fin a las medidas por este 
motivo, “la autoridad competente del Estado de ejecución podrá invitar a la 
autoridad competente del Estado de emisión a que facilite información en 
cuanto a la necesidad de mantener la protección otorgada por la orden 
europea de protección en las circunstancias del caso concreto de que se 
trate”. 
 
D) LA COMPETENCIA COMPARTIDA PARA LA AMNISTÍA EN 
DETERMINADOS CASOS 
 
 La competencia para la amnistía puede le corresponde también al 
Estado de ejecución, en el caso de que su Derecho nacional le atribuya 
competencia para conocer del delito al que se refiere la medida transmitida. 
Así se desprende de la letra d del artículo 10 número 1 de la Directiva, 
donde se contempla como causa de denegación el caso de que “la 
protección derive de la ejecución de una pena o medida que, conforme al 
Derecho del Estado de ejecución, haya sido objeto de amnistía y 
corresponda a un hecho o conducta sobre el que tenga competencia con 
arreglo a dicho Derecho”. Esto supone implícitamente la posibilidad de 














1. EL DERECHO INTERNACIONAL DE LA COOPERACIÓN JUDICIAL: 
SOBERANÍA Y HETEROGENEIDAD  DE LOS SISTEMAS JURÍDICOS 
 
1.1 El Derecho internacional de la cooperación judicial se rige por 
dos ideas fundamentales que condicionan la cooperación: la defensa 
de la soberanía nacional y el axioma de la heterogeneidad de los 
sistemas jurídicos. 
El Derecho internacional de la cooperación judicial en materia penal 
nace marcado por la afirmación de dos principios fundamentales, uno 
político y otro jurídico, que modulan y limitan la cooperación judicial entre 
los Estados. El principio político es el de la defensa de la soberanía, frente a 
la consideración de que los intereses políticos de los Estados pueden ser 
divergentes y llegar a entrar en conflicto con las obligaciones contractuales 
asumidas. El principio político de la afirmación y defensa de la soberanía 
motiva que en los convenios se pacten amplios márgenes para rechazar la 
cooperación por razones de oportunidad o de orden público y que 
frecuentemente las autoridades gubernamentales tengan una importante 
participación en la cooperación judicial.  
El otro principio, de naturaleza jurídica, implica la afirmación con 
carácter de axioma jurídico de la radical heterogeneidad de los diferentes 
sistemas jurídicos, lo que conlleva la imposibilidad de reconocer efectos 
jurídicos, por sí mismas, a las resoluciones judiciales generadas en sistemas 
jurídicos ajenos (no interoperabilidad entre sistemas procesales) y están por 
definición sometidas a “sospecha” o desconfianza. Al no poder ser 
reconocidas las resoluciones de las que deriva la solicitud de auxilio, lo que 
se examina es estrictamente el contenido de lo solicitado y para resolver 
sobre ello las solicitudes de cooperación tienen que ser sometidas antes a 
minuciosos exámenes. 
 
1.2 Los convenios de segunda generación destinados a transferir al 
Estado requerido la persecución penal o la ejecución de las penas 
incorporan la técnica de la transmisión de resoluciones, pero 
continúan respondiendo a los mismos principios básicos que los 
convenios de la primera generación (la defensa de la soberanía y la 
heterogeneidad). 
Las limitaciones de la cooperación regulada en los convenios de 
obtención de pruebas y documentos y de entrega de sujetos procesales, 
determinaron la búsqueda de técnicas jurídicas que permitieran ampliar la 
cooperación entre los  Estados, para conseguir transferir al Estado requerido 
la persecución penal o la ejecución de las penas. El medio para superar las 





limitaciones de la primera generación de convenios ha sido la transmisión 
de resoluciones judiciales, que previamente han de ser homologadas y 
acomodadas al Derecho interno del Estado requerido. Se trata de una 
transmisión en la que el Estado requirente se “desprende”, por así decirlo 
de la resolución dictada por sus autoridades judiciales y ésta es “enajenada” 
o cedida definitivamente a las autoridades judiciales del Estado requerido, 
dando lugar al surgimiento de un proceso autónomo en este último. 
Los principios básicos inspiradores a los que responde este modelo 
son los mismos que se encuentran en la base de los convenios de la 
obtención de objetos o sujetos procesales. Lo que cambia no son los 
principios, sino la técnica empleada, en función de las finalidades distintas 
que se pretende conseguir. La aceptación de la transmisión, en estos 
convenios, está sometida a fuertes condicionantes de defensa de la 
soberanía o los intereses del Estado requerido, aún más que en los 
convenios de primera generación, o es abiertamente discrecional. En los 
convenios de segunda generación, el reconocimiento y homologación de la 
resolución que se transmite no está asegurado y, en la práctica queda al 
arbitrio del Estado requerido o la decisión es muy poco previsible. 
Por sí sola, la resolución que se pretende transmitir carece de toda 
eficacia ante las autoridades destinatarias y ni siquiera está asegurado que 
vaya a ser sometida al juicio de homologación y reconocimiento, debido a 
los amplios márgenes de discrecionalidad que se reservan los Estados. El 
reconocimiento se utiliza como técnica pero no adquiere el rango de 
principio inspirador de la normativa, que sigue vinculada al principio de la 
heterogeneidad 
 
1.3 Tanto los convenios de primera generación como los de segunda 
generación de la cooperación judicial internacional responden al 
mismo modelo, denominado el modelo de la asistencia mutua. 
El modelo presente en los convenios, tanto de obtención de objetos o 
de entrega de sujetos procesales, como los de transmisión previa 
homologación, es el que ha sido denominado modelo o sistema de la 
asistencia mutua.  
El eje central del modelo de la asistencia mutua radica en que los 
Estados se comprometen, desde su posición soberana, a prestar asistencia 
en los asuntos de interés para otro Estado signatario, para poder obtenerla 
en los asuntos de su interés. No se presta el auxilio porque dimane de una 
resolución judicial que resulte de obligado cumplimiento para las 
autoridades. En el modelo de la asistencia mutua, la relación entre los 
sistemas jurídicos puede ser definida como una situación de no 
interoperabilidad entre sistemas procesales distintos y heterogéneos. 
 Los principios básicos son el de la desconfianza hacia las resoluciones 
judiciales ajenas y el de la defensa de la soberanía de los Estados, que 
pactan colaborar en la medida en que la cooperación constituya un interés 
común. 
 





2. LA NORMATIVA DEL PRINCIPIO DEL RECONOCIMIENTO: 
SOBERANÍA COMPARTIDA E INTEROPERABILIDAD 
 
2.1 El tránsito hacia la soberanía compartida mediante la cesión de 
su ejercicio a instituciones comunes ha tenido un impacto decisivo 
para sentar las bases de la aplicación del principio del 
reconocimiento a la cooperación judicial entre Estados diferentes de 
la Unión Europea. 
El tránsito a la cesión del ejercicio de la soberanía en favor de las 
instituciones comunes, que se ha producido en la Unión Europea, ha 
permitido avanzar en dos aspectos decisivos que han sentado las bases 
para el radical cambio de paradigma que se ha producido en la regulación 
de la cooperación judicial internacional en la Unión Europea. Estos dos 
aspectos son: 
1- La progresiva limitación de salvaguardias para la defensa de la 
soberanía de los Estados. 
2- La creación de un nuevo sistema de fuentes de elaboración 
supranacional, con lo cual el Derecho de la cooperación judicial 
internacional queda sustraído al terreno de lo pactado entre Estados y 
las fuentes pasan a ser creadas por instituciones comunes. La 
regulación de la cooperación judicial internacional actualmente 
constituye una competencia compartida entre la Unión y los Estados. 
 
2.2 La integración ha sido el proceso político que ha conducido a un 
espacio sin fronteras en la UE y a la interoperabilidad parcial de 
sistemas procesales, mediante el principio del reconocimiento, es la 
solución jurídica frente la fragmentación de ese espacio en materia 
de Justicia penal  
 La integración política en la Unión Europea ha conducido a la cesión 
del ejercicio de la soberanía en favor de instituciones comunes en 
determinados ámbitos (las competencias de la Unión) y al establecimiento 
de un espacio único sin fronteras entre los Estados de la Unión. 
La libre circulación de personas ha impulsado a la búsqueda de una 
solución a la fragmentación de la Unión Europea en materia de Justicia 
penal. La construcción del llamado espacio judicial europea significa la 
aspiración a que la cooperación judicial se aproxime cada vez más a la 
cooperación entre jueces de un mismo Estado, pero manteniendo la 
diversidad de los sistemas procesales de cada Estado. 
La asunción de la idea de la existencia de una comunidad jurídica 
fundamental entre los distintos Estado de la Unión ha permitido establecer 
la confianza y la afirmación de la esencial homogeneidad de los 
ordenamientos jurídicos como regla general. Sentado ello y unido esto a la 
determinación de las autores judiciales como los actores (únicos o únicos 
decisores) de la cooperación judicial penal, la interoperabilidad parcial entre 





los sistemas procesales diversos de cada uno de los Estados mediante la 
introducción del principio del reconocimiento ha sido la solución jurídica 
frente a la fragmentación de la Justicia penal en la Unión Europea.  
 
2.3 La interoperabilidad entre sistemas procesales se ha conseguido 
construyendo un modelo de cooperación judicial basado en la 
transmisión de resoluciones judiciales que adquieren eficacia en los 
sistemas procesales de los otros Estados de la Unión desde el 
momento en que se incorporan a un título dotado de fuerza 
ejecutiva en el ámbito de la cooperación judicial penal.  
El sistema del reconocimiento mutuo, en nuestra opinión, puede ser 
conceptuado como un modelo basado en la comunicación de una resolución 
judicial, que no queda sujeta a un examen de homologación y que adquiere 
eficacia en los sistemas procesales de los otros Estados de la Unión, desde 
el momento en que se incorpora a un título dotado de fuerza ejecutiva en el 
ámbito de la cooperación judicial penal. Por fuerza ejecutiva hemos de 
entender la virtualidad de generar necesariamente, en otro Estado de la 
Unión, las actuaciones conducentes a su ejecución. La fuerza ejecutiva del 
título supone que la resolución incorporada a él no puede ser sometida a 
reexamen por la autoridad de ejecución. Esta autoridad no podrá valorar su 
formación interna, ni su apoyo probatorio, y en sus manifestaciones más 
puras o rigurosas, tampoco su oportunidad o proporcionalidad.  
 
2.4 La interoperabilidad no es absoluta, sino sólo predicable de 
ciertas resoluciones: es una interoperabilidad selectiva, referida a 
ciertas resoluciones y vinculada a títulos con fuerza ejecutiva. Por 
otra parte los Estados, pueden matizar la obligatoriedad del 
reconocimiento de esas resoluciones. 
La eficacia jurídica de la que se dota a las resoluciones judiciales en el 
nuevo sistema del reconocimiento convierte a los sistemas procesales en 
interoperables, pero dado que no todas las resoluciones gozan de esta 
virtualidad, sino sólo las definidas como equivalentes, la interoperabilidad 
no es absoluta, sino sólo predicable de ciertas resoluciones. Podemos decir 
que se trata de una interoperabilidad selectiva que se activa en presencia 
de ciertos títulos dotados de fuerza ejecutiva en otros Estados de la Unión. 
Únicamente actúa cuando determinadas resoluciones definidas como 
equivalentes se unen a un título previsto en las normas comunes europeas, 
dotado de fuerza ejecutiva. 
Por otra parte los Estados, pueden matizar la obligatoriedad del 
reconocimiento de tales resoluciones, incluyendo en su Derecho ciertas 
exclusiones que potestativamente se ofrecen a los Estados, lo que limita 
también algo la interoperabilidad. 
 





3. EL MODELO DEL RECONOCIMIENTO MUTUO ADOPTADO POR LA 
UNIÓN EUROPEA EN LA COOPERACIÓN JUDICIAL PENAL: LA 
GARANTÍA PROCESAL DEL RECONOCIMIENTO. 
 
3.1 La técnica del reconocimiento y el principio del reconocimiento 
son conceptos diferentes. El principio del reconocimiento mutuo en 
materia penal, según el modelo adoptado por la Unión Europea, 
consiste en la obligatoriedad de reconocer y ejecutar las 
resoluciones definidas como equivalentes tras un control judicial 
sumario y sumamente limitado. 
 El reconocimiento como técnica es distinto del reconocimiento 
obligatorio que es la esencia del principio del reconocimiento. El 
reconocimiento de resoluciones judiciales extranjeras es una técnica bien 
conocida en los convenios de la cooperación judicial internacional civil y 
mercantil e incluso en los convenios de la cooperación judicial internacional 
penal que regulan la transmisión de la ejecución o del procedimiento. Pero 
la técnica del reconocimiento de resoluciones extranjeras, no unida al 
principio del reconocimiento, supone que previamente a ser reconocidas, las 
resoluciones judiciales extranjeras han de someterse a un examen de 
homologación y adecuación al Derecho interno del Estado en el que se 
pretende su eficacia. 
El principio del reconocimiento en materia penal, en esencia, consiste 
en la obligatoriedad de reconocer y ejecutar las resoluciones definidas como 
equivalentes tras un control judicial sumario y sumamente limitado con 
reducidas posibilidades de denegación. Las limitadas causas de exclusión 
que facultativamente se permiten a los Estados, no constituyen más que 
reducciones limitadas del ámbito del reconocimiento obligatorio, de manera 
que a los efectos del procedimiento pasivo se restringe el alcance de los 
presupuestos, para un determinado Estado.  
 
3.2 La equiparación del principio del reconocimiento a 
reconocimiento automático no es necesariamente incorrecta 
siempre que se distinga entre el principio teórico del reconocimiento 
y el modelo de reconocimiento mutuo adoptado por la Unión 
Europea en la cooperación judicial penal. 
 Frecuentemente se alude al principio del reconocimiento como 
reconocimiento automático. Sin embargo no es este el modelo adoptado por 
la Unión Europea para la cooperación internacional. La equiparación del 
principio del reconocimiento al reconocimiento automático no es 
necesariamente incorrecta, siempre que se diferencie entre el principio del 
reconocimiento y su aplicación en las diferentes decisiones marco y 
directivas. El principio teórico del reconocimiento en su versión extrema 
sería el propio de la cooperación entre autoridades judiciales del mismo 
Estado, mientras que en el modelo del reconocimiento mutuo adoptado por 
la Unión Europea, el principio teórico extremo del reconocimiento se 
aplicaría en diferentes grados en las distintas normas europeas. A mayor 
impacto de este principio extremo teórico, más limitados serán los extremos 





que la autoridad judicial de ejecución haya de valorar para resolver sobre el 
reconocimiento de la resolución transmitida e incorporada al título ejecutivo. 
La cooperación penal entre autoridades judiciales de distintos Estados 
de la Unión Europea se sitúa en un punto intermedio entre la cooperación 
judicial internacional y la cooperación judicial interna, pero este punto 
medio ni siquiera está equidistante de ambos extremos, sino que guarda 
quizás más proximidad con la cooperación judicial interna, aunque no es 
idéntica a ella.   
 
3.3 El reconocimiento mutuo adoptado por la Unión Europea puede 
ser definido como un modelo en el que el reconocimiento está 
ampliamente garantizado por medio del empleo de técnicas 
procesales básicamente consistentes en la definición de las 
resoluciones equivalentes, en catálogo cerrado, combinada con la 
distribución funcional de las competencias de las autoridades 
judiciales de los distintos Estados y con la concesión de ciertos 
márgenes muy limitados a los legisladores nacionales para moderar 
las consecuencias del reconocimiento.  
La equivalencia no se reconoce de manera general a cualquier 
resolución, sino sólo a determinadas resoluciones que expresamente se 
identifican como tales y quedan definidas en la decisión marco 
correspondiente, adquiriendo esa definición el valor de presupuesto. Ello 
obedece, no solo ni principalmente a una cuestión de voluntad de amplitud 
del reconocimiento, sino a la diferencia entre los diversos Derechos 
procesales de los Estados miembros. El conjunto de las decisiones marco y 
directivas reguladoras de la cooperación judicial internacional en la Unión 
Europea constituye, de esta manera, un elenco o listado de las resoluciones 
en las que es posible la comunicación entre los distintos sistemas procesales 
nacionales. 
 El modelo adoptado por la Unión Europea para regir la cooperación 
judicial penal se basa en garantizar a la autoridad de emisión el 
reconocimiento de la resolución judicial, no mediante la supresión del 
control judicial pasivo, sino por medio del empleo de ciertas técnicas 
específicamente procesales, relativas a la ordenación del control judicial 
activo y pasivo. 
Este control judicial se lleva a cabo conforme a tres notas fundamentales: 
1ª el reparto de potestades para el control judicial activo y pasivo, con 
criterios de competencia funcional, que impiden a la autoridad de 
ejecución la posibilidad del reexamen de la formación interna de la 
resolución incorporada al título;  
2ª  la sumariedad del control judicial pasivo, con limitación de los 
aspectos que pueden ser tenidos en cuenta por la autoridad de 
ejecución para resolver sobre el reconocimiento ; 
3ª la autorización a los Estados para limitar las consecuencias del 
reconocimiento en ciertos casos, construidos como motivos tasados 





destinados a salvaguardar diferencias relevantes entre los 
ordenamientos jurídicos del Estado de emisión y del Estado de 
ejecución.  
 Las dos primeras notas constituyen las técnicas estrictamente 
procesales empleadas para garantizar el reconocimiento. La tercera nota 
constituye el margen que se deja a los Estados para flexibilizar las 
consecuencias del principio del reconocimiento y salvaguardar las 
diferencias entre ordenamientos jurídicos. 
Desde esta perspectiva, el reconocimiento mutuo puede ser definido 
como un modelo de articulación de ordenamientos procesales que siguen 
siendo diversos, por medio del establecimiento de una regla general de 
comunicabilidad de ciertas resoluciones judiciales, definidas como 
equivalentes, cuyo reconocimiento resulta obligatorio bajo ciertas 
condiciones y en un procedimiento sumario con una drástica limitación de 
los aspectos que han de ser valorados y de las posibilidades de rechazo del 
reconocimiento, permitiéndose a los Estados la introducción de algunas 
limitaciones al reconocimiento para salvaguardar las peculiaridades de los 
Derechos nacionales. La garantía del reconocimiento se completa con el 
reparto con criterios de competencia funcional de las potestades de la 
autoridad de emisión y de ejecución y la regulación de la eficacia jurídica de 
las resoluciones transmitidas en un ordenamiento procesal distinto de aquel 
en el que fueron creadas.  
Lo radicalmente innovador del sistema del reconocimiento adoptado 
por la Unión Europea no es sólo el hecho de que la garantía del 
reconocimiento se inserte en los Derechos nacionales por medio de una 
norma común que define los presupuestos del reconocimiento, sino que esa 
garantía se completa y se refuerza mediante una distribución funcional de 
las competencias de las autoridades judiciales de emisión y de ejecución, de 
manera que las jurisdicciones nacionales y los procesos activo y pasivo 
quedan articulados formando parte de un todo unitario y coherente, regido 
por un único designio tendente a la efectividad del ejercicio de la 
jurisdicción.   
 
3.4 El sistema del reconocimiento mutuo puede ser considerado 
como un avance en la construcción de la Unión Europea como un 
espacio unificado de libertades y de aplicación de la Justicia penal. 
El sistema del reconocimiento es considerado mayoritariamente como 
un avance en la creación de un espacio unificado a efectos de Justicia penal. 
Los argumentos de los críticos frente al sistema del reconocimiento no son 
suficientemente sólidos como para descalificarlo, si bien pueden sugerir la 
necesidad de introducir en el futuro algunas mejoras de detalle en la 
normativa europea de la cooperación judicial penal. 
 
 





4. LOS PRINCIPIOS DEL SISTEMA DEL RECONOCIMIENTO 
MUTUO. 
 
4.1 Principio de confianza: consiste en la afirmación de la existencia 
de una comunidad jurídica esencial, aún dentro de la diversidad de 
ordenamientos jurídicos, entre los diferentes Estados que componen 
la Unión Europea. Es un criterio legislativo y al mismo tiempo un 
principio general del Derecho.  
En la normativa del principio del reconocimiento, las resoluciones de 
las autoridades judiciales o del Ministerio Fiscal de otros Estados no 
convencional de la Unión Europea éstas son ahora contempladas como 
resoluciones producidas en sistemas jurídicos con bases compartidas, con 
garantías homogéneas y con normas comunes e implica la afirmación de la 
existencia de una comunidad jurídica esencial, aún dentro de la diversidad 
de ordenamientos jurídicos, entre los diferentes Estados que componen la 
Unión Europea. Bajo la influencia de este principio, si bien las resoluciones 
generadas en otro Estado de la Unión no son completamente equiparadas a 
las generadas en el propio sistema jurídico, sin embargo, no se someten a 
la sospecha metódica aplicada a las resoluciones emanadas de un sistema 
jurídico desconocido y absolutamente ajeno. 
Como principio de política legislativa orienta los posteriores 
desarrollos normativos, que lo toman como un punto de partida axiomático, 
y al mismo tiempo, inspira una labor legislativa tendente a reducir las 
divergencias en aspectos fundamentales de los diferentes ordenamientos 
nacionales. Pero además, actúa también de la manera como lo hacen los 
principios generales del Derecho en el sistema de fuentes del Derecho 
español: como un criterio inspirador de la interpretación y de la aplicación 
judicial del Derecho, resolviendo las dudas interpretativas, integrando las 
lagunas y orientando la aplicación práctica de las normas.  
 
4.2 El principio y la cualidad de la equivalencia 
El principio de la equivalencia de las resoluciones constituye, por un 
lado, la aplicación al Derecho procesal del principio de confianza, del que 
deriva; y por otro lado, es un principio de técnica legislativa, a modo de 
teoría general del Derecho procesal, derivado de una consideración 
comparada y de conjunto de los ordenamientos procesales europeos.  
Como aplicación del principio de confianza asume la afirmación, 
propia de aquel principio, de que pese a la diversidad de los sistemas 
procesales en los diferentes Estados, la comunidad jurídica entre los 
Estados de la Unión se traduce en una identidad esencial en las garantías 
procesales. 
Como principio de técnica legislativa implica la afirmación de que la 
diversidad en la estructura de los diferentes procesos penales no impide 
identificar y catalogar un cierto número de resoluciones judiciales que 
cumplen en las distintas estructuras procesales una misma función lógica o 





que desde un punto de vista final, están orientadas a producir una 
determinada ordenación de los intereses que confluyen en el proceso o en 
la realidad sobre la que se proyecta el proceso.  
Como cualidad jurídica, podemos definir la equivalencia como la 
cualidad que se reconoce a determinadas resoluciones judiciales, en virtud 
de la cual son identificables como sustancialmente correspondientes a otras 
existentes en el Derecho procesal de cualquier otro Estado de la Unión y 
susceptibles de desplegar también efectos jurídicos en ese otro Estado.  
La atribución de la cualidad de la equivalencia a determinadas 
resoluciones judiciales, constituye el elemento central del sistema del 
reconocimiento de resoluciones judiciales 
 
 
5. LOS NUEVOS CONCEPTOS PROCESALESDEL SISTEMA DEL 
RECONOCIMIENTO 
 
5.1 Emisión, reconocimiento y ejecución. 
Emisión. Cuando se habla de reconocimiento de resoluciones 
judiciales, obviamente se parte de un antecedente lógico previo, que es la 
transmisión o comunicación por la autoridad emisora, de la resolución que 
ha de ser reconocida por la autoridad de ejecución. La resolución se 
convertirá en susceptible de ser reconocida por su incorporación a un título 
que lleva aparejada la obligatoriedad del reconocimiento y la ejecución. La 
creación de ese título y su transmisión es lo que se denomina “emisión” en 
las diferentes decisiones marco y en las directivas existentes. Una vez 
emitido un título y transmitido a la autoridad competente del Estado al que 
ha de corresponder la ejecución, se van a producir dos decisiones diferentes 
en el Estado de ejecución: la decisión sobre el reconocimiento y la decisión 
sobre la ejecución. 
Reconocimiento y ejecución son dos conceptos diferentes, que se 
corresponden con dos decisiones judiciales de contenido distinto.  
Reconocimiento. Desde el punto de vista puramente pasivo, el 
reconocimiento y la ejecución se corresponden con dos decisiones diferentes 
de la autoridad judicial de ejecución. El reconocimiento responde a la 
pregunta sobre si concurren los presupuestos que permiten identificar la 
resolución transmitida como una de las resoluciones que gozan de la 
cualidad de la equivalencia en la normativa común de la Unión Europea, si 
se haya dentro del ámbito sustantivo al que se aplica el principio del 
reconocimiento y si dicha resolución se ha incorporado a un título que, por 
su forma y las menciones que contiene puede ser identificado como apto 
para obtener la cooperación solicitada.  
Ejecución. La ejecución, se corresponde con una decisión diferente y 
posterior en la secuencia lógica de razonamientos y decisiones: si la 
resolución judicial transmitida es reconocida e identificada como 





equivalente, se pasará a adoptar todas las decisiones necesarias para 
llevarla a la práctica, salvo que alguna razón, jurídicamente válida lo 
impida, aunque el título transmitido sea en sí mismo válido. Por lo tanto la 
ejecución supone responder a la pregunta acerca de si, a pesar de ser la 
resolución equivalente y válida jurídicamente, existe alguna causa que 
obstaculice su eficacia total o parcialmente, de manera temporal o 
definitiva; bien sea el impedimento fáctico o bien sea jurídico. Establecido 
que nada impide la plena eficacia de la resolución válidamente emitida, ya 
sólo resta dar respuesta a la cuestión de en qué forma y por qué medios ha 
de ser obtenido el resultado procesal perseguido por la resolución dictada 
por la autoridad de emisión: cómo se ha de ejecutar. 
 
5.2 Presupuestos del reconocimiento. 
Como consecuencia del examen del conjunto de las decisiones marco 
y de la única directiva actualmente vigente, podemos identificar los 
siguientes presupuestos del reconocimiento: 
1º Presupuesto de la resolución equivalente.  
2º Presupuesto relativo al ámbito sustantivo del reconocimiento: 
infracción adecuada.  
3º Presupuesto de la conexión territorial con el Estado de ejecución. 
 
1º Presupuesto de la resolución equivalente. Este presupuesto hace 
referencia al carácter de firme de la resolución, a la autoridad que la dicta, 
al procedimiento en el que se dicta y a su contenido, que incluye la clase de 
sanción impuesta o la actividad procesal que se ordena realizar en la 
resolución transmitida 
2º.-Presupuesto relativo al ámbito sustantivo del reconocimiento: 
infracción adecuada. El principio del reconocimiento sólo se aplica a las 
infracciones que, conforme a lo establecido en las decisiones marco, se 
consideran adecuadas. Este presupuesto suele constar de una parte 
invariable e imperativa y de otra potestativa para los Estados, susceptible 
de ser modulada por los Estados en la regulación del control pasivo. La 
parte invariable e imperativa para todos los Estados está integrada por los 
requisitos acumulativos de la pertenencia a la lista de delitos y del límite 
punitivo mínimo. La parte variable permite a los Estados exigir, 
facultativamente, el cumplimiento del requisito de la doble incriminación 
3º.- Presupuesto de la conexión territorial con el Estado de ejecución. 
Las decisiones marco suelen contener también un presupuesto procesal que 
cumple una función sustancialmente semejante a una norma de 
competencia. Es el presupuesto de la conexión territorial con el Estado de 
ejecución.  
 
5.3 Control judicial activo y control judicial pasivo 





La emisión de un certificado y el consiguiente reconocimiento 
suponen la existencia de dos etapas en las que se desarrolla la actividad 
procesal tendente a generar una resolución equivalente y a su 
reconocimiento y ejecución: el procedimiento judicial activo, en el cual se 
produce la emisión; y el procedimiento pasivo, en el que se produce la 
decisión sobre el reconocimiento y la ejecución. 
Los ámbitos del control judicial activo y el control judicial pasivo no 
son totalmente coincidentes: la autoridad judicial de ejecución no podrá en 
ningún caso es reexaminar los antecedentes de la resolución emitida para 
considerar si los hechos están suficientemente acreditados o no, como 
tampoco podrá valorar y si la resolución se ha formado correctamente o no 
conforme al Derecho procesal; si el delito es de los que pertenecen a la 
lista, la autoridad de ejecución sólo podrá limitarse a comprobar que no hay 
error en la invocación de la lista por parte de la autoridad de emisión, pero 
si, por el contrario, el delito no es de los pertenecientes a la lista, llevará a 
cabo el control de doble incriminación en el caso de que su legislación 
interna así lo establezca.  
 
5.4  Control judicial de exclusiones y control de ne bis in idem 
El control judicial pasivo de los presupuestos se completa con el 
examen de la concurrencia de las exclusiones permitidas por la decisión 
marco o la directiva correspondiente, que actúan como motivos de 
denegación del reconocimiento. Las normas del sistema del reconocimiento 
permiten a los Estados miembros incluir facultativamente en la legislación 
de transposición determinadas causas de exclusión que actúan como 
reducciones del ámbito del reconocimiento obligatorio. Es una manera de 
permitir a los Estados reducir algo las consecuencias de la aplicación 
estricta del principio del reconocimiento.  
La vigilancia del respeto del principio ne bis in ídem forma parte 
también del control pasivo previo al reconocimiento de la resolución 
transmitida, si bien también puede y debe ser ejercida por la autoridad de 
emisión. La causa de denegación propia del control del ne bis in idem es de 
naturaleza diferente a las exclusiones. Tiene en común con ellas la nota de 
que una y otras afectan al reconocimiento, cuya denegación provocan. Sin 
embargo, las exclusiones suponen una excepción a la aplicación del 
principio del reconocimiento, por cuanto se permite a los Estados, de 
manera facultativa, excluir la aplicación del principio del reconocimiento a 
determinados supuestos, aún cuando concurran todos los presupuestos que 
lo hacen obligatorio. Por el contrario, la denegación del reconocimiento por 
aplicación del principio ne bis in idem, ni guarda relación alguna con los 
presupuestos ni supone una excepción a la aplicación del principio del 
reconocimiento.  
La regla del ne bis in idem, no sólo no es contradictoria con el 
principio del reconocimiento, sino que es complementaria del mismo y 
condición para que pueda existir un auténtico espacio judicial europeo. 
 





5.5 El concepto de título. 
El sistema del reconocimiento mutuo, vincula el reconocimiento a la 
emisión y transmisión de un título, que lleva aparejada la virtualidad de 
producir el efecto jurídico del reconocimiento de la resolución que sirve de 
causa al título y que por ello produce la consecuencia de desencadenar las 
actuaciones de ejecución de la resolución judicial que se encuentra en su 
origen.  
El título es un documento formal, sujeto a estrictos requisitos y que 
incluso debe constar en un determinado formato oficialmente aprobado. La 
forma y los contenidos del certificado están rígidamente regulados en los 
anexos de cada una de las decisiones marco, así como los medios por los 
que se puede proceder a su transmisión y el soporte en el que ha de 
efectuarse la transmisión (papel con firma original, soporte digital, 
transmisión por fax). En ocasiones el título es simple, ya que está formado 
por un solo documento (el formulario oficial o “certificado”), y en otras tiene 
carácter complejo, ya que está integrado por documentos diferentes que 
juntos forman el título: el certificado y el original o copia certificada de la 
resolución transmitida. 
 
5.6 Las reglas de la ejecución. 
Una vez reconocida la resolución transmitida, ha de procederse a su 
ejecución. Las decisiones marco y la directiva existente recogen unas reglas 
comunes para la ejecución, que se repiten en todas ellas, con matices o 
excepciones variables: la regla de la ejecución inmediata y la de la 
ejecución íntegra y en sus propios términos de la resolución transmitida. 
 
5.7 Estos conceptos, a veces se formulan de manera explícita y 
otras veces se encuentran implícitos en la nueva normativa de la 
Unión Europea de la cooperación judicial. En todo caso, constituyen 
un esquema de que se repite en todas ellas y constituyen las 
categorías jurídicas que permiten analizar dichas normas y exponer 
ordenadamente su contenido.   
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